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CAPITULO XXIV 



Bl contrabando de guerra. 



405. Iqcluyó en su número tercero el programa ruso 
para la segunda Conferencia de la F&z, la cuestión del con- 
trabando, entre los derechos y deberes de los neutrales du- 
rante las guerras marítimas. Toca el problema á la propie- 
dad privada en el mar, pero se refíere á los neutrales y no 
á los beligerantes. Por eso, dentro del plan metódico que 
venimos siguiendo, vamos á dedicarle un capítulo especial. 
Lo merece también por su extraordinaria importancia en 
las relaciones internacionales, así desde el punto de vista 
práctico de la vida mercantil, como desde el teórico de las 
controversias científicas. 

406. La cuarta Comisión á que este punto correspondía 
según la distribución adoptada por la Conferencia, se en- 
contró con cinco proposiciones diferentes. La más sencilla 
y más radical de todas, que fué también primera en tiempo, 
se debe á los Delegados ingleses y está redactada como si- 
gue: «A fin de disminuir las dificultades que encuentra en 
caso de guerra el comercio neutral, está dispuesto el Go- 
bierno de S. M. Británica á abandonar el principio del con- 
trabando en las guerras entre las potencias que firmen un 
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convenio á ese fin. El Derecho de visita no ^e ejercería más 
que para comprobar el carácter neutral de los buques mer- 
cantes.» 

Las cuatro proposiciones restantes procedían, siguiendo 
el orden de su mayor ó menor radicalismo, 'de las Delega- 
ciones brasileña, francesa, alemana y norteamericana. Mien- 
tras la primera suprimía francamente el contrabando rela- 
tivo y el accidental, permitiendo sólo el secuestro, con in- 
demnización, de determinados artículos; la segunda, tras 
una detallada enumeración de las mercancías úe contra- 
bando absoluto, toleraba la publicación de listas de contra- 
bandos relativo. 

Los alemanes, por su parte, aceptaban de lleno ambas 
especies de contrabando y formulaban disposiciones un 
tanto restrictivas sobre la infección del buque por la mer- 
cancía y los transportes de personas. En cuanto á los Esta- 
dos Unidos de la América del Norte, prefirieron sustituir 
por dos reglas generales sobre ambas especies de contra- 
bando las enumeraciones concretas, para que en cada gue- 
rra publicaran los Gobiernos listas detalladas de artículos 
y provisiones correspondientes á cada una de las dos cate- 
gorías. 

Dejando para más adelante el examen de estas cuatro 
proposiciones de reglamentación de la materia y de la 
suerte que corrieron, nos ocuparemos, en primer término, 
de los debates á que dio origen el ya citado proyecto in- 
glés. 

407. Aunque tenía la forma de una declaración, según 
aparece de su lectura, fué discutido y votado como si se 
tratara de una verdadera moción. Mas, para darse cuenta 
de las diversas actitudes en el particular y comprender al • 
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gunos de los argumentos con que se mantuvieron, importa 
recordar la proposición presentada por los mismos Delega- 
dos ingleses sobre buques auxiliares, á que nos hemos re- 
ferido en el capítulo catorce. 

Pretendieron comprender en esa denominación de navios 
auxiliares, todo buque mercante, ya beligerante, ya neutral, 
que se empleara en el transporte de marinos, municiones de 
guerra, combustibles, víveres, agua ó cualquiera otra espe- 
cie de municiones navales, ó que se destinara á ejecutar 
reparaciones, ó estuviera encargado de llevar despachos ó 
de transmitir informes, si dicho buque estaba obligado á 
sujetarse á las órdenes de marcha que le comunicara di- 
recta ó indirectamente la flota beligerante. Se incluirían 
también bajo ese nombre los buques destinados al transpor- 
te de tropas militares. 

El enlace entre ambas cuestiones dio mucho juego en la 
Conferencia y hasta sirvió, como veremos muy pronto, para 
escudar con su relación la negativa á suprimir el contra- 
bando de guerra. 

408. El ilustre Delegado inglés Lord Reay, miembro 
distinguidísimo y ex-Presidente del Instituto de Derecho 
internacional, defendió la proposición sobre el contrabando 
en un discurso muy notable, sin hojarasca alguna y de tan 
sólida y ceñida argumentación que es preferible traducirlo 
á extractarlo. Así lo hacemos á continuación: 

«Los usos establecidos por el Derecho internacional so- 
bre el contrabando de guerra, parten del principio de que 
un beligerante tiene la facultad de impedir que su adversa- 
rio reciba de un neutral los medios indispensables para 
combatirlo. En los comienzos, cuando las reglas sobre este 
punto tomaron una forma todavía poco definitiva, era po- 
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sible que un beligerante privara al enemigo de tales soco- 
rros sin causar por eso un daño fuera de razón al comercio 
neutral. Pero las condiciones del mundo han cambiado des- 
pués y los beligerantes se han visto obligados poco á poco, 
para lograr sus ñnes, á forzar el sentido de los Reglamentos 
y á extender su alcance en perjuicio del interés de los neu- 
trales. Sin embargo, á despecho de tal proceder, los Regla- 
mentos no bastan para llenar su objeto y sólo han servido 
para producir grandes daños al comercio neutral. Es indis- 
cutible que, en las guerras recientes, no ha logrado jamás 
un beligerante privar á su adversario de las municiones que 
necesitara. Esto sentado, parece evidente que el único medio 
de impedir el comercio de contrabando sería dictar disposi- 
ciones tan severas que dejaran reducida á una palabra vana 
la declaración de París, hecha en interés de los neutrales. 
»No es difícil comprender por qué cabía darse por satis- 
fecho al principio con una reglamentación del contrabando 
muy poco complicada. Basta recordar las condiciones del 
comercio del mundo en aquellos tiempos. Los buques de 
entonces tenían un pequeño tonelaje; el cargamento entero 
se consignaba al mismo lugar y se descargaba en un solo 
puerto; los buques no tocaban en varios puntos durante un 
mismo viaje para dejar una parte de sus mercancías, y éstas 
no estaban destinadas á reexpedirse al interior, después de 
su descarga en el puerto del consignatario. Además los ar- 
tículos que podía necesitar un ejército ó una flota eran poco 
numerosos. Resultaba, pues, bastante fácil ejercer el De- 
recho de visita, ya que, de un lado, el destino del buque 
era suñciente para indicar la presencia de los artículos de 
contrabando condicional y, de otra parte, un buque no lle- 
vaba jamás artículos de contrabando absoluto sino destina- 
dos á un beligerante. 
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>Las condiciones actuales son enteramente distintas. La 
extensión enorme de los transportes por tierra, merced á 
los ferrocarriles; el progreso de la ciencia que, al multipli- 
car los medios de guerra terrestre y marítima, aumenta en 
la misma proporción el número de artículos indispensables 
para las operaciones de una flota ó de un ejército, y el gran 
aumento de las dimensiones del buque de bomercio actual, 
son otras tantas causas en cuya virtud los antiguos Regla- 
mentos no responden al fin de impedir á los neutrales el 
comercio de contrabando. Por eso los beligerantes han tra- 
tado de adaptar las reglas de otros tiempos á las condicio- 
nes modernas y sólo han conseguido en realidad producir 
un orden de cosas que dificulta más de lo debido el comer- 
cio de los neutrales sin dar a los beligerantes una ventaja 
equivalente. 

»Los ferrocarriles permiten actualmente á las naciones la 
importación por tierra de los artículos de contrabando que 
necesitaran, y aunque las potencias insulares no tienen 
completamente la misma ventaja, cumplen para ellas los 
caminos de hierro una miáión análoga, porque les permiten 
descargar en puertos comerciales provisiones para un arse- 
nal situado á cientos de millas. 

»Desde hace largo tiempo, por lo tanto, el destino puro 
y simple del cargamento no proporciona una prueba irre- 
cusable del contrabando condicional. Lo ha sustituido, pues, 
la idea del usó eventual á que se destine el cargamento. 
Mas como para demostrar que un cargamento, consignado 
á determinado puerto, se destina á un empleo ulterior, se 
necesitan pruebes muy difíciles de obtener por el -captor 
del buque, ha llegado á admitirse que corresponde á su 
propietario justificar el destino inocente de las mercancías 
y, si no puede hacerlo, el Tribunal de presas declara la cul- 
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pabilidad. Como es cada día más difícil para el remitente 
ó el consignatario, merced á las crecientes complicaciones 
del comercio moderno, saber exactamente y sobre todo 
probar la intención primitiva con que se ha hecho la reme- 
sa, resulta claro que el sistema actual no tiende á facilitar 
el comercio de los neutrales. 

»Debemos también al adelanto de los medios de trans- 
porte, el desenvolvimiento moderno de la doctrina del 
viaje continuo. Los beligerantes se han negado natural- 
mente á permitir que los neutrales evadan las penalidades 
del contrabando, valiéndose de consignar á un puerto neu- 
tral el cargamento destinado á la importación ulterior por 
tierra ó por mar en el territorio beligerante. El Instituto de 
Derecho internacional admite que dicha actitud por parte 
de un beligerante es justa y razonable; importa, no obstan- 
te, observar que nos encontramos de nuevo frente á un 
principio, cuyo resultado restringe indebidamente la liber- 
tad de acción del neutral con el deseo de poner fin al co- 
mercio prohibido. 

»La existencia de la doctrina del viaje continuo depende 
únicamente del contrabando. Abolid uno y habréis abolido 
necesariamente la otra; pero si no tocáis al principio del 
contrabando tendrá que subsistir la teoría que es su resul- 
tado lógico y á la que no cabe, por lo tanto, imponer lími- 
tes. Al comienzo se trató únicamente de saber si el carga- 
mento había de realizar un viaje ulterior marítimo, y tal 
fué el caso del Spñngbok; después se aplicó la teoría á un 
viaje subsecuente por tierra como lo demuestra el fallo re- 
caído en el asunto del Doelwijk. Dijo, en efecto, el Tribunal 
italiano que era preciso atender al destino del cargamento, 
más que al del buque^ para decidir si los objetos transpor- 
tados se consideraban ó no contrabando de guerra, y que 
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así como las armas destinadas á un beligerante no dejarían 
de estar dirigidas al enemigo por la sola circunstancia de 
que algún hecho particular obligara á trasbordarlas á otro 
buque neutral durante el camino^ tampoco dejan de estarlo 
porque una parte de la ruta para llegar al beligerante no 
pueda, recorrerse por mar, sino necesariamente por tierra. y 
con medios de transporte terrestres. 

iLa lógica de esa consideración parece indiscutible. Si 
llevar contrabando es un delito que puede castigar el beli- 
gerante, no hay manera de negarle el derecho de ocupar y 
confiscar la mercancía, cuando están probados el hecho 
material y la intención. Pero admitiendo la justicia de la 
represión del contrabando absoluto, del condicional y del 
viaje continuo, se llega forzosamente á aceptar una situa- 
ción que puede llevar á la interrupción constante de las 
relaciones mercantiles entre las naciones neutrales situadas 
en la vecindad del territorio de un beligerante, porque los 
objetos que entran en esas dos categorías pueden estar 
siempre destinados al uso de un beligerante y cabe que los 
Tribunales de presas funden sus decisiones en los fallos 
que acabo de citar. 

iComo he dicho más c^rriba, los descubrimientos de la 
ciencia moderna han traído un aumento enorme de los ar- 
tículos indispensables á los movimientos y á las operacio- 
nes de las fuerzas militares y navales. Dichos artículos, 
por ejemplo, las traviesas de caminos de hierro ó los hilos 
telegrafíeos, pueden en su mayoría utilizarse lo mismo para 
un objeto pacífico que para un fin militar. Por eso los beli- 
gerantes se han visto inducidos á incluir en las listas de 
artículos de contrabando gran número de mercancías que 
son necesarias para la industria pacífica, estorbando á los 
neutrales un comercio del todo inocente. 
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»Hay otro aspecto de la cuestión del contrabando sobre 
el que quiero llamar vuestra atención. £1 uso establecido 
permite declarar á un beligerante cuáles son los artículos 
que se propone tratar como contrabando, al comienzo de 
la guerra, y lo deja en libertad de añadir otros durante las 
hostilidades. Es evidente el interés de formular una lista 
tan completa como sea posible, y con frecuencia se hace 
en términos tan vagos que el comercio neutral resulta le- 
sionado más allá de lo razonable. Es verdad que puede 
solicitarse del beligerante que se explique sobre el alcance 
exacto de cualquier extremo de su lista; pero conviene ob- 
servar que, salvo una enmienda en forma, los Tribunales 
de presas no tienen que aceptar la explicación é interpre- 
tar conforme á la misma el texto de las proclamas. 

iPreveo que va á decírsenos que las dificultades no sur- 
gen sino respecto de las mercancías que pueden emplearse 
á la par con fines militares y pacíficos, y que la verdadera 
solución del problema consiste en abolir el contrabando 
condicional, según lo ha propuesto el Instituto de Derecho 
internacional, no dejando subsistente sino el contrabando 
absoluto y el derecho del beligerante á posesionarse me- 
diante reembolso de los objetos que puedan perjudicarle. 
Tal solución constituiría, sin duda, un progreso sensible; 
pero mi Gobierno no puede admitir que ponga fin á las di- 
ficultades presentes, en virtud de las razones que voy á 
tener el honor de exponeros. 

»Como se ha dicho anteriormente, el buque mercante 
moderno tiene dimensiones enormes en comparación con 
las de otros tiempos, y esta es la dificultad fundamental 
con que se tropieza en el examen de la cuestión del con- 
trabando absoluto. 

» Efectivamente, las armas y municiones embarcadas en 
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un buque mercante moderno, no constituyen por lo común 
sino una parte mayor ó menor del cargamento. Además, 
los efectos de contrabando han podido embarcarse bajo un 
nombre falso y no figurar en el conocimiento del buque, 
cabe que el mismo capitán ignore su presencia á bordo. 
En tales condiciones y visto el tamaño del buque, es im- 
posible que los- oficiales de un barco de guerra ejerzan el 
Derecho de visita en el mar en una forma á la vez minu- 
ciosa y efectiva. £1 beligerante se encuentra á menudo 
obligado á posesionarse de un buque mercante que lleva 
cargamento mixto, por los informes recibidos de sus agen- 
tes secretos, y aun en el caso de que resulten ciertos, y no 
necesito deciros que muchas veces no lo son/ la cantidad 
de contrabando es frecuentemente ínfima en proporción al 
resto de la carga. El embargo y detención del buque y del 
cargamento inocente, producen en tales casos un daño al 
neutral que no es comparable á la ventaja obtenida por el 
beligerante y que dan lugar á formidables solicitudes de 
indemnización. 

:»E1 captor no puede oponer á tales solicitudes sino la 
respuesta de que los propietarios del buque y del carga- 
mento inocente deben soportar las pérdidas que tengan, 
siempre que el Tribunal de presas declare que la captura 
estaba justificada. El Estado captor se halla naturalmente 
inducido á tratar de obtener por todos los medios posibles 
del Tribunal de presas una decisión en tal sentido, que le 
permita negarse á la indemnización solicitada por el Go- 
bierno del neutral. 

>No-es dudoso que un beligerante que ?tplicara riguro- 
samente dichas reglas, y basándose en sus derechos apre- 
sara todo buque á bordo del cual se encuentre un carga- 
mento mixto en que hayan podido deslizarse algunos ob- 
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jetos de contrabando, causaría tal perjuicio al comercio 
neutral que cualquiera de las naciones lesionadas podría 
verse en la necesidad de defender con las armas los inte- 
reses mercantiles de sus subditos. Y como ningún Estado 
puede correr tal riesgo frente á otro poderoso, sucedería 
una de estas dos cosas: ó el beligerante dejaría de reprimir 
con vigor el comercio de contrabando, limitándose á una 
acción intermitente, ó su actitud sería más ó menos enér- 
gica según la potencia á que afectara. Adoptando el pri- 
mer sistema no lograría sino embrollar las cosas, y si, por 
el contrario, aceptara el segundo, procedería de una mane- 
ra manifiestamente injusta. 

»Importa tener presente que en cuanto la opinión públi- 
ca se inquiete por las capturas de un beligerante en razón 
del número de buques apresados ó de su importancia, como 
sucedería si se tratara de barcos postales ó de grandes va- 
pores trasatlánticos, no dejaría la Prensa de avivar el in- 
cendio y de fomentar las pasiones populares. Frente á la 
excitación pública y al clamor general originados por tales 
acontecimientos, será difícil, cuando no imposible, que 
ambos Estados discutan con la calma necesaria las cues- 
tiones complicadas de Derecho internacional que haya sus- 
citado la captura. 

»La manera de resolver las dificultades que acabo á% 
indicar, sería, para algunos, permitir al buque de comercio 
neutral que entregue en seguida al beligerante la parte 
sospechosa del cargamento y continúe después su viaje. 
Desde el punto de vista de los neutrales tendría quizá ven- 
tajas el sistema, pero es poco probable que los beligeran- 
tes pudieran seguirlo aunque lo desearan. En todo caso, 
los propietarios de los bienes ocupados se perjudicarían 
con su adopción, porque el fallo que hubiera de dar más 
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tarde el Tribunal de presas sobre la legitimidad de la 
captura, sin haberse enterado del manifiesto del buque 
ni haber oído las declaraciones de su oficialidad, carecería 
de valor. 

>Se ha enunciado en estos últimos tiempos una idea to- 
davía más notable. Algunos beligerantes han, reivindicado 
el derecho de destruir acto continuo en el buque neutral 
todas las mercancías que los oficiales del captor estimen 
contrabando. No hay que insistir en la injusticia de ese 
procedimiento que no tiene precedentes. Basta notar que 
todas las objeciones enumeradas en el párrafo anterior 
pueden oponérsele con mayor motivo y que, además, im- 
pediría al beligerante restituir los objetos ocupados, si de - 
clarara el Tribunal de presas que no constituían contra- 
bando. 

>He aludido ya á la incertidumbre reinante sobre las re- 
glas aplicables á la represión; pero me permito insistir en 
el asunto y desenvolver mis ideas respecto al mismo. La 
práctica de las naciones ha tomado, en efecto, formas dife- 
rentes en que debo detenerme. Nos servimos, por ejemplo, 
de las frases contrabando absoluto, contrabando relativo 6 
cotivencional, contrabando condicional y contrabando acciden- 
tal, y cada uno deduce de sus definiciones lo que le con- 
viene para llegar á un fin. Hay en el asunto una incerti- 
dumbre que sería bueno disipar. Otro tanto sucede con la 
pena que sigue al contrabando. ^Deben confiscarse los ob- 
jetos ocupados ó conviene sustituir á la confiscación un 
derecho de secuestro y de compra preferente? ¿En qué casos 
puede admitirse, no sólo la confiscación de los artículos de 
contrabando, sino también del resto del cargamento y del 
buque? ¿Deben imponerse límites al ejercicio del Derecho 
de visita á cierta distancia del teatro de la guerra? ¿El 
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Tribunal ó Consejo de presas tendrá libertad absoluta para 
decidir si las mercancías apresadas son de contrabando ó 
debe sujetarse siempre á las disposiciones emanadas de su 
Gobierno? 

>Para terminar con esas dudas sería necesario codificar 
el derecho del contrabando é insertar en ese Código, no 
sólo una lista de los artículos prohibidos, sino también las 
penalidades en que incurren por tal comercio los neutrales. 
Eso constituiría, en mi opinión, un trabajo hercúleo que 
ningún jurisconsulto se atrevería á emprender. De ahí que 
nos parezca la abolición de la idea del contrabando, el 
único medio de resolver el problema. Nuestro Gobierno es- 
tima que los beneficios obtenidos de una reglamentación 
universal, serían muy inferiores á los daños que habría de 
producir al comercio de los neutrales. La subsistencia del 
principio del contrabando envuelve por necesidad el Dere- 
cho de visita, el de embargo y el de examen por un Tribu- 
nal de presas, y por mucho que se restrinja la lista de ar- 
tículos de contrabando, esa situación no dejaría de causar 
perjuicios al comercio neutral. 

»No podemos discutir en una Asamblea como la nuestra 
los casos que han surgido durante las guerras recientes. Es 
útil sin embargo recordar á la Comisión, á fin de probar 
que mi Gobierno no ha propuesto tal cambio en los princi- 
pios de Derecho internacional sino después de haber refle- 
xionado detenidamente sobre el problema, que la Gran 
Bretaña ha tenido oportunidad de estudiar la cuestión desde 
los dos puntos de vista: el del beligerante y el del neutral, 
después de haberse reunido la anterior Conferencia de 1899. 
Como beligerante, trató de reprimir el comercio de contra- 
bando entre el adversario y los neutrales; como neutral, 
fué testigo del perjuicio de su comercio en el Extremo 
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Oriente á consecuencia de los esfuerzos que hacían los be- 
ligerantes para reprimir el tranco del contrabando que los 
neutrales hacían sin duda alguna. No se exagera en nada 
la importancia de los incidentes surgidos, en esos momen- 
tos, cuando se declara que no fueron más graves merced á 
las dotes de tacto y de paciencia de que dieron pruebas los 
Gobiernos interesados. 

>La experiencia reciente, pues, ha confirmado á mi Go- 
bierno en su opinión. Está firmemente convencido de que 
en el Estado actual del comercio del mundo y de las cien - 
cías humanas, el ejercicio del Derecho de captura da por 
único resultado dificultar el comercio de los neutrales y 
producir fatalmente su ingerencia en la contienda, sin pro- 
ducir á los beligerantes ventajas compensadoras. La Dele- 
gación británica, por lo tanto, tiene el honor de proponeros 
la abolición del contrabando, otorgando al comercio neu- 
tral la libertad que necesita, con la firme convicción de 
que ha llegado el momento de suprimir los peligros que 
acabo de señalar. Si la Conferencia acepta nuestra propo- 
sición, habrá suprimido una causa frecuente de diferencias 
internacionales y contribuirá de ese modo á la obra de paz 
y de justicia que nuestros trabajos persiguen.» 

409. Este importante discurso que fué oído con verda- 
dera expectación por la Asamblea y que decidió en sentido 
favorable á la tesis de los Delegados británicos la opinión 
vacilante de algunos Gobiernos, fué seguido en la propia 
sesión de 24 de Julio de 1907 en que lo pronunció Lord 
Reay, asLcomo en las sesiones sucesivas hasta el momento 
de la votación, de varias declaraciones importantes en sen- 
tido adverso ó favorable. 

Se decidieron expresamente por la abolición del contra - 

Tomo segundo. 3 
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bando de guerra las siguientes ocho naciones: República 
Argentina, Austria -Hungría, Bélgica, Brasil, Noruega, 
Suecia, Suiza y Portugal. Entre ellas debe mencionarse ex- 
presamente la República Argentina, cuyo competente De- 
legado Sr. Rodríguez Larreta alegó en justificación de su 
voto, entre otros motivos, la generosa convicción de que 
los males de la guerra deben caer exclusivamente, en lo 
posible, sobre los beligerantes. 

Bélgica expuso por su parte que la proposición discutida 
añrmaba durante la guerra un principio de igualdad prác- 
tica entre los Estados insulares y los continentales. El se- 
ñor Ruy Barbosa demostró con su lógica habitual que la 
noción del contrabando obliga á las naciones al aumento 
de sus gastos militares durante la paz, y es, por lo tanto, 
un incentivo á la guerra y un obstáculo al desarme. Y el 
Sr. Hammarskjóld observó el retroceso que en esa materia 
resultaba de comparar las prácticas seguidas en nuestros 
días con las que llegaron á admitirse por el derecho con- 
vencional al principio del siglo xix. 

410. De la tesis contraria fueron campeones en el de • 
bate: Alemania, los Estados Unidos de América, Francia, 
Rusia y Turquía. El Barón Marschall de Bieberstein se pa- 
rapetó sutilmente detrás de la proposición inglesa sobre 
buques auxiliares, manteniendo que establecía en realidad 
un nuevo contrabando, más precario que el actual para el 
comercio de los neutrales. Hoy, decía, la legitimidad de 
una presa tiene que declararse en un procedimiento jurí- 
dico, pero si el buque sospechoso de conducir provisiones 
para la flota enemiga se ha de considerar como buque de 
guerra del adversario, no habrá medio legal de defensa 
para el cargamento y la tripulación. Alemania decidía con- 
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servar el régimen del contrabando por creerlo más benefi- 
cioso al comercio de los neutrales que el nuevo sistema de 
la Delegación inglesa. Y aunque Lord Reay se levantó á 
repetir que no había entre las dos proposiciones ninguna 
conexión y que la Conferencia estaba en el derecho de ad- 
mitir una y rechazar la otra, no modificaron su actitud los 
Delegados alemanes. 

La Delegación francesa atacó por su parte muy á fondo 
el discurso de Lord Reay. No sin aludir también al peligro 
de que el sistema de los buques auxiliares resucitara con 
agravaciones la idea del contrabando, afirmó que el Dele- 
gado inglés había exagerado las dificultades de la práctica 
actual, porque además de la hipótesis del crucero y del bu- 
que grande con variado cargamento que los oficiales des- 
conocen, se presenta todavía el caso del barco únicamente 
cargado de objetos de contrabando, destinados evidente- 
mente al enemigo, que se puede visitar sin obstáculo y se- 
cuestrar sin complicaciones. El Derecho de visita tiene sus 
ventajas, en sentir del insigne maestro Sr. Rehault, como 
efecto preventivo, porque envuelve riesgos que los buques 
mercantes vacilan en afrontar. Podría ser peligroso, en su 
concepto, dar al comercio neutral excesivas facilidades, 
porque siendo entonces su tráfico mayor que durante la 
paz, tendría un interés considerable en la prolongación de 
las hostilidades. Y después de explicar admirablemente la 
noción actual del contrabando como una feliz conciliación 
histórica entre los derechos y deberes de neutrales y beli - 
gerantes, concluyó sosteniendo que el inconveniente mayor 
de la práctica actual respondía á su incertidumbre y que- 
daba evitado con una reclamación suficiente. 
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411. Llegada la votación, tomaron parte en ella treinta 
y cinco Estados, de los que se abstuvieron, teniendo en 
cuenta una declaración posterior, los cuatro siguientes: 
Japón, Panamá, Rumania y Turquía. 

En contra votaron cinco: Alemania, los Estados Unidos 
de América, Francia, Montenegro y Rusia. 

Los veintiséis votos favorables son de la República Ar- 
gentina, Austria-Hungría, Bélgica, Brasil, Bulgaria, Chile, 
China, Cuba, Dinamarca, República Dominicana, España^ 
Gran Bretaña, Grecia, Italia, Méjico, Noruega, Paraguay, 
Países Bajos, Perú, Persia, Portugal, Salvador, Servia, 
Siam, Suecia y Suiza. 

Estaban ausentes en el momento de la votación las otras 
nueve naciones representadas en la Conferencia. No huelga 
advertir que este voto se refiere á la Subcomisión y que el 
asunto no llegó á plantearse de nuevo en el Comité de 
examen, en la Comisión ó en la Conferencia. 

412. Sin embargo los Delegados ingleses imprimieron 
como anexo á los trabajos del Comité que se formó espe- 
cialmente para estudiar el contrabando, un proyecto de de- 
claración que en la parte esencial dice así: 

cLos firmantes, plenipotenciarios de las potencias repre- 
sentadas en la segunda Conferencia internacional de la Paz 
de El Haya: 

Considerando: que la extensión del movimiento comer» 
cial y los progresos de la ciencia han tenido por resultada 
la disminución sensible del valor efectivo de las leyes y 
costumbres de las naciones para la supresión del tráfico de 
contrabando; 

Que todo intento de aplicar rigurosamente una regla- 
mentación sobre esta materia en las condiciones actuales 
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del comercio internacional, llevaría á diñcultar el comercio 
de los neutrales y á imponerles pérdidas materiales muy 
superiores á las ventajas obtenidas por los beligerantes; 

Que los embargos de buques neutrales por llevar contra- 
bando dan origen á dificultades serias entre neutrales y be- 
ligerantes y pueden ocasionar conflictos graves entre las 
naciones interesadas; 

Debidamente autorizados á este efecto por sus Go- 
biernos: 

Declaran: 

I.* La mercancía perteneciente á nacionales de una 
potencia contratante neutral, cargada en buque neutral ó 
enemigo, no puede ser condenada como contrabando; 

2.° £1 pabellón de una potencia contratante neutral cu- 
bre toda la mercancía que se encuentre á bordo.» 

Un intento de reunión entre las potencias que habían 
votado á favor de la supresión del contrabando, con objeto 
de llegar á un convenio en el sentido de la proposición que 
acabamos de transcribir, no dio resultado alguno, según 
los informes de la Prensa. 

413. Veamos ahora detalladamente y por el mismo or- 
den indicado más arriba, las otras cuatro proposiciones 
presentadas á la Conferencia. 

La del Brasil, que tenía carácter subsidiario, porque sus 
autores votaron en primer término por la supresión, estaba 
redactada de este modo: 

Artículo primero. Son contrabando de guerra, cuan- 
do se transportan por mar con destino á un beligerante ó 
por cuenta del mismo: 

1. Las armas de toda clase; 

2. Las municiones de guerra y explosivos; 
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3. El material de guerra, salvo los objetos de que se 
trata en el art. 1/ del Convenio de 29 de Julio de 1899 
para la adaptación á la guerra marítima de los principios 
del Convenio de Ginebra y en los artículos 14 a 16 de este 
último; 

4. Los buques equipados para la guerra; 

5. Los instrumentos especíales para la fabricación de 
municiones ó de otros artículos usados exclusivamente en 
la guerra. 

Art. 2.* Se comprenden en la categoría de municiones 
los artículos que son aplicables á la guerra después de 
mezclados. 

Art. 3.** Se presume el destino al enemigo de los obje- 
tos de uso especial é inmediato en la guerra^ definidos en el 
art. i.^, cuando el transporte se dirige á uno de sus puertos, 
á sus buques de guerra ó á un puerto neutral, si este últi- 
mo, según pruebas evidentes y de hecho incontestables, no 
es más que una etapa escogida para engañar á los belige- 
rantes en cuanto al verdadero destino del cargamento. 

Art. 4.** Los objetos que no estén hechos para la gue - 
rra ni sirvan especial é inmediatamente en la misma, no 
se estimarán contrabando solamente por la posibilidad, la 
intención ó el hecho de su destino ó de su utilidad para ei 
enemigo. Quedan abolidos, por lo tanto, el contrabando re- 
lativo y el accidental. 

Art. 5.° Sin embargo, el beligerante podrá ocupar ó 
adquirir con preferencia los víveres, el carbón, el algodón 
en bruto y las prendas de vestir de hombre, destinadas, ya á 
un puerto enemigo, ya á un puerto neutral que pueda ser 
considerado, según pruebas evidentes y de hecho innega- 
bles, como una etapa en su destino enemigo. £^ el primer 
caso, el Estado captor devolverá posteriormente al propie- 
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tarío el cargamento ocupado, Indemnizándolo del perjuicio. 
En el segundo caso, le pagará el precio de la mercancía 
comprada según el valor de la factura, así como el flete y 
los demás gastos, y un diez por ciento en consideración 
del beneficio que pierde. 

Art. 6.^ La facultad concedida en el el artículo ante- 
rior se extingue si el Capitán del buque detenido se obliga 
por escrito, incurriendo, cuando no lo cumpla, en todas las 
penas del contrabando de guerra, á cambiar el destino del 
buque hacia un puerto que no pueda sospecharse racional- 
mente que disimula una dirección hostil. 

Art. 7.° En caso de embargo ó de represión por mo- 
tivos de contrabando no comprendidos en las reglas prece- 
dentes, queda obligada la nación del captor á la restitución 
de los objetos ocupados y al pago de daños y perjuicios. 

Art. 8.® Las medidas penales por contrabando de 
guerra, ó sean la captura y la condena por los Tribunales 
de presas, no se aplican á los transportes que hayan salido 
antes de declararse la guerra. 

414. La proposición de los Delegados franceses, 
dice así: 

Artículo primero. Queda prohibido de pleno derecho 
á los nacionales neutrales, por el simple hecho de la exis- 
tencia conocida del Estado de guerra, el tráfico de los 
objetos siguientes, comprendidos bajo la denominación de 
contrabando absoluto. 

1. Las armas de toda clase y sus piezas sueltas carac- 
terísticas; 

2. Los proyectiles, balas de cañón y cartuchos de toda 
clase y sus piezas sueltas características; 

3. Las pólvoras y los explosivos de toda especie; 
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4. Las cureñas, arcenes, avan.renes, furgones, fra- 
guas de campaña y sus piezas características; 

5. Los efectos de vestir y de equipo militar caracte- 
rísticos; 

6. Los arneses de toda clase; 

7. Los animales de silla, tiro y carga; 

8. El material de campamento y las piezas sueltas 
características; 

9. El material naval militar; 

10. Las planchas de blindaje; 

11. Los buques y embarcaciones de guerra y las pie- 
zas sueltas características; 

1 2. Los globos y las piezas sueltas características; 

13. Los instrumentos y aparatos especialmente cons- 
truidos para la fabricación de municiones de guerra, y la 
fabricación y reparación de armas y de material militar 
terrestre, naval ó aéreo. 

Art. 2.^ El contrabando absoluto está sujeto á confis- 
cación. Puede dar lugar á la confíscación del buque en que 
se encuentre, si el Capitán se resiste á su ocupación ó si 
estuviere probado que el Capitán ó el armador conocieron 
ó pudieron conocer la naturaleza del cargamento pro- 
hibido. 

Art. 3.* Es libre el comercio neutral con los belige- 
rantes de todos los artículos no comprendidos en el contra 
bando absoluto. Sin embargo, los beligerantes están facul- 
tados para restringir dicha libertad á condición de que pre- 
ceda al ejercicio de ese derecho una notificación, por vía 
diplomática, de los objetos que pretenden interceptar. 

Art. 4.® Si se probare que un artículo declarado espe- 
cialmente contrabando de guerra conforme á la disposición 
que precede está, en el momento en que se ocupa, no sola- 
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mente dirigido al enemigo, sino destinado en realidad á las 
fuerzas militares y navales ó al servicio del Estado ene- 
migo, dicho artículo queda sujeto á confiscación. En su 
defecto no puede efectuarse el embargo sino á condición 
de reembolsar su valor al propietario. 

Art. 5.** Si el enemigo solo tuviere acceso al mar por 
un territorio neutral, el hecho de que el buque se dirija á 
ese territorio no basta para establecer que sea neutral el 
tráfico. 

415. He aquí los términos de la proposición alemana: 

Artículo primero. No podrán estimarse contrabando 
de guerra sino los objetos siguientes: 

a) Las armas, incluso las de caza, así como los mate- 
riales que no pueden emplearse más que en la guerra (Con- 
trabando absoluto.) 

h) Los demás materiales y objetos que puedan servir 
para la guerra y estén destinados á la fuerza armada del 
enemigo (Contrabando relativo.) 

Siempre que sean cargamento de un buque que haya 
puesto la proa directamente á puerto enemigo ú ocupado 
ó á la fuerza armada enemiga y que dichos materiales y 
objetos hayan sido declarados expresamente contrabando 
de guerra. 

Art. 2.* Hay una presunción perentoria de que están 
destinados á la fuerza armada del enemigo los materiales 
y objetos comprendidos en la letra b) del art. i.* cuando el 
envío se dirige á las autoridades ó á un proveedor militar de 
la potencia enemiga ó cuando está destinado á una plaza 
fortificada de país enemigo ó á otra plaza que sirva de 
punto de apoyo á las fuerzas del adversario. 

Art. 3.° La enumeración de los materiales y objetos 
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considerados como contrabando de guerra según el art. i.°, 
debe publicarse ó notifícarse á los Gobiernos neutrales ó á 
sus agentes diplomáticos. 

Art. 4.* El contrabando de guerra está sujeto á confis- 
cación. Lo mismo sucede con el buque que lo lleva si su 
propietario y su Capitán han tenido conocimiento de la pre- 
sencia del contrabando á bordo y dicho contrabando es 
májs de la mitad del cargamento. 

Art. 5.° El buque no está sujeto á confiscación si el 
Capitán ignora que ha surgido la guerra y no le es imputa- 
ble esa ignorancia. Hay una presunción en tal sentido cuan- 
do se encuentra el buque en alta mar dentro de los ocho 
días que siguen á la apertura de las hostilidades, sin que 
en el intermedio haya recalado en puerto alguno. 

En el caso previsto en el párrafo anterior, el contraban- 
do de guerra que se encuentre en el buque no podrá confis- 
carse sino mediante indemnización. 

Art. 6.° Los buques que lleven cuerpos de tropas es- 
tán sujetos á confiscación si el propietario ó el Capitán han 
tenido conocimiento del carácter militar de esos pasajeros, 
siempre que no concurran las circunstancias previstas en 
el párrafo i.° del art. 5.** Sucederá lo mismo en el caso de 
transporte de pasajeros individúale^ que formen parte de 
la fuerza armada del adversario, si el buque se ha hecho á 
la mar por razón de su transporte. Los militares qiie se en- 
cuentren á bordo serán prisioneros de guerra, aun en el 
caso de que el buque no esté sujeto á confiscación. 

416. La moción de los Estados Unidos de América toma 
otro camino más general y se reduce á los tres artículos si- 
guientes: 

I. El contrabando absoluto consiste en las armas, mu- 
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Iliciones de guerra, provisiones y objetos que se emplean 
solamente con un fín militar ó para establecimientos mili- 
tares. 

2. El contrabando condicional consiste en las provi- 
siones, materiales y artículos que se emplean con el doble 
ñn de paz y de guerra, pero que en razón de su carácter 
ó calidad especiales ó de su cantidad, ó por su carácter, ca- 
lidad y cantidad, son útiles y necesarios para un fín mili- 
tar, siempre que estén destinados al uso de las fuerzas ar- 
madas ó á los establecimientos militares del enemigo. 

3. La lista de los artículos y provisiones que han de 
incluirse en cada una de las clases anteriormente mencio- 
nadas, tiene que ser debidamente publicada y notiñcada 
por los beligerantes á los Gobiernos neutrales ó á sus agen- 
tes diplomáticos, y hasta que se haya dado el aviso, no po- 
drá ocuparse ó conñscarse artículo alguno por su carácter 
de contrabando condicional. 

Debemos hacer constar inmediatamente que los Estados 
Unidos se dispusieron á abandonar la idea del contrabando 
relativo, limitándose á ío que se conoce con el nombre de 
contrabando absoluto. 

417. En el Comité se discutió la posibilidad de una de- 
finición general de ambas especies de contrabando, soste- 
niéndola los Estados Unidos en virtud de los cambios rá- 
pidos que se producen en el material de guerra, y oponién- 
dose Francia á título de las divergencias de interpretación 
á que tales fórmulas se prestan y de las ventajas que tiene 
la lista para el comercio neutral. 

Aceptado por el Comité el último sistema, entró á estu- 
diar en primer término los objetos que podrían caliñcarse 
de contrabando absoluto y llegó á ponerse de acuerdo en 



28 CAPÍTULO XXIV 

la siguiente enumeración, tomada en buena parte de la pro- 
posición francesa: 

i.^ Las armas de toda clase, incluso las de caza y sus 
piezas características; 

7,!* Los proyectiles, balas de cañón y cartuchos de 
toda especie y sus piezas sueltas características; 

3.*^ Las pólvoras y explosivos especialmente destinados 
á la guerra; 

4.° Las cureñas, arcenes, avantrenes, furgones, fra- 
guas de campaña y sus piezas sueltas características; 

5.* Los efectos de vestido y de equipo militar caracte- 
rísticos; 

6.* Los arneses militares característicos de toda clase; 

7." Los animales de silla, de tiro y de carga utilizables 
para la guerra; 

8." El material de campamento y las piezas sueltas ca- 
racterísticas; 

9.^ Las planchas de blindaje; 

10. Los buques y embarcaciones de guerra y las piezas 
sueltas especialmente caracterizadas como utilizables sólo 
para buques de guerra, y 

II.* Los instrumentos y aparatos exclusivamente cons- 
truidos para la fabricación de municiones de guerra y la fa- 
bricación y reparación de armas y de material militar, te- 
rrestre ó naval. 

Comparada esta lista con la que propusieron los Delega- 
dos franceses, se observa en seguida que el Comité inspifó 
sus trabajos en un criterio restrictivo para la guerra y fa- 
vorable á los derechos é intereses del comercio neutral. Se 
distinguen, por ejemplo, los explosivos militares de los in- 
dustriales, utilizando una fórmula que excluye los segun- 
dos. Se circunscribe también el número referente á losan!- 
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males, de modo que sólo comprende á los utilizables para 
la guerra. Se excluyen las piezas sueltas de buques y em- 
barcaciones que sirvan para la marina mercante y no cons- 
tituyan una especialidad del buque de guerra. Y no se ha 
bla de los globos y sus piezas sueltas, ni del material mili- 
tar aéreo, por la dificultad de distinguirlo del que se destina 
á objetos pacífícos. Esa tendencia del Comité merece toda 
clase de aplausos. 

También se debatió en el mismo sobre la posibilidad de 
una fórmula que comprendiera los objetos no previstos^ 
sobre el contrabando accidental y sobre la teoría del viaje 
continuo; pero eran tantas las dificultades que con ese mo- 
tivo se suscitaron y tan contradictorios los intereses en 
juego, que el Comité suspendió sus tareas sin decidir nin- 
guna de estas cuestiones y formuló su dictamen exponien- 
do que la necesidad de un estudio más detenido, la falta de 
tiempo y la conveniencia de jsometer el asunto á un nuevo 
examen de los Gobiernos interesados, obligaban á dejar 
para otra ocasión el acuerdo internacional sobre el contra- 
bando de guerra. 

418. La cuarta Comisión el 1 8 de Septiembre de 1907 
y la Conferencia en su sesión plenaria de 27 de los mismos 
mes y año, aprobaron por unanimidad el informe ó dicta- 
men á que nos hemos referido. La cuestión del contraban- 
do de guerra, no obstante su extraordinaria importancia 
para una parte de la opinión y su íntimo enlace con el fun- 
cionamiento posible del Tribunal internacional de presas^ 
quedó sin resolverse en la segunda Conferencia de la Paz. 

419. Tal vez haya convenido así, en la imposibilidad 
de acordar unánimemente la supresión del principio del 
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contrabando de guerra. Es ya bastante que idea tan nueva 
y tan radical se planteara valientemente en una reunión 
diplomática y obtuviera veintiséis votos favorables entre 
los que fíguran algunas grandes potencias marítimas. Pu- 
diera verse en tal éxito un indicio de que le está reservado 
el triunfo en no lejano porvenir. 

No deja de ser original lo que sucede en este punto. 
Mientras para la guerra terrestre se admite sin discusión 
alguna^ y lo acordó la misma Conferencia, que un Estado 
neutral no tiene el deber de impedir la exportación ó el 
tránsito^ por cuenta de cualquiera de los beligerantes, de 
armas, de municiones y, en general, de todo lo que pueda 
ser útil á un ejército ó á una flota, pretende limitarse el 
comercio neutral en la guerra marítima, sujetando á confis- 
cación el transporte de artículos que se califícan de contra- 
bando. 

Ese transporte resulta completamente lícito durante la 
paz, y no menos lícito durante la guerra cuando se limite 
al territorio y á las aguas neutrales. Pero en cuanto las hos- 
tilidades comienzan se le declara ilícito en alta mar, que 
debe estar abierta sin limitaciones al comercio del mundo. 
No se trata de actos que realicen los Estados neutrales en 
provecho de uno de los beligerantes y en daño de otro, ni 
siquiera de hechos voluntarios y gratuitos con que anormal 
y generosamente contribuyan los individuos neutrales al 
éxito de una de las partes. Es tan solo el ejercicio de la fa- 
cultad de comerciar ó más bien de transportar por la vía 
marítima los objetos de un comercio que puede utilizar li- 
bremente cada uno de los beligerantes. 

La doctrina del contrabando supone, en consecuencia, 
una derogación á las reglas normales del comercio neutral 
en tierra y una aplicación de las consecuencias de la lucha 
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armada á intereses privados de los nacionales de terceras 
potencias. No puede justiñcarse sino pretendiendo y pro- 
bando una gran necesidad militar, que la índole de la gue- 
rra moderna disminuye cada día. Conflicto entre Estado y 
no entre particulares, se distingue hoy por lo caballeresca, 
lo leal y lo rápida. No se tiende á debilitar al adversario, 
privándolo durante una serie de años de sus recursos y de 
su comercio, sino combatiéndolo en grandes masas de hom- 
bres con armamentos de muclxo alcance y poder y con la 
iX)ncentración de unidades navales, á fín de dominarlo pron- 
to y de adquir una superioridad que provoque inmediata- 
mente las negociaciones pacífícas. 

£1 buque de guerra moderno se construye para fínes más 
altos y más nobles que la caza del comercio neutral, sea ó 
no de contrabando, y el daño de los intereses privados que 
tiendan ó no á utilizar con propósitos mercantiles el hecho 
de la guerra. Batiendo al adversario se logra más pronto y 
con más altura el objeto que la nación persigue. 

No se olvide tampoco que el mundo moderno evita las 
guerras generales, por lo que tiene justificadamente mayor 
peso y más continua aplicación el interés de la neutralidad 
que el de la beligerancia. En todo lo que no resulte comple- 
tamente indispensable, va cediendo el segundo al primero 
como una ley natural y necesaria de nuestros días. El con- 
trabando de guerra atraviesa una crisis en que luchan todos 
esos factores, y sin un cambio radical de la situación pre- 
sente debe suponerse que están contados sus días. La ini- 
ciativa inglesa y los votos que la secundaron representan 
contra esa práctica un ataque tan plausible como vigoroso. 
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Destrucción de las presas neutrales. 



420. Cuatro proposiciones se presentaron sobre este 
asunto á la Conferencia, pero en realidad se pueden reducir 
á dos. Las de Inglaterra y los Estados Unidos son casi 
idénticas y la del Japón, que establecía ciertas excepciones 
á las reglas establecidas por las anteriores, fué retirada 
como innecesaria. Frente á ellas quedó la de Rusia, mante- 
niendo el punto de vista contrarío. 

El texto inglés se limitaba á las siguientes frases: «Que- 
da prohibida la destrucción de las presas neutrales por el 
captor. Este dejará libre todo buque neutral que no pueda 
conducir ante un Tribunal de presas.> 

La proposición rusa dice así: «La destrucción de una pre- 
sa neutral queda prohibida, excepto en el caso de que su 
conservación pueda comprometer la segundad del buque 
captor ó el éxito de sus operaciones. El Comandante del 
buque captor no puede usar del derecho de destrucción sino 
con la mayor prudencia y debe tener cuidado de trasbor- 
dar previamente los hombres y si fuere posible el cargamen- 
to y, en todo caso, de conservar los documentos de á bordo 
y los demás elementos necesarios para el fallo sobre la 
presa, así como la fíjación en sü caso de las indemnizacio- 
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nes que correspondan á los neutrales. Queda entendido que 
en caso de detención ó de destrucción de presas neutrales 
que declare ilegal el Tribunal de presas ó la autoridad com- 
petente, tienen derecho los interesados á reclamar daños y 
perjuicios.» 

421. Expuso en la cuarta Comisión sir Ernest Satow 
el 7 de Agosto de 1907 los fundamentos de la moción in- 
glesa, apoyándose en los acuerdos del Instituto de Derecho 
internacional en la sesión de 1882 y manteniendo que la 
destrucción por el Estado beligerante de los buques de 
una potencia amiga neutral constituye una agresión injus- 
tiñcable. Es de notar, dijo, que en el preámbulo de una de 
las proposiciones se considera como acto de justicia la con- 
cesión á los beligerantes del derecho de echar á pique las 
presas neutrales, teniendo en cuenta que ciertas potencias 
carecen de puertos á que llevarlas. Eso le parecía un argu- 
mento muy débil, inadecuado para justificar el daño inmen • 
so que se causaría á los neutrales. En su opinión, el belige- 
rante que no pueda, por su situación geográfica ó la insufi- 
ciencia de sus recursos marítimos, ejercer de manera afecti- 
va el Derecho de captura de los buques neutrales que lleven 
contrabando ó pretendan forzar un bloqueo, está obligado 
á dejarlos en libertad. De lo contrario quedaría el buque 
neutral en peor situación que el enemigo, porque el Gobier- 
no del primero carece de medios para responder al agravio 
como no declare la guerra al beligerante captor. 

El Delegado milita r de los Estados Unidos de América, 
General Davis, sostuvo con gran copia de razones la mis- 
ma tesis ante el Comité de examen de la cuarta Comisión 
el 9 de Septiembre de 1907. No sólo invocó autoridades 
judiciales y de orden doctrinal respetabilísimas, sino que 

Tomo segundo. 3 
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sostuvo que el individuo neutral tiene derecho á una pre - 
sunción de inocencia y no cabe despojarlo de su propiedad 
sino á virtud de la decisión de un Tribunal con jurisdicción 
suficiente para resolver sobre la legitimidad de la captura* 
Mientras tanto, procede contra las reglas del Derecho de 
gentes el beligerante que destruya los buques neutrales. 

422. El sistema ruso fué defendido en la Comisión y en 
el Comité por el Coronel del Almirantazgo Sr. Ovtchlnmi- 
kow y el Capitán de navio Sr. Behr. Hizo el primero un es- 
tudio analítico del carácter y consecuencias de las presas 
neutrales, insistiendo en que la indemnización posterior, 
en el caso de una mala presa, reparaba todos los perjuicios 
y citando una serie de hipótesis en que la necesidad mili— 
tar impone á su juicio la destrucción del buque apresado. 
Aludía especialmente al cado de un navio cargado de con - 
trabando de guerra, que haya de reunirse inmediatamente 
al enemigo si queda en libertad, y al de las capturas acci- 
dentales que comprometan conservándolas, bien la seguri- 
dad del buque captor ó bien el éxito de sus operaciones. 

El Capitán de navio Sr. Behr insistió en las considera- 
ciones de orden práctico y discutió, como otros Delegados, 
el derecho actual, con motivo de ciertas afirmaciones sobre 
el origen histórico de la destiucción de presas neutrales, 
cuya exposición nos parece innecesaria para los fines de 
este libro. 

El Sr. Kriege apoyó decididamente las ideas rusas sobre 
este particular en el Comité de examen. 

423. Había sostenido el primer Delegado de Italia se - 
ñor Conde de Tornielli durante los debates en la Comisión, 
que este problema se ligaba intimamente al derecho de los 
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beligerantes de conducir las presas á puerto neutral mien- 
tras decide sobre el caso el Tribunal correspondiente, y 
aunque se citaron en el Comité por los partidarios de la 
destrucción varias hipótesis en que se deslindaban perfec- 
tamente ambas cuestiones, el 10 de Septiembre de 1907 se 
reunieron para estudiarlas y decidirlas los Comités de exa- 
men de la tercera y la cuarta Comisión. 

Allí se reprodujo el debate, que terminó por una vota- 
ción sobre las proposiciones anglo-americana y rusa. En 
favor de la primera se decidieron: los Estados Unidos de 
América, Bélgica, Dinamarca, España, Gran Bretaña, Italia, 
el Japón, Noruega, los Países Bajos, Suecia y Turquía. 
Votaron en contra: Alemania, Austria-Hungría, Francia y 
Rusia, absteniéndose el Brasil y Servia. Este resultado de 
once votos contra cuatro en el seno del Comité, tuvo par- 
ticular significación por el hecho de que la minoría estaba 
formada por grandes potencias, de la que tienen dos por lo 
menos considerables intereses marítimos. 

Sometida inmediatamente á igual prueba la moción rusa, 
votaron en favor: Alemania, Austria-Hungría, Francia, Ru- 
sia, Servia y Turquía, y en» contra: los Estados Unidos de 
América, Bélgica, Gran Bretaña y el Japón. Se abstuvieron: 
el Brasil, Dinamarca, España, Italia, Noruega, Países Ba- 
jos y Suecia. El nuevo resultado de seis votos favorables 
contra cuatro desfavorables y siete abstenciones, no con- 
duce tampoco á solución alguna definitiva, sobre todo 
cuando se considera que figuran entre los opositores Ingla- 
terra, los Estados Unidos y el Japón. 

424. Sin decirlo en el Comité de un modo expreso, se 
dio por fracasada toda solución, y así lo expresa terminan- 
temente el informe sometido á las deliberaciones de la 
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Comisión y de la Conferencia. Dicho informe, que no ter- 
mina con proyecto ni artículo alguno, se aprobó por una- 
nimidad en las sesiones celebradas respectivamente por la 
cuarta Comisión y por la Conferencia en pleno el 18 y el 
27 de Septiembre de 1907. . 

425. No se puede caliñcar de humanitaria la prohibid 
ción de echar á pique los buques mercantes bajo la condi - 
ción previa de que su oficialidad y tripulación se trasbor- 
den; pero es indudable que el respeto á la propiedad privada 
y las buenas doctrinas jurídicas deciden al observador 
imparcial por la tesis anglo-americana. No basta disponer- 
se á indemnizar un perjuicio para que sea lícito causarlo, 
ni la ventaja transitoria y accidental de un beligerante 
puede servir de justificación á esa manera de proceder en 
cuanto á la propiedad de los neutrales. 



CAPITULO XXVI 



Inviolabilidad marítíma de la correspondencia 
postal. 



426. En la sesión celebrada por la cuarta Comisión el 
lo de Julio de 1907, respondiendo al número siete del 
cuestionario que formuló el Presidente, se dio cuenta de 
una proposición de los Delegados alemanes, que dice de 
este modo: 

€ Artículo primero. La correspodencia postal expe- 
dida por mar es inviolable, sea cual fuere su carácter oñ- 
cial ó privado y lo mismo si corresponde á los neutrales 
que á los beligerantes. 

En caso de detención del buque que lleve dicha corres- 
pondencia, se cuidará de su expedición por la vía más rá- 
pida posible. 

Art. 2.* Abstracción hecha de la inviolabilidad de la 
correspondencia postal, los buques correos están sometidos 
á los mismos principios que los demás mercantes. Sin em- 
bargo, los beligerantes se abstendrá de ejercer respecto de 
ellos, en cuanto sea dable, el Derecho de visita, y dicha vi- 
sita se practicará con todas las consideraciones posibles. 
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427. El Delegado alemán Sr. Kríege expuso ante la 
Comisión el 24 de los mismos mes y año los motivos de 
su propuesta, cuyos orígenes pueden señalarse en los traba- 
jos del Instituto de Derecho internacional. Dijo el señor 
Kriege que son tan importantes en nuestra época las rela- 
ciones postales y que hay tantos intereses comerciales y de 
otra índole, basados en el servicio regular de la correspon- 
dencia, que es notoriamente apetecible colocarla al abrigo 
de las perturbaciones que la guerra marítima pueda cau- 
sarle. No es presumible, por otra parte, que disponiendo 
los beligerantes de la telegrafía con y sin hilos, acudan al 
tráfico ordinario del correo para las comunicaciones oñcia- 
les relativas á operaciones de guerra. El provecho que ob- 
tengan los beligerantes de inspeccionar el servicio de co 
rreos, no le parece en relación con los daños que causarían 
al comercio legítimo. 

Reconoció el Sr. Kriege que el medio más eficaz para 
obtener ese fin consistiría en eximir de toda inspección á 
los buques destinados constantemente al servicio postal; 
pero ante las dificultades que eso suscita, hay que eonfor- 
marse con la inviolabilidad absoluta de la correspondencia, 
sea cual fuere la nacionalidad del buque que la conduzca. 

428. Examinado el proyecto el 14 de Septiembre de 
1907 en el Subcomité que se encargó del contrabando de 
guerra, con el que tiene esta materia íntimas conexiones, 
observó el Delegado inglés Sr. Ottley que debía quedar á 
salvo el derecho de captura del buque mismo, reservó el 
Sr. Behr el voto de los Delegados rusos en cuanto á la co- 
rrespondencia encontrada bajo pabellón enemigo, y se 
aclaró, á solicitud del Conde de Tornielli, que la inviola- 
bilidad no alcanzaba á los paquetes postales. 
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429. Después de ese breve cambio de impresiones que- 
dó el proyecto redactado por el Comité y la cuarta Comi- 
sión en los términos que siguen: 

Artículo primero. La correspondencia postal de los 
neutrales ó de los beligerantes, sea cual fuere su carácter 
oñcial ó privado, encontrada en el mar á bordo de un bu- 
que neutral, es inviolable. En caso de detención del buque, 
será expedida por el captor con el menor retardo posible. 
Se exceptúa el caso de violación de bloqueo si la corres- 
pondencia está destinada al puerto bloqueado ó procede 
del mismo. 

Las disposiciones del párrafo precedente se aplican tam- 
bién á la correspondencia postal encontrada en el mar á 
bordo de un buque enemigo. 

Art. 2.° La inviolabilidad de la correspondencia pos- 
tal no sustrae los buques correos neutrales á las leyes y 
costumbres de la guerra marítima concernientes á los bu- 
ques mercantes en general. Sin embargo, la visita no debe 
efectuarse sino en caso de necesidad y con todas las consi- 
deraciones y toda la celeridad posible. 

430. En la Comisión se aprobó este proyecto el 26 de 
Septiembre de 1907, después de una breve discusión so- 
bre el caso del bloqueo y de haber recordado el General 
Den Beer Portugael que había luchado durante treinta 
años por ese principio en sus obras jurídicas y en el Insti- 
tuto de Derecho ínternacionaL Italia formuló una reserva 
sobre la redacción del primer párrafo del art. i.®, y Mon- 
tenegro y Rusia salvaron su voto en cuanto á la correspon- 
dencia que lleve un buque enemigo. 
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431. Al siguiente día aprobó el proyecto la Conferen- 
cia sin que se repitiesen estas reservas, por votación uná- 
nime, salvo la abstención, no explicada en ese acto, de la 
República Argentina. 

Quedó así consolidado un progreso de relativa impor- 
tancia en el derecho aplicable á la guerra marítima y obte- 
nida una nueva victoria de los neutrales pacíficos sobre el 
interés militar de los beligerantes. 



CAPITULO XXVII 



Bl Tribunal internacional de presas. 



432. Por iniciativa del eminente Profesor inglés señor 
Westlake acordó el Instituto de Derecho internacional hace 
treinta y dos años, en su primera sesión de El Haya, nom- 
brar una Comisión para que estudiara la manera de cons- 
tituir un Tribunal internacional de presas marítimas. Dos 
años después de ese acuerdo, que por curiosa coincidencia 
se tomó en la propia ciudad de Holanda que había de brin- 
dar hospedaje á las Conferencias de la Paz, se reunía de 
nuevo el Instituto en Zurich y votaba, en su sesión plena- 
ria de 12 de Septiembre de 1877, las resoluciones que si- 
guen, formuladas por los Sres. Bluntschli y Rolin-Jacque- 
myns: 

«El Instituto declara que es defectuoso el actual sistema 
de Tribunales y de administración de justicia en materia de 
presas y considera urgente que se ponga remedio á tal es • 
tado de cosas por una nueva institución internacional. Opi- 
na que es procedente: 1°, formular por un tratado los prin- 
cipios generales sobre presas; 2°, reemplazar los Tribuna- 
les compuestos exclusivamente hasta aquí de jueces del 
Estado beligerante, por Tribunales internacionales que den 
á los particulares interesados del Estado neutral ó enemigo 
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mayores garantías de resolución imparcial; 3.°, enten- 
derse respecto de un procedimiento común en materia de 
presas. 

»Cree, no obstante, el Instituto deber declarar que por 
ahora consideraría como un progreso la institución de Tri- 
bunales mixtos, ya de primera instancia^ ya de apelación, 
biyo las bases del proyecto elaborado por el Sr. Wes- 
tlake.» 

Se consagró después el Instituto á redactar, con la po- 
nencia notabilísima del Sr. Bulmerincq, un reglamento in- 
ternacional de presas marítimas, que se discutió por la Co- 
misión correspondiente en Wiesbaden el año 1881 y por 
la Corporación misma en las sesiones de Turín en 1882, 
de Munich en 1883 y de Heidelberg en 1887. Entre los ar- 
tículos aprobados en esta última sesión figuran los que á 
continuación insertamos, relativos á la organización y el 
procedimiento del Tribunal internacional de presas marí- 
timas: 

«ICO. Al comienzo de una guerra, cada una de las par- 
tes beligerantes constituirá un Tribunal internacional de 
apelación en materia de presas marítimas. Dicho Tribunal 
se compondrá de cinco miembros, designados de este modo: 
el Estado beligerante nombrará por sí mismo el Presidente 
y uno de los miembros. Escogerá además tres Estados neu- 
trales, cada uno de los cuales elegirá uno de los tres miem- 
bros restantes. 

loi. Todo litigio sobre presas puede se deferido, á pe- 
tición de parte formulada dentro de un término de veinte 
días, al Tribunal internacional de apelación. La presenta- 
ción y la justificación de la alzada se harán al mismo tiem- 
po y los términos correrán á partir del día siguiente á aquel 
en que se haya dictado el fallo por el Tribunal. 
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102. La apelación se dirí^rá al Tribunal nacional de 
presas marítimas, que la notificará á la parte adversa y exi- 
girá al apelante una caución para el pago de las costas. 

103. La justificación de la alzada indicará y motivará 
los agravios que la provean y que han de referirse á pun - 
tos determinados del fallo del Tribunal nacional de presas 
marítimas. 

104. El Tribunal nacional de presas marítimas invita- 
rá á la otra parte, cuando le dé traslado del escrito de ape- 
lación, á que presente su réplica dentro del término de 
quince días. Al expirar ese plazo, dicho Tribunal enviará 
las actuaciones y los escritos de alzada y de réplica al Tri- 
bunal internacional de apelación. El Tribunal nacional po- 
drá conceder uní prórroga del término por causa justa. 

105. El procedimiento ante el Tribunal internacional 
de apelación será en términos generales el mismo que ante 
el Tribunal de presas marítimas. 

106. El fallo ó la denegación de la alzada serán moti- 
vados y se dictarán basándose en un informe escrito del 
Presidente del Tribunal y teniendo en cuenta las pruebas 
y los hechos nuevos que se hayan producido durante la 
apelación. 

107. No se admitirán, respecto del procedimiento y del 
fallo, recursos ó demandas de nulidad, ó peticiones ú ob- 
servaciones de los cónsules y agentes de los Estados. 

108. El fallo en apelación se leerá en presencia de los 
mandatarios de las partes citadas al efecto, á los que se les 
entregará copia si la pidieren. Se publicará además en uno 
ó varios periódicos. 

109. Hecha la publicación, quedará encargado de la 
ejecución del fallo el Tribunal nacional de presas marí- 
timas.» 
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433. Estos trabajos del Instituto, de importancia consi- 
derable en el momento en que se redactaron y estimados 
entonces como ilusiones impracticables de profesores y ju- 
risconsultos, parecen al estudiarlos hoy tímidos y poco de- 
tallados. Abrían un nuevo horizonte á las relaciones ínter* 
nacionales, consagrando y desenvolviendo los escrúpulos 
que la captura de la propiedad privada durante la guerra 
marítima ha despertado siempre en la (Conciencia humana. 
Lo mismo frente á los bienes muebles enemigos que al con- 
trabando de guerra de los neutrales ó á la pena de confis- 
cación por violar un bloqueo, se ha creído de tiempo atrás 
indispensable la sanción de un fallo judicial para decidir 
sobre los hechos controvertidos ó sobre la aplicación á la 
captura de reglas jurídicas dudosas. Y la jurisdicción inter- 
nacional surgía en la mente de sus promovedores del Insti- 
tuto como en la mente de sus iniciadores en la segunda 
Conferencia de la Paz, á niodo de una nueva garantía judi- 
cial contra esa deplorable consecuencia privada de la gue- 
rra pública entre naciones. 

La iniciativa resuelta y valerosa del Instituto de Dere- 
cho internacional no parecía consagrada por un éxito rui- 
doso en la opinión científica y mucho menos en los altos 
círculos políticos y diplomáticos. Ni en las obras generales 
publicadas desde su adopción, ni en los debates de las 
asambleas parlamentarias se pueden señalar esas frecuen 
tes y entusiastas referencias que sirven de indicio y de ali- 
mento á la popularidad. Sin embargo, los hombres pensa- 
dores y prácticos de las grandes naciones marítimas, no la 
habían olvidado y su triunfo resultó tan súbito como bri- 
llante en la segunda Conferencia de El Haya. Desde su co- 
mienzo anunciaron dos Estados poderosos y de grandes 
empeños navales, Alemania é Inglaterra, que iban á pre- 
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sentar proposiciones para la organización de un Tribunal 
internacional de presas, y ambos llevaron á efecto inmedia- 
tamente su propósito. 

Como ambos proyectos son importantes y difieren en 
puntos de vista de carácter fundamental, vamos á reprodu- 
cirlos íntegramente. También lo requiere la circunstancia 
de que el convenio que al ñn aprobó la Conferencia se 
aparta de las dos proposiciones y constituye una obra en 
parte transaccional y en buena parte original y nueva. Sin 
que esta cuestión figurara en el programa ruso, pero tam- 
bién sin que se opusieran dificultades sobre la competencia 
para tratarla y decidirla, llegó en este punto la Conferencia 
de 1907 á muy importantes resultados. 

434, El proyecto alemán, primero en orden cronológi- 
co, está redactado así: 

TÍTULO PRIMERO 

COMPETENCIA EN MATERIA DE PRESAS 

Artículo primero. La validez de la captura de un 
buque mercante ó de su cargamento, se decidirá por una 
jurisdicción de presas. 

Dicha jurisdicción se ejercerá en primera instancia por 
Tribunales nacionales de presas del beligerante captor y, 
en segunda instancia, por un Alto Tribunal internacional 
de presas. 

Art. 2." Cuando el Tribunal de presas decida la vali- 
dez de la captura del buque ó de su cargamento, se dispon- 
drá de ello conforme á las leyes del Estado captor. 

Cuando se resuelva que no es válida la captura, el Tri- 
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bunal ordenará la restitución del buque ó de las mercan- 
cías, fijando el importe de los daños y perjuicios y, en caso 
de que el buque y las mercancías hayan sido destruidos, 
determinará la indemnización que haya de pagarse al pro- 
pietario. 

Los fallos del Tribunal de presas se notificarán de oficio 
á las partes. No serán ejecutorios hasta que tengan la auto • 
ridad de cosa juzgada. 

Art. 3.° Contra los fallos de los Tribunales de presas 
podrá interponerse apelación ante un Alto Tribunal inter- 
nacional de presas, que se organizará desde el comienzo de 
toda guerra marítima y resolverá sobre todas las cuestiones 
de presas que durante ella surjan. En el caso de que varios 
Estados tomen parte en la misma guerra marítima, se or- 
ganizarán tantos Altos Tribunales diferentes cuantos sean 
los grupos de dos adversarios. 

Los fallos del Alto Tribunal se ejecutarán inmediata* 
tamente. 

TÍTULO II 

ORGANIZACIÓN DEL ALTO TRIBUNAL INTERNACIONAL 
DE PRESAS 

Art. 4.° El Alto Tribunal internacional de presas se 
compondrá de cinco miembros, de los que dos serán Almi- 
rantes y los otros tres, miembros del Tribunal permanente 
de arbitraje de El Haya. Dentro de las dos semanas siguien- 
tes al comienzo de las hostilidades debe designar cada una 
de las partes beligerantes un Almirante, y dirigirse además 
á una potencia neutral para que ésta elija otro miembro, en 
las dos semanas siguientes, entre los del Tribunal de arbi- 
traje que han sido nombrados por ella. Dentro de un nuevo 
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plazo de dos semanas, se dirigirán conjuntamente las dos po- 
tencias neutrales á otra potencia neutral, designada si fue- 
re preciso por sorteo, para que esta última elija el quinto 
miembro, dentro de las dos semanas subsecuentes, entre 
los del Tribunal de arbitraje que ella hubiere nombrado. 

Art. 5.° El Alto Tribunal de presas se reunirá desde 
la primera apelación contra el fallo de un Tribunal de pre- 
sas. Se disolverá después de la paz, tan pronto como todos 
los asuntos de presas procedentes de la guerra hayan que- 
dado defínitivamente resueltos. 

Art. 6.** El Alto Tribunal de presas tendrá su residen- 
cia en El Haya. No podrá trasladarse áotro lugar, sino con 
el asentimiento de ambas partes beligerantes, salvo el caso 
de fuerza^^mayor. 

Art. 7.® El Alto Tribunal internacional de presas ele- 
girá su Presidente por mayoría absoluta de votos entre 
aquellos de sus miembros que formen parte del Tribunal 
permanente de arbitraje de El Haya. En caso necesario se 
reforzará la votación de los dos que hayan obtenido mayor 
número. 

Art. 8.^ En caso de fallecimiento, dimisión ó impedi- 
mento por cualquier motivo de alguno de los miembros del 
Alto Tribunal de presas, se procederá á su reemplazo en 
la misma forma establecida para el nombramiento. 

Art. 9.* Los miembros del Alto Tribunal de presas dis- 
frutarán de las indemnizaciones de viaje á que tengan de- 
recho según las leyes de su país. Se les asignará además 
una retribución mensual de mil quinientos florines holán 
deses, efectuándose su pago por medio de la Oficina inter- 
nacional del Tribunal de arbitraje de El Haya. 

Art. 10. La Oficina internacional del Tribunal de 
arbitraje de El Haya sirve de escribanía al Alto Tribunal 
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de presas. Dicha Oñcina es la intermediaria para las co- 
municaciones relativas á su reunión. Custodiará el archivo 
y tendrá á su cargo la gestión de los asuntos administra-» 
ti vos. 

Art. II. El Alto Tribunal de presas decidirá los idio- 
mas de que ha de valerse y que puedan usarse ante él. En 
todo caso se podrá emplear el idioma de la parte beligeran- 
te interesada. 

Art. i 2. Las partes beligerantes tendrán el derecho de 
nombrar Delegados ó agentes ante ib1 Alto Tribunal, para 
que les sirvan de intermediarios, en todos los asuntos de 
presas en que estén interesadas como captores. Quedan así. 
mismo autorizadas para encargar á consejeros ó abogados 
que nombren con dicho objeto de la defensa de sus dere- 
chos é intereses ante el Alto Tribunal. 

Art. 13. La parte privada podrá confiar su representa- 
ción ante el Alto Tribunal de presas á un mandatario ó 
apoderado, que podrá ser un abogado del Tribunal de ape- 
lación ó del Tribunal supremo del territorio de" alguna de 
las partes contratantes ó un profesor de Derecho en alguna 
escuela superior de cualquiera de dichos territorios. 

Art. 14. Para todas las notificaciones y actos de prue- 
ba, podrá dirigirse el Alto Tribunal de presas al Gobierno 
del Estado en cuyo territorio hayan de practicarse la noti- 
ficación ó la prueba. El Estado requerido no podrá negarse 
sino cuando estime que la ejecución de la solicitud puede 
afectar á su soberanía ó á su seguridad. Si accede á lo pe- 
dido, no cargará eñ cuenta más que los gastos materiales 
en efectivo que le ocasione su ejecución. 

El Alto Tribunal estará en libertad de recurrir para esas 
cuestiones, á la mediación del Estado en cuyo territorio 
funciona. 
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TÍTULO III 
PROCEDIMIENTO ANTE EL ALTO TRIBUNAL DE PRESAS 

Art. 15. El derecho de interponer apelación corres- 
ponde á la parte beligerante y al particular. 

Art. 16. La apelación podrá interponerse ante el Tri- 
bunal de presas ó ante la Oñcina internacional, ya por es- 
crito ó ya por telegrama. £1 término será de dos meses, á 
contar de la fecha de la notiñcación del fallo del Tribunal 
de presas á la parte apelante. 

Art. 17. Si la apelación se interpone ante el Tribunal 
de presas, este Tribunal, sin examinar si está en término, 
hará llegar todas las piezas de la actuación dentro de los 
siete días siguientes á poder de la Oñcina internacional, 
que las transmitirá al Alto Tribunal de presas. 

Si se interpone ante la Oñcina internacional, esta Oñcina 
lo comunicará al Tribunal de presas directamente y si fuere 
posible por telegrama. El Tribunal de presas procederá en 
seguida según lo dispuesto en el párrafo primero del pre- 
sente artículo. 

Art. 18. El Alto Tribunal de presas notificará de ofi- 
cio á las partes las decisiones que tome y las órdenes que 
dicte cuando no estén presentes. Las notificaciones que ha- 
yan de hacerse en la residencia del Alto Tribunal, podrán 
efectuarse mediante su orden por la Oficina internacional. 

Art. 19. El Altó Tribunal debe rechazar como no ad- 
misible y sin tramitación alguna, toda apelación que no se 
haya interpuesto dentro del término señalado anterior- 
mente. 

Sin embargo, podrá exceptuar de esa regla á la parte que 

Tomo scgündo 4 



50 CAPÍTULO xxvn 

lo pida, y que por circunstancias de fuerza mayor no haya 
podido interponer su recurso dentro del plazo legal. La 
parte interesada deberá formular esa petición dentro de los 
dos meses siguientes á la desaparición de las circunstancias 
de fuerza mayor, y en todo caso antes de que esté disuelto 
el Alto Tribunal de presas. 

Art. 20. Si la apelación se ha interpuesto dentro del 
término fijado, el Alto Tribunal de presas transmitirá de 
oficio á la parte contraria una copia conforme y legalizada 
de la apelación escrita ó telegráfica. 

Art. 21. El Alto Tribunal de presas señalará los tér- 
minos dentro de los cuales deben presentar las partes sus 
declaraciones y contra-declaraciones escritas y las actas, 
papelea y documentos que á ellos se refieran. Transmitirá 
de oficio á cada parte una copia conforme y legalizada de 
todo lo que por escrito presente la otra. 

Art. 22. Transcurrido los términos á que se refiere el 
párrafo primero del art. 21, habrá ante el Alto Tribunal un 
debate oral á que serán convocad&s de oficio las partes. Si 
alguna de las partes, debidamente citada, no compareciere, 
podrá el Alto Tribunal abrir los debates de la apelación, 
caso de pedirlo la otra. 

Art. 23. El Presidente dirigirá los debates. No serán 
públicos sino en virtud de una decisión del Alto Tribunal, 
tomada con el asentimiento de la parte beligerante. Se 
consignarán en actas redactadas por los secretarios que 
nombre el Presidente. Sólo dichas actas tendrán carácter 
auténtico. 

Art. 24. Terminado el debate oral, podrá el Alto Tri- 
bunal, de oficio ó á petición de alguna de las partes y en 
la forma que expresa el art. 14, proceder á una informa- 
ción suplementaria relativa á la práctica de la prueba pre- 
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sentada ante el Tribunal de presas. El Alto Tribunal podrá 
ordenar que esta información complementaria se practique 
directamente ante él ó por los miembros del mismo que 
comisione al efecto, siempre que quepa llevarla á cabo sin 
medios coercitivos ó conminatorios. 

Las partes están autorizadas para asistir á la práctica de 
la prueba. £1 Alto Tribunal les transmitirá de oficio una 
copia literal y legalizada de su resultado. 

Art. 25. Terminada la práctica de la prueba, dispon- 
drá el Alto Tribunal que continúe el debate oral, para el que 
convocará de oficio á ambas partes. 

Art. 26. El Alto Tribunal de presas deberá tener en 
cuenta para sus decisiones el contenido íntegro de la ac- 
tuación y las declaraciones orales de las partes, y las to- 
mará con la plena y absoluta independencia de su convic- 
ción. 

Art. 27. El Alto Tribunal de presas deliberará á puer- 
ta cerrada. Las decisiones se acorcfarán por mayoría de 
votos. 

Art. 28. Los fallos del Alto Tribunal de presas serán 
motivados. Se redactarán por escrito y los firmarán todos 
los miembros del Alto Tribunal. 

Los miembros del Alto Tribunal que estén en minoría, 
podrán hacer constar su disentimiento en el acto de la 
firma. 

Art. 29. El fallo se leerá en sesión pública del Alto 
Tribunal de presas y se notificará de oficio á las partes. 

Después de la notificación enviará el Alto Tribunal al 
Estado captor las actuaciones del Tribunal de presas, con 
una copia del fallo del Alto Tribunal. El fallo se ejecutará 
por conducto de dicho Estado. 

Art. 30. Cada parte soportará sus propios gastos. La 
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parte condenada tendrá que soportar además los gastos 
causados por el procedimiento y contribuir á los gas- 
tos generales del Alto Tribunal de presas. Esta contribución 
se fijará proporcionalmente al valor de la cosa litigiosa y na 
excederá del uno por ciento del mismo. £1 importe de los 
gastos que haya de pagar la parte condenada, se determi- 
nará en el fallo del Alto Tribunal. 

Si la parte privada fuere apelante tendrá que prestar en 
la Oficina internacional una caución fijada por el Alto Tri - 
bunal en consideración á los gastos eventuales previstos 
en el párrafo anterior. El Alto Tribunal podrá subordinar 
la apertura del procedimiento de alzada á la entrega del 
importe de dicha caución. 

Art. 31. En razón de los gastos eventuales del Alto 
Tribunal de presas, cada parte beligerante hará una entre- 
ga previa de veinticinco mil florines holandeses á la Oficina 
internacional, dentro de los dos meses posteriores á la de- 
claración de guerra. Las partes beligerantes repetirán esa 
entrega cada vez que se agoten las anteriores y los ingre- 
sos previstos por el párrafo segundo del art. 30. 

Una vez disuelto el Alto Tribunal de presas, la Oficina 
internacional rendirá una cuenta á los beligerantes y les 
reembolsará lo que les corresponda del sobrante. 

435. La proposición de los Delegados ingleses, más 
breve y menos detallada, es como sigue: 

Artículo primero. Se organiza un Tribunal interna- 
cional permanente de apelación para la aplicación de las 
leyes internacionales sobre presas marítimas entre las po- 
tencias signatarias. 

ArTí 2.® El Tribunal permanente será competente para 
todos los casos en que un Tribunal de presas haya dictada 
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una decisión que afecte directamente á los intereses de una 
potencia neutral ó de sus subditos, cuando dicha potencia 
pretenda que la decisión no es justa, ya desde el punto de 
vista del derecho ó ya en cuanto á los hechos. 

Queda entendido que sólo podrá interponerse apelación 
ante el Tribunal permanente contra la decisión del Tribu- 
nal de última instancia á que puedan acudir en cada país 
la potencia neutral ó sus subditos. 

Art. 3.* La potencia neutral interesada por el hecho 
-de que afecte á uno de sus subditos la decisión del Tribu- 
nal de última instancia mencionado en el artículo anterior, 
tiene la facultad de dirigirse al Tribunal permanente para 
obtener una nueva resolución, bien por medio de una ca- 
sación ó bien mediante una alzada. 

Art. 4.^ Cada una de las potencias signatarias, cuya 
marina mercante pase de ochocientas mil. toneladas en el 
momento de la ñrma del presente convenio , designará, 
dentro de los tres meses siguientes á su ratiñcación, un ju- 
risconsulto de competencia reconocida en las cuestiones de 
Derecho internacional marítimo, que goce de la más alta 
consideración moral y esté dispuesto á aceptar el cargo de 
juez de ese Tribunal. Cada potencia designará asimismo 
un juez suplente que reúna las propias condiciones. 

Art. 5." El Presidente del Tribunal ser¿ nombrado por 
el orden alfabético de las potencias que hayan designado 
jueces, y ejercerá las funciones durante un año á contar 
del i.° de Enero. La Oñcina internacional de El Haya que- 
da encargada de la ejecución de este precepto. 

El Presidente tendrá voto de calidad en caso de empate. 

El que presida ai comienzo de un litigio, continuará 
ejerciendo sus funciones hasta su término. 

Art. 6.® Si la cuestión jurídica que haya de decidirse 
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ha sido regulada por un convenio de que sean signatarias 
las potencias litigantes, la resolución del Tribunal se dic^a* 
rá de acuerdo con las estipulaciones de dicho convenio. I 

A falta de convenio, si todas las naciones civilizadas éd* 
tan de acuerdo en un punto jurídico, el Tribunal debe ajus- 
tar también su fallo á esa opinión general. 

En defecto de tales condiciones, el Tribunal pronunciará 
sus sentencias aplicando los principios del Derecho inter- 
nacional. 

Art. 7.° Las potencias signatarias se obligan á some- 
terse de buena fe á la sentencia de este Tribunal y á ejecu- 
tarla contra sus propios subditos, así como á introducir én 
su legislación las modificaciones necesarias para que sean 
válidas y efectivas las órdenes del Tribunal. 

Art. 8.° A falta de convenio entre las partes, se adop- 
tará el procedimiento establecido á continuación. 

Art. 9.° La parte demandante entregará á la Oficina 
un documento en que dé á conocer la naturaleza y las ra~ 
zones de su petición. 

Art. 10. La Oficina comunicará sin demora á la po- 
tencia demandada el documento de la potencia demandan- 
te y la potencia demandada, dentro de los dos meses 
siguientes á su recibo, transmitirá á la Oficina su res- 
puesta. 

Art. II. La Oficina comunicará sin demora á la 
potencia demandante la respuesta de la potencia de- 
mandada. 

Art. 12. El Tribunal comprenderá todos los jueces y 
se constituirá en pleno, con excepción de los jueces desig - 
nados por las potencias en litigio. 

Caso de ausencia de algunos de los miembros llamados 
á juzgar, lo reemplazará el juez suplente. 
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Art. 13. El Tribunal se reunirá en la fecha fijada por 
los jueces. 

Art. 14. El Tribunal puede ejercer sus funciones, si 
liega el caso, en ausencia de la parte demandada. 

Art. 15. Los jueces del Tribunal gozarán de los pri- 
vilegios é inmunidades diplomáticas en el ejercicio de sus 
funciones y fuera de su país. 

Art. 16. Los artículos 22, 23, 25, 26, 37 á 54 y 
57 del Convenio para el arreglo pacífico de los conflictos 
internacionales, concertado en El Haya el 29 de Julio 
de 1899, serán aplicables al Tribunal permanente, á sus 
jueces y al procedimiento, con las modificaciones nece- 
sarias. 

436. La comparación entre las proposiciones alemana 
é inglesa pone «de relieve una absoluta discrepancia en 
cuestiones fundamentales. Era imposible^ por lo tanto, que 
sirviera una de ellas como base á las discusiones en la 
Subcomisión, sin prejuzgar el sistema que hubiera de adop- 
tarse, y para sortear dicho inconveniente propuso con 
acierto el Sr. Renault que se formulara un cuestionario so- 
bre el cual versaran los debates. Alterando un poco su or- 
den y suprimiendo aquellos problemas que no motivaron 
divergancia alguna de opiniones, vamos á examinar y á 
apreciar sucesivamente lo que se dijo en la Subcomisión, 
antes de formularse el proyecto definitivo, sobre los si- 
guientes puntos: 

a) Si la jurisdicción internacional de presas debía ser 
ó no permanente. 

h) Si el Tribunal se nombraría por todos los Estados, 
por los beligerantes ó por los que tuvieran una marina de 
cierta importancia. 
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c) Si habrían de componerlo sólo jurisconsultos, ó Al- 
mirantes y jurisconsultos que fueran miembros del Tribu- 
nal permanente de arbitrige. 

d) Si debían excluirse en cada litigio los jueces de la 
nacionalidad de los interesados. 

e) Si debía ser un Tribunal de segunda, de última ó de 
única instancia. 

f) Si podrían comparecer ante esa jurisdicción única- 
mente los Estados ó también los particulares. 

g) Si se organizaría exclusivamente para los neutrales 
ó para todos los negocios de presas. 

h) Cuáles disposiciones regirían en cuanto á la carga y 
la práctica de la prueba. 

i) Qué principios de Derecho aplicaría el Tribunal en 
sus fallos. 

437. Los Delegados ingleses proponían un Tribunal 
permanente porque, según las frases de sir Henry Howard 
en la sesión de 11 de Julio de 1907, faltarían elementos 
de estabili dad y tradición en uno creado ad koc para 
cada guerra. Su carácter transitorio disminuiría su pres- 
tigio y despojaría sus decisiones de todo valor moral. 
Lo mismo entendían los Estados Unidos, pensando en 
una jurisprudencia internacional que inspirara conñanza 
á todos los pu eblos. También el Brasil sostuvo con argu- 
mentos poderosos la misma tesis. En concepto del hábil 
polemista Sr. Ruy Barbosa, sólo la permanencia de sus 
funciones puede dar á los miembros de un Tribunal las 
condiciones de aptitud y de Independencia necesarias para 
una buena orientación jurídica y una aplicación inflexible 
de la Ley. 

Los alemanes, que habían propuesto la tesis contraria, 
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no la sostuvieron firmemente. El Sr. Kriege observó que 
sería contradictorio dar carácter permanente á un Tribunal 
cuyas funciones no se concebían sino al surgir el caso 
anormal de una guerra. Agregó que la solución contraria 
tropezaba con dificultades prácticas porque el Tribunal de - 
bía ser una institución mundial de organización delicadí- 
sima; pero reconoció, no obstante, que un Tribunal per- 
manente brindaba mayores garantías por la continuidad de 
9U jurisdicción. 

En esas condiciones, la batalla estaba perdida para los 
amigos de una institución ocasional. Sin obstáculo ni opo- 
sición alguna organizó el proyecto definitivo una institu- 
ción de carácter permanente. ^Acertaba en eso la Confe- 
rencia? Si hubieran llegado las naciones congregadas á su- 
primir conjuntamente la captura de la propiedad privada 
enemiga y el contrabando de guerra, la misión de este Tri- 
bunal se hubiera reducido á los casos de violación de blo- 
queo, y la corta importancia de sus funciones hubiera sido 
un argumento poderoso contra su permanencia. De la pro- 
pia suerte un tratado de arbitraje obligatorio extensivo á 
gran número de dificultades políticas y jurídicas, alejando 
la posibilidad de nuevas guerras internacionales, propor- 
cionaría una base firme contra su continuidad. Pero mien- 
tras las guerras puedan surgir á cada instante y los proble- 
mas de captura sean frecuentes durante su curso, la posi- 
bilidad de que los miembros del Tribunal permanente, li- 
quidadas las operaciones de una contienda armada, estén 
en vacante forzosa una buena parte de su tiempo, no pesa 
lo bastante para que predomine ese argumento sobre las 
ventajas de la continuidad de sus funciones y de la estable 
uniformidad de su jurisprudencia. No queda en pie sino el 
inconveniente económico, fácil de solventar para la comu- 
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nidad de los Estados^ y las dificultades de organización á 
que hemos de aludir en seguida. 

438. £i proyecto alemán suponía que ambos beligeran- 
tes designaran dos Almirantes para el Tribunal y que los 
tres miembros restantes hasta cinco se tomaran por nacio- 
nes neutrales de la lista del Tribunal permanente de arbi- 
traje. Al exponer magistral mente el Barón Marschall los 
motivos de ese proyecto en 4 de Julio de 1907, decía que 
los Tribunales de presas instituidos por el Estado captor 
trabajan involuntariamente bajo la influencia de los inte - 
reses de su patria y no pueden obtener la autoridad que 
nace de la independencia é imparcialidad completa de los 
jueces. Agregaba que la jurisdicción internacional tenía el 
doble fín de garantizar los intereses particulares y de eli- 
minar la responsabilidad del Estado captor por los fallos 
de presas, que no podrían ser objeto en lo adelante de re- 
clamaciones diplomáticas. 

Con tales fundamentos era difícil contestar la observa- 
ción del Delegado inglés sir Edward Fry, que no estimaba 
garantida la imparcialidad de los jueces reclutándolos como 
el proyecto alemán entre los beligerantes, sus amigos y los 
amigos de sus amigos. Tampoco resiste esa proposición al 
hecho cierto de que, siendo por lo común incompatibles en 
la guerra los intereses de ambos beligerantes y los del co- 
mercio neutral, un poder que tenga á su cargo la adminis- 
tración de justicia entre unos y otros, no debe responder 
en su composición originaria al influjo de uno solo de esos 
elementos. Si el Estado beligerante quiere verse libre de 
esa causa de reclamaciones diplomáticas, no debe sustituir 
una justicia casi suya y sólo relativamente internacional, á 
sus Tribunales consuetudinarios interiores. Debe entrar 
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francamente por el camino de la cooperación universal en 
el establecimiento y la marcha de la nueva jurisdicción, 
si ha de estar consagrada por el aprecio la respetabili- 
dad y la conñanza del mundo. 

No menos inaceptable, aunque por otros motivos, pare- 
cía el proyecto inglés al otorgar el privilegio de que cons - 
tituyeran ese Tribunal las naciones cuya marina mercante 
excediera, al fírmar el convenio, de ochocientas mil tonela- 
das. Sobre lo arbitrario de la cifra, que privaba del dere- 
cho de nombrar jueces á ciertas grandes potencias como 
Rusia y á casi todas las pequeñas, que son una considera- 
ble mayoría, y sobre lo variable que resulta históricamente 
ese factor material, tropezaba la iniciativa de los Delega- 
dos ingleses con una invencible objeción de principio. La 
sociedad internacional no es una plutocracia en que deba 
entregarse la justicia de todos al monopolio de los más 
ricos en barcos mercantes. Hay otros medios para no temer 
la desproporción entre el número de Estados y el de jue • 
ees, en que no hemos de insistir ahora porque ya quedan 
expuestos al ocuparnos del Tribunal de arbitraje y porque 
nos veremos precisados á mencionarlos de nuevo breve- 
mente cuando tengamos que comentar en este mismo ca- 
pítulo el art 15 del proyecto sobre el Tribunal internacio- 
nal de presas que aprobó la Conferencia. 

439. Pasando á la letra c) de las mencionadas en el 
número 436 precedente, basta decir que el proyecto alemán 
llevaba á los jueces cierto número de Almirantes, pensando 
en su competencia técnica y en la necesidad de poner á 
salvo los intereses marítimos envueltos en las cuestiones 
de presas. A ello se objetó con acierto por el primer Dele- 
gado norteamericano que la misión de juzgar era propia de 
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jurisconsultos, y que las diñcultades técnicas podían escla- 
recerse utilizando á los oficiales de marina como asesores 
ó consultores. 

Debe agregarse en pro de esta última tesis que los prin- 
cipios capitales á que ha de obedecer un Tribunal de pre* 
sas en sus decisiones, no son por lo común dificultades 
técnicas de orden naval, sino reglas fundamentales de De- 
recho, y que fueron jurisconsultos los jueces ilustres á que 
debe la práctica moderna en ese punto sus decisiones más 
autorizadas. Han sido escritas también por jurisconsultos 
las obras fundamentales del Derecho internacional maríti- 
mo contemporáneo. Y si á lo dicho se agrega que los altos 
oficiales de marina preferirán siempre durante la guerra 
los riesgos y la gloria del combate á la misión pacífica de 
pronunciar sentencias en un Tribunal de Derecho, no es 
de extrañar que el proyecto definitivo, como veremos muy 
pronto, optara en ese extremo por la doctrina inglesa y 
norteamericana. 

440. La exclusión ó inclusión en cada litigio de los 
jueces de la nacionalidad de los interesados era un proble- 
ma de solución relati\ra, en gran modo dependiente de la 
organización completa del Tribunal. Por eso no recogemos 
en detalle las opiniones expuestas, limitándonos á consig- 
nar que en la Subcomisión se sostuvieron los dos puntos 
de vista contrarios. Para ambos cabía alegar razones de 
importancia, partiendo de fórmulas distintas en cuanto ai 
nombramiento de jueces. 

441. La única instancia internacional se insinuó como 
apetecible por el Brasil y por Noruega. En su favor como 
en el del mismo sistema para la justicia nacional, cabe este 
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argumento, si ha de ser la definitiva y la más autorizada y 
respetable están de más los otros Tribunales inferiores, 
cuya intervención se traduce en demoras y gastos. Pero 
esta medalla tiene, como tantas, un reverso de gran valor. 
Ni es cosa, como alguno observó en la Subcomisión, de 
sobrecargar las tareas de este Tribunal S.upremo con un 
cúmulo de los asuntos de corta importancia que deben y 
pueden morir ante los jueces nacionales, ni puede obligarse 
á los interesados, aunque esto no se dijo, á llevar sus pre- 
tensiones muy lejos tal vez del lugar de la captura y á so- 
portar los gastos de una jurisdicción que reside normal- 
mente en una sola ciudad del mundo. 

La Delegación alemana había propuesto se utilizaran los. 
Tribunales nacionales únicamente para la primeía instan- 
cia, y el internacional para la segunda. Buscaba con eso un 
ahorro sensible de gastos, y sobre todo de tiempo, porque 
es proverbial la lentitud de los procedimientos de presas. 
Entendía igualmente que estaba menos expuesta á incon- 
venientes y dificultades la jurisdicción internacional, refi- 
riendo sus críticas y revocaciones de los fallos internos á 
Tribunales inferiores de cada Estado. La alteración de la 
resuelto por un Tribunal Supremo, podía lastimar en algu- 
nos casos la susceptibilidad nacional y comprometer el éxi- 
to definitivo de esta nueva institución. 

El punto de vista de los Delegados ingleses y de los 
norteamericanos era absolutamente distinto. La sentencia, 
de un Tribunal Supremo del Estado captor tenía que ser- 
vir de gran ilustración al Tribunal internacional. Algunos. 
Tribunales Supremos nacionales han logrado tal conside- 
ración y respeto, que no es posible despojar á los particu- 
lares y al Estado mismo del derecho de acudir á su jus- 
ticia. 
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En realidad, para decidirse imparcialmente sobre el caso, 
importa profundizar dos problemas que no se dilucidaron 
en la discusión preliminar á que nos estamos reñriendo. 
Aparte de la única instancia internacional que sería en el 
fondo la más lógica, pero que no parece todavía realizable, 
hay que decidir previamente si el Tribunal internacional 
de presas será competente sólo para las cuestiones de de- 
recho ó también para los hechos, y si ha de aplicar nece- 
sariamente las mismas reglas jurídicas que el Tribunal Su- 
premo del Estado captor ó puede resolver fundándose en 
principios diversos. 

Para buen número de naciones, especialmente en el de- 
recho español é hispano-americano, los Tribunales Supre • 
mos de cada país proceden como instituciones de casación 
y aprecian las infracciones del derecho, aceptando como 
intangible en la mayoría de los casos la apreciación que 
han hecho de la prueba los jueces y Tribunales inferiores. 
En tales casos ^-para qué perder el tiempo ante el Tribunal 
de casación cuando las alegaciones se refieren á los hechos 
y á su prueba? ^Y cómo prescindir del mismo Tribunal si 
al propio tiempo ó separadamente se alegan cuestiones de 
derecho y se mantiene su inobservancia ó su infracción? 

No menos claro es el influjo que tiene en la solución el 
otro de los problemas á que aludíamos. Si el Tribunal in- 
ternacional de presas está en condiciones de fallar un liti- 
gio aplicando reglas de derecho diferentes ó contrarias á 
las que observan los Tribunales interiores, la jurisdicción 
suprema de casación pacional será en la mayoría de los 
casos inútil ó contraproducente. Su misión más importante 
carecerá de objeto y representará por lo común una rue- 
da inútil para la buena marcha de los procedimientos de 
presas. 
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El Comité, la Comisión y la Conferencia, como notare- 
mos después, dejaron sin resolver este punió, encomendán- 
dolo á las legislaciones particulares de cada Estado. 

442. La Delegación británica sostenía que únicamente 
los Estados debían y podían comparecer ante un Tribunal 
internacional creado por acuerdo de todos. Alemania, por 
el contrario, sostuvo por medio del Sr. Kriege que la com- 
parecencia de les interesados evita cuestiones con los Es* 
tados neutrales y libera á estos últimos de dificultades y 
complicaciones, bastando los riesgos de la condena de cos- 
tas para evitar reclamaciones temerarias de los partícula • 
res. También las Delegaciones de Noruega y de Suiza se 
pronunciaron en ese sentido. 

La Delegación de Cuba entendió que podía concederse 
así á los Gobiernos como á los particulares el derecho de 
acudir ante el Tribunal internacional de presas; pero reco- 
nociendo siempre la preferencia del Estado sobre sus na- 
cionales . El autor de este libro observó con ese fín que los 
negocios de presas representan el interés de los particula- 
res que se dicen lesionados y que no era lógico en conse- 
cuencia llamar al litigio única y necesariamente á los Es- 
tados á que esos particulares pertenezcan. ¿Por qué privar 
de todo derecho á un particular lesionado, cuya nación, por 
razones políticas, económicas ó de cualquier otra clase, no 
quiera comparecer ante el Tribunal internacional de presas? 
¿Por qué imponer al Estado los gastos, tal vez considera- 
bles, de un litigio internacional? ¿Por qué obligar al Estado 
á practicar investigaciones y recoger y formular pruebas 
que pueden ser mucho más fáciles y asequibles al mismo 
interesado? 

Hacía notar, por otra parte, que los intereses y los dere- 
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chos del comercio neutral están á cargo del Estado, al que 
toca protegerlos. Y si el Estado quiere llevar la represen- 
tación y la defensa de sus nacionales, no se comprende por 
cuáles motivos cabe impedírselo en un convenio interna- 
cional. El proyecto definitivo aceptó en ese extremo las ideas 
preconizadas por la Delegación de la República de Cuba. 

443. La diferencia entre los proyectos alemán y britá- 
no que hemos resumido en la letra g) del número 436 pre- 
cedente, se refiere á la conveniencia de abrir el Tribunal 
internacional de presas á todos los negocios que surjan ó 
reservarlo exclusivamente para aquellos litigios en que es- 
tén interesados los neutrales. Esta última solución parecía 
más adecuada á sir Edward Fry, por la suspensión de las 
relaciones entre los beligerantes que la guerra supone. Pero 
el criterio alemán opuesto, que mantuvo el Sr. Kriege, tie- 
ne esta vez en su abono motivos superiores de orden cien- 
tífico y práctico. Es más conforme al carácter moderno de 
la guerra, que se mantiene entre los Estados y no entre 
los particulares. Envuelve una seguridad y una precisión 
absolutamente necesarias para las reglas del Derecho de 
captura que se aplican al enemigo. Suprime además las 
contradicciones posibles en los casos de buques y carga- 
mentos que pertenezcan conjuntamente á enemigos y á 
neutrales. 

444. ^Cuáles disposiciones deben regir en el Tribunal 
internacional de presas en cuanto á la obligación de probar 
y á la práctica misma de la prueba? Esta cuestión suscitada 
por el docto representante de Noruega Sr. Hagerup y ex- 
puesta por él mismo con toda precisión y claridad el 1 1 de- 
Julio de 1907, tendía á suprimir la jurisprudencia de algu- 
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nos Tribunales de presas, que deja á cargo de la víetíma el 
deber de comprobar la propiedad ó el destino de las mer- 
caaeías apresadas. 

Tendía asimismo el Sr. Hagerup á que se establecieran 
reglas generales en cuanto á los medios de justiñcar sufi- 
cientemente, para el caso de visita, la nacionalidad, la pro- 
piedad y el destino de un cargamento ó de \in buque. A 
pesar de la indudable importancia de estas cuestiones y Ul 
▼ez por sus serias diñcultades, no fueron definitiva y con- 
cretamente resueltas en el proyecto aprobado. 

445. Tuvo mejor suerte el último de los problemas so- 
metidos á debate en la Comisión. Nos referimos á las reglas 
de derecho que necesitaba aplicar al fondo de sus fallos 
el Tribunal internacional. Puede decirse sin exageración al- 
guna que este punto y el relativo al nombramiento de los 
jueces constituían las ¡nedras angulares del proyecto. Rusia 
y el Japón habían subordinado su actitud á la resolución 
que el problema jurídico recibiera, como la actitud de otros 
Estados iba á depender en definitiva de la composición del 
Tribunal. 

Sin embargo, lo3 debates ante la Subcomisión carecieron 
en este punto de importancia. El Barón Marschall se limitó 
á decir que el proyecto inglés le parecía satisfactorio y sir 
Edward Fry se levantó á mostrar su complacencia por ese 
acuerdo entre ambos. La Delegación alemana no había 
mencicmado siquiera la cuestión en el proyecto por ella 
presentado. Nosotros suspendemos nuestro juicio hasta lle- 
gar al comentario del texto que aprobó la Conferencia. 

446. Antes de empezar ese comentario que requiere M 
importancia del asunto, no huelga observar que el convenio 

Tomo sigundo 5 
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tiene las proporciones de una codiñcación, por que se com- 
pone de cincuenta y siete artículos y de un cuadro adicio- 
nal sobre la distribución por naciones de los jueces propie- 
tarios y suplentes, según puede observarse en uno de los 
apéndices de este volumen. 

Se divide en cuatro títulos. El primero, comprensivo de 
disposiciones generales, abarca la competencia del Tribunal 
internacional de presas en razón de la materia y de las per- 
sonas que podrán comparecer ante él, la limitación de las 
jurisdicciones nacionales para ciertos extremos, las facul- 
tades de dicho Tribunal en cuanto al derecho aplicable al 
fondo del asunto y al procedimiento, y el alcance y eficacia 
de las sentencias que dicte. 

El título segundo organiza el Tribunal internacional de 
presas, estableciendo reglas sobre el nombramiento de los 
jueces y asesores y sobre las oficinas é idiomas y los agentes, 
consejeros, abogados y mandatarios. Se ocupa asimismo de 
las notificaciones que hayan de hacerse. 

El título tercero, consagrado al procedimiento, fija en 
veintitrés artículos sus reglas capitales, guardando silencio 
sobre la prueba y su práctica, por los motivos que explica- 
remos después, y concediendo al Tribunal la facultad de 
proponer modificaciones en dicho procedimiento á los Go- 
biernos interesados, por conducto del de Holanda. Por úl- 
timo, el título cuarto contiene disposiciones finales encami- 
nadas á determinar la eficacia del convenio, las condiciones 
de su ratificación, las disposiciones transitorias que puede 
requerir y las medidas conducentes á otorgar cierta elasti- 
cidad al cuadro anexo sobre nombramiento de jueces. 

Vamos á intentar ahora un breve comentario de sus prin- 
cipales disposiciones. 
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447. Para ese fin copiaremos aquí los artículos más im- 
portantes ó cuya lectura nos haya sugerido alguna dificul- 
tad, para exponer á continuación lo que cada uno de ellos 

demande. 

Artículo primero 

«La validez de la captura de un buque de comercio ó de 
su cargamento, cuando se trate de propiedad neutral ó ene- 
miga, será declarada por una jurisdicción de presas, con- 
forme al presente convenio.» 

Dos ideas capitales, enunciadas por el luminoso informe 
del ponente Sr. Renault, se destacan inmediatamente dé ese 
artículo. Una, consagrada de antíguo-por la práctica inter- 
nacional, consiste en la exigencia de que el ataque á la 
propiedad privada en la guerra marítima se consagre por 
un fallo, con la intervención de los poderes judiciales orga- 
nizados al efecto y con la audiencia del perjudicado. Fren* 
te á la propiedad enemiga en el estado actual del Derecho 
de gentes, la sola nacionalidad del adversario legitima en 
la sentencia la captura. Respecto de la propiedad neutral 
producen igual resultado su condición de contrabando de 
guerra ó la violación de un bloqueo. Pero en cuanto á la 
una y á la otra, el artículo primero de este tratado convier- 
te en regla escrita del Derecho de gentes el principio con- 
suetudinario de la necesidad de un juicio de presas. 

Cuando la propiedad capturada pertenece á un nacional 
del beligerante captor, que se ha dedicado al contrabando 
de guerra en provecho del enemigo ó á quien se atribuya 
el intento de forzar un bloqueo, surgirán para el autor de 
esos hechos responsabilidades gravísimas de orden penal, 
precedidas ó seguidas según el caso y para ciertas legisla- 
cionea de una intervención ó de un fallo de los Tribunales 
interiores de presas. Se trata, no obstante en tales hipóte- 
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sis, de relaciones entre un individuo y su propio Estado, 
que ni afectan ni importan al orden internacional y que de- 
bían quedar lógicamente fuera de este convenio. 

Por eso el artículo á que nos estamos refiriendo se con- 
creta al caso de que sean el cargamento ó el buque mercan- 
te de propiedad neutral ó enemiga. No excluye la posibili- 
dad de otras situaciones en que haya juicios de presas, pero 
arranca sus reglas para la vida internacional de litigios in- 
ternacionales. Afirma por ellos, y sólo para ellos, la exis- 
tencia contractual de la nueva jurisdicción y señala con 
claridad suficiente la esfera en que han de moverse sus 
restantes disposiciones. 

Artículo 2!* 

«La jurisdicción de presas se ejerce, en primer término, 
por los Tribunales de presas del beligerante captor. Las 
decisiones de dichos Tribunales se pronunciarán en sesión 
pública ó se notificarán de oficio á las partes neutrales ó 
enemigas. > 

La primera frase de este artículo contiene un principio 
general, desenvuelto en disposiciones posteriores. La juris^ 
dicción de los Tribunales nacionales no puede exceder de 
dos grados ó instancias conforme al art 6.°, y la legislación 
del beligerante captor puede resolver si cabe el recurso 
después del fallo de primera instancia ó únicamente des- 
pués del de apelación ó casación. 

£n dicho artículo segundo se decide el proyecto contra 
la instancia única internacional en materia de presas. Man- 
tiene con todos sus defectos é inconvenientes los Tribuna- 
les interiores y ni siquiera autoriza, dado su texto, á las le- 
gislaciones nacionales para que los supriman. Si un Estado 
cualquiera se despojara voluntariamente de sus prerrogati- 



EL TRIBUNAL INTERMACIONAL DE PRESAS 69 

vas actuales para los casos de captura en una guerra marí- 
tima y pretendiera entregarlos desde su comienzo á la jurís- 
dicción internacional, el texto combinado de los artícu- 
los 2.^ y 6.<» bastaría para impedírselo. No puede haber más 
de dos instancias nacionales, pero una de ellas es absoluta- 
mente necesaria. Por consecuencia de esto, como veremos 
más tarde, no concibe el convenio votado que el país cap- 
tot sea el primero en comparecer como apelante ante la 
jurisdicción internacional de presas. Tiene siempre la con- 
dición legal de apelado y cuando el fallo nacional le es ad- 
verso, carece de todo recurso contra él. Más adelante veré* 
mos los motiyos de esta regla. 

Ahora debemos observar, para limitamos al examen del 
art. 2.^ que en un caso especialísimo permite el convenio 
que el Tribunal internacional de presas proceda y falle en 
única instancia. Si los Tribunales nacionales no han resuelto 
definitivamente el asunto dentro del término de dos años á 
contar del día de la captura, y el caso corresponde á los que 
entran en la competencia del Tribunal internacional, pue- 
den los interesados acudir á este último directamente duran- 
te los treinta días que sigan á dicho término. Entonces, ó no 
hay jurisdicción nacional previa si no ha recaído fallo al • 
guno, ó la habrá de una sola instancia, aunque el Estado 
captor opte por dos. Hay en esta situación alguna falta de 
lógica, compensada en cuanto á la última regla por consi- 
deraciones de equidad. 

El otro inciso del art. 2.^ impone una práctica que está 
de acuerdo con la seguida por casi todas las naciones y que 
es absolutamente indispensable para que llegue á conoci- 
miento de los interesados toda resolución contra la cual se 
otorgue una alzada. Quizá hubiera sido preferible distinguir 
y precisar un poco, reservando la lectura en audiencia pú- 
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blica para los casos €n que las partes estén presentes ó re- 
presentadas, é imponiendo la notificación oficial por los 
medios legales siempre que alguno de los interesados no 
haya comparecido ante el Tribunal sentenciador. Esta situa- 
ción, frecuente en los casos de presas, es sobre todo facilí- 
sima durante la segunda instancia. 

En una y otra forma lo dispuesto se refiere á los Tribu- 
nales nacionales, á los que no es muy natural que se im- 
pongan reglas de procedimiento en los con\renios interna- 
cionales, sobre todo respecto de aquellos países que los 
ratifican sin intervención legislativa. Pero el precepto es 
tan sencillo y á la vez tan necesario como base y comienzo 
de la jurisdicción internacional aquí organizada, que la ob- 
jeción no tiene una fuerza decisiva. 

Artículo 3." 

cLas resoluciones de los Tribunales de presas nacionales, 
pueden ser objeto de recursos ante el Tribunal internacio- 
nal de presas: 

»i.^ Cuando la resolución de los Tribunales nacionales 
se refiere á la propiedad de una potencia ó de un particular 
neutrales; 

»2.^ Cuando dicha resolución se refiere á propiedad 
enemiga y se trata: 

»a). De mercancías cargadas en buque neutral, 

»¿). De un buque enemigo que haya sido capturado en 
las aguas territoriales de una potencia neutral, en el caso 
de que ésta potencia no haya hecho objeto la captura de 
una reclamación diplomática, y 

c) De reclamaciones fundadas en la alegación de que 
la captura se haya efectuado infringiendo, ya una disposi- 
ción convencional vigente entre las potencias beligerantes. 
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ya una disposición legal dictada por el beligerante captor. 

El recurso contra las resoluciones de los Tribunales na- 
cionales puede fundarse en que no están justiñcados, bien 
en cuanto á los hechos, ó bien en cuanto al derecho.» 

Aunque no resulte expresamente de este artículo ú otro 
alguno ni haya creído necesario decirlo el informe del po- 
nente, nos parece indudable que se trata sólo del fallo de- 
finitivo. En los Tribunales interiores se concibe y establece 
la alzada contra autos y providencia incidentales, á virtud 
del orden jerárquico y de la subordinación jurisdiccional ó 
disciplinaria que entre ellos existe. Por el contrario, la ju- 
risdicción internacional se ha establecido para conocer del 
fondo del asunto y no de problemas de tramitación ó de 
cuestiones incidentales. Falta respecto de ellas el motivo 
esencial que determina esa facultad en los Tribunales supe- 
riores de cada Estado. 

Tal vez poniendo la mira en el temor de que dificultades 
del procedimiento nacional, no apelables lógicamente ante 
el Tribunal internacional, crearan una situación compro- 
metida para el fondo mismo del asunto, se ha establecido 
en el art. 7.° una regla, de que hablaremos más tarde, en 
virtud de la cual no está obligado el Tribunal internacional 
de presas á tener en cuenta las consecuencias penales de 
faltas del procedimiento que establezcan las leyes del beli- 
gerante captor, cuando las estime contrarias á la equidad 
ó á la justicia. 

Marca nuevamente el artículo que comentamos la cir- 
cunstancia de que los nacionales del país que ha hecho la 
presa no puede recurrir contra su propio Estado, porque al 
determinar los casos en que es dable interponer el recurso 
ante el Tribunal internacional de presas, se refiere sola- 
mente á las propiedades neutrales ó enemigas. Otro pre- 
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c^o, el del art 4.^, indica quiénes e&tán llamados á com- 
parecer ante dicho Tribunal, cuestión que guarda en algu- 
nos de sus aspectos íntima conexión con la que estamos 
estudiando. En efecto^ respecto de la propiedad neutral se 
declara que puede recurrírse ante la nueva jurisdicción, lo 
mismo si pertenece á un particular que á una potencia, al 
poso que la disposición habla en general de propiedades 
enemigas, sin determinar la condición del dueño. Al no 
conceder en el artículo siguiente la facultad de personarse 
ante el Tribunal internacional de presas á la potencia ene- 
miga, queda implícitamente declarado, de acuerdo con los 
principios generales del Derecho internacional vigente, que 
la propiedad del Estado enemigo en el mares objeto de cap- 
tura legítima como uno de los resultados de la guerra, sin 
necesidad de juicio alguno previo para su transmisión al 
ocupante. 

El número primero del artículo que ahora estudiamos, 
protege de una manera absoluta la propiedad neutral, lo 
mismo pública que privada. En todo caso será competente 
el nuevo Tribunal cuando de esa propiedad se trate. Sólo 
en la hipótesis de que se haya declarado por la jurisdicción 
interior la nulidad de la captura, reconociendo los derechos 
del propietario neutral, sobrevendrá la incompetencia rela- 
tiva de los nuevos jueces por la negativa de todo recurso 
al Estado captor condenado. Pero aun en esa hipótesis espe- 
cial y para que los derechos de los neutrales se encuentren 
plenamente garantidos, autoriza el art. 8.^ la intervención 
posible del Tribunal internacional de presas si el neutral 
interesado lo requiere para que decida sobre daños y per- 
juicios. 

Para las propiedades enemigas dista mucho la regla de 
ser tan comprensiva y general. No hay un principio común 
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que abarque todas las hipótesis, sino la enumeración de tres 
casos especiales, que excluyen evidentemente los demás. 
El primero de esos casos se refiere á las mercancías enemi- 
gas cargadas en buque neutral y envuelve á primera vista 
la simple aplicación del principio en cuya virtud el pabe - 
Uón cubre la mercancía. Mas como la declaración de París 
de 1856 exceptuó de esa regla el contrabando de guerra, 
la propiedad enemiga conducida bajo pabellón neutral es 
capturable si se puede calificar de contrabando. Esto deja 
tma gran esfera de acción al Tribunal establecido por la 
Conferencia respecto de las propiedades enemigas y en- 
vuelve una concesión extraordinaria para ciertas doctrinas, 
recordando sobre todo que al votar este precepto no se ha- 
bía llegado á acuerdo alguno sobre el contrabando de 
guerra. 

La segunda hipótesis en que el art. 3.** admite la compe- 
tencia del Tribunal internacional se refiere al buque ene- 
migo, capturado en las aguas territoriales de una tercera 
potencia, siempre que esta última no haya reclamado di- 
plomáticamente contra la captura. Es muy curioso y áiL- 
dlmente justificable el criterio que se adoptó en ese caso. 
Tan reconocido como el principio de que el pabellón cubre 
la mercancía y más antiguo y fundado si cabe es el de la in- 
violabilidad del territorio y las aguas neutrales. El carga- 
mento de un particular enemigo á bordo de un buque neu- 
tral debe sentirse tan seguro y tranquilo como el buque 
mercante enemigo en las aguas neutrales. Al uno lo prote- 
ge la bandera y al otro la soberanía del Estado. Respecto 
de ambos ataca la captura al propio tiempo el derecho y el 
interés del particular y del Estado. 

Este convenio los coloca, sin embargo, en muy diferente 
situación. Para el caso del cargamento, está abierta siem- 
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pre la jurisdicción internacional, y el particular enemigo 
puede servirse de ella sin dificultad alguna. Por el contra- 
rio, cuando se trata del buque, la reclamación diplomática 
del Estado neutral qué puede y hasta debe referirse única- 
mente al problema de la soberanía lesionada, cierra el ca- 
mino al Tribunal internacional de presas, y aun en la hi- 
pótesis de que el Estado neutral prescinda de toda gestión 
en la vía diplomática, es dicho Estado y nunca el particular 
enemigo quien puede acudir ante la nueva jurisdicción, 
cDnforme á lo prescrito en art. 4."yá las explicaciones del 
ponente. 

Aunque se trate de un problema de soberanía cuando 
hay violación de las aguas territoriales, no es posible des- 
conocer que se lesionan al propio tiempo los intereses par- 
ticulares capturando en ellas buques mercantes enemigos, 
y no puede aplaudirse la timidez con que se ha cerrado á 
la víctima de esos actos ilícitos el remedio poderoso de la 
jurisdicción internacional. La diferencia ilógica que pue- 
den haber establecido ciertas legislaciones interiores entre 
dicha situación y la del cargamento enemigo bajo pabellón 
neutral, no justifica esta denegación internacional de justi- 
cia. Tampoco la excusa, en nuestro modo de pensar, la 
circunstancia de que el principio según el cual cubre el pa- 
bellón la mercancía haya entrado en el derecho convencio- 
nal de las naciones por el protocolo de París de 1856, al 
paso que la inviolabilidad del territorio nacional sólo ha 
obtenido una consagración consuetudinaria, ya que este úl- 
timo en fuerza de la vigorosa unanimidad de su aceptación 
no ha necesitado en rigor afirmaciones contractuales, que 
obtuvo por otra parte sin protesta ni dificultad alguna en un 
acuerdo de esta segunda Conferencia de la Paz. Hemos vis- 
to también hasta qué punto la facultad de decidir sobre la 
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legitimidad de la captura de las mercancías cargadas en bu* 
ques neutrales, permitirá á la jurisdicción internacional de 
presas resolver una serie de cuestiones sobre contrabando^ 
que eran al aprobarse este proyecto mucho más indecisas 
y discutibles que la inviolabilidad secular de las aguas neu- 
trales. 

La letra c) del núm. 2,* de este art. 3.% limita la inter- 
vención del Tribunal internacional cuando se trata de pro- 
piedades enemigas y fuera de los casos previstos por las 
letras a) y b) del mismo número, á las reclamaciones que 
se funden en la infracción de un acuerdo vigente entre las 
potencias beligerantes ó de una disposición legal que haya 
dictado el beligerante captor. Se marca de ese modo el sen- 
tido de restripción y de resistencia con que llega la propie- 
dad enemiga ante el Tribunal internacional. Tratada allí de 
modo completamente distinto, en cuanto al derecho de ob- 
tener justicia, que la propiedad privada de los neutrales, 
establecieron acordes'en lo marítimo una prima á la neu- 
tralidad las mismas naciones que no lograron ponerse 
de acuerdo sobre un régimen favorable a los individuos 
neutrales en la guerra terrestre, como hemos visto en el 
capítulo veintitrés. 

Nosotros hubiéramos preferido una reglamentación más 
igual y, por lo tanto, más justa. Si la guerra se hace entre 
Estados y no entre los particulares, el propietario del Es- 
tado enemigo, ya que no se acepte en el mar como invio- 
lable lo suyo, debe tener frente á la captura injustificada, 
el mismo acceso que el propietario neutral ante la justicia 
común de las naciones. Aunque el beligerante le cerrara 
sus propios Tribunales de presas por determinados motivos 
de orden local, debiera abrírsele la instancia internacional. 
No hay para la práctica contraria ninguna razón de verda- 
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dcra justicia. Y si se piensa, lo cual no es cierto, que están 
cubiertas por los tres párrafos del núm. 2.° de este artículo 
todas las situaciones posibles, entonces huelga la enume- 
ración y debe aspirarse con mayor motivo á una fórmula 
general que no ocasione estas críticas. 

El último inciso del art. 3.® permite que el recurso ant^ 
el Tribunal internacional de presas puede fundarse en la 
apreciación de les hechos ó en la aplicación de las re^as 
legales, y abre de ese modo el problema entero á la nueva 
jurisdicción que tiene el carácter de una instancia. Sin em- 
bargo, para el particular enemigo, en el repetido caso 
de la letra c) del núm. 2.", puede sostenerse que sus fun- 
ciones están reducidas á un problema estrictamente legal 
y que el Tribunal de presas debe admitir como incontesta- 
ble la apreciación de los hechos que contenga la sentencia 
recurrida. No lo afirmamos decididamente, porque el art 35 
autoriza al Tribunal para proceder sin limitación alguna á 
informaciones suplementarias y no creemos que haya es- 
tado en la intención de losVedactores del art. 3.^ estable- 
cer por el mismo una excepción. 

Artículo 4.** 

cEl recurso puede interponerse: 

i.^ Por una potencia neutral si la decisión de los Tri- 
bunales nacionales es perjudicial para su propiedad ó la de 
sus subditos ó ciudadanos (art. 3.**, núm. i.°), ó si se alega 
que la captura del buque enemigo se ha realizado en las 
aguas territoriales de dicha potencia (art. 3.**, núm,"^!^, 
letra h)\ 

2.® Por un particular neutral si la decisión de los Tri - 
bunales nacionales es perjudicial á su propiedad (art 3.**, 
núm. i.^), á reserva, no obstante, del derecho de la poten- 
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cia á que pertenece^ de prohibirle el acceso al Tribunal ó 
de comparecer ella misma en su lugar y representación; 

3,* Por un particular que perteneza á la potencia ene- 
miga^ si la decisión de los Tribunales nacionales es perju- 
dicial para su propiedad en las condiciones que determina 
el art. 3,**, núm. 2.", con excepción del caso previsto por 
la letra ¿.)» 

La enumeración contenida en este artículo otorga el dere- 
cho de personarse ante el Tribunal internacional á los Es- 
tados neutrales y á los particulares neutrales y enemigos^ 
en circunstancias y condiciones distintas; pero exigiendo 
para todos una intervención ó un fallo previos de los Tri- 
bunales interiores. Es, en efecto, la regla común al proce- 
dimiento que ahora se establece, la de que se trata de una 
nueva apelación ó instancia, sin más excepción que la re- 
gla penal de los dos años de demora á que se contrae el 
párrafo segundo del art. 6.^ Y es asimismo regla común la 
de que no pueda comparecer ante el Tribunal internacio- 
nal quien no haya litigado ante los jueces nacionales, sin 
más excepción que las potencias neutrales aun en el caso 
de captura de un buque enemigo dentro de sus aguas. En^ 
tonces, si el particular enemigo ha logrado gestionar ante 
la jurisdicción nacional, se le priva de la comparecencia 
ante el Tribunal internacional, dejándola entregada á la 
voluntad y á la discreción del Estado, para él extranjero^ 
en cuyas aguas pretende que se capturó ilegal mente su 
buque. 

La potencia neutral está facultada para acudir ante el 
nuevo Tribunal de presas, en representación del particular 
enemigo, por lo que se reñere al caso á que acabamos de 
aludir; en la de sus mismos nacionales siempre que lo es - 
time oportuno, y en defensa igualmente de su propiedad 
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privada ó pública. Dejando aparte esta última hipótesis 
que no ofrece dificultad alguna desde el punto de vista en 
que nos hemos colocado, volvamos á la primera sobre la 
cual no sobra una nueva indicación. 

¿Qué va á pedir al Tribunal internacional de presas, en 
tales casos, la potencia neutral? Únicamente, porque no 
cabe otra cosa, que ordene la restitución del buque ó del 
cargamento y señale el importe de los daños y perjuicios. 
Y esto, ¿á quién aprovecha directamente? No al Estado 
neutral, ni siquiera á uno de sus nacionales. Pura y exclu- 
sivamente á un particular ó compañía extranjera, que el 
país neutral no representa legalmente y por los que no tiene 
interés alguno inmediato. Lo único que la nación neutral 
habría obtenido sería la declaración judicial de haberse 
efectuado en sus propias aguas la captura, como base de 
una reparación que se demanda en vía diplomática. Para 
este resultado tendría que dejar transcurrir las instancias 
nacionales con intervención del particular enemigo y la 
instancia internacional con su propia intervención. 

Hay algo de más curioso todavía en esta situación que 
se ha creado á las potencias neutrales. Para que logren ob- 
tener del Tribunal internacional de presas la declaración 
judicial de que se ha violado su neutralidad, necesitan 
contar con la voluntad y la benevolencia del beligerante 
captor y del propietario extranjero. Si los beligerantes, en 
efecto, no otorgan á los propietarios enemigos de buques 
capturados en aguas neutrales el derecho de litigar ante 
sus propios Tribunales de presas, privan con ello al Estado 
neutral de toda esperanza de acudir ante la nueva jurisdic- 
ción. Y si el beligerante concede esa facultad al propieta- 
rio enemigo, pero éste no quiere ó no puede luchar ante 
los Tribunales inferiores, se le cierra también ese camino á 
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la potencia neutral. De ahí qué en la práctica pueda resul- 
tar ilusorio el Derecho de alzada. Las naciones neutrales 
comenzarán por la reclamación diplomática, que ahorra 
gastos y , tiempo, aunque excluya según el convenio los 
trámites judiciales. De esa manera podrán obtener ó no la 
debida satisfacción para su soberanía, pero á los dueños 
del buque capturado se les privará del auxilio de la justi- 
cia internacional, que imperiosamente necesitan. 

Se han confundido cosas que deben separarse. El interés 
particular de los nacionales del Estado enemigo y el inte- 
rés público de las potencias neutrales son enteramente dis- 
tintos. El primero corresponde naturalmente á un Tribunal 
de presas y el segimdo á la vía diplomática ó á la justicia 
arbitral. No porque se lesionen al mismo tiempo debe sa- . 
crificarse uno de ellos al otro, como los ha sacrificado el 
precepto á que nos referimos. 

Si la potencia neutral comparece ante la jurisdicción de 
presas nacida de este convenio, para defender y represen- 
tar á sus propios nacionales, ejercita un derecho cuya defi- 
nición y límites no pueden ni deben discutirse en un Con- 
venio internacional, porque toca de lleno á la legislación 
interior. Es indudable que los Estados neutrales pueden y 
deben sustituir en esa hipótesis á los interesados cuando 
en virtud de la soberanía nacional lo decide así su derecho 
propio. El Derecho de gentes debe reconocerlo, pero no 
está llamado á discutirlo. 

Cuando este art. 4,® del convenio entra á ocuparse de los 
particulares neutrales, admite su derecho para alzarse con- 
tra toda resolución de los Tribunales inferiores, subordi - 
nándolo no sólo al derecho preferente del Estado á que 
pertenecen de comparecer por sí mismos sino también á la 
facultad de dicho Estado para prohibirles que recurran á la 
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jurísdicción internacional. Tenemos que objetar alguna cosa 
á esta última regla. Si un Estado que se adhiera al conve- 
nio y acepte la existencia del nuevo Tribunal, consenra 
expresamente el derecho de prohibir á sus nacionales que 
lo utilicen, no puede ser más contradictoria su conducta. 
Será para los ciudadados una nueva especie de castigo de 
Tántalo esa contemplación de una justicia que les veda lo- 
grar. Y el argumento de que puedan determinar tal actitud 
en la nación neutral las circunstancias ó combinaciones po- 
líticas, no nos convencen tampoco. Ni el Estado captor, ni 
el de la víctima, deben ó pueden convertir en motivos de 
dificultades políticas el ejercicio de un derecho ante un Tri- 
bunal de justicia. Y el Tribunal internacional de presas, ó 
falta del todo á su fín ó debe organizarse y proceder de 
manera que sus actos y sus juicios no trasciendan más allá 
de la esfera tranquila en que se mueven normalmente las 
resoluciones judiciales. 

En cuanto á la comparecencia del particular enemigo nos 
basta referirnos á lo que se deja expresado en el comenta- 
rio del artículo anterior y aun en el de éste; pero antes de 
pasar al inmediato séanos permitido traducir, para comple- 
tar debidamente nuestras observaciones, el siguiente párra- 
fo de la luminosa ponencia del Sr. Renault: 

«Cuando se interpone un recurso, sólo el Tribunal inter- 
nacional es competente para decidir si cabe ó no admitiiio. 
No ha parecido necesario decirlo expresamente, porque es 
cada Tribunal naturalmente en principio el juez de su pro- 
pia competencia, según lo reconoce el art. 48 del Convenio 
de £1 Haya de 29 de Julio de 1899 para el arreglo pacífioo 
dejos conflictos internacionales. Si en el párrafo pdmero 
del artículo veintinueve de este proyecto se dispone que el 
Tribunal nacional ante el cual se anuncie el recurso, enríe 
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la actuación á la Oñcina internacional sin examinar si está 
dentro del término, es porque tratándose de una comproba- 
ción puramente material, cabía que el Tribunal se creyera 
en el caso de hacerla y de entender que era inútil remitir 
las actuaciones de un negocio definitivamente terminado. 
No cabe deducir de tal disposición que tenga el Tribunal 
en otros casos una facultad de apreciación que no debe co- 
rresponderle. Ha de transmitir siempre los autos y sólo el 
Tribunal podrá decidir de lo que haya de hacerse más 

tarde.» 

Artículo 5.° 

«También puede interponerse el recurso en las mismas 
condiciones del artículo precedente, por los causahabientes 
neutrales ó enemigos del particular á quien se otorga, siem- 
pre que hayan intervenido ante la jurisdicción nacional. Di- 
chos causahabientes pueden ejercitar individualmente ese 
recurso en la medida de su respectivo interés. 

>Otro tanto sucede con los causahabientes neutrales ó 
enemigos de la potencia neutral de cuya propiedad se 
trate, > 

Un complemento de esta disposición se encuentra en el 
art. 51, que forma parte de las disposiciones finales y en el 
que se decide que sólo podrá admitirse el recurso del cau- 
sahabiente cuando éste y su causante sean potencias con- 
tratantes ó nacionales de las mismas. 

En cuanto al texto del art. 5.°, aparte de que deja á cada 
nación interesada el derecho de excluir á los causahabien- 
tes del Tribunal internacional con suprimirles la entrada en 
los Tribunales interiores, no suscita más dificultad en su 
texto que la determinación precisa de lo que se entiende 
por causahabiente en dicho caso y la posibilidad de que el 
Estado de este último quiera intervenir directamente ante 

Tomo segundo. é 
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el Tribunal internacional al propio tiempo que la nación 
del causante. 

Según la exposición de motivos del proyecto, la frase 
causahabiente comprende en este caso á los que tienen de- 
terminado interés jurídico en la cosa capturada^ distinto al 
derecho de propiedad y anterior á la captura. En tal sen- 
tido se mencionan los aseguradores, los acreedores pigno- 
raticios, etc. No se trata, pues, de los cesionarios, adqui- 
rentes ó sucesores por título singular ó universal, ínter 
vivos ó mortis causa, cuyo título arranque de un momento 
posterior á la captura. Estos últimos no pueden tener, sea 
la que fuere su nacionalidad, derechos mayores que el cau- 
sante inmediato ni sería posible pedirles como condición 
esencial que hubieran intervenido en una instancia que pudo 
substanciarse antes de que esos derechos nacieran.» 

Artículo 6." 

«Cuando el Tribunal internacional es competente confor- 
me al artículo tercero, el derecho de jurisdicción de los Tri- 
bunales nacionales no puede ejercerse en más de dos ins- 
tancias. Toca decidir á la legislación del beligerante captor 
si el recurso se otorga contra el fallo dictado en primera 
instancia ó solamente contra el pronunciado en apelación ó 
en casación. 

Si los Tribunales nacionales no han resuelto definitiva- 
mente dentro de dos años á contar del día de la captura, 
puede acudirse directamente al Tribunal internacional.» 

£1 primer párrafo de este art. 6.^ contiene una limitación 
al derecho interior de las potencias contratantes y puede 
obligar á algunas de ellas á una reforma legislativa. No me- 
rece sino aplausos y ha pecado más bien de tímido que de 
radical, porque dos instancias nacionales y una intemacio- 
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nal son calvario bastante para la víctima y garantía sufi- 
ciente de una justicia recta. 

También debe celebrarse la amplitud concedida al legis- 
lador nacional sobre el momento de la alzada. Eso permi- 
tirá distinguir entre las apelaciones que se refieran á los 
hechos y las que discutan el derecho aplicado, en relación 
con las facultades propias de un Tribunal de casación. Y es- 
tará cada país en condiciones de exponer ó no su Tribunal 
Supremo á una revocación, tal vez inconstitucional^ de los 
fallos que dicte. 

El párrafo segundo del propio art. 6.**, tiene su desarro- 
llo en los artículos 30 y 31. Hay que dirigirse en este caso 
á la Oficina internacional de que hablaremos más tarde, 
dentro de los treinta días que sigan á la expiración del tér- 
mino, salvo el caso de fuerza mayor. Si la hubiere^ y se 
justificare, la acción procederá dentro de los sesenta días 
que sigan á la cesación del impedimento, á condición de 
que lo acuerde el Tribunal con audiencia de la otra parte. 
Los dos términos no juega bien. Es poco lógico que no haya 
más que treinta días á contar del vencimiento de los dos 
años y sesenta desde que la fuerza mayor termina. El pri- 
mer plazo, en atención á las distancias del mundo, puede 
resultar corto algunas veces, y lo preferiríamos proporción- 
nal á esas distancias. £1 segundo debe ser, cuando más, 
igual al primero, pero nunca superior. 

Alguna dificuhad puede surgir excepcionalmente por 
hablar de términos de años en un convenio de esta natura- 
leza. Ciertos años, por la no aceptación de la reforma gre- 
goriana, pueden ser de trescientos sesenta y seis días para 
el captor y de trescientos sesenta y cinco para la víctima, 
ó viceversa. Si por este cómputo del plazo surgieran algún 
día controversias, la equidad exige que se resuelvan en sen- 
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tido favorable á los interés del perjudicado por la captura. 
Es regla común, por otra parte, en materias procesales que 
los días de cada término sean de veinticuatro horas com- 
pletas, por lo que empiezan á contarse desde el siguiente al 
del hecho ó la notificación de que arrancan. En este caso 
no sucede así, por disposición expresa del artículo á que 
nos hemos estado refiriendo. 

Artículo 7.° 

«Si la cuestión de derecho que ha de resolverse está pre* 
vista én un convenio vigente entre el beligerante captor 
y la potencia que es parte en el litigio ó cuyo nacional 
lo fuere, el Tribunal se ajustará á las estipulaciones de di- 
cho convenio. 

A falta de tales estipulaciones, aplicará el Tribunal las 
reglas del Derecho internacional. Si no existen reglas ge- 
neralmente reconocidas, decidirá el Tribunal según los 
principios de la justicia y de la equidad. 

Las disposiciones que preceden son aplicables al orden 
de la prueba, así como ó los medios que pueden emplearse. 
Si conforme al art. 3.*^, núm. 2.**, letra c^ se ha fundado el 
recurso en la violación de una disposición legal dictada por 
el beligerante captor, el Tribunal aplicará esa disposición. 

El Tribunal puede no tener en cuenta la pérdida de de- 
rechos á virtud de disposiciones de orden procesal contení • 
das en la legislación del beligerante captor, cuando estime 
que sus consecuencias son contrarias á la justicia y á la 
equidad.» 

Antes de toda manifestación ó comentario nuestro, de- 
bemos reproducir por su gran importancia las palabras que 
dedica al artículo precedente el Sr. Renault en su muy no- 
table ponencia. Así lo hacemos á continuación: 
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<Si estuviera codiñcado el Derecho de la guerra maríti- 
ina, sería fácil decir que el Tribunal de presas debía apli- 
car, como los Tribunales nacionales, el Derecho internacio- 
nal. Reformar las decisiones de los Tribunales nacionales 
que no lo hayan aplicado ó interpretado bien, constituiría 
para el mismo una atribución normal. La jurisdicción in- 
ternacional y la nacional resolverían bajo el imperio de las 
mismas reglas, que se supondrían únicamente interpreta- 
das con más imparcialidad y autoridad por la primera que 
por la segunda. Pero está lejos de suceder así. £1 Derecho 
de la guerra marítima es todavía incierto respecto de mu- 
chos puntos, de los que algunos son muy importantes y 
cada Estado lo formula en razón de sus ideas y de sus 
Intereses. A pesar de los esfuerzos que se hacen en la ac- 
tual Conferencia para disminuir tales incertidumbres, no 
cabe desconocer que muchas han de subsistir. De ahí 
surge una dificultad seria. 

>No hay que decir que donde haya reglas contractuales 
de carácter general, ó por lo menos comunes á los Estados 
interesados en la captura, el del captor y la nación á que 
correspondan el buque ó el cargamento apresados, se im- 
ponen dichas reglas á la jurisdicción internacional. Aun á 
falta de convenio expreso, puede existir una regla consue- 
tudinaria admitida, que equivalga á la expresión tácita de 
la voluntad de los Estados. Pero ¿y si guarda silencio el 
derecho positivo escrito ó consuetudinario? La solución 
impuesta por los principios estrictos del razonamiento ju* 
rídico no es dudosa. Donde el derecho positivo calla, cada 
beligerante tiene la facultad de dictar sus reglamentos, y 
no podrá decirse que sean contrarios á un derecho que no 
existe. Por lo demás ^cómo podría reformarse el fallo de un 
Tribunal nacional de presas cuando se limite á aplicar de- 
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bidamente la ley de su país, que no es contraria á princi- 
pio alguno del Derecho internacional? La conclusión sería, 
pues, que á falta de regla internacional fírmemente estable* 
cida, debe aceptar la jurisdicción internacional el derecho 
del captor. 

>£s fácil objetar, sin duda, que llegaríamos así á un de- 
recho muy variable, á menudo arbitrario y hasta chocante, 
porque usan ciertos beligerantes con exceso de la amplitud 
que les concede el derecho positivo. Sería una nueva razón 
para apresurar la codifícación de este último, de modo que 
desaparezcan las lagunas y las incertidumbres de que to- 
dos nos quejamos y que han traído esta situación difícil.» 

cSin embargo, tras reflexión detenida, nos creemos en 
el deber de proponer una solución, atrevida sin duda, pero 
capaz de mejorar seriamente la práctica del Derecho inter- 
nacional. Si no existen reglas generalmente reconocidas, el 
Tribunal decidirá conforme á los principios generales de la 
justicia y de la equidad. Estará llamado á crear el derecho 
y á tener en cuenta principios diferentes de aquellos á que 
esté sometida la jurisdicción nacional de presas cuya deci- 
sión se impugne ante el Tribunal internacional. Tenemos 
coiifíanza en que los magistrados escogidos por las poten- 
cias estén á la altura de la misión que se les confía y pro- 
cedan con moderación y fírmeza. Orientarán á la práctica, 
sin crear perturbaciones, en el sentido de la justicia. £1 te- 
mor de sus justas decisiones podrá ser el comienzo de una 
era juiciosa para los beligerantes y los jueces nacionales, 
provocando en ellos un serio examen de conciencia y evi- 
tando reglamentos y sentencias demasiado arbitrarias. Los 
jueces del Tribunal internacional no se verán obligados á 
dictar dos resoluciones contrarias, aplicando sucesivamente 
á dos buques neutrales los reglamentos diferentes p'romul- 
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gados por ambos beligerantes. En definitiva se parecerá 
mucho la situación del nuevo Tribunal de presas á la que 
han tenido largo tiempo los de aquellos países cuya legis- 
lación, principalmente consuetudinaria, era todavía escasa* 
Dictaban la Ley al mismo tiempo que la aplicaban y sus 
decisiones constituían precedentes, convertidos en fuente 
importante del Derecho. Lo esencial es tener magistrados 
que inspiren absoluta confianza. Si esperamos una legisla- 
ción internacional completa para tener jueces encargados 
de aplicarla, no podrán contar casi con esa perspectiva los 
más jóvenes de entre nosotros. Una sociedad científica 
como el Instituto de Derecho internacional ha consagrado 
doce años á un reglamento internacional de presas maríti- 
mas, en el que la organización y el procedimiento del Tri- 
bunal internacional ocupan un espacio pequeño. Es más di- 
ñcil poner en movimiento la comunidad de Estados civili- 
zados que una asociación de jurisconsultos, porque debe 
obedecer á otras preocupaciones y hasta á otros prejuicios, 
menos fáciles de conciliar que las opiniones jurídicas. 
Aceptemos, pues, que un Tribunal compuesto de magistra- 
dos eminentes tenga la misión de suplir la insuficiencia del 
derecho positivo, hasta que simplifique su tarea la codifica- 
ción del Derecho internacional, periódicamente intentada 
por los Gobiernos. 

>Las ideas que acaban de exponerse son aplicables en lo 
que concierne al orden de la prueba y á los medios que 
pueden utilizarse. En la mayor parte de los países hay re- 
glas arbitrarias en lo que toca al orden de la prueba. Em- 
pleando una frase técnica ^á quién incumbe probar? Debe 
entenderse racionalmente que al captor corresponde de- 
mostrar la regularidad de su presa. Es particularmente 
exacto lo dicho cuando se trata de infracciones de la neu« 
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tralidad imputadas al buque neutral; tales infracciones no 
deben presumirse. Sin embargo, se obliga con frecuencia á 
la víctima á pedir la nulidad de la captura, demostrando 
su irregularidad y, en caso de duda, el demandante pierde 
el pleito. Esto no es equitativo y no debe imponerse al 
Tribunal internacional. 

>Lo que acabamos de decir del orden de la prueba, se 
aplica también á los medios utilizables, respecto de los 
cuales existen disposiciones más ó menos arbitrarias. ^Cómo 
podrán probarse la nacionalidad, la propiedad y el domici- 
lio? ^Sólo por los papeles de á bordo ó también por docu- 
mentos traídos de otros lugares? Queremos dejarle al Tri- 
bunal entera libertad de apreciación. 

»Por último y con el mismo espíritu de amplia equidad, 
queda el Tribunal autorizado para no tener en cuenta las 
privaciones de derecho originadas por reglas procesales 
que establezca la legislación del beligerante captor, cuando 
estime que no son razonables sus consecuencias. Alguna 
legislación^ por ejemplo, puede contener disposiciones de- 
masiado estrictas en cuanto al término para apelar, esta- 
blecer con demasiada facilidad presunciones de abandono 
de la reclamación, etc.» 

Ponen bien de relieve los párrafos transcritos el alcance 
y el peligro serio del artículo á que se refieren. £1 nuevo 
Tribunal tendrá las más altas facultades que pueden con 
cebirse. Será al mismo tiempo un poder judicial y un po- 
der legislativo para la sociedad de las naciones. Acumu- 
lando tareas que procuran separar todas las constituciones 
interiores, dictará en un solo acto la ley y la sentencia. Y 
con ello en nuestra desautorizada opinión se habrá com- 
prometido la existencia de la nueva jurisdicción. Por darle 
mucho, puede quedarse sin nada. 
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Analicemos un poco la situación que va á crearse. Los 
Delegados de cuarenta y cuatro naciones, reunidos en la 
Conferencia de la Paz, no han logrado ponerse de acuerdo 
sobre ciertos problemas de Derecho marítimo, entre los 
que mencionaremos expresamente el bloqueo por su estre- 
cha conexión con los trabajos del nuevo Tribunal. Las pre- 
tensiones angloamericanas y las continentales, en cuanto á 
ese punto, se han estimado irreconciliables. ¿Es concebible 
que acto continuo se haya entregado seriamente á unos 
cuantos jueces, cuyos nombres y nacionalidades definitivas 
se ignoran de antemano, la facultad de establecer por me- 
dio de sus fallos, en cuanto surja una guerra marítima, el 
derecho uniforme y universal del bloqueo? No habrá quien 
lo admita, y la actitud de la Prensa británica frente al caso, 
es un indicio concluyente. 

Por otra parte, no es siquiera jurídico establecer para la 
guerra marítima una situación en que captores y captura* 
dos ignoren hasta el día del fallo definitivo en la tercera 
instancia, el derecho á que han debido ajustarse para atacar 
ó defenderse. La situación del Comandante de un buque de 
guerra que realiza una captura sujetándose á las disposicio- 
nes de su derecho nacional, y se encuentra con que luego 
la declara ilegítima el Tribunal internacional, en virtud de 
un derecho diferente y para el buque captor incógnito, 
no tiene nada de airosa. Y tampoco resulta en buen lugar el 
Estado que dicte sobre estas materias reglamentos absoluta- 
mente ineficaces^ cuyo valor efectivo dependa de lo que esti- 
me justo años después la nueva jurisdicción. O las presas 
re8ultarán'imposibles,locual sería para algunos la más satis- 
factoria de las consecuencias, ó se multiplicarán arbitraria- 
mente por la justificación material que envuelve para los cap- 
toreslainsuficienciaylaincertidumbre del derecho aplicable* 
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El sistema que en este artículo se sigue coloca también 
á los Tribunales inferiores en una posición muy difícil. La 
justicia de sus fallos ha de medirse por el derecho que es- 
tablezca el beligerante de quien dependen, y el Tribunal 
internacional de apelación está llamado á revocarlas por 
la infracción de un derecho indiferente. Cuando la jurisdic- 
ción nacional aplique el derecho del captor, el Tribunal 
internacional tiene que guiarse por reglas generales de 
justicia y equidad; pero si los jueces inferiores, aplicando 
esas reglas de justicia y equidad infringen los reglamentos 
del captor y el interesado funda en esa violación su recur- 
so, entonces el Tribunal internacional, obedeciendo al pá- 
rrafo cuarto de este art. 7.°, tiene que aplicar esos regla- 
mentos del beligerante que ha realizado la captura. Es evi- 
dente que la última disposición citada no se escribió con 
tal ñn; pero lo expuesto resulta del sistema inaceptable y 
nada práctico, en cuya virtud un mismo litigio está some- 
tido en instancias sucesivas á derechos diferentes. 

Otro tanto sucede con la prueba. Si un litigante, subsis- 
tiendo los propios elementos de hecho, pierde su cuestión 
ante los Tribunales nacionales porque en esos se mantiene 
que la prueba le incumbe, y la gana en la jurisdicción in- 
ternacional, porque á ésta le place el sistema contrario en 
virtud de sus facultades soberanas, ni la justicia interior 
queda en buen lugar ni la justicia internacional llena pro- 
piamente las funciones de apelación. Lo mismo cabe decir 
de la omnímoda facultad que se otorga á esta última para 
desandar lo andado y resucitar lo fenecido, abriendo nue- 
vamente términos y autorizando trámites y recursos contra 
los preceptos terminantes de la legislación de primera ins- 
tancia y en virtud de consideraciones tan elásticas como 
la equidad y la justicia de las consecuer.cias. 
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Diríase que el propósito consiste en el descrédito rápido 
de la jurisdicción nacional y en el entronizamiento futuro 
como única instancia de la nueva justicia. Una y otra son 
incompatibles bajo las bases que el convenio establece y, 
en la mayoría de los casos, los Tribunales interiores de 
presas no representarían más que un consumo inútil de 
dinero y de tiempo y un perjuicio innecesario para todas 
las partes. Si la intervención nacional no presenta, como 
algunos han dicho, garantía suficiente de imparcialidad y 
de altura, más que el dudoso correctivo de una apelación, 
importaría suprimirla radicalmente de una vez. Pensar que 
los fallos del nuevo Tribunal han de tener fuerza bastante 
para que á la larga se varíe en sentido más justo y unifor- 
me la jurisprudencia y hasta la legislación de los Estados 
particulares, equivale á buscar para el sistema adoptado 
una compensación tan lenta como dudosa. 

Si la obra de descrédito de los Tribunales inferiores y la 
convicción de su inutilidad se arraigaran en la conciencia 
pública desde el primer fallo revocatorio del Tribunal in- 
ternacional de presas en que se aplique un nuevo derecho 
marítimo, la elaboración y consagración de un nuevo siste- 
ma de reglas, con intensidad suficiente para imponerse á 
la vida interior, debe requerir como elemento de una juris- 
prudencia nutrida y constante el repetido y poco apeteci- 
ble espectáculo de una serie de guerras internacionales* 
Dudosa además de lenta, repetimos, porque el Tribunal 
nuevamente creado, de mayoría variable durante cada año 
y variada durante cada guerra, puede llegar muy pronto, 
por la oposición irreductible de los sistemas jurídicos na- 
cionales, á fallos que sean en el orden doctrinal lastimosa- 
mente contradictorios. 

No hay más camino, suprimida ó conservada la jurisdic- 
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ción inferior^ que resolver cada pleito sobre presas por el 
derecho que pueda y deba haber aplicado el captor en el 
momento de realizarlas. Eso sería lo conforme al criterio 
que se acepta generalmente en nuestro tiempo para decidir 
sobre la responsabilidad de los actos humanos, á la nece- 
sidad democrática de que no se confundan en una sola en- 
tidad el poder judicial y el legislativo, al respeto que me- 
rece la voluntad independiente y soberana de los Estados 
particulares y á las garantías prácticas y estables que 
pretenden con razón los captores y las víctimas ante la 
justicia internacional. 

Artículo 8.** 

cSi el Tribunal acuerda la validez de la captura del bu- 
que ó del cargamento, se dispondrá de ello conforme á las 
leyes del beligerante captor. 

Si acuerda la nulidad^ ordenará la re'stitución del buque 
y del cargamento y fijará, si procediere, el importe de los 
daños y perjuicios. Si el buque ó el cargamento han sido 
vendidos ó destruidos, determinará el Tribunal la indem- 
nización que haya de satisfacerse por ese motivo al pro- 
pietario. 

Si la jurisdicción nacional hubiera acordado la nulidad 
de la captura, el Tribunal no estará llamado á resolver más 
que sobre los daños y perjuicios.» 

Artículo 9.** 

«Las potencias signatarias se obligan á someterse de 
buena fe á las resoluciones del Tribunal internacional de 
presas y á ejecutarlas en el plazo más breve posible.» 

Estos dos artículos no requieren observación alguna im- 
portante, y las dimensiones de este volumen, así como su 
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objeto, nos fuerzan á prescindir de ciertos comentarios de 
detfille. Limitémonos, pues, á notar que los dos primeros 
párrafos del art. 8.** contienen reglas tan naturales como 
justas y que el párrafo tercero ratifica implícitamente la 
prohibición de que vaya como apelante al Tribunal inter- 
nacional el captor condenado por sus propios jueces nacio- 
nales. 

£1 art. 9.^ se limita á consignar una idea que es de la 
esencia misma de toda jurisdicción nacida de un convenio 
de esta índole y que en términos análogos se había escrito 
para los casos de arbitraje en el art. 18 del Convenio de 29 
de Julio de 1899. 

Con estos dos artículos termina el título primero del con- 
venio, consagrado á las disposiciones generales. 

448, La organización del Tribunal internacional de pre- 
sas sirve de objeto y de epígrafe al título segundo. Pasare- 
mos una rápida revista á sus disposiciones, deteniéndonos 
de un modo especial en el art. 1$. 

Artículo 10. 

fEl Tribunal internacional de presas se compondrá de 
jueces propietarios y de jueces suplentes nombrados por 
las potencias signatarias, debiendo ser todos jurisconsultos 
de competencia reconocida en las cuestiones de Derecho 
internacional marítimo y que gocen de la más alta consi - 
deración moral. 

El nombramiento de los jueces propietarios y suplentes 
se hará dentro de los seis meses siguientes á la ratifícación 
del presente convenio.» 

Dominó, por lo tanto, la tendencia de que fueran hom- 
bres de ley y no marinos los llamados á juzgar en derecho 
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sobre la validez de las presas. £1 debate á que alude el nú- 
mero 436 y siguientes del presente capítulo quedó resuelto 
en favor de la tesis que nos parece más justa y acertada; 
pero, no sólo por espíritu de conciliación, sino también por 
una necesidad técnica indudable, concede autorización á 
los captores el art. i8 para designar un oñcial de marina 
de alta graduación que forme parte del Tribunal en cali- 
dad de asesor y con voz meramente consultiva. 

La apreciación de las condiciones de un juez, toca en 
nuestro sentir al país que lo designa. No puede ser objeto 
de un examen internacional ni de una oposición de las 
Cancillerías ó del Tribunal mismo. Se trata de una regla 
de conducta, demasiado vaga para que discutan sobre su 
ejecución las potencias contratantes, pero lo bastante ex- 
presiva para que cada una de ellas la ejecute legalmente. 
Y en la elección de los jueces estriba mucha parte del 
éxito de la nueva institución, si llega á funcionar. 

Artículo II. 

cLos jueces propietarios y suplentes serán nombrados 
por un período de seis años, á contar de la fecha en que su 
nombramiento se notiñque al Consejo administrativo esta- 
blecido por el Convenio de 29 de Julio de 1899. Su man- 
dato puede renovarse. 

Caso de fallecimiento ó renuncia de un juez propietario 
ó suplente, se procederá á su reemplazo del modo fijado 
para el nombramiento. En tales hipótesis se hará el nom- 
bramiento por un nuevo período de seis años.» 

En este artículo encontramos el primer nexo entre el Tri- 
bunal permanente de arbitraje y el internacional de presas 
marítimas. Van á tener un consejo administrativo común, 
ya probado en la práctica desde los trabajos de la primera 
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Confererftia y al que se confiere en este artículo una de sus 
nuevas atribuciones. 

Según el informe que sirve á todo este proyecto de ex- 
posición de motivos, los jueces del Tribunal, como garantía 
necesaria de independencia, no pueden ser destituidos ar- 
bitrariamente. Aunque este adverbio permite suponer que 
existan motivos justos de destitución, cuya apreciación in- 
cumbiría al propio Tribunal ó á la nación de que el juez 
procede, el convenio no dice nada sobre este extremo. Es, 
sin embargo, evidente que si un juez cualquiera pierde el 
goce' pleno de sus derechos, civiles y políticos, porque incu- 
rra en una condena penal que lleve anexa la interdicción 
civil ó porque se tome incapacitado ó demente, cesa ipso 
facto en sus funciones y debe ser sustituido por el Estado 
que lo nombró. Cualquiera otra causal, que no tenga la 
comprobación evidente de un fallo judicial, debe entrar en 
la categoría de los hechos arbitrarios á que el informe alu- 
de. No hay que decir que los jueces nombrados siguen te- 
niendo como relación con sus nacionalidades respectivas, 
la adhesión de éstas al convenio. Si por virtud de la cláu- 
sula de denuncia que el art. 55 contiene, dejara un Estado 
en su oportunidad de ser contratante, cesaría inmediata- 
mente su juez aunque no hubiera cumplido los seis años. 

Para la garantía de imparcialidad é independencia que se 
busca, así como para la especialidad de los conocimientos y 
la estabilidad personal de esas funciones, hubiéramos pre- 
ferido sinceramente los jueces vitalicios. Sacar á un juris- 
consulto eminente de su bufete de abogado, ó de la carrera j 
administrativa ó política, ó de un puesto elevado en los 1 
Tribunales de justicia de su país, para ofrecerle como úni- \ 
ca perspectiva seis años de servicio en el Tribunal interna- 
cional de presas, después de los cuales está expuesto á que- 
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darse sin lo antiguo y sin lo nuevo, tiene el peligro de que 
las verdaderas eminencias se nieguen y de que las sustitu- 
yan á la postre medianías. Y entonces el estímulo de la 
reelección asomará alguna vez en las sentencias. 

Artículo 12. 

fLos jueces del Tribunal internacional de presas son 
iguales entre sí y ocupan puesto por el orden de la fecha 
de la notificación de su nombramiento (art. 1 1, párrafo i.**) 
ó, si entran por turno, según la fecha en que hayan empe- 
zado á ejercer sus funciones. En caso de igualdad de fechas, 
corresponderá la procedencia al de más edad. 

Los jueces suplentes están asimilados á los propieta- 
rios en el ejercicio de sus funciones. Sin embargo, toman 
asiento después de éstos.» 

Artículo 13. 

cLos jueces gozan de los privilegios é inmunidades diplo- 
máticas en el ejercicio de sus funciones y fuera de su país. 

Antes de tomar posesión desu'cargo deben prestar jura- 
mento ó afirmar solemnemente que ejercerán sus funciones 
con imparcialidad y concienzudamente, ante el Consejo ad- 
ministrativo.» 

Hemos agrupado estos dos artículos porque se refieren á 
la condición de los miembros del Tribunal internacional y 
la regulan en términos normales, sin dar origen á dificul- 
tades serias. Concederles los privilegios é inmunidades di- 
plomáticas es un medio de realzar su prestigio y de asegu- 
rar su independencia, y dejarles optar entre el juramento ó 
la afirmación es reconocer su libertad de conciencia. £1 
juez de Holanda puede encontrarse, sin embargo, en una 
situación de relativa inferioridad. Como el Tribunal remide 
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normalmente en El Haya, será ese juez el único de sus 
miembros que no tenga carácter diplomático, y si es natu- 
ral que carezca en su propio país de inmunidades^ no es tan 
lógico que le falten, para ciertos actos de ceremoniat, las 
prerrogativas y preeminencias diplomáticas de que sus com- 
pañeros disfrutan. 

Artículo 14, 

<£1 Tribunal funciona en número de quince personas; 
nueve constituyen el quorum necesario. 
Al juez ausente ó impedido lo reemplaza el suplente.» 



Artículo ^5. 

«Formarán siempre parte del Tribunal los jueces nom* 
brados por las potencias signatarias siguientes: Alemania, 
Estados Unidos de América, Austria-Hungría, Francia, 
Gran Bretaña, Italia, el Japón y Rusia. 

Los jueces propietarios y suplentes nombrados por las 
demás potencias entrarán por turno á formar parte del Tri- 
bunal, según el cuadro anejo al presente convenio. Sus 
funciones podrán ejercerse sucesivamente por la misma 
persona. El mismo juez puede ser nombrado por varias de 
dichas potencias. 

El cuadro á que se reñere este artículo es como sigue: 

Distribución de los jueces propietarios y suplentes por naciones 
para cada año del periodo de seis. 



PRIMER ANO 


SEGUNDO ANO 


Juez. 


Suplente. 


Juez. 


Suplente. 


Argentina. 
Colombia. 
España. 
Grecia. 


Paraguay. 
Bolivia. 
España. 
Rumania. 


Argentina. 
España. 
Grecia. 
Noruega. 


Panamá. 
España. 
Rumania. 
Suecia. 
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juw. 


Suplente. 


Juez. 


Suplente. 


Noruega. 


Suecia. 


Países Bajos. 


B¿10ca. 


Países Bajos. 


Bélgica. 


Turquía. 


Luxemburgo, 


Turquía. 


Persia. 


Uruguay* 


Costa-Rica. 


TERCER ANO 


CUARTO ANO 


Brasil. 


Sto. Domingo. 


Brasil 


Guatemala. 


China. 


Turquía. 


China. 


Turquía. 


España. 


Portugal. 


España. 


Portugal. 


Países Bajos. 


Suiza. 


Perú. 


Honduras. 


Rumania. 


Grecia. 


Rumania. 


Grecia. 


Suecia. 


Dinamarca. 


Dinamarca. 


Dinamarca. 


Venezuela. 


Haití. 


Países Bajos. 


Países Bajos. 


QUINTO AÑO 


SEXTO ANO 


Bélgica. 


Países Bajos. 


Bélgica. 


Países Bajos. 


Bulgaria. 


Montenegro. 


Chüe. 


Salvador. 


Chile. 


Nicaragua. 


Dinamarca. 


Noruega. 


Dinamarca. 


Noruega. 


Méjico. 


Ecuador. 


Méjico. 


Cuba. 


Portugal. 


España, 


Persia. 


China. 


Servia. 


Bulgaria. 


Portugal. 


España. 


Siam. 


China. 



Con más claridad y más prontitud que en el año pre- 
cedente, como ofícial del convenio, se obiservan las difi- 
cultades é injusticias del sistema propuesto en otro cua- 
dro, obra del Sr. Crowe, que es como sigue: 




España .... 

Países Bajos 

Bélgica. ..• 
China 



Argentina 
Brasil . . . . 

Chile 

Méjico. . . . 

Colombia. 
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PAlSES 


I 

•— » 

2 
2 
2 
2 
2 
2 
2 

I 
I 
I 

I 
I 

> 

30 


OS 

É 
"S 
Ji 

1 

2 
2 
2 
2 
2 
2 
2 

I 

I 
I 

30 


PAÍSES 


i 

12 


a 

1 


Dinamarca ...... 


Perú 




Grecia 

Noruega 

Portugal 

Rurn^tnía . • . ■ . 


Uruguay 

Venezuela 

Bolivia 




Suecia 


Costa Rica 

Cuba 

Santo Domingo. . 

Ecuador 

Guatemala 

Haití 




Turquía 

Bulgaria 

Persia 

Suiza 




Servia •• 


Honduras 

Nicaragua 

Panamá 

Paraguay. ..... 

Salvador 




Siam 




Luxemburgo .... 
Montenegro 




Total 


Total 


12 



Hj3 aquí los términos con que razona el informe los dos , 
artículos anteriormente copiados: cSe ha estimado que im- 
portaba constituir un verdadero Tribunal y no una Asam- 
blea de jueces. Por eso fígura como un máximum el núme- 
ro de quince magistrados. Habría exceso en pedir siempre 
quince jueces presentes y actuando. Diversas causas pueden 
impedir la concurrencia de un juez. Nueve constituirán el 
quorum necesario. 

»Puesto que no habrá más que quince jueces y son cua- 
renta y seis los Estados, es imposible dar á cada Estado el 
derecho de nombrar un juez en las mismas condiciones. En 
este punto se tropezó forzosamente con grandes obstáculos 
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y con susceptibilidades naturales. Cabe discurrir evidente- 
mente combinaciones varias para sortear la difícultad, que 
tienen el mérito de ser muy ingeniosas, pero el defecto de 
no poder aceptarse por los Estados, cuyo concurso es in- 
dispensable para fundar la nueva institución. Es preciso 
que los Estados que se estiman, tratados de manera poco 
favorable en el reparto de jueces, recuerden que las poten» 
cias que quieran tener una situación privilegiada para de- 
signarlos, son precisamente los que realizan el sacrificio 
más efectivo, prestándose á que se instituya la jurisdicción 
internacional. Han de tener ellas de ordinario el papel de 
beligerantes. Son, por lo tanto, las que consienten en que la 
decisión de sus Tribunales de presas puedan ser revisadas 
por la jurisdicción internacional y en que ésta aprecie los 
actos de sus ofíciales de marina. 

>^No estarán más garantidos los intereses de un Estado 
pequeño neutral con la nueva jurisdicción que si ese Esta- 
do tuviera que descansar únicamente en la imparcialidad 
del Tribunal de presas del captor ó en el éxito de una re- 
clamación diplomática? Todos los sistemas jurídicos estarán 
representados en el Tribunal y no podrá decirse que pre- 
pondera allí determinada influencia política. Es de suponer 
que los jueces electos se desprendan de un espíritu nacional 
estrecho para guiarse únicamente por la preocupación de 
administrar buena justicia, y si no fuere así, se neutraliza- 
rían recíprocamente. 

>A la observación de que la guerra no existe únicamente 
entre las grandes potencias, sino que puede surgir para un 
Estado menos favorecido en cuanto á la designación de los 
miembros del Tribunal, debe responderse que el caso está 
previsto y que se ha dejado á salvo el derecho esencial que 
tiene todo Estado de no ver evocadas las decisiones de sa& 
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Tribunales de presas por una jurisdicción en que carezca 
de representantes. Conforme al art. i6, la potencia belige- 
rante puede exigir que su juez propietario, ó en su defecto 
el suplente que haya nombrado, tomen parte en el fallo de 
todos los litigios que procedan de la guerra. He aquí una 
garantía cuya importancia no puede negarse. 

>Tras estas consideraciones generales, expongamos bre • 
vemente el sistema que propone la primera Comisión. To- 
das las potencias nombran magistrados para el Tribunal 
internacional; pero los electos no están llamados á actuar 
de la misma manera. Se ha entendido que ocho potencias 
tienen un- interés preponderante por su marina de guerra, 
el tonelaje de su marina mercante y la importancia de su 
comercio marítimo; de modo que por la combinación de 
esos diversos elementos, neutrales ó beligerantes, les con- 
cierne de un modo particular, así como á sus subditos, la 
jurisdicción de un Tribunal de presas. Los jueces nombra- 
dos por esas potencias forman parte siempre del Tribunal. 
No carece de importancia observar que aunque esas ocho 
potencias se colocan bajo el mismo pie, hay entre ellas di- 
ferencias muy grandes en cuanto á la marina militar y á la 
mercante. No es necesario citar ejemplos. 

iPara las demás potencias hay un turno, regulado por 
el cuadro anexo al convenio, que indica año por año los 
jueces propietarios y suplentes repectivos. El juez de algu- 
na potencia actuará los tres primeros años; el de otra los 
dos últimos. Nos hemos esforzado en hacer una clasi- 
ficación aceptable, teniendo en cuenta los diversos factores 
de que depende. Es posible que la distribución pueda ser 
criticada en algún punto y ya se ha ejercido la crítica con 
habilidad y elocuencia. No cabe entrar en la discusión de 
cada caso particular. No es extraño que puedan señalarse 
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desigualdades entre Estados que ocupan la misma cate* 
goría. Son más grande aún las que existen, como hemos 
dicho ya, entre los Estados que tienen un juez perma- 
nente. 

>Sólo debemos añadir dos observaciones. La potencia 
que, por ejemplo, tenga el derecho de nombrar un juez 
propietario para los tres primeros años y un suplente para 
los otros tres, podrá designar la misma persona para que 
ejerza sucesivamente ambas funciones. No huelga decirlo 
porque á primera vista parece extraño que, después de ha- 
ber sido juez propietario, se pase á juez suplente. Son fun- 
ciones completamente distintas y es natural su ejercicio 
sucesivo por la misma persona. 

»Por lo demás, ninguna potencia está obligada á elegir 
un juez de su propia nacionalidad. Para el Tribunal per- 
manente de arbitraje, establecido en el Convenio de 29 de 
Julio de 1S99, han hecho fígurar las potencias en sus lis- 
tas jurisconsultos que no eran nacionales. Nada impediría, 
pues, que varias potencias se entiendan para designar como 
juez á la misma persona. Por ejemplo, si el Estado A tiene 
derecho á un juez el primer año, el Estado B á otro para 
el segundo, y el Estado C á otro para el tercero, los tres 
podrían elegir la misma persona, que actuaría tres años 
seguidos por diversos nombramientos.» 

En los párrafos del informe que hemos transcrito se 
expone con extraordinaria habilidad y de la manera más 
adecuada para atraer buen número de votos, cuanto cabe 
decir en favor de la organización propuesta. Algo añadió, 
no obstante, de manera elocuentísima, el Delegado argen- 
tino Sr. Rodríguez Larreta, al razonar su voto favorable 
en la Comisión el 10 de Septiembre de 1907. Dijo que su 
país aceptaba el cuadro de nombramiento de jueces, no 
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sélo por eeiar convencido de la buena fe con que se había 
formado, sino también porque estimaba el proyecto, menos 
como un problema de aritmética, que como una institución 
de confianza y de armonía. 

La tesis opuesta fué mantenida, con gran empeño por el 
Delegado del Brasil Sr. Ruy Barbosa, valiente y decidido 
campeón de la igualdad de las naciones ante la segunda 
Conferencia de la Paz. En este punto, sin embargo, el señor 
Barbosa parecía convencido de que eran diferentes los pro- 
blemas relativos al Tribunal de arbitraje de los referentes 
á la jurisdicción arbitral y consagró de manera principa- 
lísima sus esfuerzos á demostrar cumplidamente con gran 
número de datos que la distribución propuesta era poco 
equitativa para muchas naciones y especialmente para la 
República del Brasil. 

Nosotros entendemos que ha de llegarse al fondo mismo 
de las cosas para poner de relieve la injusticia de lo acor- 
dado en El Haya y el retroceso que supone en la marcha 
progresiva del Derecho internacional. En primer término, 
las diferencias qué encontraron algunas Delegaciones entre 
este caso y el del Tribunal de arbitraje, no son enteramen- 
te claras. Las decisiones arbitrales se reducen á sustituir 
por un acto de justicia la negociación diplomática ó los 
medios coercitivos, y la jurisdicción de presas no tiene 
otro ñn que cambiar la acción diplomática contra fallos 
injustos de los Tribunales nacionales por la apelación ante 
un Tribunal internacional. En una y otra hipótesis no hay 
más que formas diferentes de la Administración de justicia 
internacional hasta el punto de que, relacionándose como la 
especie y el género, el Tribunal internacional de presas re- 
sulta un caso de arbitraje obligatorio por denegación na- 
cional de justicia. En tal sentido resulta lógico y compren- 
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sible que el Estado captor, condenado por sus Tribunales 
nacionales, no tenga el derecho de acudir en alzada á su 
Tribunal internacional. 

La sola diferencia, nacida de las condiciones en que ba 
surgido por motivos históricos, el reciente Tribunal de pre- 
sas, consiste en el derecho de los particulares á personarse 
directamente ante él. Recuérdese, no obstante, la observa- 
ción de los Delegados ingleses en el sentido de que sólo 
debían ser parte ante el mismo los Estados, sujetos únicos 
del Derecho internacional. Y no se olvide, por otra parte, 
que si los Estados figuran hoy como únicos litigantes ante 
los Tribunales de arbitraje, se debe en gran manera al ca- 
rácter transitorio y ocasional de dichos Tribunales y á la 
naturaleza facultativa del arbitraje mismo. Ha sido necesa- 
rio hasta ahora para todo arbitramento internacional que 
los Estados discutan y negocien diplomáticamente y que 
ellos tomen la cuestión en sos manos, regulando y estable - 
ciendo los detalles todos. Cuando se llegue en otros terre* 
nos al arbitraje obligatorio y al Tribunal permanente inter- 
nacional, veremos reaparecer quizá la intervención personal 
de los particulares en asuntos que les afecten de un modo 
indudable y directo. 

No es necesario partir de la analogía entre el Tribunal 
de presas y el de arbitraje obligatorio, que permite aplicar 
al primero cuanto hemos dicho en otro capítulo respecto 
del segundo, para demostrar que no son convincentes y 
que á veces resultan de doble ñlo, las consideraciones ale- 
gadas en defensa de su actual organización. 

Se dice, por ejemplo, y Lt Temps de París, de 15 de 
Septiembre de 1907, recogía con fruición el argumento, 
que son las grandes potencias las más sacrificadas y más 
meritorias al consentir en una jurisdicción internacional. 
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Puestas en claro las cosas ^en qué consisten este sacriñcio 
y este mérito? Vienen diciendo á voz en grito los Delegados 
de todas las potencias pequeñas y grandes que la jurisdic- 
ción nacional de presas, influidas por los intereses y la po- 
lítica del beligerante captor, no ofrece garantías de impar- 
cialidad ni de justicia. De modo que el sacriñcio y el méri- 
to de que tanto se habla consiste en renunciar á la injusticia 
y á la parcialidad. £1 mundo ha adelantado lo bastante para 
que eso no se pueda llamar en nuestros días ni sacrificio 
ni mérito. Y no cabe duda de tal interpretación, porque el 
mismo periódico, resumiendo ideas que hemos visto también 
en la ponencia, declara á renglón seguido que las potencias 
secundarias deben estimar legítima esa ventaja de las gran- 
des en el Tribunal, porque son las pequeñas las que obtie- 
nen con la nueva jurisdicción mayores garantías. 

No se olvide tampoco que son ocho las grandes potencias 
á que atribuye un juez permanente el convenio proyectado. 
Surge este cálculo en seguida. Cada una de las ocho obtie- 
ne para su propiedad y la de sus ciudadanos la ventaja de 
ese Tribunal en las guerras de las otras siete, cuya impor- 
tancia y cuya frecuencia se dan como argumento para jus- 
tificar el monopolio de la justicia internacional. En cambio 
esa gran potencia que tomamos como tipo, renuncia á la 
arbitrariedad respecto de las otras siete en las guerras que 
ella pueda mantener. Balanceadas ambas situaciones, la di- 
ferencia en cantidad tiene que llamarse ventaja en lugar de 
sacrificio. 

Tampoco nos convence el argumento de que están mejor 
garantidos de ese modo los intereses de cada Estado neu- 
tral pequeño. Si no es posible contar con la justicia de los 
Tribunales nacionales de presas porque son obra de un Es- 
tado beligerante, ni con el éxito diplomático de una recia- 
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mación justa cuando se dirige á un Estado fuerte^ es impo- 
sible convencer á nadie de que hay mayores elementos de 
confianza, de imparcialidad y de justicia en el individuo 
que nombren con el mismo objeto el Estado fuerte y el Es- 
tado beligerante. Reunidos ocho factores de injusticia y de 
parcialidad es muy difícil que la suma resulte un número 
heterogéneo. La verdad está en que se exagera mucho el 
peligro de las jurisdicciones nacionales y de las notas di- 
plomáticas para realzar á sus expensas la nueva jurisdicción 
y para encubrir el predominio absoluto que quiere cqnfe- 
rirse á esas ocho potencias grandes. 

La añrmación de que entre ellas existan grandes diferen- 
ciaS; así de marina mercante como de marina militar, sin 
que dejen por eso de conformarse con un solo juez cada 
una^ puede tomarse como un* argumento en pro de nuestra 
tesis. Las ocho potencias que enumera el art. 15 están 
conformes en que cada una designe un solo juez perma- 
nente á pesar de esas diferencias; pero en cuanto llegan 
á la potencia número nueve, le reducen el juez á cuatro 
años, fundándose en esa diferencia únicamente. ^No resul- 
ta claro que tienen dos pesas y dos medidas para una sola 
operación? 

Es de toda evidencia que han rodeado su monopolio in- 
ternacional de la justicia aplicable á la captura en el mar 
de todos los elementos necesarios para que perdure y se 
evidencie. Cuando un Estado de los que tienen jueces por 
cierto número de años tiene la desgracia de que se enferme 
ó se ausente el nombrado, es casi siempre de otra naciona- 
lidad el sustituto que viene á su puesto. A ese fin, y con la 
sola excepción de España en dos de sus cuatro años, se 
colocan en períodos distintos, los propietarios y los suplentes 
de cada nación. Por el contrario, las ocho potencias privile- 
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giadas tienen siempre un suplente disponible para que llene 
el hueco de su juez* Al surgir una guerra y pedir el belige- 
rante que se le conceda un puesto en el Tribunal, cesa por 
sorteo uno de los jueces actuantes, pero no entran en sorteo 
las ocho potencias favorecidas. Sólo ellas mantienen la con- 
tinuidad de su justicia, con todo el peso y todas las venta- 
jas de tradición, de autoridad, de nombramiento fácily de 
consagración no interrumpida que de esa manera se obtie- 
nen. Los ocho jueces permanentes forman el quorum con 
uno más, y aunque se reúnan los quince, constituyen siem- 
pre la mayoría sobre los siete jueces transitorios. 

No puede administrarse de esa manera la justicia inter- 
nacional. ^Por qué? Sobre todas las demás razones hay una 
fundamental, que importa exponer brevemente. Si en un 
Estado cualquiera, de instituciones é ideas democráticas, 
fueran elegibles los jueces y el Tribunal Supremo se compu* 
siera de tres, ^tendría éxito la solicitud de dos grandes capi- 
talistas ó terratenientes para que se les otorgara el derecho 
de escoger permanentemente dos magistrados y el resto del 
país designara el tercero, á individuo por mes ó por año? La 
masa nacional diría con razón que estaban vulnerados los 
fundamentos capitales de la vida colectiva y que precisa- 
mente era necesario excluir de mayor fuerza y de mayor 
influjo en la justicia común á los que llevaran allí constan- 
temente litigios é intereses. 

Desnudo de galas retóricas, el argumento capital de los 
defensores del convenio se reduce á mantener que los Es- 
tados con fuerza para hacer más capturas y para tener más 
cuestiones, necesitan la parte mayor y más influyente en el 
nombramiento del Tribunal que los juzgue. Consiste igual- 
mente en olvidar que la sociedad de las naciones no puede 
admitir que se mida el derecho á organizar la justicia por 
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el interés que se tenga en sus resoluciones; ni que se esta- 
blezca entre los Estados un orden jerárquico, del todo in- 
compatible con su igualdad fundamental; ni que el derecho, 
hasta hoy el arma poderosa de los débiles, sirva de instru- 
mento á la dominación de los grandes; ni que una nueva 
aristocracia trastorne en sus cimientos la comunidad jurídi- 
ca del mundo y provoque á la larga, como única esperanza 
de vida para los pequeños, una nueva y espantosa con- 
flagración universal. 

Artículo i 6 

«Si una potencia beligerante no tiene juez actuando en 
el Tribunal, conforme á turno, puede solicitar que el juez 
nombrado por ella tome parte en la resolución de todos los 
asuntos que procedan de la guerra. En ese caso, se deter- 
minará por sorteo á cuál de los jueces que actúen en virtud 
de turno corresponde cesar. Dicha exclusión no podrá refe- 
rirse al juez nombrado por el otro beligerante.» 

Dentro del sistema adoptado, esta disposición parece 
equitativa, aunque más de un orador hubo de indicar al 
principio que los jueces del Estado captor no convenían en 
el Tribunal. Con efecto, para defender á su nación están 
allí los consejeros, abogados ó agentes, y para informar so- 
bre el derecho aplicable no hacen mucha falta en un Tribu- 
bunal que está facultado para inventarlo. Tampoco son 
una garantía de imparcialidad, si hemos de creer todo lo 
que se ha dicho en la Conferencia contra los Tribunales 
nacionales de presas. 

Hubiera sido lógico, en todo caso, otorgar el mismo de- 
recho al Estado neutral cuyos nacionales sean víctimas de 
la captura y que litiguen por sí mismo ó por medio de su 
Gobierno. Dar un juez á una de las partes y no darlo á la 
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Otra, es poco equitativo. Y si cambiar algún juez en cada 
grupo de litigios por virtud de la nacionalidad de los inte- 
resados, se considera poco estable, tampoco tiene mucha 
estabilidad su variación en cada ano por el turno poco 
glorioso de las naciones débiles. 

Artículo 17. 

«No podrá actuar el juez que haya concurrido por cual- 
quier título á la decisión de los Tribunales nacionales ó 
ílgurado en alguna instancia como consejero ó abogado de 
una parte. 

Ningún juez propietario ó suplente puede intervenir como 
agente ó como abogado ante el Tribunal internacional de 
presas, ni actuar por alguna de las partes, sea cual fuere 
el concepto mientras desempeñe sus funciones.» 

Artículo 18. 

tEl beligerante captor tiene el derecho de designar un 
oficial de marina de alta graduación, para que actúe en ca- 
lidad de asesor con voz consultiva. La misma facultad co- 
rresponde á la potencia neutral que sea parte en el litigio 
ó la potencia cuyos nacionales lo fueren. Si hubiere por 
aplicación de este último precepto, varias potencias inte- 
resadas, deben concertarse, en caso necesario por sorteo, 
respecto del oficial que designen.» 

El art. 17 no merece más que aplausos, porque su pre- 
cepto es moral y justo. También debe aplaudirse, con cier- 
tas reservas en cuanto á la acumulación y al sorteo, el 
texto del art. 18. Sería, no obstante, mucho más lógica la 
facultad de las potencias neutrales para nombrar asesores, 
6i se les hubiera reconocido en todo caso la presencia de 
un juez que asesorar. 
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Artículo 19. 

*EI Tribunal elige su Presidente y su Vicepresidente 
por mayoría absoluta de votos emitidos. Después de dos 
escrutinios, se hará la elección por mayoría relativa y, en 
caso de empate, decidirá la suerte.» 

Artículo 30. 

f Los jueces de Tribunal internacional de presas perci- 
birán una indemnización de viaje según las disposiciones 
de su país, y además, mientras actúe el Tribunal ó míen- 
tras ejerzan las funciones que éste les confiara, la suma de 
cien florines holandeses por día. 

Estas asignacioneSj comprendidas en los gastos genera- 
les del Tribunal que prevé el arí, 47, se abonarán por con- 
ducto de la Oficina internacional que instituyó el Convenio 
de 29 de Julio de 1899. 

Los jueces no podrán recibir de su propio Gobierno m 
del de otra potencia, remuneración alguna como miembros 
del Tribunal.» 

Este articulo establece una combinación hábil é inge- 
niosa para evitar que los jueces sean prácticamente amo- 
viblesi con suprimirles el pago la nación que los nombre. 
No hay más que una suma común de la que salen todas 
las remuneraciones, y cada potencia se entiende^ para los 
efectos de su entrega^ con un organismo de representación 
internacionaK 

Artículo ai. 

c£1 Tribunal internacional de presas tendrá su residen- 
cia en El Hayai y no podrá trasladarla sino con el asenti- 
miento de las partes beligerantes, salvo el caso de fuerza 
mayor. 
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También este ai ticulo prescinde del interés de los neu- 
trales, porque no se cuenta con ello para la trasUción del 
Tribunal, De exigir el asentimiento de alguien, pudiera ha- 
berse hablado de las partes litigantes en tesis general, 
como lo hizo el art» 36 del Convenio de 1899 sobre el arre- 
glo pacífíco de los conflictos internacionales. 2> 

Artículo 22. 

«El Consejo administrativo, en que sólo figurarán los 
representantes de las potencias contratantes, llenará res- 
pecto del Tribunal internacional de presas las mismas fun- 
ciones que para el Tribunal permanente de arbitraje.» 

Artículo 23. 

cLa Oficina internacional sirve de escribanía al Tribu- 
nal internacional de presas y debe poner sus locales y su 
organización á la disposición del mismo. Tiene la guarda 
del archivo y la gestión de los asuntos administrativos. 

El Secretario general de la Oficina internacional desem- 
peña las funciones de Escribano. 

Los Secretarios adjuntos á la escribanía, los traductores 
y los estenógrafos necesarios, serán designados por el Tri- 
bunal y jurarán ante él.» 

Artículo 24. 

«El Tribunal decidirá del idioma de que ha de hacer uso 
y de aquellos cuyo empleo estará autorizado ante el 
mismo. 

En todo caso podrá usarse ante el Tribunal el idioma 
oficial de los Tribunales nacionales que han conocido del 
asunto.» 
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Artículo 25. 

cLas potencias interesadas tienen el derecho de nombrar 
agentes especiales con la misión de que les sirvan de in- 
termediarios respecto del Tribunal. Están igualmente auto- 
rizadas para encargar á consejeros ó abogados de la defen- 
sa de sus derechos é intereses.» 

Artículo 26. 

«El particular interesado será representado ante el Tri- 
bunal por un mandatario que deberá ser, ó un abogado 
« autorizado para informar ante un Tribunal de apelación ó 
un Tribunal supremo de alguno de los países signatarios, ó 
un procurador que ejerza su profesión ante dichos Tribu- 
nales, ó un profesor de Derecho en escuela de enseñanza 
superior de cualquiera de los referidos países.» 

De los artículos que acabamos de copiar, sólo requieren 
una breve observación los dos últimos. Tienen las poten- 
cias beligerantes ó neutrales la completa libertad para ele- 
gir sus defensores, buscándolos donde les convenga; pero 
los particulares han de servirse necesariamente de un sub- 
dito ó ciudadano de potencia contratante. ^Cuál es el mo- 
tivo de esta limitación? No lo comprendemos. Si la víctima 
de una captura quiere encargar de su representación ante 
el nuevo Tribunal á un jurisconsulto eminente en materia 
de Derecho marítimo, cuya nación no haya creído oportuno 
adherirse á este convenio, el ejercicio de esta última facul- 
tad indudable por la potencia no signataria, engendra un 
doble castigo para dos inocentes, el nacional del país adhe- 
rido, á quien se priva de la defensa que le parece más segu- 
ra, y el nacional del Estado no adherente, á quien se le estor- 
ba un medio honrado y honroso de librar la subsistencia. 



el tribunal internacional de presas ii3 

Artículo 27. 

«El Tribunal puede dirigirse por si mismo al Gobierno de 
la potencia en cuyo territorio haya de efectuarse una noti- 
ficación, para todas las que tenga que hacer^ especialmente 
á las partes, á los testigos y los peritos. La misma dispo- 
sición es aplicable cuando se trate de la práctica de cual- 
quier medio de prueba. 

Las solicitudes hechas para esos efectos sólo pueden ne- 
garse cuando la potencia requerida juzgue que lesionan 
por su índole la soberanía ó la seguridad. Si las acepta, no 
cargará como gasto sino los desembolsos realmente efectua- 
dos para su ejecución. 

£1 Tribunal estará facultado asimismo paríC acudir á la 
mediación de la potencia en cuyo territorio actúa. Las no- 
tificaciones que haya de hacerse á las partes en el lugar en 
que el Tribunal funciona, puede efectuarse por medio de 
la Oficina internacional.» 

Este artículo, cuyo fondo no requiere comentario alguno, 
y que está basado en disposiciones análogas del Tribunal 
permanente de arbitraje, figura en el proyecto del Comité 
fuera de su sitio. Más que al título de la organización del 
Tribunal, á que pone término, corresponde á sus trámites, 
de que empieza el convenio á ocuparse en seguida. 

449. No hemos de reproducir literalmente los veintitrés 
artículos del título tercero, consagrado al procedimiento 
ante el Tribunal internacional de presas, de una parte por* 
que coincide la mayoría de sus disposiciones con las esta- 
blecidas para los Tribunales de arbitraje desde 1899 Y» ^^ 
otra parte, porque el convenio, con muy buen sentido, deja 
en cierta vaguedad los detalles de la tramitación procesal. 
Tomo segundo S 
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Entendemos que acierta, ya que se trata de una institución 
hasta ahora desconocida, cuya marcha no debe trazarse 
paso á paso teóricamente. Es preferible que se mueva el 
Tribunal dentro de lineas generales, hasta que las exigen- 
cias de una serie de casos permitan determinar todas sus 
soluciones en una revisión futura. Hay que actuar respecto 
de este punto de la manera que lo han hecho las dos Con- 
ferencias de El Haya con el procedimiento arbitral. Los 
que quieran leer esos artículos que aquí no se transcriben, 
pueden consultarlos en uno de los apéndices del presente 
volumen. 

Diremos sólo, en términos generales, que el procedimiento 
establecido supone dos fases distintas. Un período de ins- 
trucción escrita y otro de debates orales. Durante el se- 
gundo puede el' Tribunal, á petición de cualquiera de las 
partes ó de oñcio, acordar una información suplementaria. 
No hay en el convenio indicación alguna «obre la parte i 
quien incumbe la prueba; pero es inútil que insistamos so- 
bre este particular, porque ya queda indicado al estudiar 
el art. 5.° 

£1 debate por lo general es público y la deliberación re- 
servada y secreta. Los que disientan de la mayoría no pue- 
den formular votos particulares y, á ese fín, únicamente 
suscriben las sentencias el Presidente del Tribunal y el Es- 
cribano. £1 mencionado Tribunal aprecia libremente, sin 
prueba tasada, el conjunto de las actuaciones, documentos 
y declaraciones orales. Es un fallo de conciencia, que en- 
vuelve respecto de los hechos funciones de jurado; pero 
que debe motivarse. 

En cuanto á los gastos de cada litigio, son de cargo de 
cada parte si se ocasionan en su propia defensa. La que 
pierde soporta además las costas del procedimiento y paga 
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el uno por ciento del valor de la cosa litigiosa para los 
gastos generales del Tribunal, A ese objeto, tienen los par- 
ticulares qu6 prestar caución cuando interponen el recurso 
y el Tribunal puede subordinar á esa caución la apertura 
de la alzada. Estas ultimas reglas encajan bien dentro del 
criterio europeo de la justicia pagada, aunque no se amol- 
dan á nuestro principio de la justicia absolutamente gra- 
tuita. Como no hay disposiciones para el caso de insolven- 
cia, el acceso á la nueva jurisdicción queda prácticamente 
cerrado para el que tenga la desgracia de que le capturen 
injustamente buques ó mercancías en que consista toda 
su fortuna. 

Si el Tribunal no está en funciones, una Delegación de 
tres jueces nombrada por el mismo^ ejerce en su lugar las 
atribuciones siguientes: a), cuando un recurso se ha inter- 
puesto en término, envía de oficio y sin demora á la otra 
parte una copia literal certificada del escrito ó telegrama 
de interposición; b), recibe los escritos de exposición, de 
contestación y de réplica de las partes y los antecedentes 
y documentos que quieran presentar; c), transmiten á cada 
uno de los litigantes copia literal certificada de todo lo que 
el otro presente; d), señala el día de la audiencia pública 
que sigue á la instrucción escrita, y e), fija el importe de la 
<;aución que ha de prestar el particular apelante. 

Aun estas líneas generales del procedimiento pueden 
ocasionar alguna dificultad ó duda en la práctica, y por eso 
en el art. 50, último del título tercero, se ha tomado la 
oportuna precaución de autorizar al Tribunal para que pro- 
ponga las modificaciones procesales que estime oportunas. 
Debe comunicarlas al Gobierno de los Países Bajos para 
que las potencias signatarias acuerden lo que haya de ha- 
•cerse. 
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450. Las disposiciones finales, que tampoco hemos de 
reproducir aquí literalmente, constituyen el objeto del títu* 
lo cuarto. Son de tres clases, porque unas se refieren al 
cuadro de distribución de jueces, otras á la ratificación del 
convenio y otras á su duración y denuncia. Tienden las 
primeras á resolver los casos ahora previstos sobre ratifi- 
cación parcial y sucesiva del convenio proyectado y á la 
modificación bienal del cuadro de jueces. Se establece 
como disposición transitoria que mientras el número de 
jueces resulte inferior á once constituirán siete el quorum 
necesaria 

Para el depósito de las ratificaciones se fija el 30 de Ju- 
nio de 1909, si las potencias dispuestas á ratificar pueden 
proporcionar entonces al Tribunal nueve jueces propieta- 
rios y nueve suplentes en condiciones de actuar efectiva- 
mente. Esta última frase, que no explica la ponencia con 
bastante claridad, podría interpretarse en el sentido de que 
las nueve naciones ratificantes han de estar comprendidas 
entre las diez y siete que tienen el primer año jueces pro- 
pietarios, y entonces sería un medio más que se reservan 
las ocho potencias privilegiadas para que esté siempre el 
Tribunal dirigido y dominado por ellas. 

La duración del convenio se fija en doce años desde que 
empiece á regir, y su renovación será tácita por períodos 
de seis años. La denuncia, que sólo producirá efectos res- 
pecto del denunciante, habrá de hacerse por lo menos con 
un año de antelación al vencimiento de cada período. 

451. Tal resultó en su conjunto la obra de la Conferen- 
cia de 1907 sobre el Tribunal internacional de presas. En 
los momentos en que escribimos estas líneas y tratamos de 
condensar el juicio que nos merece, llega á nuestras manos 
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el número de The Times de Londres del 21 de Septiem- 
bre de 1907, que le consagra buena parte de un editorial 
destinado á pedir la codifícación previa del Derecho marí- 
timo y terminado con estas palabras: i Mientras tal condi- 
ción esté pendiente de llenarse, no debemos someternos 
irrevocablemente á una jurisdicción desconocida, que dicte 
y administre un derecho ignorado.» 

He aquí la clave de lo ocurrido, con cierto asombro de 
los observadores atentos, en la sesión plenaría de la Confe- 
rencia ese mismo día 21 de Septiembre de 1907. Se había 
puesto á votación definitiva el proyecto de convenio sobre 
Tribuna] internacional de presas y había obtenido veintiocho 
votos plenamente favorables; nueve más, de Chile, China, Co- 
lombia, Cuba, Ecuador, Guatemala, Haití, Salvador y Uru- 
guay, que aceptaron el proyecto bajo la reserva del art. 1 5,1o 
cual puede equivaler á no aceptarlo; una negativa absoluta, 
del Brasil, y seis abstenciones, de Santo Domingo, el Japón, 
Rusia, Siam, Turquía y Venezuela. En esos instantes, 
cuando los autores y los partidarios del proyecto podían 
ufanarse de su victoria, se levantó sir Edward Fry, el pri- 
mer Delegado inglés, seguido del Barón Marschall, primer 
Delegado de Alemania y del General Horacio Porter, se- 
gundo Delegado de los Estados Unidos de América, á pe- 
dir que el proyecto se redactara como un convenio espe- 
cial. Así lo acordó sin debate la Conferencia dejando abier- 
to el camino para que no lo ratificaran las naciones votan- 
tes, sin comprometer por eso la aceptación definitiva de 
otros acuerdos tomados. A muchos hubo de parecerles esa 
solicitud, para la que no se expuso razón alguna, como el 
epitafio del Tribunal internacional de presas. 

{A qué insistir, pues, en consideraciones generales sobre 
el art. 7.* y el 15, que son las bases del nuevo edificio? Ya 
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hemos dicho lo bastante al comentarlos y no necesita más 
el destino que por ahora parece tener la nueva institución. 
£1 proyecto en conjunto, elaborado con una rapidez in- 
creíble, honra á sus autores y especialmente al ilustre Pro* 
fesor y jurisconsulto Sr.Renault, que redactó la ponencia. 
Los defectos que hemos tenido ocasión de señalar, deben 
tenerse como lunares sin importancia en una obra de tanta 
magnitud. Aunque por ahora no se ratifique y aunque sea 
necesario codificar previamente el Derecho de gentes rnarí* 
timo ó cambiar las bases del art. 7 y, en todo caso, modi- 
ficar radicalmente el sistema adoptado para la elección de 
jueces, este convenio figurará siempre como una de las ini- 
ciativas y de los resultados más felices de la segunda Con- 
ferencia de la Paz. Nos hemos detenido tanto en su estudio 
por la firme convicción de que enaltecerá su historia. 
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Convocación de nna nueva Conferencia* 



452. Desde los comienzos de la segunda Conferencia 
de El Haya surgió entre algunas Delegaciones el propósito, 
recogido por la Prensa, de asegurar la reunión periódica de 
estas Asambleas mundiales. Dos veces^ sin obstáculo alguno 
y con muy buena voluntad, se habían prestado las naciones 
á ir codificando las reglas fundamentales del Derecho in* 
temacional público, y toda persistencia en ese camino de- 
bía ser provechosa á los intereses de la paz y la justicia 
universal. 

El precedente de las Conferencias pan-americanas, que se 
han reunido sucesivamente en Washington, Méjico y Río 
Janeiro y que están llegando á un funcionamiento casi 
automático, con el organismo permanente de la Oñcina in- 
ternacional por ellas creada, servía de poderoso estímnlo 
al propósito de las nuevas reuniones mundiales, con el in- 
flujo de la experiencia adquirida. 

De otro lado, la imposibilidad de que esta segunda Con^ 
ferencia de El Haya resolviera todas las cuestiones en el 
programa comprendidas, unas por falta de tiempo, otras por 
inadecuada preparación y alguna por oposición de intere* 
ses que será obra de años conciliar, inclinaba también el 
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ánimo de las diferentes Delegaciones á resolverse en favor 
de una nueva convocación. 

Había, no obstante, ciertas dificultades que vencer. La 
iniciativa del Emperador de Rusia para las dos primeras 
Conferencias, tan merecedora de respeto y de aplauso, de- 
mandaba cierta prudencia y no escasa consideración para 
que nadie pudiera sospechar ni el intento más leve de opo- 
nerse á ella ó de sustituirla por un acuerdo general. Tam- 
poco era posible exigir á la Soberana y al Gobierno de los 
Países Bajos, con carácter obligatorio para nuevas reunio- 
nes, la generosa hospitalidad que han dispensado alas Con- 
ferencias de 1899 y 1907. 

Téngase en cuenta asimismo que la paz de Europa y las 
buenas relaciones permanentes entre las diversas naciones 
del mundo no están lo bastante aseguradas para que sea 
dable ó siquiera prudente señalar desde ahora la fecha en 
que pueda reunirse, dentro de ocho ó nueve años, una ter- 
cera Conferencia. 

453. Admitida en principio la necesidad de su con- 
vocación, se marcaron en seguida dos tendencias. Unos 
querían que se fijara el plazo en condiciones análogas al 
transcurrido entre la primera y la segunda, y otros estima- 
ron preferible que la fecha se fijara de común acuerdo en- 
tre las potencias. El resultado conciliatorio de esta diver- 
gencia de opiniones fué una proposición, redactada de modo 
que explicara algunos de sus motivos, y sometida á la sesiáA 
pleñaria de 21 de Septiembre de 1907 en los términos que 
siguen: 

. «La Conferencia recomienda á las potencias la reunión 
de una tercera Conferencia de la Paz, que podrá tener liti- 
gar en un período análogo al transcurrido desde la Confe- 
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rencift precedente, en la fecha que se fije de común acuer- 
do entre las potencias, y llama su atención sobre la nece- 
sidad de preparar los trabajos de dicha tercera Conferencia 
con la antelación suficiente para que sus^ deliberaciones ten- 
gan la autoridad y la lapidez indispensables. 

»Para lograr ese ñn estima la Conferencia que sería muy 
de desear que, dos años próximamente antes de la época 
pcobable de la reunión, encargaran los Gobierno^ á Un Co- 
mité preparatorio de recibir las diversas proposiciones que 
hubieran de someterse á la Conferencia, de investigar cuá- 
les son las materias susceptibles de un acuerdo internacio- 
nal próximo y de preparar un programa que los Gobiernos 
acuerden, con la anticipación suficiente para que pueda es- 
tudiarse en serio en cada país. Dicho Comité estaría encar- 
gado además de proponer la organización de la Conferen- 
cia y los procedimientos á que haya de ajustarse,» 

454. Al dar cuenta de esta moción en la fecha ya cita- 
da el Presidente de la segunda Conferencia y primer Dele- 
gado ruso Sr. Nelidow, se levantaron casi todas las Dele- 
gaciones á rendir sucesivamente homenaje á la iniciativa 
del Emperador de Rusia y á la hospitalidad de la Reina de 
los Países Bajos para las dos primeras Conferencias» Cum- 
plido este deber, se aprobó por imanimidad la moción an- 
teriormente transcrita. 

455. En la siguiente sesión de la Conferencia, celebra- 
da el 27 de Septiembre de 1907, hizo constar el primer 
Delegado holandés Sr. de Beauford que la Reina de los 
Países Bajos, su augusta Soberana, experimentaba la ma- 
yor satisfacción ante la idea de que se reuniese también en 
El Haya la tercera Conferencia y que el Gobierno estaba 



122 CAPÍTULO XXVm 

dispuesto á ofrecerle la misma hospitalidad que á las ante- 
riores, estimando como un gran honor para los Países 
Bijos que en ellos se elaborara la gran obra de paz y de 
justicia en que colaboran actualmente, por iniciativa del 
Emperador de Rusia, las naciones civilizadas del mundo 
entero. 

456. Así quedó asegurada la continuidad del poder le- 
gislativo del mundo. El Derecho de gentes podrá confiar 
en su codificación definitiva y la causa de la paz debe es- 
tar satisfecha de su resultado. La duda sobre el éxito de 
estas Asambleas universales quedó disipada. Siendo perió- 
dicas, aumenta extraordinariamente su prestigio y su fuer- 
za de acción. Tócales ahora utilizar debidamente la fuerza 
enorme que se ha puesto en sus manos para la realización 
paulatina de los grandes ideales que persigue el Derecho in* 
temacional contemporáneo. 



CAPITULO XXIX 



Bl Acta fináL 



457. En la tercera sesión plenaria, que tuvo efecto el 
20 de Julio de 1907, nombró la Conferencia un Comité de 
redacción sobrado numeroso, compuesto de la mesa gene- 
ral, las mesas de las Comisiones y algunos Delegados. 

Dicho Comité, que celebró cuatro sesiones, delegó prác- 
ticamente los trabajos preparatorios de los convenios y del 
Acta final en un Subcomité presidido por el Sr. Luis Re- 
nault y del que formaban parte además los Sres. Scott, 
Lammasch, Fusinato y Asser. 

458. Dos órdenes de problemas, unos de fondo y otros 
de forma tenían que resolverse para redactar el Acta final. 
Los examinaremos sucesivamente. 

459. La más importante de lo que pueden llamarse di* 
flcultades de fondo consistía en decidir cuáles acuerdos de 
las Conferencias y de las Comisiones estaban llamados á 
formar parte del Acta final y á estimarse como resolucio- 
nes colectivas. 

Es indudable que no necesitaban sancionarse con el 
acuerdo y la firma de los Gobiernos ni con la solemnidad 
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de un Convenio internacional las declaraciones ó votos que 
carecieran de trascendencia jurídica y no correspondieran 
propiamente al Derecho internacional público. 

Veamos un ejemplo. En la sesión plenaría de i6 de Oc- 
tubre de 1907 había propuesto el ilustre Delegado francés 
Sr. Barón d'Estournelles de Constant, entre las aclamacio- 
nes unánimes de la Asamblea y después de una elocuente 
exposición de motivos, esta importante resolución: «La 
Conferencia expresa el deseo de que cada uno de los Go- 
biernos signatarios del Convenio de El Haya contribuya i 
la edificación del Palacio de la Paz enviando, de acuerdo 
con el arquitecto, materiales de construcción y decoración 
y objetos de arte que representen los mejores ejemplares 
de su producción nacional, á fin de que ese Palacio, expre- 
sión de la voluntad y de la esperanza universales, esté fa- 
bricado con la substancia misma de todas las naciones.» 

Para asegurar la ejecución de ese propósito, que no iba 
á expresarse en el Acta final, rogó el Presidente de la Con- 
ferencia á los Delegados que llamasen sobre él seriamente 
la atención de sus respectivos Gobiernos y se encargó dé 
hacer lo mismo por su parte en cuanto al Presidente de la 
fundación Carnegie, que estaba encargado de construir en 
El Haya el nuevo Palacio de la Paz. 

460. Limitado el campo del Acta final á los acuerdos, 
^leclaraciones, resoluciones ó votos de trascendencia jurí- 
dica y quizá política, había que excluir de la misma todo 
bisunto resuelto por las Comisiones que no hubiera sido re- 
producido y aprobado ante la Conferencia en pleno. 

La inmunidad de la propiedad privada enemiga en el 
^ar, la supresión del contrabando de guerra y el arbitraje 
obligatorio, se encontraban en ese caso. Habían obtenido 
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en la cuarta Comisión las dos cuestiones marítimas y en la 
primera Comisión el último problema, un voto nutridísimo; 
pero tropezaron con la oposición tenaz y decidida de mino- 
rías irreductibles. 

La base de todos los resultados definitivos en una Con- 
ferencia de esta índole, tiene que ser la unanimidad. Entre 
naciones independientes y soberanas no ligadas con víncu- 
lo social que se parezca al de la vida nacional interior, es 
imposible é impracticable que la voluntad de la mayoría se 
imponga á los menos. Cada Estado concurre á la reunión 
total sabiendo que se necesita su concurso y su aquiescen- 
cia para toda obra colectiva y que si es necesario revestir- 
se de un gran espíritu y de una gran voluntad de transac- 
ción y de concordia, no hay que temer imposiciones de 
ninguna especie. 

Como la minoría es necesariamente variable en cada 
problema, el único efecto inmediato que podría obtenerse 
de convertir en resolución colectiva de una de esas Confe- 
rencias la opinión del mayor número, habría de ser la im- 
posibilidad de convocar otras en lo futuro, privándose de 
tan poderoso elemento de acción para el desarrollo y el 
progreso de la vida jurídica internacional. 

Comprendiéndolo de hecho así todas las Delegaciones, 
ninguna llevó á la sesión plenaria sino aquellos acuerdos 
contra los cuales no se levantaba una protesta ó una oposi- 
ción inquebrantable y decidida, ni pretendió que se incor- 
poraran tales resoluciones en el Acta fínal. Era, pues, crite- 
rio fundamental para su redacción que se incluyeran sola- 
mente los convenios, declaraciones ó votos aceptados en 
las sesiones plenarias de la Conferencia. 
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461. No siempre habrían sido unánimes los acuer- 
dos en dichas sesiones plenarias, como hemos tenido oca- 
sión de observar en este libro. De convenios enteros 6 de 
algunos de sus artículos habían formulado reservas ciertas 
naciones. Otras se habían abstenido de votar. Otras habían 
votado en contra de todo un proyecto ó convenio. ¿Qué ha- 
cer en esos casos al formular el Acta final? 

Las abstenciones y las reservas no constituían un obs- 
táculo serio. Lejos de envolver actitudes de oposición irre- 
ductible en todos los casos^ permiten que la obra de la 
mayoría prospere y se acepte como acuerdo final de la Con- 
ferencia. Señalan la tendencia jurídica ó política de un Go- 
bierno y dejan abierto el camino á negociaciones ó á mo- 
dificaciones ulteriores. 

Más grave es la situación frente á los votos negativos. 
Estaban en ese caso la declaración prohibiendo el lanza- 
miento de explosivos desde lo alto de globos y el convenio 
para la creación de un Tribunal internacional de presas. 
La primera había tenido ocho votos en contra y el segundo 
uno, al someterse á la Conferencia en sesión plenaria. £1 
Comité de redacción, con muy buen acuerdo y con alto 
sentido político y práctico, no quiso llevar ambos asuntos 
al Acta final sin cerciorarse previamente de que asentían á 
ello los opositores. No aceptaban por su parte la declara- 
ción y el convenio; pero se prestaban á que la Conferencia 
los incluyese entre sus resultados para someterlos como tales 
á la ratificación de los Gobiernos conformes. 

462. Resuelto este punto, había que decidir si todos los 
resultados de la Conferencia constituirían tantos convenios 
como proposiciones y votos, ó podrían agruparse y simpli- 
ficarse de alguna manera. 
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Para refundirlos era necesario atender á su naturaleza 
propia, de suerte que no se mezclaran asuntos sin relación 
alguna entre si, y á las reservas y abstenciones de diferen- 
tes Estados, para evitar que ciertas reglas quedaran sin ra- 
tificarse, á pesar de su aceptación, por haberse unido á 
otras que despertaran en algunas naciones escrúpulos, opo* 
sición ó desconfianza. 

Por virtud de esta necesidad menciona el Acta trece con- 
venios diferentes sobre las siguientes materias: 

a). El arreglo pacífico de los conflictos internacionales; 

¿), La limitación del empleo de la fuerza para cobro de 
deudas contractuales; 

c). La apertura de las hostilidades; 

d). Las leyes y costumbres de la guerra terrestre; 

e). Los derechos y deberes de las potencias y personas 
neutrales en caso de guerra terrestre; 

/). El régimen de los buques mercantes enemigos al 
comienzo de las hostilidades; 

g). La transformación de los barcos mercantes en bu* 
ques de guerra; 

h). La colocación de minas submarinas automáticas de 
contacto; 

i). El bombardeo por fuerzas navales en tiempo de 
guerra; 

j). La adaptación á la guerra marítima de los principios 
del Convenio de Ginebra; 

j^). Las restricciones al ejercicio del derecho de captura 
en la guerra marítima; 

/). El Tribunal internacional de presas, y 

m). Los derechos y deberes de las potencias neutrales 
en caso de guerra marítima . 

Sólo dos de estos convenios abrazaban una refundición 
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de proyectos ó acuerdos distintos. Uno de ellos, el referen- 
te á los derechos y deberes de las potencias y personas 
neutrales en la guerra terrestre, se compone de la sección 
cuarta del Reglamento sobre leyes y costumbres de dicha 
guerra votado en 1899, así como de las reglas aceptadas 
por la Conferencia de 1907 en proyectos distintos sobre los 
Estados, los particulares y las cosas neutrales. 

El otro convenio á que hemos aludido se reñere á ciertas 
restricciones del derecho de captura durante la guerra ma- 
rítima y abraza tres proyectos sobre inviolabilidad de la 
correspondencia postal, inmunidad de los buques de pesca 
costera y de los consagrados á misiones religiosas, cientí- 
ficas ó filantrópicas y régimen de la tripulación del buque 
mercante enemigo capturado. Los hemos examinado en 
otros tantos capítulos. 

A estos trece convenios une el Acta final, bajo el número 
catorce, la declaración relativa al lanzamiento de proyec- 
tiles ó explosivos desde globos. Dichos catorce acuerdos 
internacionales, que forman otros tantos documentos sepa- 
rados, llevan la fecha de 18 de Octubre de 1907, pero que- 
dan abiertos á las firmas de los Plenipotenciarios de las 
potencias representadas en la segunda Conferencia de la 
Paz, hasta el 30 de Junio de 1908. 

463. El Acta final contiene asimismo la declaración 
sobre el arbitraje obligatorio y la resolución sobre las car- 
gas militares, que hemos expuesto en los capítulos corres- 
pondientes. 

Inserta además los cinco votos formulados por la Confe- 
rencia con los objetos que á continuación mencionamos: 

1.^ La adopción del proyecto de Tribunal de justicia 
arbitral, recomendando que se ponga en vigor al llegar á 
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un acuerdó sobre su constitución y la elección de jueces; 

2 .* £1 mantenimiento en caso de guerra, por las auto- 
ridades competentes^ de las relaciones pacíñcas, y especial- 
mente de las mercantiles é industriales, entre la población 
de los Estados beligerantes y de los que no lo sean; 

3.** La regulación por convenios particulares de los 
deberes de los extranjeros en cuanto á las cargas militares; 

4 * La inclusión en el programa de la próxima /Confe- 
rencia del problema relativo á las leyes y costumbres de la 
guerra marítima, aplicando mientras tanto, en lo que fliere 
posible, los principios del convenio sobre la guerra terres- 
tre, y 

5." La convocación de una tercera Conferencia, dentro 
de un período análogo al que ha transcurrido entre las dos 
primeras, preparando con la antelación debida sus trabajos. 

Como anexo del Acta final se encuentra el proyecto de 
convenio relativo al establecimiento de un Tribunal de jus- 
ticia arbitral. 

464. Desde el punto de vista de la forma, el Acta final 
empieza consignando que la segunda Conferencia interna- 
cional de la Paz, propuesta por el Presidente de los Esta- 
dos Unidos de América y convocada por la Reina de los 
Países Bajos, á invitación del Emperador de Rusia, se ha 
reunido en El Haya el 15 de Junio de 1907 con la misión 
de dar un nuevo desenvolvimiento á los principios huma- 
nitarios que sirvieron de base á la obra de la primera Con- 
ferencia de 1899. 

Sigue después la enumeración de las naciones concurren- 
tes y sus respectivos Plenipotenciarios y Delegados de toda 
clase, adoptando para las primeras, como en todos los 
actos y documentos de la Conferencia, el orden alfabético 

Tomo segundo 9 
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de la letra inicial de su nombre en el idioma francés. En 
cuanto á los Estados Unidos de América y de Venezuela 
esta última palabra determina el orden, y lo mismo sucede 
con aquellos países que anteponen á su nombre la palabrii 
República. 

No obstante la referida enumeración de todos los Dele- 
gados, únicamente los Plenipotenciarios tuvieron el derecho 
de ñrmar el Acta ñnal y de sellarla. Esta formalidad del 
sello no se llenó respecto de los convenios mismos para 
evitar una larga demora. 

Del Acta ñnal se extendió un solo ejemplar, con fecha 
18 de Octubre de 1907, para dejarlo depositado en los ar- 
chivos del Gobierno de los Países Bajos, que envió copias 
literales y legalizadas á todas las potencias representadas 
en la Conferencia, 

Es de advertir que las potencias enumeradas al comienzo 
del Acta son únicamente cuarenta y cuatro. No se mencio- 
na á la República de Honduras, aunque en una de la sesio- 
nes finales de la Comisión dijo el Presidente de la Confe- 
rencia, con general beneplácito, que seria admitida, porque 
sus Delegados no llegaron á tomar parte en los acuerdos 
ni á presentarse en las reuniones. 

465. A moción del ilustre Presidente y ponente del 
Subcomité de redacción Sr. Luis Renault, fué votado el 
proyecto de Acta ñnal en la penúltima sesión plenaría de 
la Conferencia el 17 de Octubre de 1907. Obtuvo el asen- 
timiento unánime de las cuarenta y cuatro naciones allí 
representadas, sin más que una reserva de la Delegación 
suiza acerca de la recomendación á las potencias signata- 
rias para que adopten el proyecto de Convenio sobre el es- 
tablecimiento de un Tribunal de justicia arbitral. 



CAPITULO XXX 



La sesión de clausura. 



4fi6. £1 1 8 de Octubre de 1907, después de suscrita el 
Acta ñnal, se efectuó la sesión de clausura. El Presidente 
de la Conferencia y primer Delegado ruso Sr. Nelidow pro- 
nunció con este motivo un interesante discurso, en que dejó 
traslucir la emoción personal profunda que le causaba la 
obra realizada y en que, á más de proponer telegramas con- 
gratulatorios para la Reina de los Países Bajos y el Presi- 
dente de los Estados Unidos de América y votos de gracias 
para sus colaboradores inmediatos, juzgó en los siguientes 
términos la obra realizada: 

c£n la primera alocución que tuve el honor de dirigiros 
al abrirse la Conferencia, creí deber indicaros que nuestra 
tarea perseguía dos fines: i.°, buscar el medio de prevenir 
los conflictos armados entre las naciones, y 2.°, si la gue- 
rra surge, hacer menos penosos sus efectos para aquellos á 
quienes alcance directa ó indirectamente. 

»Los acontecimientos políticos que se han sucedido des- 
de la primera Conferencia nos habían proporcionado am- 
plia materia de deliberación en lo que se refiere á esta úl- 
tima parte del problema suscitado ante nosotros. La insu- 
ficiencia de los acuerdos sobre la guerra terrestre elabora- 
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dos en 1899 se puso de manifíesto en las operaciones 
militares de los últimos ocho años. También ha podido 
observarse hasta qué punto sería útil reglamentar lo misma 
la guerra marítima y la situación de los neutrales^ que de- 
terminadas circunstancias, íntimamente ligadas á las con- 
diciones qué la guerra crea. A ese trabajo, de naturaleza 
técnica y a menudo muy delicado, se consagraron las Co- 
misiones segunda, tercera y cuarta. Las dos últimas tenían 
una misión particularmente complicada, de la que más de 
una vez he mencionado las dificultades. Y ahora que tene- 
mos ante la vista los resultados obtenidos, ignoro si los 
debemos en mayor escala al elevado espíritu de conciliación 
de todos ó á la hábil dirección de los ilustres Presidentes d^ 
esas Comisiones, que se han dedicado á evitar los escollos 
y á procurar soluciones aceptables. 

»Lo que hay de particularmente notable en ese concepto 
son las estipulaciones relativas á la guerra por mar y á Ift 
situación de los neutrales durante la misma. Se intenta 
por primera vez un ensayo de codifícación en ese terrena 
y, aunque no hayamos hecho más que empezar, están co 
locadas las bases, y los que continúen nuestra empresa 
harán sin duda justicia álos obreros que la iniciaron. 
' >No me detendré sino un instante en el espíritu de con- 
cordia y de buena inteligencia qi£e ha distinguido á todos 
los miembros de las Comisiones. Las personas extrañas á 
nuestros trabajos que formulan opinión sobre los resultados 
de la Conferencia^ pierden á menudo de vista que no esta- 
mos llamados á elaborar teorías abstractas ni á procurar 
por especulaciones del espíritu soluciones ideales. Somos* 
los mandatarios de nuestros Gobiernos y procedemos en 
virtud de instrucciones especiales, basadas ante todo enr 
los intereses de nuestros países respectivos. Deben servir -( 
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nos de guía las consideraciones superiores del bien huma- 
no; pero hemos de atender primordJalmente al aplicarlas á 
las intenciones de los que dirigen nuestros Gobiernos. Los 
intereses directos de los Estados son á menudo diametral^ 
mente opuestos. En tratar de conciliarios y de ponerlos de 
acuerdo con las exigencias teóricas del derecho y de la 
justicia absoluta, se ha ejercitado el espíritu de concordia 
á que me he referido y que tiene doble valor desde ese 
punto de vista. 

»Han sido menos importantes los progresos realizados 
por la Conferencia en el terreno preventivo, en cuanto á 
los medios de impedir y de evitar los conflictos internacio- 
nales. Faltan en ese punto la experiencia para atribuir ca- 
rácter urgente á nuevas soluciones ó indicar sus condicio- 
nes prácticas de aplicación universalmente aceptadas. Los 
importantes proyectos formulados ante la primera Comisión 
para instituir un Tribunal de justicia arbitral y para el ar- 
bitraje obligatorio, habían nacido de combinaciones teóri- 
cas que tropezaron en la ejecución con dificultades inven- 
cibles. Por el contrario, la cuestión del Tribunal de presas, 
cuya creación se había revelado como altamente apetecible, 
obtuvo una solución satisfactoiia, que será uno de los monu- 
mentos de esta Conferencia. Puede abrigarse la seguridad 
de que ha de encontrar una aplicación útil y contribuir 
indirectamente á estorbar que se extiendan las guerras. 

>No será perdido, sin embargo, el trabajo de la primera 
Comisión, bajo la dirección hábil y distinguida de su ilus- 
tre Presidente, así para el Tribunal permanente como para 
el arbitraje obligatorio. Cuando llegue la hora de conti- 
nuar la tarea que nosotros hemos emprendido, se consulta- 
rán con avidez las actas de esa Comisión y de su Comité 
de examen y se encontrarán allí un estudio tan concienzu- 
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do como profundo de todas las fases de esas cuestiones y 
elementos preciosos para las decisiones futuras. 

»Pero no estriba en eso, á mi ver, la principal significa • 
ción de la segunda Conferencia de la Paz. Debe reconocer- 
se que una de las mejores garantías del mantenimiento de 
las relaciones paciñcas entre los pueblos, es el conocimien- 
to más íntimo de sus recíprocas necesidades é intereses» y 
la creación de relaciones múltiples y variadas cuya red, 
cada vez más extendida, acaba por crear entre ellos una 
solidaridad moral y material, del todo refractaria á los in- 
tentos guerreros. La Conferencia actual ha realizado el ma- 
yor progreso humano en esa dirección. Los representantes 
de todos los Estados constituidos se han reunido por vez 
primera para discutir intereses comunes, que afectan al 
bien de la humanidad entera. Al asociarse á nuestros tra- 
bajos los representantes de la América latina, aportan in - 
dudablemente al tesoro común de la ciencia política inter- 
nacional elementos nuevos y preciosos, cuyo valor nos era 
hasta hoy imperfectamente conocido. Y los representantes 
de la América Central y Meridional han tenido, por su 
parte, ocasión de conocer más de cerca la situación interior 
y las relaciones recíprocas de los Estados europeos que, 
con sus instituciones diversas desenvueltas históricamente, 
con sus tradiciones y particularidades individuales, tienen 
condiciones políticas notoriamente distintas de aquellas 
bajo las cuales viven y progresan los pueblos jóvenes del 
nuevo mundo. Hemos sacado ventajas recíprocas de este 
conocimiento más íntimo y de la colaboración á que ha 
dado lugar la Conferencia y que constituye un verdadero 
progreso para la humanidad. 

>Podemos rechazar, en consecuencia, la acusación que 
ya se intenta lanzar contra nosotros, pretendiendo que no 
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hemos hecho nada por el sostenimiento de la paz y por el 
progreso de la solidaridad humana. Hay mucho que hacer 
sin duda en esa dirección. Han de educarse los pueblos de 
modo que, conservando sus particularidades y tradiciones 
comunes, aprendan á estimarse y quererse. Debemos reco- 
nocer que las voces que se han levantado á nuestro alre- 
dedor y en la Prensa, ligada á la Conferencia para reco- 
mendar esa idea á los Gobiernos, proclaman un principio 
de que deben aprovecharse los que dirigen la marcha del 
mundo. Es muy pronto, por otra parte, para apreciar en 
su justo valor la signifícación de los trabajos de la segunda 
Conferencia de la Faz. La Prensa, que se ha interesado por 
ellos, los ha conocido ampliamente merced á los esfuerzos 
de nuestro Secretario redactor y ha podido transmitirlos 
al mundo al compás de su progresivo desenvolvimiento; 
pero las conclusiones deben reservarse para una aprecia- 
ción de conjunto más lejana y más objetiva. Los verdade- 
ros amigos de la paz y del desenvolvimiento humano, por 
los caminos de la solidaridad moral, el derecho y la justi- 
cia, no dejarán de consagrarse á ese trabajo con sinceridad 
y buena fe.» 

467. A ese discurso siguieron los de otros Delegados 
á la Conferencia. El Vicepresidente Sr. de Beaufort einco- 
mió también las tareas realizadas, recordando la contesta- 
ción de un hombre de Estado al indiscreto que le pregun- 
taba si había realizado grandes obras en su larga carre- 
ra: «Poco cuando pienso en mí; algo cuando me comparo 
con otros.» 

El primer Delegado inglés, sir Edward Fry, y el primer 
Delegado italiano, Sr. Conde de Tornielli, expresaron res- 
pectivamente la satisfacción de la Conferencia por las ta- 
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reas de la mesa y por el esfuerzo verdaderamente notable 
que realizó la imprenta nacional en la publicación cons- 
tante de proyectos, dictámenes y actas. 

Dos Delegados de la América latina, los Sres. Saenz 
Peña y Pérez Triana, que representaban á la República 
Argentina y Colombia, expusieron elocuentes é importan- 
tes consideraciones sobre los trabajos de la Conferencia y 
sobre la convocación y colaboración del nuevo mundo. 

£1 Sr. Tsudzuki, Embajador del Japón y el Sr. Saltaneh, 
primer Delegado de Persia, hablaron también en nombre 
de sus países respectivos, llevando la voz de Asía. 

Y, por último, el Ministro de Negocios extranjeros de 
los Países Bajos, Sr. Van Tets van Goudriaan, Presidente 
de honor de la Conferencia, expresó la satisfacción que 
había experimentado con las sesiones de ia misma su au- 
gusta Soberana y el Gobierno á que pertenecía, y ratificó 
el ofrecimiento de la misma hospitalidad para las nuevas 
Asambleas que en lo adelante se convocaran. Propuso asi- 
mismo que.se enviara al Emperador de Rusia, iniciador de 
estas reuniones, un telegrama de congratulación. 

468. Terminado este discurso declaró el Presidente 
cerrada la Conferencia y se levantó la sesión. Los Delega- 
dos, después de firmar al día siguiente los convenios, se- 
gún sus instrucciones y sus votos, tomaron el camino de 
los respectivos países, distribuyéndose por todas las re- 
giones del globo. 

La obra de la segunda Conferencia de la Paz había ter- 
minado y quedaba sujeta á la apreciación definitiva de la 
historia. Llegó el momento de estudiarla en su conjunto y 
apreciar sus consecuencias probables. A eso vamos á con- 
sagrar inmediatamente nuestro último capítulo. 
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Resultados y juicio. 

469. Uno de los resultados que produjo la segunda 
Conferencia de la Paz fué extender las adhesiones á ciertos 
acuerdos internacionales antiguos y á los convenios y de- 
claraciones de la primera Conferencia de 1899. 

Es sabido que en el Congreso de París de 1856 se acor- 
daron cuatro reglas de Derecho marítimo, relativas á la 
abolición del corso, la inmunidad de la propiedad enemiga 
bajo pabellón neutral con excepción del contrabando de 
guerra, la inmunidad de la propiedad neutral bajo pabellón 
enemigo con la misma excepción y la efectividad del blo- 
queo mantenido con fuerza bastante para impedir realmente 
el acceso al litoral bloqueado. 

Estas reglas de 1856 habían obtenido una aceptación 
casi general; pero ciertas naciones, por motivos referentes 
á la abolición del corso y al respeto de la propiedad pri- 
vada, les negaron resueltamente su apoyo. En ese número 
se contaban España y Méjico. 

En la sesión plenaria que celebró la Conferencia el 27 
de Septiembre de 1907 dijo el primer Delegado español 
Sr. Villa-Urrutia que su Gobierno había comunicado al de 
Francia en nota de 16 de Mayo de 1857 que, apreciando 
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al alto valor de la generosa doctrina proclamada por la 
Declaración de París y congratulándose del acuerdo inter- 
nacional sobre libertad de la mercancía enemiga bajo pa- 
bellón neutral y de la mercancía neutral bajo pabellón ene- 
migo, así como sobre la efectividad del bloqueo, no podía 
aceptar en aquel momento la abolición del corso. Agregó 
que su Gobierno no había querido hacer uso jamás de ese 
derecho, que expresamente se reservó en 1857, y animado 
actualmente del deseo de contribuir á la unificación del De- 
recho internacional marítimo, le había encargado de poner 
en conocimiento de la Conferencia que aceptaba, el princi- 
pio de la abolición del corso y se adhería á la Declaración 
de París en toda su integridad. 

Usó inmediatamente de la palabra el primer Delegado 
de Méjico Sr. Labarra para formular idénticas manifesta - 
clones. «Nuestro Gobierno», dijo, cdará á conocer su ad- 
hesión ai Gobierno francés por la vía diplomática; pero ha 
tenido á bien autorizarnos para comunicar á la Conferen- 
cia que, de la misma manera que aceptó los tres últimos 
artículos de la Declaración de París, se adhiere hoy á su 
art. i.^ que resuelve la abolición del corso. Renunciando á 
esta reserva quiere demostrar el Gobierno de Méjico la 
sinceridad con que se asocia de una manera práctica á la 
gran obra que aquí realizamos en común.» 

470. Otro tanto sucedió con el Convenio de Ginebra 
de 22 de Agosto de 1864 para mejorar la condición de los 
militares heridos en campaña. Aunque se trata de acuerdos 
que tienen la simpatía universal y el asentimiento de lodos 
los pueblos cultos, algunas repúblicas de América no ha- 
bían tenido oportunidad ú ocasión de adherirse expresa- 
mente á dicho convenio. En la lista de los Estados repre- 
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sentados en la Conferencia de revisión que inauguró sus 
trabajos en Ginebra el 11 de Julio de 1906, no ñguran las 
Repúblicas de Bolivia, Colombia, Cuba, Santo Domingo, 
Ecuador, Haití, Panamá, Paraguay, Salvador y Vene- 
zuela. 

Algunas de estas Repúblicas, como la de Colombia, se 
adhirieron por aquellos mismos días; pero otras lo hicieron 
en los momentos de reunirse la segunda Conferencia de la 
Paz para estar en condiciones de aceptar el Convenio de 
1889 sobre los heridos y enfermos en la guerra marítima. 
Gracias por lo tanto á la reunión de 1907 se ha convertido 
el Convenio de Ginebra de 1864 en derecho común de la 
humanidad, sin excepción alguna. 

471. Lo mismo ha sucedido con dicho Convenio de 
1899 aplicando el de Ginebra á la guerra por mar y con 
los otros dos sobre medios pacíficos de resolver los con- 
flictos internacionales y sobre las leyes y costumbres de la 
guerra terrestre que elaboró la primera Conferencia de la 
Paz. A ella concurrieron las mismas naciones de Europa 
y de Asia representadas en la segunda de 1907; pero 
no fueron de América sino dos naciones, los Estados 
Unidos de la América del Norte y la República de Méjico. 
No todos los países concurrentes habían ratificado los tres 
convenios que, por ambos motivos, estaban muy lejos de 
constituir un derecho general humano. 

La Conferencia de 1907 obligó á todas la naciones con- 
vocadas á estudiar y aceptar los tres convenios fundamen- 
tales de 1899 y los convirtió de esa manera en derecho 
internacional humano. Hasta entonces habían sido la obra 
contractual de un grupo de Estados, en su mayoría euro- 
peos. Desde 1907 se han trocado en reglas universales del 
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Derecho de gentes, dándoles la segunda Conferencia una 
autoridad y lin prestigio mundial que no pudo conseguir 
la primera. 

472. Hasta las declaraciones de 1899 sobre el empleo 
de balas que se rompan ó aplasten fácilmente en el cuerpo 
humano ó que esparzan gases asfixiantes ó deletéreos 
hubieron de obtener, por haberse reunido la Conferencia 
de 1907, una importante adhesión, hasta entonces re- 
husada. 

En la reunión plena de 17 de Agosto de 1907 dijo el 
primer Delegado inglés slr Edward Fry que si bien su Go- 
bierno ^e había negado á admitir esas declaraciones, estaba 
encargado de anunciar que las aceptaba ahora por comple- 
to^ deseoso de dar en la medida de lo posible carácter uná- 
nime á dichos compromisos. 

473. Debe sumarse al éxito que representan las mani- 
festaciones y adhesiones que hemos consignado, el triunfo 
no menor que envuelve haberse reunido por primera vez 
en la historia casi todas las naciones civilizadas del mundo, 
deliberando en común durante más de cuatro meses, con 
igual aspiración é igual propósito, hombres de todas las 
razas, de todas las creencias y de casi todos los continen- 
tes, sin que alterara jamás la tranquilidad de sus debates 
jurídicos ninguna contradicción irreductible ni destruyeran 
los odios y prejuicios nacionales su empeño de justicia y de 
progreso internacional. 

Retrocédase un siglo en la historia, y la segunda Confe- 
rencia de la Paz resulta imposible. Fué como la consa- 
gración política y práctica, al empezar la vigésima centu- 
ria, de la sociedad internacional de los Estados y de la co- 
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muñid ad jurídica de los pueblos modernos. Se reunieroD 
los Delegadas de todo el orbe, sin ^inculta des ni obsíacu^ 
los, Gomú el hecho más natural posible y establecieron per- 
sonalmente en seguida una admirable fraternidad. Si la 
unidad del género humano puede discutirse en su cuna, 
esta Asamblea mundial de 1907 demostró á las claras que 
es un hecho político indudable en el actual apogeo de la 
civilización moderna. 

474. £1 Derecho internacional, en sus bases mismas^ 
tiene que derivar de esa reunión enseñanzas de interés. Ya 
no puede mirársele como una ciencia europea y americana, 
ni como un monopolio del cristianismo. Los pueblos asiá- 
ticos, que habían concurrido á la primera Conferencia de 
1399, asistieron esta vez más fírmes en su derecho y más 
resueltos y más convencidos de que tenían allí un lugar le. 
gítimo y propio. Entre ellos estaba el Japón como una gran 
potencia oriental y asiática, así reconocida sin discrepan- 
cia ni vacilaciones por las grandes potencias occidentales 
de Europa y por los Estados Unidos de América. Puede 
afirmarse que la segunda Conferencia de la Paz ha sido la 
consagración colectiva del nuevo rango del imperio japo- 
nés y la admisión definitiva entre el número de las poten- 
cias dominantes de un pueblo de raza amarilla y de reli- 
gión no cristiana. 

Cierto que el Japón ha tenido que asimilarse todos los 
grandes principios de la moral pública europea y americana, 
amplis^mente originados por doctrinas religiosas, para lle- 
gar á los resultados militares, económicos y políticos que 
le han servido como ejecutoria de su elevación internacio- 
nal. Pero las clásicas doctrinas del Derecho de gentes so- 
bre el influjo de la raza y de otros elementos en el goce de 
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SUS prerrogativas esenciales, han quedado destruidas por 
la realidad. En la sociedad de los Estados como entre los 
individuos, basta servirse enérgicamente de los medios le- 
gítimos para conseguir en la mayoría de los casos el ñn á 
que se aspira, y como todo hombre, sea cual fuere el lugar 
de su nacimiento, puede merecer con su conducta y con 
sus actos el respeto y la consideración de los demás, toda 
nación sea cual fuere la parte del mundo á que pertenezca 
y la raza que la pueble, está en condiciones de elevarse á 
las cimas del poder humano y de gozar, si las merece, to- 
das las ventajas y todas las preeminencias que el Derecho 
de gentes otorga. 

475. La mayoría de las naciones congregadas en £1 
Haya tuvo ocasión y necesidad, con las proposiciones pre- 
sentadas y los debates que suscitaron, de deñnir su actitud 
frente á las principales cuestiones del Derecho internacio- 
nal público, exponiendo el criterio propio, relacionándolo 
con los intereses fundamentales del Estado y determinando 
el límite posible para las concesiones y la avenencia. 

Los usos y costumbres de la guerra marítima, por ejem- 
plo, tenían que buscarse hasta hoy en las prácticas incier- 
tas y á menudo contradictorias de las luchas internaciona- 
les ó en las obras con frecuencia personales de profesores 
y jurisconsultos. Esta vez las naciones mismas, por el ór- 
gano de sus representaciones oficiales, han discutido y pre- 
cisado ese derecho y si algunas de sus exigencias tuvieron 
la crudeza excesiva de intereses nacionales absolutos y al- 
guna de sus transacciones la tonalidad incolora en que 
sólo pueden fundirse de ordinario irreductibles antagonis- 
mos, se ajustó en cada caso la fórmula internacional á las 
realidades de la vida y buscó en ocasiones nobk y gene- 
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rosamente la orientación y el influjo del ideal cientíñco. 

Para el que asistió á sus deliberaciones después de ha- 
berse dedicado largo tiempo al profesorado en las Univer- 
sidades ó de haber tenido frecuente comunicación con las 
obras clásicas de los maestros del Derecho internacional, 
ha sido la Conferencia de £1 Haya una especie de clínica. 
Hay, sin embargo, una diferencia importantísima entre la 
experimentación médica de una sala de hospital y esta ex- 
perimentación jurídica de El Haya. Como la vida interna- 
cional en algunas de sus manifestaciones más importantes 
actuó en la Conferencia, no es de extrañar que se mostra • 
ran de vez en cuando sus curiosidades patológicas; pero 
aquéllo sirvió más bien para observarla en su funciona- 
miento real, sano y vigoroso, como origen de reglas de de- 
recho y como una marcha continua hacia la realización 
práctica de las mejores aspiraciones de progreso, de civili- 
zación y de justicia. 

Una reunión así descorre el velo que oculta en las nego- 
ciaciones particulares la trama jurídica de las Cancillerías 
y sustituyendo á la desconfianza con que se mantiene por 
escrito la correspondencia diplomática, el respeto y la se- 
guridad que nacen de la estimación y el trato personal, re- 
duce á unas cuantas semanas lo que habría de demandar 
en otra forma gestiones de años y obtiene resultados que 
hubieran sido de otro modo absolutamente imposibles. 
Aunque la obra conjunta de la Conferencia se estime pe- 
queña, nunca hubieran llegado á realizarla dispersos los 
más hábiles diplomáticos del mundo. Y en aquellas cues- 
tiones que no tuvieron solución, está preparado el camino 
para lograrla muy pronto con haberse definido las respec- 
tivas aptitudes y puesto de relieve las necesidades y los 
móviles de cada opinión discordante. 
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, 476. Es notable igualmente el espíritu liberal que pre- 
valeció en todos los acuerdos j en las proposiciones de la 
mayoría de los Delegados. Pasan los Congresos diplomáti- 
cos, no sin razón histórica por harto decididos en favor de 
las soluciones reaccionarias y por demasiado meticulosos 
en el camino de las reformas. Aquí, por el contrario, los 
Estados Unidos de América se levantaron á defender con 
extraordinario calor y entusiasmo el cambio radical de los 
usos internacionales que supone la inviolabilidad de la pro- 
piedad privada del enemigo durante las guerras marítimas. 
La Gran Bretaña, con no menos decisión y empeño, abogó 
por otra transformación de la guerra en el mar no menos 
importante y de seguro más inesperada, la supresión del 
contrabando de guerra. Alemania y la misma Gran Breta- 
ña rivalizaron en el intento de colocar sobre sus jurisdic- 
ciones nacionales un Tribunal internacional de presas ma- 
rítimas, renunciando en favor de la justicia extraña una de 
las prerrogativas hasta hoy celosamente conservadas á la 
vida interior. Rusia y los Estados Unidos de la América 
del Norte propusieron á la vez fórmulas para la organiza- 
ción del arbitraje permanente. Y el carácter obligatorio de 
esta última institución fué objeto de numerosas propuestas 
y combinaciones en que tomaron parte casi todos los Es- 
tados. 

Obsérvese además que casi todas las iniciativas huma- 
nitarias, lo mismo para resguardar del bombardeo las lo- 
calidades indefensas que para eximir de captura los buques 
pescadores ó para mejorar la condición de las tripulacio- 
nes apresadas, obtuvieron un asentimiento casi unánime y 
quedaron consagradas por acuerdos internacionales. En 
unos casos se redujo la tarea á consagrar defínitivamente 
prácticas vacilantes ó inciertas y en otros el precepto convc- 
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nido fué una generosa innovación, pero en todas el impul- 
so y el propósito descansaron en los más nobles sentimien- 
tos y en los más altos ideales. 

Comparando los tres acuerdos que salieron de la Confe- 
rencia de 1899 sobre el arreglo pacífico de los conflictos 
internacionales, los usos y costumbres de la guerra terres- 
tre y la adaptación á la marítima del Convenio de Ginebra 
sobre heridos y enfermos en campaña, con la nueva redac- 
ción de esos tratados que se debe á la segunda Conferencia 
de 1907, y siguiendo atentamente los debates á que sus mo« 
difícaciones últimas responden, cabe afirmar sin vacilacio- 
nes que los cambios se hicieron constantemente en sentido 
progresivo y liberal y que no prosperó moción alguna eñ 
que pudiera descubrirse un intento de retroceder en el ca- 
mino tomado por la primera Conferencia. 

477. Otra gloria que no puede discutirse á la reunión 
mundial de 1907 estriba en haber afianzado contra todos 
los ataques el gran principio de la igualdad jurídica de las 
naciones. Algún capítulo de esta obra muestra á las claras 
el intento más ó menos consciente de imponer por las fór- 
mulas del derecho á los débiles la soberanía de los fuertes, 
creando medios originales de intervención efectiva bajo el 
disfraz de una jurisdicción independiente. 

El clamoreo contra esos propósitos fué grande, y la resis- 
tencia decidida y victoriosa. Antes hubiera ido la mayoría 
de las naciones, lo mismo grandes que pequeñas, al fra- 
caso de la Conferencia y á su ruidosa disolución, que á per* 
nritir un cambio radical en la sociedad de las naciones, 
deshaciendo en 1907 la obra consagrada por cuatro siglos 
en la historia del mundo. Esa tenacidad, que destruyó por 
ahora todo peligro de desigualdad entre los Estados, es una 

Tomo sxgonoo. 10 
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garantía para la reunión de futuras Conferencias, para la 
codiñcación definitiva y general del Derecho intercional 
público y para el mantenimiento de la paz universal. 

478. Es digno de notarse también cómo el influjo evi- 
dente de la idea de responsabilidad por los actos contra- 
rios al Derecho, tan fuerte en las sociedades nacionales mo- 
dernas, trascendió al Derecho internacional público y en- 
carnó sin dificultades en los acuerdos de la Conferencia. 
Unas veces se proclamó pura y simplemente como una con- 
secuencia natural de ciertas reglas y otras veces asomó en 
la forma concreta y especifica de indemnizaciones pecunia- 
rias obligatorias. 

Hemos visto, por ejemplo, que los Delegados alemanes 
propusieron que se consagrara expresamente la responsabi- 
lidad de los Estados por toda infracción al reglamento sobre 
usos y costumbres de la guerra terrestre, y cuando llegó la 
oportunidad de redactar definitivamente los acuerdos que 
habían de suscribirse, tuvo en el ánimo de las naciones tal 
fuerza y tal importancia ese principio de la responsabili- 
dad, que lo segregaron de los preceptos puramente regla- 
mentarios, para llevarlo como disposición esencial al con- 
venio solemne de que esa reglamentación es un anexo. 

Cuando los Estados empezaron por consignar en sus le- 
yes interiores ó en las instrucciones nacionales para los 
ejércitos en campaña ciertas reglas que el Derecho de gen- 
tes había ido elaborando con lentitud en las cátedras y en 
los libros, creyeron hasta los pacifistas que la humanidad 
había dado un gran paso de avance. Años después, en 1899, 
buen número de esas reglas humanitarias pasaron desde 
el derecho interior hasta un reglamento internacional sin 
sanciones y punto menos que sin fuerza coercitiva^ no obs- 
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tante lo cual se batieron palmas con razón ante aquel pro- 
greso evidente. Hoy se ha franqueado otra etapa en la Con- 
ferencia de 1907. Ya no hay sólo reglas interiores y regla- 
mentos internacionales para que no estén en plena discordia 
la humanidad y la guerra. Las naciones afírman expresa- 
mente que son responsables de la infracción de esos acuer- 
dos y los sancionan claramente por vez primera sometién- 
dose á las consecuencias internacionales de su falta 'de 
observancia. 

La indemnización pecuniaria como expresión última y 
material del principio de la responsabilidad del Estado es 
cosa con que se tropieza á cada instante en las mociones 
presentadas á la segunda Conferencia y en buena parte de 
sus acuerdos. Cuando las necesidades militares ó políticas 
obligan á la subordinación de los derechos del individuo y 
á la lesión de la propiedad privada, no tiene fuerza suñciente 
como ha sucedido durante siglos, para legitimar un des- 
pojo ó para asegurar la impunidad de los organismos socia- 
les. La fuerza mayor ó el interés público obtienen todo lo 
que justificadamente necesitan, pero la nación que se apro- 
vecha de ese privilegio compensa los perjuicios individuales 
con una indemnización justa. Cien años atrás no hubiera 
aceptado tal cosa la mayoría de los diplomáticos, porque 
no soñaban siquiera en reclamarla los jurisconsultos ó los 
publicistas. 

479* ^Cómo se explica, pues, que una parte de la opinión 
estime fracasada la obra de los Plenipotenciarios reunidos 
en la segunda Conferencia? La acusación principal consiste 
en no haber acordado el desarme ó la limitación de arma- 
mentos y en no haber suprimido alguna ó todas las múlti- 
ples causas de discordia política que agitan al mundo. 
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. Es muy curiosa esta decepción. Al convocar la Confe- 
rencia el Gobierno ruso, excluyó concretamente de sus de- 
liberaciones la reducción de fuerzas militares y los proble- 
mas de índole política. Si alguna que otra nación volvió á 
referirse á la primera de estas cuestiones y se reservó el 
derecho de plantearla, otras dijeron muy alto que no la 
discutirían y hasta opinaron que su planteamiento era mo- 
tivo bastante para no concurrir. Nadie que hubiera seguido 
con atención el curso de las negociaciones diplomáticas y 
de las declaraciones gubernamentales que precedieron á la 
reunión de 1907, podía entender justificadamente que con- 
dujeran sus sesiones á resultados prácticos en cuanto al 
desarme universal. Era demasiado tal vez mantener viva 
en El Haya la idea sin que peligraran otros ñnes de la Con- 
ferencia, y para obtenerlo fué preciso recurrir á laboriosas 
negociaciones. 

No menos extraña resulta la creencia de que estuvieran 
los Delegados en condiciones de abordar y resolver los 
conñictos políticos internacionales, parodiando los proce- 
dimientos y mejorando la obra de los grandes Congresos 
históricos, como el de Westfalia y el de Viena. No estaban 
convocados para eso ni cambian tales propósitos en los lí- 
mites del programa aceptado. Quizá no lo toleraban tam- 
poco las condiciones políticas del momento en que se re- 
unían. Esas grandes liquidaciones internacionales de que 
puede salir alguna vez una reconstrucción estable de la 
geografía política, requieren como todos los hechos huma- 
nos una oportunidad que no suele prepararse como las es-^ 
cenas ñnales del teatro. 

Se dejan engañar por sus nobles y generosos deseos loa 
que piden á la representación jurídica del mundo congre^ 
gada en El Haya, lo que no está en sus pederéis y faculta- 
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des ni en las instrucciones concretas de los Gobiernos que 
la designaron. Prescindiendo de lo que fué en realidad la 
Conferencia y atribuyéndole fantásticamente el papel más 
agradable para el espectador, es muy fácil quejarse de que 
ha representado una misión diferente. Su obra tenía que 
ser y ha sido esencialmente jurídica, aunque el Derecho 
internacional trascienda á la política militante, inñuya en 
sus resultados, facilite las relaciones entre los pueblos, hu- 
manice y dificulte la guerra y procure y consolide la paz. 
Juzguémosla, por lo tanto, en su terreno propio, prescin- 
diendo de ilusiones y buenos deseos, no siempre realiza- 
bles. 

480. Sin aludir á las importantes mejoras de los con- 
venios aprobados en 1899 y á los votos de principio sobre 
el arbitraje obligatorio y el Tribunal permanente de justi- 
cia internacional, los trece convenios aprobados en 1907 
se refieren principalmente al régimen de la neutralidad y 
al Derecho de guerra marítimo. 

Por vez primera habían llegado estos problemas de la 
neutralidad á una codificación positiva y general en acuer- 
dos internacionales. La noción del Estado neutral es tan 
nueva para el Derecho de gentes, que ni siquiera el nom- 
bre resulta antiguo. Envuelve la localización absoluta de 
la guerra y es en tal sentido un concepto pacifista. Su evo- 
lución, afirmado el principio capital en que descansa, es 
una lucha constante entre las necesidades militares de las 
potencias contendientes y el mantenimiento de la normali- 
dad entre los que no toman en el conñicto. 

Esa lucha no está terminada ni siquiera en un período de 
reposo y descanso. Léanse en prueba de ello las obras de 
los publicistas más recientes que se han consagrado á ese 
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punto y obsérvense las dificultades con que están trope*- 
zando los proyectos, tal vez demasiado teóricos, del señor 
Ricardo Kleen en el Instituto de Derecho internacional. 
Esto último representaba para la Conferencia una gran di- 
ficultad, porque Jas deliberaciones serias, levantadas y pro- 
fundas del Instituto han constituido siempre una base ñrme 
para todos los acuerdos internacionales y fueron estudia- 
das con empeño, invocadas con respeto y seguidas por ma- 
dura convicción en buena parte de los trabajos de El Haya. 

La Conferencia de 1907 abordó resueltamente, sin em- 
bargo, el problema de la neutralidad desde su punto de 
arranque en el comienzo de la guerra hasta su desarrollo 
sucesivo durante las hostilidades en la tierra y en el mar, y 
trató de resolverlo así en lo que toca á los Estados mismos 
como en lo que se refiere á los individuos y á la propiedad 
particular. Quedan en pie múltiples cuestiones á que no 
pudo dar solución uniforme, pero el trabajo realizado es de 
verdadera importancia y el derecho de los neutrales está 
en puntos interesantísimos definitivamente codificado. 

No cabe decir lo mismo de las leyes y costumbres apli- 
cables á la guerra en el mar. Sin que neguemos la utilidad 
y la ventaja de los acuerdos tomados, que son un buen 
punto de partida, ni la relativa importancia de algunos de 
ellos, ha de confesarse que en materias tan trascendentales 
y de tan necesaria regulación como el bloqueo y el contra- 
bando, fué la unanimidad imposible. Aun en las reglas da 
Derecho marítimo en que pudo llegarse á una codificación, 
quedaron abandonados aspectos importantes de casi todos 
los problemas ante desacuerdos irreductibles entre ciertas 
naciones. £1 número de convenios celebrados no está para 
estas materias en relación debida con la cantidad y hasta 
la calidad de su contenido. 
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Sólo el Tribunal de presas marítimas tiene la suerte de 
haber escapado á la censura que el párrafo anterior con- 
tiene, porque salió de la Conferencia organizado en detalle. 
Hemos tenido, no obstante, ocasión de señalar sus estre- 
chas relaciones con el derecho sustantivo de la guerra ma- 
rítima y la subordinación de su éxito práctico á la codiñ- 
cación de dichas reglas. 

481. Para formular un juicio completo de los resultados 
que se obtuvieron en El Haya por obra de la segunda Con- 
ferencia, importa referirse todavía á dos de sus aspectos 
más importantes. En primer lugar aludimos á lo que debe 
llamarse la esfera de acción local obligatoria de los con- 
venios suscritos ó en otros términos, la posibilidad de ad- 
herirse á ellos en lo futuro cualquiera nación de las actua- 
les no convocada á la Conferencia ó cualquier Estado que 
en lo adelante se forme. Esta cuestión que toca á la uni- 
versalidad del Derecho de gentes positivo, pudo recibir 
tres soluciones. 

Por una de ellas estarían abiertos los convenios á toda 
adhesión futura, sin limitaciones ni dificultades, quedando 
únicamente á la discreción del Gobierno holandés fíjar en 
cada hipótesis la situación exacta del Estado adherente en 
cuanto á su soberanía ó independencia ó á su entrada en 
la sociedad de las naciones por el reconocimiento de la en- 
tidad nueva ó de su Gobierno. Otro consistía en limitar la 
adhesión á los poderes convocados á esta segunda Confe- 
rencia, dando á sus resoluciones el carácter de acuerdos 
cerrados para que constituyeran el derecho propio de una 
sociedad internacional restringida. Y el último, de origen 
reciente, admitido por la Conferencia de Ginebra de 1906 
para la revisión del Convenio de 1864 sobre la neutralidad 
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de los heridos y enfermos, locales y personal sanitario, es 
de carácter mixto. En principio el convenio queda limitado 
á sus autores primitivos, pero la adhesión posible de nue- 
vos Estados surte efecto deñnitivo cuando pasa un año 
desde su notificación á los contratantes sin que se oponga 
á la misma cualquiera de ellos. 

El Comité de redacción y la Conferencia en pleno opta- 
ron por dejar abiertos y libres todos los convenios, menos 
dos. Aparte de la creación posible de nuevos Estados, se 
expusieron como razones determinantes de esa conducta la 
circunstancia de que el sistema restrictivo constituiría un 
retroceso en cuanto á la práctica liberal adoptada en 1899, 
que no ha dado origen á dificultad alguna, y el hecho de 
que los convenios á que tal sistema se aplicaba no tienen 
carácter de reciprocidad, sino más bien el de declaraciones 
de principios, siendo apetecible su aceptación por todos los 
Estados para que resulten un Código de derecho universal. 

Sólo aplausos merece esta decisión. A las sólidas razo- 
nes que se apoya poco ó nada debe agregarse. Son eviden- 
tes las ventajas teóricas y no discutibles las conveniencias 
prácticas de semejante proceder. Lo contrario hubiera sido 
egoísta é injusto. Una regla de derecho que no se pueda 
extender á los iguales y tome de esa manera el carácter de 
monopolio ó privilegio en la sociedad nacional ó en la 
sociedad internacional, origina inmediatamente sospechas 
sobre su inutilidad y su injusticia ó sobre la conducta de 
quien no quiere exponerse á sus sanciones respecto de los 
demás. 

Veamos á la luz de estas indicaciones si procedió bien 
la Conferencia excluyendo de esa práctica de la puerta 
abierta dos de sus más importantes convenios, el relativo á 
la organización del Tribunal internacional de presas y el 
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que detalla los medios pacíficos de resolver los conflictos 
internacionales. 

Para justificarla en cuanto al primero se adujo la compo- 
sición del Tribunal según el art 15, que la basa en un sis- 
tema de rotación entre determinado número de naciones. 
Esto parece ima demostración más de lo erróneo del siste- 
ma adoptado. La justicia internacional en materia de pre- 
sas surge tan poco elástica y comprensiva que si una de 
las grandes naciones actuales se divide en dos^ como ha 
sucedido recientemente con Suecia y Noruega, uno de los 
nuevos Estados no podría someter sus presas marítimas á 
ese Tribunal. Cada vez que se adopta una solución contra- 
ria al derecho sucede lo mismo. Puede vestirse con sofis- 
mas hábiles en el momento de preconizarla; pero, en 
cuanto se pone en camino, complica la situación y va en- 
gendrando nuevos inconvenientes. Un Tribunal de privile- 
gio y de composición artificial y arbitraria, obliga después 
á excluir de su justicia todos los países que no se han te- 
nido en cuenta para su organización. En cada uno de los 
pasos que dé tropezará con el pecado original. 

La segunda excepción tiene su origen en la Conferencia 
de 1899 y se refiere al convenio para el arreglo pacífico 
de los conflictos internacionales. Entonces hubo de discu- 
tirse si habían de estar los buenos oficios, la mediación y 
el arbitraje, tal como fueron regulados, á disposición de 
cualquiera potencia no representada en El Haya. Y aunque 
la mayoría de las opiniones era favorable á un tratado 
abierto, ciertos escrúpulos de orden político de algunas 
naciones grandes impusieron la solución contraria. 

Ahora en 1907 la situación era distinta. Casi todos los 
Estados independientes se habían reunido en la segunda 
Conferencia, y algunas de las complicaciones políticas que 
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pudieron influir en la decisión anterior, estaban resueltas 
deñnitivamente. Por desgracia, las han sustituido otras y 
quizá el obstáculo vino de diversa parte del mundo. Sin 
debate quedó consignado en el art. 94 de dicho convenio, 
que las condiciones mediante las cuales podrían aceptarlo 
las potencias no invitadas á la segunda Conferencia de la 
Paz, serían objeto de acuerdo interior entre los contra- 
tantes. 

En nuestra opinión particular no está justificado ese sis- 
tema. Lo mismo ostenta su soberanía y la defiende una 
nación cualquiera adhiriéndose á otro de los trece conve- 
nios que formando parte de este último. El hecho de que 
designe cuatro jueces para la lista permanente de El Haya, 
no aumenta en un átomo la cantidad de poder soberano ó 
de independencia nacional que se manifiesta con formar 
parte de cualquiera gran unión internacional. Y si se tiene 
en cuenta la circunstancia de que ni las Comisiones de in- 
vestigación ni el arbitraje por este convenio instituidos, 
están dotados de fuerza obligatoria, la tesis que sostene- 
mos parece más clara. Lo mismo puede ofrecerse un arbi- 
traje por un Estado á otro formando parte de los adheridos 
á este convenio que estando en la imposibilidad de suscri- 
birlo, y lo mismo puede negarse á su aceptación en una y 
en otra hipótesis el Estado á quien se proponga. 

Hace mal efecto en la opinión para juzgar la obra de la 
segunda Conferencia, que se admita la adhesión mundial 
sin restricciones á todos los convenios sobre principios 
fundamentales del Derecho internacional, y se limite la 
aceptación de los que organizan el poder judicial entre los 
Estados con la misión de aplicar rectamente sin habilidades 
diplomáticas ni abusos de fuerza esos principios fundamen- 
tales. En la comunidad jurídica de los pueblos soberanos, 
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como en la vida interior nacional, hay que facilitar el ac- 
ceso á la justicia, que es la garantía suprema del derecho. 

482. ^Son aplicables estos acuerdos adoptados á las 
relaciones exteriores de las potencias contratantes sin limi- 
tación ó reserva alguna? Diciéndolo de otra manera, ^las 
resoluciones de 1907 van á constituir un derecho humano 
que se imponga en lo adelante á la comunidad jurídica de 
los pueblos, ó una serie de estipulaciones particulares 
que sólo aplicará cada nación á la que haya puesto con 
ella su ñrma al pie del correspondiente tratado? 

La historia del Derecho internacional pesaba entera del 
lado de esta última resolución. Mientras los principios ge- 
nerales se. invocan siempre y con el derecho consuetudina • 
rio acontece lo mismo, se entiende por lo común que la ley 
escrita bajo la forma de tratados es un monopolio de los 
contratantes. 

Puede sostenerse que la mayoría de las estipulaciones 
de El Haya, ó consagra reglas fundamentales de antiguo 
aceptadas por la opinión común de las naciones, ó respon- 
de á exigencias humanas de la época presente que no pue- 
den olvidarse sin mengua de la civilización contemporá- 
nea. También cabe opinar que si la mayoría de las cuaren* 
ta y cuatro naciones congregadas en 1 907 adoptara como 
regla uniforme de conducta esos principios en todos los 
casos y para todos los pueblos, la reprobación universal 
de la conducta opuesta sancionaría como derecho humano 
sus acuerdos. 

Pierden seguramente una gran parte de su eficacia y de 
su fuerza moral con el hecho de limitarlos á las entidades 
contratantes en sus relaciones mutuas. Si cuando los Esta- 
dos modernos se obligan, por ejemplo, á no entregar al pi- 
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Uaje una ciudad tomada por asalto, advierten en seguida 
que esa regla sólo deberá aplicarse cuando los dos belige- 
rantes la hayan suscrito, desvirtúan extraordinariamente 
su valor y hasta parecen legitimar indirectamente el siste- 
ma contrario para las guerras en que uno de los conten- 
dientes no haya ratificado el convenio en que esa afirma- 
ción se inserte. 

Sin embargo, en homenaje á la tradición científica y di- 
plomática dice la mayoría de los convenios en El Haya 
suscritos, que sus disposiciones no son aplicables sino en- 
tre las potencias contratantes, y que los relativos al tiempo 
de guerra obligan únicamente en el caso de su aceptación 
por todos los contendientes. Con el que trata de la apertu- 
ra de las hostilidades se adoptó excepcionalmente otro sis- 
tema. Producirá efecto en caso de guerra entre dos ó más 
de las potencias contratantes su art. i.*, en el cual se re- 
conoce que las hostilidades no deben comenzar sin una 
advertencia previa é inequívoca que tome la forma de una 
declaración de guerra motivada ó de ultimátum con decla- 
ración de guerra condicional. En cambio, será obligatorio 
para las relaciones entre un beligerante y las potencias 
neutrales adheridas con aquél al convenio, el art 2.° que 
obliga á notificar sin demora el estado de guerra á esas 
potencias neutrales. 

Dos motivos se invocan en apoyo de semejante proceder. 
Un beligerante no debe estar sometido á limitaciones que 
no se imponen á su adversario; he aquí el primer argumen- 
to qué pudiera llamarse de fondo. De esta manera se gene- 
ralizará la adhesión á los convenios, aumentando el interés 
que en ello tienen las naciones; he aquí la segunda razón 
que entra en el terreno de la política práctica. Sin discutir 
la utilidad relativa del segundo pretexto, es indudable que 
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en ambos se revela el poder tradicional de la idea de reci - 
procidad en las relaciones de los pueblos. 

Por fortuna, la vida práctica suele olvidarse de esas fór- 
mulas un tanto egoístas, y cuando surgen en la paz difícul- 
tades exteriores ó se impone la guerra entre dos Estados, 
procuran todos ajustar su conducta á las exigencias del 
espíritu moderno y cumplir con los deberes de humanidad 
aunque no formen parte de su derecho positivo los acuer- 
dos escritos en que se hayan consignado. A despecho de 
estas fórmulas diplomáticas, que suelen ofrecer una resis- 
tencia invencible á toda innovación, los principios definiti- 
vamente consagrados en El Haya por el asentimiento co- 
mún se convertirán en el derecho del mundo. Hay entre 
otros un precedente curiosísimo. A fines del siglo anterior, 
durante el año 1898, surgió una guerra entre dos naciones 
que se habían resistido tenazmente á la aceptación de los 
acuerdos del Congreso de París de 1856 sobre la guerra 
marítima. Y cada una de las dos naciones contendientes 
empezó las hostilidades declarando que respetaría por su 
parte los acuerdos de París. Es dable presagiar y apetecer 
una victoria análoga para los esfuerzos de la Conferencia 
de El Haya de 1907. 

483. No hemos de repetir uno tras otro los aplausos, 
ni una tras otra las censuras que en los diversos capítulos 
de este volumen hemos tenido ocasión de consignar respec- 
to de los detalles de le obra de la segunda Conferencia y 
de los proyectos aprobados. Pero en esta ojeada de con- 
junto, á cuyo término estamos llegando, hay que insistir 
un momento en la convocación prevista y solicitada de 
nuevas Asambleas mundiales que perfeccionen y des- 
envuelvan la obra difícil hasta el presente realizada. 
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Al terminar sus trabajos la primera Comisión dijo elo- 
cuentemente el Sr. Bourgeois que si nunca se pedía á los 
Congresos nacionales que modifícaran en una sola legisla- 
tura todo el derecho interior de los respectivos Estados, 
menos podía exigirse á un Parlamento internacional que 
elaborara en cuatro meses el derecho del mundo. Esta ob- 
servación innegable es un poderoso argumento en favor 
de la reunión periódica de las Conferencias. Serán de esa 
manera un órgano legislativo humano y de ellas surgirá la 
codificación definitiva y necesaria del Derecho internacio- 
nal público. 

Puede ser prematuro todavía el juicio que formemos del 
lugar que corresponde á la reunión de 1907 en la historia 
de esa codificación. Cabe en lo posible que, á pesar de los 
esfuerzos nuestros por una absoluta imparcialidad de apre- 
ciación, el hecho de haber formado parte de esa Asamblea 
y contribuido modestamente á sus resultados, ciegue nues- 
tra vista y nos oculte una parte de sus éxitos ó de sus fra- 
casos. Pero como estamos seguros de que allí se ha puesto 
al servicio de una causa noble y generosa la inteligencia y 
la buena voluntad de jurisconsultos, diplomáticos, Delega- 
dos técnicos y hombres de Estado, tenemos confianza de 
que la posterioridad y la opinión definitiva de críticos jus- 
tos extraños á sus tareas, confirme nuestro parecer favora- 
ble y estime que la segunda Conferencia no desmerece al 
compararla con la primera, y puede aguardar tranquila 
igual comparación frente á las futuras. 

Al clausurarse las sesiones y abandonar, tal vez para 
siempre, el hospitalario suelo holandés, cada uno de los 
Delegados tuvo que formular un examen de conciencia 
para juzgarse asimismo y para someter los resultados de ía 
obra común en su país al Gobierno y á la opinión nació- 
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nal. El juicio que de la conducta propia é individual haya 
formado un hombre^ toca á él solo y no interesa ni perte- 
nece á los demás; pero la apreciación del conjunto de estas 
tareas públicas debe entregarse á todos en estos asuntos 
de interés comúa Nosotros salimos de Et Haya, después 
de madura y serena reflexión, con el convencimiento ñrme 
de que la Conferencia de 1907 había contribuido al bienes- 
tar humano y al progreso del Derecho internacional en la 
medida de su deber. 
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Convenio de Ginebra de 22 de Agosto de 186^, para 
mejorar la suerte de los militares heridos en 
los ejércitos en campaña. 

Los Soberanos y Jefes de Estado de los países represen- 
tados: (Siguen sus nombres.) 

Igualmente animados del deseo de mitigar, en cuanto de 
ellos dependa, los males inseparables de la guerra, de su- 
primir los rigores inútiles y de mejorar la suerte de los 
militares heridos en los campos de batalla, han resuelto 
celebrar un convenio al efecto y han nombrado por sus 
Plenipotenciarios, á saber: {Sigtien los nombres de los Pleni- 
potenciarios,) 

Los cuales, después de haber canjeado sus poderes halla- 
dos en buena y debida forma, han convenido en los artículos 

siguientes: 

Artículo primero 

Las ambulancias y los hospitales militares serán recono- 
cidos neutrales, y como tales protegidos y respetados por 
los beligerantes, mientras haya en ellos enfermos ó heridos. 

La neutralidad cesará si estas ambulancias ú hospitales 
estuviesen guardados por una fuerza militar. 

Artículo 2.* 
£1 personal de los hospitales y de las ambulancias, in- 
cluso la intendencia, los servicios de sanidad, de adminis- 



m^ 



164 APÉNDICES 

tración, de transporte de heridos, así como los capellanes 

participará del beneficio de la neutralidad cuando ejerza 

sus funciones y mientras haya heridos que recoger ó so - 

corren 

Artículo 3.® 

Las personas designadas en el artículo anterior podrán , 
aun después de la ocupación por el enemigo, continuar 
ejerciendo sus funciones en el hospital ó ambulancia en que 
sirvan ó retirarse para incorporarse al cuerpo á que perte- 
nezcan. 

En este caso, cuando estas personas cesen en sus funcio- 
nes, serán entregadas á los puestos avanzados del enemigo^ 
quedando la entrega al cuidado del ejército de ocupación. 

Artículo 4.* 

Como el material de los hospitales queda sujeto á las 
leyes de guerra, las personas agregadas á estos hospitales 
no podrán al retirarse llevar consigo más que los objetos 
que sean de su propiedad particular. 

En las mismas circunstancias, por el contrarío, la ambu- 
lancia conservará su material. 

Artículo 5.** 

Los habitantes del país que presten socorro á los heridos 
serán respetados y permanecerán libres. 

Los Generales de las potencias beligerantes tendrán la 
misión de advertir á los habitantes del llamamiento hecho 
á su humanidad y de la neutralidad que resultará de ello. 

Todo herido recogido y cuidado en una casa la servirá 
de salvaguardia. El habitante que hubiere recogido heridos 
en su casa estará dispensado del alojamiento de tropas, así 
como de una parte de las contribuciones de guerra que se 
impusieren. 
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Artículo 6^ 

Los militares heridos ó en Termos serán recogidos y cuida- 
dos sea cual fuere la nación á que pertenezcan. Los Coman- 
dantes en Jefe tendrán la facultad de entregar inmediata- 
mente á las avanzadas enemigas los militares heridos du- 
rante el combate, cuando las circunstancias lo permitan y 
con el consentimiento de las dos partes. 

Serán enviados á su país los que después de curados 
fueren reconocidos inútiles para el servicio. 

También podrán ser enviados los demás, á condición de 
no volver á tomar las armas mientras dure la guerra. Las 
evacuaciones, con el personal que las dirija, serán protegi- 
das por una neutralidad absoluta. 

Artículo 7." 

Se adoptará una bandera distintiva y uniforme para. los 
hospitales, las ambulancias y evacuaciones, que en todo 
caso irá acompañada de la bandera nacional. 

También se admitirá un brazal para el personal conside 
rado neutral; pero la entrega de este distintivo será de la 
competencia de las autoridades militares. 

La bandera y el brazal llevarán cruz roja en fondo 
blanco^ 

Artículo S.'* 

Los Comandantes en Jefes de los ejércitos beligerantes 
fijarán los detalles de ejecución del presente convenio, 
según las instrucciones de sus respectivos Gobiernos y 
conforme á los principios generales enunciados en el 
mismo. 
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Artículo 9.° 

Las altas partes contratantes han acordado comunicar 
el presente convenio á los jOobiernos que no han podido 
enviar Plenipotenciarios á la Conferencia internacional de 
Ginebra, invitándoles á adherirse á él, para lo cual queda 
abierto el protocolo. 

Artículo 10. 

El presente convenio será ratificado, y las ratificaciones 
serán canjeadas en Berna en el espacio de cuatro meses, ó 
antes si fuere posible. {Sigueft las firmas,) 
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Convento para mejorar la suerte de los heridos y 
enfermos en los ejércitos en campaña suscrito 
el 6 de Julio de igoó. 

S. M. el Emperador de Alemania, Rey de Prusia; S. E. 
el Presidente de la República Argentina; S. M. él Empera- 
dor de Austria, Rey de Bohemia, etc., y Rey Apostólico 
de Hungría; S. M. el Rey de los Belgas, Soberano del Es- 
tado independiente del Congo; S. A. R. el Príncipe de Bul- 
garia; S. E. el Presidente de la República de Chile; S. M. el 
Emperador de China; S. M. el Emperador de Corea; S. M. 
el Rey de Dinamarca; S. M. el Rey de España; el Presi- 
dente de los Estados Unidos de América; el Presidente de 
los Estados Unidos del Brasil; el Presidente de los Estados 
Unidos Mejicanos; el Presidente de la República Francesa; 
S. M. el Rey del Reino Unido de la Gran Bretaña é Ir- 
landa, Emperador de las Indias; S. M. el Rey de los Hele- 
nos; el Presidente de la República de Guatemala; el Presi- 
dente de la República de Honduras; S, M. el Rey de Italia; 
S. M. el Emperador del Japón; S. A. R. el Gran Duque de 
Luxemburgo, Duque de Nassau; S. A. R. el Príncipe de 
Montenegro; S. M. el Rey de Noruega; S. M. la Reina de 
los Países Bajos; el Presidente de la República del Perú. 
S. M. I. el Schah de Persia; S. M. el Rey de Portugal y de 
los Algarves, etc.; S. M. el Rey de Rumania; S. M. el Em- 
perador de todas las Rusias; S. M. el Rey de Servia; S. M. 
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el Rey de Siam; S. M. el Rey de Suecia; el Consejo Fe- 
deral Suizo; el Presidente de la República Oriental del 
Uruguay, 

Animados por igual del deseo de disminuir, en cuanto 
de ellos dependa, los males inseparables de la guerra y 
queriendo, con ese objeto, perfeccionar y completar las 
disposiciones convenidas en Ginebra, el 22 de Agosto 
de 1864, para mejorar la suerte de los militares heridos y 
enfermos en los ejércitos en campaña; 

Han resuelto celebrar un nuevo convenio para tal fin, y 
han nombrado sus Plenipotenciarios como sigue: 

(Aquí la lista de los PlenipoUnciarios,) 

Los cuales, después de haberse comunicado sus plenos 
poderes, hallándolos en buena y debida forma, han conve- 
nido lo que sigue: 

CAPÍTULO PRIMERO 
De los heridos y enfermos. 

Artículo primero 

Los militares y demás personas oficialmente agregadas 
á los ejércitos, que estén heridos ó enfermos, deben ser res- 
petados y asistidos, sin distinción de nacionalidad, por el 
beligerante que los tenga en su poder. 

Sin embargo, el beligerante obligado á abandonar en- 
fermos ó heridos á su adversario dejará con ellos, si las 
circunstancias militares lo permiten, una parte de su per- 
sonal y de su material sanitario para contribuir á la asis- 
tencia. 

Artículo 2.* 

Sin perjuicio de la asistencia que ha de prestárseles en 
virtud del artículo precedente, los heridos 6 enfermos dé 
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ün ejército, que caen en poder del otro beligerante, son pri- 
sioneros de guerra y les son aplicables las reglas genera- 
la del Derecho de gentes relativas á los prisioneros. 

Sin embargo, los beligerantes quedan en libertad de es- 
t ipular entre sí, respecto de los prisioneros heridos ó enfer- 
mos, las cláusulas de excepción ó de favor que juzguen 
útiles. Tendrán especialtíTente la facultad de convenir: 

Entregarse recíprocamente, después de un combate, los 
heridos que hayan quedado en el campo de batalla; 

Devolver á su país, después de haberlos puesto en condi- 
ciones de ser transportados ó después de su curación, los 
heridos ó enfermos que no quieran conservar prisioneros; 

Entregar á un Estado neutral , con su consentimiento, 
los heridos ó enfermos de la parte contraria, á condición 
de que el Estado neutral los interne hasta el fín de las hos- 
tilidades. 

Artículo 3.* 

Después de cada combate, el ocupante del campo de ba- 
talla tomará medidas para buscar los heridos y para pro- 
tegerlos, así como á los muertos, contra el pillaje y los ma- 
los tratamientos. 

Velará porque preceda á la inhumación de los muertos 
un examen cuidadoso de sus cadáveres. 

Artículo 4.** 

Cada beligerante enviará, en cuanto le sea posible, á las 
autoridades de su país ó de su ejército, las marcas ó docu- 
mentos militares de identidad encontrados sobre los muer- 
tos y la relación nominal de los heridos ó enfermos que 
haya recogido. 

Los beligerantes se tendrán recíprocamente al corriente 
de las internaciones y traslados, así como de las entradas 
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en los hospitales y fallecimiento de los heridos y enfermos 
que tengan en su poder. Recogerán todos los objetos de 
uso personal, valores, cartas, etc., que se encuentren en. 
los campos de batalla ó que dejen los heridos ó enfermos 
fallecidos en los establecimientos y ambulancias sanitarias, 
para hacerlos remitir á los interesados por conducto de las 
autoridades de su país. 

Artículo 5." 
La autoridad militar podrá apelar al celo caritativo de 
los habitantes para que recojan y asistan, bajo sus órdenes, 
los heridos y enfermos del ejército, concediendo una pro- 
tección especial y ciertas inmunidades á las personas que 
respondan al llamamiento. 

CAPÍTULO II 
Ambulancias y establecimientos sanitarios. 

Artículo 6.** 
Las ambulancias sanitarias (es decir, destinadas á acom- 
pañar á los ejércitos en campaña) y los establecimientos 
fijos del servicio de Sanidad, serán respetados y protegidos 
por los beligerantes. 

Artículo 7.*" 
Cesa la protección que se debe á las ambulancias y es- 
tablecimientos sanitarios si se utilizan para realizar actos 
perjudiciales al enemigo. 

Artículo 8.** 
No se considera como justificación para privar á una 
ambulancia ó establecimiento sanitario de la protección 
que le asegura el art. 6.°: 
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I.® El hecho de que el personal de la ambulancia ó del 
establecimiento esté armado y use de las armas para su 
propia defensa ó la de los enfermos y heridos; 

2.^ £1 hecho de que, á falta de enfermeros armados, 
la ambulancia ó establecimiento estén guardados por un 
piquete ó por centinelas provistos de una orden en forma; 

3.** El hecho de que se encuentren en la ambulancia ó 
el establecimiento armas ó cartuchos recogidos de los he- 
ridos y que no hayan sido entregados todavía á la sección 
correspondiente. 



CAPÍTULO III 
Del personal* 

Artículo 9/ 

El personal exclusivamente destinado á la recogida, el 
transporte y el cuidado de heridos y enfermos, así como 
á la administración de las ambulancias y establecimientos 
sanitarios, y los capellanes agregados al ejército, serán 
respetados y protegidos en todo caso; si caen en manos del 
enemigo, no se les tratará como prisioneros de guerra. 

Estas disposiciones se aplican al personal de la guardia 
de las ambulancias y establecimientos sanitarios en el caso 
previsto por el núm. 2.° del art. 8.° 

Artículo 10. 

Queda asimilado al personal que comprende el artículo 
precedente, el de las sociedades de socorros voluntarias, 
debidamente reconocidas y autorizadas por su Gobierno, 
que sea empleado en las ambulancias y establecimientos 
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sanitarios del ejército, bajo condición de quedar sometido 
á las leyes y reglamentos militares. 

Cada Estado debe notiñcar al otro, bien en tiempo de 
paz ó bien á la apertura ó durante las hostilidades, pero 
necesariamente antes de utilizarlas de un modo efectivo, 
los nombres de las sociedades autorizadas por él á prestarle 
concurso, bajo su responsabilidad, en el servicio sanitario 
oñcial del ejército. 

Artículo ii. 

Una sociedad reconocida de país neutral no puede pres- 
tar el concurso de su personal y ambulancia sanitarias á 
un beligerante sin el asentimiento previo de su propio Go- 
bierno y la autorización del beligerante mismo. 

£1 beligerante que acepta el auxilio está obligado á no- 
linearlo al enemigo, antes de utilizarlo. 

Artículo 12. 

Las personas mencionadas en los artículos 9.^, 10 y 
1 1, continuarán desempeñando sus funciones bajo la direc- 
ción del enemigo, cuando caigan en su poder. 

Cuando su concurso no sea ya indispensable, serán de- 
vueltas á su ejército ó á su país en los plazos y con el iti- 
nerario compatible con las necesidades militares. 

Llevarán consigo, en ese caso, los efectos, instrumentos, 
armas y caballos que sean de su propiedad particular. 

Artículo 13. 

El enemigo asegurará al personal comprendido en el 
art 9.^, mientras lo retenga en su poder, las propias asig- 
naciones y el mismo sueldo que al personal de igual gra- 
duación de su ejército. 
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CAPÍTULO IV 
Del material. 

Artículo 14. 

Las ambulancias sanitarias que caigan en poder del ene- 
migo, conservarán su material, incluso animales de trac- 
cióny sean cuales fueren los medios de transporte y el per- 
sonal conductor. 

Sin embargo, la autoridad militar competente estará fa- 
cultada para utilizarlas en la asistencia de los heridos y en- 
fermos. La restitución del material se efectuará en las con- 
diciones ya establecidas para el personal sanitario y, en 
cuanto fuere posible, al mismo tiempo. 

Artículo 15. 

Los ediñcios y el material de los establecimientos ñjos, 
quedan sujetos á las leyes de la guerra, pero no podrán des- 
tinarse á otro empleo mientras sean necesarios para los 
heridos y los enfermos. 

Sin embargo, los Comandantes de tropas en operaciones 
podrán disponer de todo ello, en caso de necesidades mili- 
tares importantes, asegurando previamente la suerte de los 
heridos y enfermos allí alojados. 

Artículo 16. 
El material de las sociedades de socorro admitidas á los 
benefícios de este convenio dentro de las condiciones que 
el mismo determina, se considera como propiedad privada 
y será respetado como tal en todos los casos, salvo el de- 
recho de requisa que se reconoce á los beligerantes por las 
leyes y costumbres de la guerra. 
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CAPÍTULO V 
De los convoyes de evacnacién. 

Artículo 17. 

Los convoyes de evacuación tendrán el mismo trato que 
las ambulancias, salvo las disposiciones especiales si- 
guientes: 

I.* El beligerante que intercepte un convoy podrá di- 
solverlo, si las necesidades militares lo exigen, encargán- 
dose de los heridos y enfermos que comprenda. 

2.° En ese caso, la obligación de restituir el personal 
sanitario, prevista en el art. 12, será extensiva á todo el 
personal militar dedicado al transporte ó á la guarda del 
convoy y provisto á ese efecto de una orden en forma. 

La obligación de detrolver el material sanitario consig- 
nada en el art. 14, se aplicará á los trenes de ferrocarril y á 
los buques de navegación interior especialmente organiza- 
dos para evacuaciones, así como al material de instalación 
de los coches, trenes y buques ordinarios pertenecientes al 
servicio de sanidad. 

Los carruajes militares, aparte de los del servicio de sa- 
nidad, podrán ser capturados con sus animales de tracción. 

El personal civil y los diversos medios de transporte que 
procedan de requisas, incluso el material ferroviario y los 
buques utilizados para los convoyes, quedan sometidos á 
las reglas generales del Derecho de gentes. 
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CAPITULO VI 
Del signo distintivo. 

Artículo 18. 

£n homenaje á Suiza se conserva como emblema y signo 
distintivo del servicio sanitario del ejército, el signo herál- 
dico de la cruz roja en fondo blanco, formado por la in- 
versión de los colores federales. 

Artículo 19. 

Ese emblema ñgurará en las banderas y brazales, así 
como sobre todo el material correspondiente al servicio sa- 
nitario, con permiso de la autoridad militar competente* 

Artículo 20. 

El personal protegido en virtud de los artículos 9,'*, párra- 
fo I.**, 10 y II, llevará en el brazo derecho un brazal con 
una cruz roja en fondo blanco, entregado y sellado por la 
autoridad militar competente y al que acompañará un cer- 
tificado de identidad para las personas que formen parte 
del servicio sanitario del ejército y no tengan uniforme mi- 
litar. 

Artículo 21. 

La bandera distintiva de este convenio no podrá enarbo- 
larse más que sobre las ambulancias y establecimientos 
militares cuyo respeto prescribe el mismo y con el consen- 
timiento de la autoridad militar. Deberá estar acompañada 
por la bandera nacional del beligerante de que dependa la 
ambulancia ó establecimiento. 

Sin embargo, las ambulancias sanitarias que caigan en 
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poder del enemigo, enarbolarán solamente la bandera de la 
cruz roja, mientras se encuentren en esa situación. 

Artículo 22. 

Las ambulancias sanitarias de países neutrales que ha- 
yan sido autorizadas á prestar sus servicios en las condicio- 
nes establecidas por el art. 11, deben enarbolar, con la 
bandera de este convenio, la nacional del beligerante de 
que dependan. 

Les serán aplicables las disposiciones del párrafo 2.<'del 
artículo precedente. 

Artículo 23. 

El emblema de la cruz roja en fondo blanco y las pala- 
bras Cruz Roja ó Cruz de Ginebra no podrán emplearse, 
en tiempo de paz ó en tiempo de guerra, sino para prote- 
ger ó señalar las ambulancias y establecimientos sanitarios, 
el personal y el material protegidos por este convenio. 

CAPÍTULO Vil 
De la aplicación y e|ecttclón de este convenio. 

Artículo 24. 

Las disposiciones del presente convenio nó son obliga- 
torias sino para las potencias contratantes y en caso de 
guerra entre dos ó más de ellas. Dejan de obligar cuando 
una de las potencias beligerantes no sea signataria del con- 
venio. 

Artículo 25. 

Los Generales en Jefe de ejércitos beligerantes acorda- 
rán los pormenores necesarios para la ejecución de los ar- 
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tículos precedentes y resolverán los casos no previstos se- 
gún las instrucciones de sus Gobiernos respectivos y con- 
forme á los principios generales del presente convenio. 

Artículo 26. 

Los Gobiernos signatarios tomarán las medidas necesarias 
para instruir á sus tropas, y especialmente al personal pro- 
tegido, de las disposiciones del presente convenio, así como 
para darlo á conocer á la población. 

CAPÍTULO VIII 
De la represión de los abusos 6 inffracefones. 

Artículo 27. 

Los Gobiernos signatarios cuya legislación no sea ya 
suficiente á ese efecto, se obligan á tomar, ó á proponer á 
su poder legislativo, las medidas necesarias para evitar en 
todo tiempo el empleo por particulares ó por sociedades, 
fuera de los que tienen ese derecho á virtud del presente 
convenio, del emblema ó denominación de la Cruz Roja ó 
Cruz de Ginebra, especialmente para fines comerciales, me- 
diante marcas de fábrica ó de comercio. 

La prohibición del empleo de ese emblema ó denomina- 
ción surtirá sus efectos á partir de la época que cada legis- 
lación señale y, á más tardar, cinco años después de haber 
empezado á regir el presente convenio. No será permitido 
desde que rija, obtener una marca de fábrica ó de comercio 
contraria á la prohibición. 

Artículo 28. 

Los Gobiernos signatarios se obligan igualmente á tomar 
ó á proponer á sn poder legislativo, caso de insuficiencia 
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de sus leyes penales militares, las medidas necesarias para 
reprimir en tiempo de guerra los actos individuales de pi- 
llaje y de mal trato de los heridos y enfermos del ejército 
y para castigar como usurpación de insignias militares el 
uso abusivo de la bandera y del brazal de la Cruz Roja por 
militares ó particulares á quienes no proteja el presente 
convenio. 

Se comunicarán las disposiciones relativas á esa repre- 
sión por medio del Consejo Federal Suizo y á más tardar 
dentro de los cinco años siguientes á la ratiñcación del 
presente convenio. 

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 29. 

El presente convenio, se ratificará tan pronto como sea 
posible. 

Las ratificaciones se depositarán en Berna. 

De cada ratificación se levantará un acta, remitiéndose 
por vía diplomática copia certificada de la misma á todas 
las potencias contratantes. 

Artículo 30. 
Este convenio entrará en vigor para cada potencia seis 
meses después de la fecha del depósito de su ratificación. 

Artículo 31. 

El presente convenio, debidamente ratificado, reempla- 
zará al de 22 de Agosto de 1864 en las relaciones entre los 
Estados contratantes. 

El Convenio de 1864 continuará vigente para las relacio- 
nes entre las partes que lo firmaron y que no ratifiquen el 
presente. 
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Artículo 32. 

Este convenio podrá fírmarse hasta el 31 de Diciembre 
próximo por las potencias representadas en la Conferencia 
que comenzó en Ginebra el 11 de Junio de 1906 así como 
por las potencias no representadas en dicha Conferencia 
que han fírmado el Convenio de 1864. 

Las potencias aludidas en el párrafo anterior que en 
31 de Diciembre de 1906 no hayan firmado el presente 
convenio, quedan en libertad de adherirse á él en lo ade- 
lante. Tendrán que hacer constar su adhesión mediante noti- 
ficación por escrito dirigida al Consejo Federal Suizo y co- 
municada por éste á todas las potencias contratantes. 

Las demás potencias podrán solicitar la adhesión en igual 
forma, pero su solicitud no surtirá efecto sino en el caso de 
que no haya comunicado su oposición al Consejo Federal 
Suizo alguna de las potencias contratantes en el término de 
un año á contar de dicha notificación. 

Artículo 33. 

Cada una de las partes contratantes está facultada para 
denunciar el presente convenio. La denuncia no surtirá 
efecto sino un año después de la notificación por escrito al 
Consejo Federal Suizo, que la comunicará inmediatamente 
á las demás partes contratantes. 

La denuncia no tendrá eficacia sino respecto de la poten- 
cia que la haya notificado. 

En fe de lo cual, los Plenipotenciarios han firmado y sella- 
do el presente convenio. 

Otorgado en Ginebra el 6 de Julio de 1906, en un solo 
ejemplar, que quedará depositado en los archivos de la 
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Confederación Suiza y del que se enviarán coplas certifica- 
das por la vía diplomática á las potencias contratantes. 

(Siguen las firmas, siendo de notar que Inglaterra firma 
bajo reserva respecto de los artículos 23, 27 y 28,yPersia 
bajo reserva en cuanto al art. 18.) 



Protocolo final de Id Conferencia de revisión 
del Convenio de Ginebra, 

La Conferencia convocada por el Consejo Federal Suizo 
para la revisión del Convenio internacional de 22 de Agos- 
to de 1864 sobre mejora de la condición de los militares 
heridos en campaña, se ha reunido en Ginebra el 11 de Ju- 
nio de 1906. Las potencias que á continuación se enume- 
ran han tomado parte en la Conferencia, para la cual de- 
signaron los Delegados siguientes: 

{Sigue la enumeración de naciones y Delegados.) 

En una serie de reuniones celebradas del 1 1 de Junio al 5 
de Julio de 1906, ha discutido y acordado la Conferencia, 
para someterlo á la firma de los Plenipotenciarios, el texto 
de un convenio que llevará la fecha de 6 de Julio de 1906. 

Además, y en conformidad con el art. 16 del Convenio 
de 29 de Julio de 1899 para el arreglo pacífico de los con- 
flictos internacionales, que admitió el arbitraje como el 
medio más eficaz y al mismo tiempo más equitativo de so- 
lucionar los litigios que no hayan sido decididos por la 
vía diplomática, la Conferencia ha formulado el voto si- 
guiente: 

La Conferencia expresa el deseo de que las potencias 
contratantes, para llegar á la interpretación y la aplicaplóa 
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más exactas que sea posible del Convenio de Ginebra, so- 
metan al Tribunal permanente de El Haya, si el caso y las 
circunstancias lo permiten, las diferencias que surjan entre 
ellas, en tiempo de paz, sobre la interpretación de dicho 
convenio. 

Este voto fué aceptado por los Estados siguientes: 

Alemania, República Argentina, Austria Hungría, Bélgi- 
ca, Bulgaria, Chile, China, Congo, Dinamarca, España (ai- 
referendum), Estados Unidos de América, Estados Unidos 
del Brasil, Estados Unidos MejicanoSi Francia, Grecia, 
Guatemala, Honduras, Italia, Luxemburgo, Montene^rOj 
Nicaragua, Noruega, Países Bajos, Perú, Persia, Portugal, 
Rumania, Servia, Siam, Suecia, Suiza y Uruguay, 

No lo aceptaron los Estados siguientes: Corea, Gran Bre- 
taña y Japón. 

En fe de lo cual, firman los Delegados el presente pro- 
tocolo. 

Redactado en Ginebra el 6 de Julio de iqo6j en un solo 
ejemplar, que será depositado en los archivos de la Con- 
federación Suiza y del que se entregarán copias certifica- 
das á todas las potencias representadas en la Conferencia, 

(Siguen las firmas.) 



III 



Acta final de la Conferencia iniemacional 
de la Paz, 

La Conferencia internacional de la Paz, convocada con 
un alto sentimiento de humanidad por S. M. el Emperador 
de todas las Rusias, se ha reunido á invitación del Gobier- 
no de S. M. la Reina de los Países Bajos en la Casa Real 
del Bosque, en El Haya, el i8 de Mayo de 1899. 

Las potencias que se enumeran á continuación han to^ 
mado parte en la Conferencia, para lo cual habían desig- 
nado los Delegados que también se mencionan. 

(Siguen los nombres de los Delegados de Alemania, 
Austria-Hungría, Bélgica, China, Dinamarca, España, Esta- 
dos Unidos de América, Estados Unidos Mejicanos, Fran- 
cia, Gran Bretaña é Irlanda, Grecia, Italia, Japón, Luxem- 
burgo, Montenegro, Países Bajos, Persia, Portugal, Ruma- 
nía, Rusia, Servia, Siam, Suecia y Noruega, Suiza, Turquía 
y Bulgaria.) 

En una serie de reuniones, celebradas del 1,8 de Mayo 
al 29 de Julio de 1899, ^n que los Delegados antes referí* 
dos han estado constantemente animados del deseo de rea- 
lizar, en la más amplia medida posible, los propósitos ge- 
nerosos del augusto iniciador de la Conferencia y las inten- 
ciones de sus Gobiernos, la Conferencia ha acordado, para 
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someterlo á la fírma de los Plenipotenciarios, el texto de 
los convenios y declaraciones que á continuación se men- 
cionan, anexos á la presente acta: 

I. Convenio para el arreglo pacíñco de los conflictos 
internacionales; 

II. Convenio relativo á las leyes y costumbres de la 
guerra terrestre; 

III. Convenio para adaptar á la guerra marítima los 
principios del Convenio de Ginebra de 22 de Agosto 
de 1864; 

IV. Tres declaraciones relativas: 

I.* A la prohibición de lanzar proyectiles y explosivos 
desde globos ó por otros medios análogos nuevos; 

2.* A la prohibición del empleo de proyectiles que 
tengan por único fin esparcir gases asfixiantes ó deleté- 
reos, y 

3.** A la prohibición del empleo de balas que exploten 
ó se aplasten en el cuerpo humano como las balas de cu- 
bierta dura que no encierre enteramente el núcleo ó que 
tenga incisiones. 

Estos convenios y declaraciones constituirán otros tantos 
documentos separados. Llevarán la fecha de hoy y podrán 
firmarse hasta el 31 de Diciembre de 1899 por los Pleni- 
potenciarios de las potencias representadas en la Conferen- 
cia internacional de la Paz de £1 Haya. 

Obedeciendo á las mismas inspiraciones, la Conferencia 
aprobó por unanimidad la resolución siguiente: 

La Conferencia estima que la limitación de las cargas 
militares que pesan actualmente sobre el mundo es grande- 
mente deseable para el aumento del bienestar ma' erial y 
moral de la humanidad. 

Emitió además los votos siguientes: 
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I.** La Conferencia, teniendo en consideración las ges- 
tiones preliminares realizadas por el Gobierno Federal Sui-^ 
zo para la revisión del Convenio de Ginebra, expresa el 
deseo de que se proceda en plazo breve á la reunión de una 
Conferencia especial que tenga por objeto revisar dicho 
convenio. Este voto fué aprobado por unamidad. 

2!" La Conferencia expresa el deseo de que la cuestión 
de los derechos y deberes de los neutrales, se incluya en el 
programa de una Conferencia próxima. 

3.^ La Conferencia expresa el deseo de que las cuestio- 
nes relativas á los fusiles y cañones de marina, que han 
sido examinadas por ella, sean estudiadas por los Gobier- 
nos á ñn de llegar á un acuerdo relativo al empleo de nue- 
vos modelos y calibres. 

4.° La Conferencia expresa el deseo de que los Gobier- 
nos, teniendo en cuenta las proposiciones hechas á la mis- 
ma, sometan á estudio la posibilidad de un acuerdo relativo 
á la limitación de las fuerzas armadas de tierra y mar y de 
los presupuestos de guerra. 

5.° La Conferencia expresa el deseo de que la proposi- 
ción que tiende á declarar la inviolabilidad 3e la propie- 
dad privada en la guerra marítima, sea sometida al examen 
de una Conferencia ulterior. 

6.^ La Conferencia expresa el deseo de que la proposi- 
ción de regular la cuestión del bombardeo de puertos, ciu- 
dades y poblados por una fuerza naval, sea sometida al 
examen de una Conferencia ulterior. 

Los cinco últimos votos fueron aprobados por unanimi- 
dad, salvo algunas abstenciones. 

En fe de lo cual^ los Plenipotenciarios han firmado la 
presente acta y le han puesto sus sellos. 

Otorgada en El Haya el 29 de Julio de 1899, ^^ "" solo 
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ejemplar, que se depositará en el Ministerio de Negocios 
extranjeros y del que se entregarán copias certificadas á 
todas las potencias representadas en la Conferencia. 
(Siguen las firmas,) 



Convenio para el arreglo pacifico de los conflictos 
internacionales. 

S. M. el Emperador de Alemania, Rey de Prusia; S. M. el 
Emperador de Austria, Rey de Bohemia, etc., y Rey Apos- 
tólico de Hungría; etc., etc. (Sigue la enumeración de los 
demás yefes de Estado contratantes,) 

Animados de la ñrme voluntad de concurrir al manteni- 
miento de la paz general; 

Resueltos á favorecer con todas sus fuerzas el arreglo 
amistoso de los conflictos internacionales; 

Reconociendo la solidaridad que une á los miembros de 
la sociedad de las naciones civilizadas; 

Queriendo extender el imperio del derecho y fortificar el 
sentimiento de la justicia internacional; 

Convencidos de que la institución permanente de una ju- 
risdicción arbitral, accesible á todos en el seno de las po- 
tencias independientes, puede contribuir eficazmente á ese 
resultado; 

Considerando las ventajas de una organización general 
y regulada de los procedimientos arbítrales; 

Estimando, con el augusto iniciador de la Conferencia 
internacional de la Paz, que importa consagrar en un acuer- 
do internacional los principios de equidad y de derecho en 
que descansan la seguridad de los Estados y el bienestar 
de los pueblos; 
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Deseando celebrar un convenio para este efecto, han 
nombrado por sus Plenipotenciarios, á saber: 
(Siguen los nombres de los Plenipotenciarios,) 
Los cuales, después de haberse comunicado sus plenos 
poderes, encontrándolos en buena y debida forma, han con- 
venido las prescripciones siguientes: 



TÍTULO PRIMERO 
Del mantenimiento de la paz general. 

Artículo Primero. 

A fín de prevenir dentro de lo posible que se, acuda á la 
fuerza en las relaciones entre ios Estados, las potencias 
signatarias convienen en emplear todos sus esfuerzos para 
asegurar el arreglo pacíñco de las diferencias internacio— 
nales. 

TÍTULO II 
De los baenos oficios y de la mediación. . 

Artículo 2.* 

En caso de disentimiento grave ó de conflicto, las po - 

tencias signatarias convienen en recurrir, antes de apelar 

á las armaSiy en cuanto las circunstancias lo permitan, á 

los buenos ofícios ó la mediación de una ó varias potencias 

amigas. 

Artículo 3.** 

Independientemente de eso, las potencias signatarias 
juzgan útil que una ó varias potencias extrañas al conflicto 
ofrezcan por su propia iniciativa y en tanto que las cir- 
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cunst anclas se presten ¿ ello, sus buenos oficios ó su me- 
diación á los Estados en conflicto. 

£1 derecho de ofrecer los buenos ofícios ó la mediación 
compete á las potencias extrañas al conflicto, aun durante 
las hostilidades. 

£1 ejercicio de ese derecho no puede considerarse jamás, 

por una ú otra de las partes que contienden, como un acto 

poco amistoso. 

Artículo 4.** 

La misión del mediador consiste en conciliar las preten- 
siones opuestas y borrar los resentimientos que puedan 
haber nacido entre los Estados en conflicto. 

Artículo 5.° 

Las funciones del mediador cesan desde el momento en 
que se hace constar, bien por una de las partes que con - 
tienden, bien por el mediador mismo, que no se aceptan 
los medios de conciliación que haya propuesto. 

Artículo ó.** 
Los buenos oñcios y la mediación, ya por solicitud de 
las partes que contienden, ya por iniciativa de potencias 
extrañas al conflicto, tienen exclusivamente el carácter de 
consejo y carecen siempre de fuerza obligatoria. . 

Artículo 7.° 

La aceptación de la mediación no puede tener por efec- 
to, salvo convenio en contrario, interrumpir, retardar ó es- 
torbar la movilización y las demás medidas preparatorias 
de la guerra. 

Si surge después de la ruptura de las hostilidades, no 
interrumpe, salvo convenio en contrario, las operaciones 
militares. 
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Artículo 8/ 



Las potencias signatarias están de acuerdo en recomen- 
dar la aplicación, cuando las circunstancias lo permitan, 
de una mediación especial bajo la forma siguiente. 

En caso de diferencias graves que comprometan la paz, 
los Estados en conflictos elegirán respectivamente una po* 
tencia, á la que cada uno confíará la misión de entrar en 
relaciones directas con la potencia elegida por el otro, á 
fín de prevenir la ruptura de las relaciones pacíñcas. 

Mientras dura ese mandato, cuyo término, salvo estipu- 
lación en contrario, no puede exceder de treinta días, los 
Estados interesados suspenderán toda relación directa res- 
pecto del conflicto, que se considerará deferido exclusiva- 
mente á las potencias mediadoras. Es 'as deben consagrar 
todos sus esfuerzos á arreglar la diñcultad. 

Caso de ruptura efectiva de las relaciones pacíficas, 
esas potencias quedan encargadas de la misión común de 
aprovechar toda ocasión para el restablecimiento de la paz. 



TÍTULO III 
De las Comisiones internacionales de investigación. 

Artículo 9.* 

En los litigios de orden internacional, que no compro - 
metan el honor y los intereses esenciales y que procedan 
de una divergencia de apreciación sobre puntos de hecho, 
las potencias signatarias juzgan útil que las partes que no 
hayan podido ponerse de acuerdo por la vía diplomática 
constituyan, en tanto que las circunstancias lo permitan, 



APÉNDICES 189 

una Comisión internacional de investigación, encargada 
de facilitar la solución de esos litigios, dilucidando, me- 
diante un examen imparcial y concienzudo, las cuestiones 
de hecho. 

Artículo 10. 

Las Comisiones internacionales de investigación se 
constituyen por acuerdo especial entre las partes que con- 
tienden. 

£1 convenio de investigación precisa los hechos que han 
de examinarse y la extensión de las facultades de los co- 
misionados. Establece también el procedimiento. 

La investigación se lleva á efecto contradLctoriamente. 
Su forma y detalles, en cuanto no los fije en convenio de 
investigación, se determinan por la Comisión misma. 

Artículo i i. 

Las Comisiones internacionales de investigación se nom- 
bran, salvo pacto en contrario, de la manera establecida 
en el art. 32 del présente convenio. 

Artículo 12. 

Las potencias contendientes se obligan á proporcionar á 
la Comisión internacional de investigación, con la mayor 
amplitud que crean posible, los medios y las facilidades 
necesarios para el conocimiento completo y la apreciación 
exacta de los hechos discutidos. 

Artículo 13. 

La Comisión internacional de investigación presentará á 
las potencias contendientes un informe ñrmado por todos 
sus miembros* 
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Artículo 14. 

£1 informe de la Comisión internacional de investiga- 
ción, limitado á hacer constar los hechos, no tiene en ma- 
nera alguna el carácter de una sentencia arbitral. Deja á 
las potencias contendientes en completa libertad respecto 
á lo que han de hacer después. 



TÍTULO IV 
Del arbitraje internacional. 

CAPÍTULO PRIMERO 
De la iusticia arbitral. 

Artículo 15. 

£1 arbitraje internacional tiene por objeto la solución de 
las cuestiones entre los Estados por jueces de su elección 
y bajo la base del respeto del derecho. 

Artículo 16. 
En las cuestiones de orden jurídico, y en primer término 
en las de interpretación ó aplicación de convenios interna- 
cionales, reconocen las potencias signatarias que el arbi- 
traje es el medio mtU efícaz y, al mismo tiempo, más equi- 
tativo de decidir las contiendas que no hayan podido resol- 
verse por la vía diplomática. 

Artículo 17. 

El convenio de arbitraje puede celebrarse para cuestio- 
nes ya surgidas ó para dificultades futuras. Puede referirse 
á toda cuestión ó solamente á las de determinada clase. 
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Artículo iS. 
El convenio de arbitraje envuelve el compromijso de so- 
meterse de buena fe á la sentencia arbitral. 

Artículo 19. ^ 
Independientemente de los tratados que estipulan en la 
actualidad la obligación de las potencias signatarias de 
acudir al arbitraje, dichas potencias se reservan celebrar, 
bien antes de la ratificación de la presente acta ó bien con 
posterioridad, acuerdos nuevos, generales ó particulares, 
con el fin de extender el arbitraje obligatorio á todos los 
casos en que lo estimen posible. 

CAPÍTULO II 
Oel Trltiiiiial perm^inetite de arbítrale. 

Artículo 20, 
Con el ñn de facilitar que se acuda inmediatamente al 
arbitraje para las dificultades internacionales que no hayan 
podida resolverse por la vía diplomáticap las potencias sig- 
natarias se obligan á organizar un Tribunal permanente de 
arbitraje, accesible en cualquier momentOj y que funcione, 
salvo pacto en contrario de las partes, conTorme á las re- 
glas procesales insertas en el presente convenio. 

Artículo 21. 
El Tribunal permanente sera competente para todos los 
casos de arbitraje, i no ser que las partes se pongan de 
acuerdo para constituir una jurisdicción especial. 

Artículo ^2, 
Servirá de archivo al Tribunal una Oficina internacional 
establecida en El Haya. Esta Oñcina servirá de interme- 
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diaria para las comunicaciones relativas á las reuniones 
del Tribunal. Tendrá á su cargo la custodia de los archi- 
vos y la gestión de todos los asuntos administrativos. 

Las potencias signatarias se obligan á transmitir á la 
Oñcina internacional de El Haya una copia certificada de 
todo pacto de arbitraje que medie entre ellas y de toda 
sentencia arbitral que las concierna, dictada por Tribunales 
especiales. Se obligan asimismo á comunicar á la Oficina, 
las leyes, reglamentos y documentos en que conste en su 
caso la ejecución de sentencias dictadas por el Tribunal. 

Artículo 23. 

Cada potencia signataria, dentro de los tres meses que 
sigan á su ratificación de la presente acta, designará cuatro 
personas como máximun, de competencia reconocida en las 
cuestiones de Derecho internacional, que gocen de la con- 
sideración moral más alta y estén dispuestas á aceptar la 
función de arbitros. 

Las personas así designadas se inscribirán, á título de 
miembros del Tribunal, en una lista que se notificará á to- 
das las potencias signatarias por medio de la Oficina. 

Cualquiera modificación de la lista de arbitros se pon- 
drá por la Oñcina en conocimiento de las potencias signa- 
tarias. 

Dos ó más potencias pueden entenderse para la designa- 
ción en común de uno ó varios miembros. La misma per- 
sona puede ser designada por diferentes potencias. 

Los miembros del Tribunal se nombran por un término 
de seis años. Su mandato puede renovarse. En caso de fa- 
llecimiento ó cesación de un miembro del Tribunal, se pro- 
cederá á su reemplazo de la misma manera establecida 
para el nombramiento. 
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Artículo 24. 

Cuando las potencias signatarias quieran dirigirse al 
Tribunal permanente para resolver una dificultad surgida 
entre ellas, la elección de los arbitros que han de consti- 
tuir el Tribunal competente para ese caso debe hacerse 
dentro de la lista general de miembros del Tribunal. 

En defecto de la constitución del Tribunal arbitral por 
acuerdo inmediato de las partes, se procederá del modo 
siguiente: 

Cada parte nombra dos arbitros y éstos eligen juntos 
uno más. Caso de desacuerdo, la elección de este último se 
conña á una tercera potencia, elegida de acuerdo por las 
partes. Si no se ponen de acuerdo en esta última elección, 
cada parte designa una potencia diferente, y dichas poten- 
cias hacen de concierto la elección del arbitro. 

Constituido así el Tribunal, las partes notifican á la Ofi- 
cina su propósito de dirigirse á aquél y los nombres de los 
arbitros. 

El Tribunal arbitral se reunirá en la fecha fijada por las 
partes. 

Los miembros del Tribunal, en el ejercicio de sus fun- 
ciones y fuera de su país, gozan de los privilegios é inmu- 
nidades diplomáticas. 

Artículo 25. 

El Tribunal arbitral funciona de ordinario en El Haya. 

La residencia, salvo el caso de fuerza mayor, no puede 

variarse por el Tribunal sino con el asentimiento de las 

partes. 

Artículo 26. 

La Oficina internacional de El Haya queda autorizada á 

poner su local y su organización á la disposición de las 

Tomo sigündo. 13 



194 APÉHDICES 

potencias signatarias para el funcionamiento de toda juris- 
dicción especial de arbitraje. 

La jurisdicción del Tribunal permanente puede exten- 
derse en las condiciones que los reglamentos prescriban, 
á los litigios entre potencias na signatarias ó entre las sig- 
natarias y las que no lo sean, si las partes convienen en re- 
currir á dicha jurisdicción. 

Artículo 27. 

Las potencias signatarias, en el caso de que amenace 
surgir un conflicto agudo entre dos ó más de ellas, consi- 
deran como un deber recordarles que el Tribunal perma- 
nente les estará abierto. Declaran, en consecuencia, que el 
hecho de recordar á las partes contendientes las disposi- 
ciones del presente convenio y el consejo dado, en el inte- 
rés superior de la paz, de dirigirse al Tribunal permanente, 
no pueden considerarse sino como actos de buenos ofícios. 

Artículo 28. 

Se constituirá en El Haya lo más pronto posible después 
de la ratifícación de la presente acta por nueve potencias 
como mínimun, un Consejo administrativo permanente 
compuesto de los representantes diplomáticos de las po- 
tencias signatarias acreditados en dicha ciudad y del Mi- 
nistro de Negocios extranjeros de los Países Bajos, que 
desempeñará las funciones de Presidente. 

Dicho Consejo estará encargado de establecer y organi- 
zar la Oñcina internacional, que funcionará bajo su direc- 
ción é inspección. Notificará á las potencias la constitución 
del Tribunal y se ocupará de instalarlo. Formulará su Re- 
glamento interior y los demás que fueren necesarios. Deci- 
dirá todas las cuestiones administrativas que puedan surgir 
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sobre el funcionamiento del Tribunal. Tendrá plenos pode- 
res para el nombramiento, la suspensión ó la destitución 
de los funcionarios ó empleados de la Oñcjna. Fijará los 
sueldos y salarios é intervendrá en los gastos generales. 

Bastará la presencia de cinco miembros en las reunio- 
nes debidamente convocadas, para que el Consejo pueda 
deliberar válidamente. Las resoluciones se tomarán por 
mayoría de votos. 

El Consejo comunicará sin demora á las potencias sig- 
natarias los reglamentos que adopte. Les presentará cada 
año un informe sobre los trabajos del Tribunal, el funcio- 
namiento de los servicios administrativos y los gastos. 

Artículo 29. 

El costo de la Oficina se satisfará por las potencias sig- 
natarias en la proporción establecida para ]a Oficina inter- 
nacional de la Unión postal universal. 



CAPITULO III 
Del procedimiento arbitral. 

Artículo 30. 

Con objeto de favorecer el desenvolvimiento del arbitra- 
je, han acordado las potencias signatarias las reglas siguien- 
tes, que serán aplicables al procedimiento arbitral en tanto 
que las partes no hayan convenido otras. 

Artículo 31. 

Las potencias que recurran al arbitraje firmarán un acta 
especial (compromiso), en la que determinarán claramente 
el objeto del litigio y el alcance de las facultades de los 
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arbitros. Dicha acia envuelve la obligación de las parte» 
de someterse de buena fe á la sentencia arbitral. 

Artículo 32. 

Las funciones arbitrales pueden conferirse á un solo ar- 
bitro ó á varios, designado por las partes á su arbitrio ó 
elegidos por ellas entre los miembros del Tribunal perma- 
nente de arbitraje establecido por la presente acta. 

En defecto de constitución del Tribunal por acuerdo in- 
mediato de las partes, se procederá de la manera si- 
guiente: 

Cada parte nombra dos arbitros y estos eligen juntos 
otro. En caso de empate, la elección del quinto se confía á 
una tercera potencia^ elegida de acuerdo por las partes. Si 
no se ponen de acuerdo para esto último, cada parte de- • 
signa una potencia diferente y la elección del arbitro se 
hará de acuerdo por las potencias así designadas. 

Artículo 33. 

Cuando se elige como arbitro á un Soberano ó Jefe de 
Estado, éste ñja el procedimiento arbitral. 

Artículo 34. 

El quinto arbitro es de derecho Presidente del Tribunak 
Cuando el Tribunal no tiene arbitro impar, nombrará él 
mismo su Presidente. 

Artículo 35. 

En caso de fallecimiento, dimisión ó impedimento por 
cualquier causa de uno de los arbitros, se provee á su re- 
emplazo de la misma manera establecida para su nombra- 
miento. 
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Artículo 36. 

Las partes designarán el lugar en que actuará el Tribu- 
nal. A falta de esa designación deberá actuar en El Haya. 
El lugar fijado no podrá variarse por el Tribunal sino con 
el asentimiento de las partes, salvo el caso de fuerza 
mayor. 

Artículo 37. 

Las partes tienen el derecho de nombrar Delegados 'ó 
agentes especiales ante el Tribunal, con la misión de ser- 
virles de intermediarios. Están además autorizadas para 
encargar de la defensa de sus derechos é intereses ante el 
Tribunal, á consejeros ó abogados nombrados por ellas á 
ese efecto. 

Artículo 38. 

£1 Tribunal decide de los idiomas de que hará uso y cuyo 
empleo ^nte él estará autorizado. 

Artículo 39. 

El procedimiento arbitral comprende en tesis general dos 
fases distintas: la instrucción y los debates. 

La instrucción consiste en la comunicación por los agen- 
tes respectivos, á los miembros del Tribunal y á la parte 
adversa, de todos los antecedentes impresos ó manuscritos 
y de todos los documentos que contengan las alegaciones 
hechas en el caso. Dicha comunicación se llevará á cabo 
en la forma y plazos que determine el Tribunal conforme 
al art. 49. 

Los debates consisten en el desenvolvimiento oral ante 
el Tribunal de las alegaciones de las partes. 
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Artículo 40. 

Todo documento presentado por una de las partes, 
debe ser comunicado á la otra. 

Artículo 41. 

El Presidente dirige los debates. Estos no serán públicos, 
sino en virtud de decisión del Tribunal tomada con asenti- 
miento de las partes. 

Se consignarán dichos debates en actas redactadas por 
los Secretarios que nombre el Presidente. Sólo dichas actas 
tendrán carácter auténtico. 

Artículo 42. 

Terminada la instrucción, tendrá el Tribunal el derecho 
de no aceptar para lo$ debates los escritos ó documentos 
nuevos que una de las partes quiera someterle sin el con- 
sentimiento de la otra. 

Artículo 43. 

El Tribunal queda en libertad de tomar en consideración 
los hechos ó documentos nuevos sobre que llamen su 
atención los agentes ó consejeros de las partes. En ese 
caso, el Tribunal tiene el derecho de exigir la producción 
de esos actos ó documentos, con la obligación de ponerlos 
en conocimiento de la parte adversa. 

Artículo 44. 

Además puede el Tribunal exigir á los agentes de las 
partes la producción de todo antecedente y solicitar todas 
las explicaciones necesarias. En caso de negativa, el Tri- 
bunal levantará acta de ella. 



á^F^NDICES 199 

Artículo 45* 

Los agentes y consejeros de las partes estarán faculta- 
dos para presentar de palabra al Tribunal todos los ante- 
cedentes que juzguen útiles á la defensa de su causa. 

Artículo 46. 

Tienen el derecho de alegar excepciones y promover 

incidentes. La decisión del Tribunal sobre esos puntos 

será definitiva y no podrá dar lugar á ninguna discusión 

ulterior. 

Artículo 47. 

Los miembros del Tribunal tienen el derecho de formu- 
lar preguntas á los agentes y á los consejeros de las partes 
y de solicitar que aclaren los puntos dudosos. 

Las cuestiones planteadas y las observaciones hechas 
por los miembros del Tribunal durante los debates, no 
pueden considerarse como la expresión de las opiniones 
del Tribunal en general ó de sus miembros en particular. 

Artículo 48. 

El Tribunal estará autorizado para determinar su com- 
petencia^ interpretando el compromiso y los demás tratados 
que puedan invocarse en la materia y aplicando los princi- 
pios del Derecho internacional. 

Artículo 49. 

El Tribunal tendrá el derecho de dictar providencias de. 
trámite para la dirección del juicio, de determinar las for^ 
mas y los plazos en que cada parte haya de presentar sus: 
conclusiones y de proceder á todas las formalidades que 
requiera la práctica de la prueba. 
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Artículo 50. 

Una vez que los agentes y los consejeros de las partes 
hayan presentado todas las alegaciones y pruebas en apoyo 
de su causa, acordará el Presidente la clausura del debate. 

Artículo 51. 

£1 Tribunal deliberará en sesión secreta. Las decisiones 

se acordarán por maycría de los miembros del Tribunal. 

Si algún miembro se negare á votar, se hará constar 

en acta. 

Artículo 52. 

La sentencia arbitral, acordada por mayoría de votos, 
será fundada. Se redactará por escrito y la ñrmarán todos 
los miembros del Tribunal. Los que hayan estado en mino- 
ría, pueden hacer constar su disentimiento al firmar. 

Artículo 53. 

La sentencia arbitral será leída en sesión pública del 
Tribunal, estando presentes ó habiendo sido debidamente 
convocados los agentes y los consejeros de las partes. 

Artículo 54. 

La sentencia arbitral, debidamente dictada y notificada 
á los agentes de las partes litigantes, decide la contienda 
definitivamente y sin apelación. 

Artículo 55. 

Las partes pueden reservarse en el compromiso la facul- 
tad de pedir la revisión de la sentencia arbitral. 

En tal caso y salvo convenio en contrario, deberá diri- 
girse la solicitud al Tribunal que haya dictado la sentencia. 
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Sólo podrá fundarse en el descubrimiento de un hecho 
nuevo que por su índole pueda ejercer una influencia deci- 
siva en el fallo y que, al cerrarse el debate, fuera descono- 
cido del Tribunal y de la parte que solicita la revisión. 

El recurso de revisión no será admitido sino mediante 
una resolución del Tribunal en que se haga constar expre- 
samente la existencia del hecho nuevo, se le reconozcan 
los caracteres establecidos en el párrafo precedente y se 
declare admisible por ese motivo la petición. 

£1 compromiso determinará el plazo dentro del cual 
debe formularse dicha solicitud. 

Artículo ^6, 

La sentencia arbitral no es obligatoria sino para las par- 
tes que han otorgado el compromiso. 

Cuando se trate de la interpretación de un convenio en 
que hayan tomado parte otras potencias, las que litiguen 
les notificarán el compromiso otorgado. Cada una tendrá 
el derecho de intervenir en la contienda. Si una ó varias 
usaren de esta facultad, será obligatoria respecto de ellas 
la interpretación que el laudo contenga. 

Artículo 57. 

Cada parte soportará sus propios gastos y una parte pro- 
porcional de los gastos del Tribunal. 

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 58. 
Este convenio se ratificará en el plazo más breve posible. 
Las ratificaciones se depositarán en El Haya. Del depó- 
sito de cada ratificación se levantará un acta, enviándose 
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por la vía diplomática copia certiñcada de la misma á todas 
las potencias que han estado representadas en la Conferen- 
cia internacional de la Paz de £1 Haya. 

Artículo 59. 
Las potencias no signatarias que hayan estado represen- 
tadas en la Conferencia internacional de la Paz, podrán 
adherirse al presente convenio. Para ese efecto tendrán que 
dar á conocer su adhesión á las potencias contratantes, me 
diante notiñcación por escrito dirigida al Gobierno de los 
Países Bajos, que éste comunicará á dichas potencias. 

Artículo 6o. 
Las condiciones en que podrán adherirse á este conve- 
nio las potencias que no han estado representadas en la 
Conferencia internacional de la Paz, serán objeto de acuer- 
do ulterior entre las potencias contratantes. 

Artículo 61. 

Si alguna de las altas partes contratantes denuncia este 
convenio, la denuncia no surtirá efecto sino un año después 
de su notificación por escrito al Gobierno de los Países 
Bajos, comunicada inmediatamente por éste á las demás 
potencias contratantes. 

La denuncia no producirá efecto sino respecto de la po- 
tencia que la notifica. 

En f$ de lo cual, los Plenipotenciarios han firmado el 
presente convenio y le han puesto sus sellos. 

Otorgado en El Haya el 29 de Julio de 1899, en un solo 
ejemplar, que se depositará en los archivos del Gobierno 
de los Países Bajos y del que se remitirán por la vía diplo- 
mática copias certificadas á las potencias contratantes. 

{Signen las firmas.) 
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Hasta el mes de Septiembre de 1907 habían ratiñcado 
este convenio las siguientes cuarenta y cuatro naciones: 
Alemania, República Argentina, Austria-Hungría, Bélgica, 
Bolivia, Brasil, Bulgaria, Chile, China, Colombia, Cuba, 
Dinamarca, República Dominicana, Ecuador, España, Esta- 
dos Unidos de América, Francia, Gran Bretaña, Grecia, 
Guatemala, Haití, Italia, Japón, Luxemburgo, Méjico, Mon- 
tenegro, Nicaragua, Noruega, Panamá, Paraguay, Países 
Bajos, Perú, Persia, Portugal, Rumania, Rusia, Salvador, 
Servia, Siam, Suecia, Suiza, Turquía, Uruguay y Venezuela. 
De las actuales naciones independientes del mundo, convo- 
cadas á estas Conferencias, sólo estaba pendiente la adhe- 
sión y ratificación de Costa-Rica y Honduras. 



Convenio para adaptar á la guerra marítima los 
principios del Convenio de Ginebra de 22 de 
Agosto de 1864. 

S. M. el Emperador de Alemania, Rey de Prusia; etcéte- 
ra. (Sigue la enumeración de los demás jfefes de Estado con- 
tratantes.) 

Animados por igual del deseo de disminuir en cuanto de 
ellos dependa los males inseparables de la guerra y que- 
riendo adaptar con ese ñn á la guerra marítima los princi- 
pios del Convenio de Ginebra de 22 de Agosto de 1864, 
han resuelto celebrar un convenio á dicho efecto; 

En consecuencia, han nombrado como sus Plenipoten- 
ciarios: 

(Sigue la enumeración de los Plenipotenciarios.) 

Los cuales, después de haberse comunicado sus plenos 
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poderes, encontrándolos en buena y debida forma, han con- 
venido las disposiciones siguientes: 

Artículo primero. 

Los buques hospitales militares, es decir, los buques 
construidos ó preparados por los Estados especial y única- 
mente con el fín de socorrer á los heridos, enfermos y náu- 
fragos, y cuyos nombres hayan sido comunicados al co> 
mienzo ó durante las hostilidades, y en todo caso antes 
de su empleo, á las potencias beligerantes, serán respe- 
tados y quedarán exentos de captura mientras dure la 
guerra. 

Dichos buques no estarán tampoco asimilados á los de 

guerra desde el punto de vista de su permanencia en un 

puerto neutral. 

Artículo 2.** 

Los buques hospitalarios equipados en todo ó en parte á 
costa de particulares ó de sociedades de socorro oñcialmen- 
te reconocidas, serán igualmente respetados y estarán exen- 
tos de captura, si la potencia beligerante de que dependen 
les ha dado una comisión oficial y ha notificado sus nom- 
bres á la potencia contraria al comienzo ó durante las hos- 
tilidades y en todo caso antes de su empleo. Dichos buques 
deben llevar un documento de la autoridad competente en 
que se declare que han estado sometidos á su inspección 
mientras se preparaban y en el acto de su salida. 

Artículo 3.0 

Los buques hospitalarios equipados total ó parcialmente 
á costa de particulares ó de sociedades oficialmente recono- 
cidas de países neutrales, serán respetados y estarán exen- 
tos de captura si la potencia neutral de que dependen les 
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ha dado una comisión ofícial y ha notifícado sus nombres 
á las potencias beh'gerantes al comienzo ó durante las hos- 
tilidades y en todo caso antes de su empleo. 

Artículo 4.° 

Los buques mencionados en los artículos i.**, 2.° y 3.*, 
socorrerán y asistirán á los heridos, enfermos y náufragos 
de los beligerantes, sin distinción de nacionalidad. Los 
Gobiernos se obligan á no utilizar dichos buques para fines 
militares. 

Esos buques no deben estorbar en modo alguno los mo- 
vimientos de los combatientes. Durante y después del com- 
bate procederán á su cuenta y riesgo. Los beligerantes 
tendrán sobre ellos el derecho de inspección y de visita; 
podrán rehusar su concurso, ordenarles que se alejen, im- 
ponerles una dirección determinada, instalar á bordo un 
comisario, y aun detenerlos, si la gravedad de las circunstan- 
cias lo exigiera. Cuando sea posible, los beligerantes inser- 
tarán sus órdenes en el diario de navegación de los buques 

hospitalarios. 

Artículo 5.° 

Los buques hospitales militares se distinguirán por una 
pintura exterior blanca con una banda horizontal verde de 
metro y medio de ancho próximamente. 

Los buques mencionados en los artículos 2.* y 3." se 
distinguirán por una pintura exterior blanca con una 
banda horizontal roja de metro y medio de ancho ^próxi- 
mamente. 

Los botes de los buques anteriormente mencionados, así 
como los barcos pequeños que puedan estar destinados 
al servicio hospitalario, se distinguirán por una pintura 
análoga. 
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Todos los buques hospitalarios se darán á conocer izan- 
do, con su pabellón nacional, el pabellón blanco de cruz 
roja establecido por el Convenio de Ginebra. 

Artículo 6.® 

Los buques mercantes, yackts, ó embarcaciones neutra- 
les, que lleven ó recojan heridos, enfermos ó náufragos 
de los beligerantes, no podrán ser capturados por el hecho 
de ese transporte, pero estarán expuestos á captura por las 
violaciones de la neutralidad en que puedan haber incu- 
rrido. 

Artículo 7.° 

El personal religioso, médico y hospitalario de todo bu> 
que capturado, es inviolable y no puede ser hecho prisio- 
nero de guerra. Llevará consigo, al dejar el buque, los ob- 
jetos é instrumentos de cirugía que sean de su propiedad 
particular. Dicho personal continuará desempeñando sus 
funciones mientras sea necesario y podrá retirarse después 
cuando el Comandante en Jefe lo juzgue posible. Los beli- 
gerantes deben asegurar á dicho personal, cuando caiga en 
su poder, el goce íntegro de sus asignaciones. 

Artículo 8.' 

Los marinos y militares embarcados, heridos ó enfer- 
mos, serán protegidos y cuidados por los captores, sea cual 
fuere la nación á que pertenezcan. 

Artículo 9." 

Son prisioneros de guerra los náufragos, heridos ó enfer- 
mos de un beligerante que caen en poder del otro. Toca á 
este último decidir, según las circunstancias, si le conviene 
conservarlos ó dirigirlos á un puerto de su nación ó neutral, 
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Ó aun de su adversario. En este último caso, los prisioneros 

devueltos á su país no podrán prestar servicio mientras 

dure la guerra. 

Artículo 10. 

Los náufragos, heridos ó enfermos desembarcados en un 
puerto neutral con el asentimiento de las autoridades loca- 
les, deberán quedar bajo la guarda del Estado neutral, sal- 
vo un acuerdo contrario con los Estados beligerantes, de 
modo que no puedan tomar parte nuevamente en las ope- 
raciones militares. Los gastos de hospital y de internación 
serán satisfechos por el Estado á que pertenezcan los náu- 
fragos, heridos ó enfermos. 

Artículo ii. 
Las reglas contenidas en los artículos precedentes no 
son obligatorias sino para las potencias contratantes y en 
caso de guerra entre dos ó más de ellas. Dichas reglas 
dejarán de obligar desde que una potencia no contratante 
se una á cualquiera de los beligerantes, en una guerra entre 
potencias contratantes. 

Artículo 12. 
El presente convenio se ratificará en el plazo más breve 
posible. Las ratificaciones se depositarán en El Haya. Se 
levantará del depósito de cada ratificación un acta, de la que 
se remitirá una copia certificada por vía diplomática ácada 
potencia contratante. 

Artículo 13. 

Las potencias no signatarias que hayan aceptado el Con- 
venio de Ginebra de 22 de Agosto de 1864, podrán adhe- 
rirse al presente convenio. Para ese efecto, tendrán que dar 
á conocer su adhesión á las potencias contratantes, median- 
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te notificación escrita dirigida al Gobierno de los Países 
Bajos y comunicada por éste á las demás potencias contra- 
tantes. 

Artículo 14. 

Si cualquiera de las altas partes contratantes denuncia- 
ra el presente convenio, la denuncia no surtirá efecto sino 
un año después de su notificación por escrito al Gobierno 
de los Países Bajos, comunicada inmediatamente por éste á 
las demás potencias contratantes. La denuncia no producirá 
efecto sino respecto de la potencia que la notifica. 

En fe de lo cual, los Plenipotenciarios han firmado el 
presente convenio y le han puesto sus sellos. 

Otorgado en El Haya el 29 de Julio de 1899, en un solo 
ejemplar, que quedará depositado en los archivos del Go- 
bierno de los Países Bajos y del que se remitirán por vía 
diplomática copias certificadas á las potencias contratantes. 

(Siguen las firmas.) 

Hasta el mes de Septiembre de 1907 habían ratificado este 
convenio las siguientes cuarenta y seis naciones: Alemania, 
República Argentina, Austria-Hungría, Bélgica, Solivia, Bra- 
sil, Bulgaria, Chile, China, Colombia, Corea, Cuba, Dinamar- 
ca, República Dominicana, Ecuador, España, Estados Unidos 
de América, Francia, Gran Bretaña, Grecia, Guatemala, 
Haití, Honduras, Italia, Japón, Luxemburgo, Méjico, Mon- 
tenegro, Nicaragua, Noruega, Panamá, Paraguay, Países 
Bajos, Perú, Persia, Portugal, Rumania, Rusia, Salvador, 
Servia, Siam, Suecia, Suiza, Turquía, Uruguay y Venezue- 
la. De las actuales naciones independientes del mundo, 
convocadas á estas Conferencias, sólo estaba pendiente la 
adhesión y ratificación de Costa-Rica. 
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Convenio relativo á las leyes y costumbres 
de la gíierra terrestre^ 

S. M ei Emperador de Alemania, Rey de Prusia; etc. 
(Sigue la enumeración de los demás Jefes de Estado' cotUra^ 
tantes,) 

Considerando que, á más de buscar los medios de que 
la paz quede á salvo y de que se prevengan los conflictos 
armados entre las naciones, importa preocuparse igualmente 
de los casos en que traigan una apelación á las armas cier- 
tos acontecimientos que no haya podido evitar su solicitud; 

Animados del deseo de servir también, en esa hipótesis 
extrema, los intereses de la humanidad y las exigencias 
siempre progresivas de la civilización; 

Estimando que importa revisar para ese fin las leyes y 
costumbres generales de la guerra, bien al objeto de defi- 
nirlas con más precisión, bien al de trazarle ciertos lími - 
tes destinados á restringir en lo posible sus rigores; 

Inspirándose en las miras recomendadas hoy, como hace 
veinticinco años en la Conferencia de Bruselas de 1874, 
por una sabia y generosa previsión; 

Han aceptado, con tal propósito, gran número de dispo- 
siciones que tienen por objeto definir y reglamentar los 
usos de la guerra terrestre. 

Según las miras de las altas partes contratantes, esas 
disposiciones, cuya redacción se ha inspirado en el deseo 
de disminuir los males de la guerra dentro del límite per- 
mitido por las necesidades militares, se destinan á servir 
de regla general de conducta á los beligerantes, en sus re- 
laciones entre sí y con la población. 

Tomo skgundo. 14 
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No ha sido posible, sin embargo, concertar desde ahora 
estipulaciones que se extiendan á todas las circunstancias 
que se presenten en la práctica. 

Por otra parte, no podía ser la intención de las altas 
partes contratantes que los casos no previstos quedaran 
entregados, en defecto de estipulación escrita, ¿ la apre- 
ciación arbitraria de los que dirijan los ejércitos. 

Mientras pueda dictarse un Código más completo de las 
leyes de la guerra, juzgan oportuno atestiguar las altas 
partes contratantes que, en los casos no comprendidos por 
las disposiciones reglamentarías que han adoptado, queda- 
rán la población y los beligerantes bajo la guarda y el im- 
perio de los principios del Derecho de gentes, como resul- 
tan de los usos establecidos entre las naciones civilizadas, 
de las leyes de la humanidad y de las exigencias de la 
conciencia pública. 

Declaran que en ese sentido deben entenderse especial- 
mente los artículos i.* y 2.^ del Reglamento aprobado. 

Deseando las altas partes contratantes celebrar un con- 
venio á ese efecto, han nombrado por sus Plenipotencia- 
ríos, á saber: 

(Sigm la enumeración de los Plenipotenciarios,) 

Los cuales, después de haberse comunicado sus plenos 
poderes, encontrándolos en buena y debida forma, han 
convenido lo siguiente: 

Artículo primero. 

Las altas partes contratantes darán instrucciones a sus 
fuerzas armadas de tierra de acuerdo con el reglamento so- 
bre leyes y costumbres de la guerra terrestre, adjunto al 
presente convenio* 
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Artículo 2.** 

Las disposiciones contenidas en el reglamento á que se 
reñere el art. i.^ no son obligatorias sino para las poten- 
cias contratantes, en caso de guerra entre dos ó más de 
eUas. 

Dichas disposiciones dejarán de obligar desde que una 
potencia no contratante se una á cualquiera de los belige- 
rantes, en una guerra entre potencias contratantes. 

Articulo 3.® 

£1 presente convenio se ratificará en el plazo más breve 
posible. Las ratificaciones se. depositarán en El Haya. Se 
levantará del depósito de cada ratificación un Acta, de la 
que se remitirá una copia certificada por vía diplomática á 
cada potencia contratante. 

Artículo 4.° 

Las potencias no signatarias podrán adherirse al pre - 
senté convenio. Para ese efecto tendrán que dar á co- 
nocer su adhesión á las potencias contratantes mediante 
notificación escrita, dirigida al Gobierno de los Países Ba- 
jos y comunicada por éste á las demás potencias contra- 
tantes. 

Artículo 5.° 

Si cualquiera de las altas partes contratantes denun- 
ciara el presente convenio, la denuncia no surtirá efec- 
to sino un año después de su notificación por escrito 
al Gobierno de los Países Bajos, comunicada inmediata- 
mente por éste á las demás potencias contratantes. La de- 
nuncia no producirá efecto sino respecto de la potencia que 
la notifica. 
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En fe de lo cual, los Plenipotenciarios han ñrmado el 
presente convenio y le han puesto sus sellos. 

Otorgado en El Haya el 29 de Julio de 1899, en un solo 
ejemplar, que quedará depositado en los archivos del Go- 
bierno de los Países Bajos y del que se remitirán por la 
vía diplomática copias certificadas á las potencias contra» 
tantes. 

(Siguen las firmas.) 



ANEXO AL CONVENIO 

Reglamento sobre las leyes y costumbres 
de la guerra terrestre. 



SECCIÓN PRIMERA 
De los beligerantes. 

CAPÍTULO PRIMERO 
De la condicidn de beligerante. 

Artículo primero. 

Las leyes, los derechos y los deberes de la guerra no 
se aplican solamente al ejército, sino también á las mili- 
cias y cuerpos de voluntarios que reúnan las siguientes 
condiciones: 

I.* Tener á su frente una persona que responda por 
sus subordinados; 

2/ Usar una señal distintiva fija que pueda reconocer^ 
se á distancia; 



APÉNDICES 2X5 

3.*' Llevar abiertamente las armas, y 

4.^ Sujetarse en sus operaciones á las leyes y costum- 
bres de la guerra. 

En los países donde las milicias ó los cuerpos de volun- 
tarios forman parte del ejército ó lo constituyen, se enten- 
derán comprendidos bajo esa denominación de ejército. 

ARlfcULO 2.0 

La población de un territorio no ocupado que, al apro- 
ximarse el enemigo, toma espontáneamente las armas 
para combatir las tropas invasoras, sin haber tenido tiem - 
po de organizarse conforme al art. i.°, será considera- 
da como beligerante si respeta las leyes y costumbres de 

la guerra. 

Artículo 3.* 

Las fuerzas armadas de los beligerantes se pueden com- 
poner de combatientes y no combatientes. En caso de cap- 
tura por el enemigo tienen derechos unos y otros al trato 
de prisioneros de guerra. 



CAPÍTULO II 
De los prisioneros de guerra* 

Artículo 4." 

Los prisioneros de guerra se consideran en poder- del 
Gobierno enemigo y no de los individuos ó Cuerpos de 
tropa que los hayan capturado. Deben ser tratados con 
humanidad. Continúa siendo de su propiedad todo lo que 
personalmente les corresponda, excepto las armas, los ca- 
ballos y los documentos militares. 
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Artículo 5.** 

Los prisioneros de guerra pueden ser internados en una 
ciudad, fortaleza, campo ó localidad determinada, con 
obligación de no salir de ciertos límites; pero no pueden 
ser encerrados sino como medida de seguridad indispen« 
sable. 

Artículo 6.® 

£1 Estado puede emplear cdmo trabajadores á los prisio- 
neros de guerra, según su grado y aptitudes. Dichos tra- 
bajos no serán excesivos ni tendrán relación alguna con 
las operaciones de la guerra. 

Puede autorizarse á los prisioneros para trabajar por 
cuenta de la Administración pública ó de particulares, ó 
por su propia cuenta. Cuando trabajen para el Estado se 
les pagará según las tarifas vigentes para los militares del 
ejército nacional que realicen los mismos trabajos. Cuando 
lo hagan por cuenta de otras secciones de la Administra- 
ción pública ó de particulares, se fíjarán las condiciones 
de acuerdo con la Administración militar. 

El salario de los prisioneros contribuirá á mejorar su 
situación, y el sobrante se les entregará al contado en el 
momento de su libertad, con deducción de los gastos de 
sostenimiento. 

Artículo 7.® 

El Gobierno, en cuyo poder se encuentren los prisione- 
ros de guerra, está encargado de sostenerlos. A falta de 
acuerdo especial entre los beligerantes, serán tratados los 
prisioneros de guerra, en cuanto al alimento, la habitación 
y el traje, bajo el mismo pie que las tropas del Gobierno 
que los haya capturado. 
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Artículo 8.* 

Los prisioneros de guerra estarán sometidos á las leyes, 
reglamentos y órdenes vigentes para el ejército del Estado 
en cuyo poder se encuentren. Todo acto de insubordinación 
aotofiza respecto de ellos las medidas de rigor necesarias. 

Incurren en penas disciplinarias los prisioneros evadidos 
que sean capturados antes de haber podido reunirse á su 
ejército ó antes de abandonar el territorio ocupado por el 
ejército captor. 

No incurren en pena alguna por la fuga anterior, los que 

caen nuevamente prisioneros después de haber logrado 

evadirse. 

Artículo 9.° 

Todo prisionero de guerra está obligado á declarar 1^ 
verdadero nombre y grado, si se los preguntan, y cuando 
ii^rinja esta regla se expone á una restricción de las ven- 
tajas concedidas á los prisioneros de guerra de su cate- 
goría. 

Artículo 10. 

Se puede poner en libertad bajo palabra á los prisioneros 
de guerra, si las leyes de su país lo consienten, y en tal 
caso quedan obligados á cumplir escrupulosamente, tanto 
' respecto de su Gobierno como del que los hizo prisioneros 
y bajo la garantía de su honor personal, los compromisos 
que hayan contraído. En el propio caso está obligado su 
Gobierno á no exigir ni aceptar de ellos servicio alguno 
contrario á la palabra empeñada. 

Artículo i i. 

No puede forzarse á un prisionero de guerra á que acepte 
la libertad bajo palabra. De la propia suerte, el Gobierno 
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enemigo no está obligado á acceder á la petición del pri- 
sionero que solicite su libertad en esa forma. 

Artículo 12. 

El prisionero de guerra libertado bajo palabra que sea 
capturado nuevamente en el servicio de las armas contra 
el Gobierno respecto del cual empeñó su honor ó contra 
los aliados del mismo, pierde el derecho de ser tratado 
como prisionero de guerra y puede ser sometido á los Tri- 
bunales. 

Artículo 13. 

Los individuos que siguen á un ejército sin formar parte 
directa del mismo, como los corresponsales y reporters de 
periódicos, los vendedores y los proveedores, que caigan 
en poder del enemigo y que éste juzgue útil retener, ten- 
drán derecho al trato de prisioneros de guerra siempre 
que estén provistos de una credencial de la autoridad mili- 
tar del ejército que acompañen. 

Artículo 14. 

Desde el comienzo de las hostilidades se constituirá en 
cada uno de los Estados beligerantes y, cuando el caso lle- 
gue, en los países neutrales que hayan admitido belige- 
rantes en su territorio, una Oñcina de información sobre 
los prisioneros de guerra. Esta Oñcina, encargada de con- 
testar á todas las solicitudes que les conciernan, recibirá 
de los diversos servicios competentes las indicaciones ne- 
cesarias para que pueda llevar una hoja individual á cada 
prisionero de guerra. Se la tendrá al corriente de las in- 
ternaciones y ca^nbios de lugar, así como de las entradas 
en los hospitales y de los fallecimientos. 

La Oñcina de información estará encargada asimismo de 
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recoge rcentralizar, y para transmitirlos á los interesados, 
los objetos de uso personal, valores, cartas, etc., que se en- 
cuentren en los campos de batalla ó que dejen los prisio- 
neros fallecidos en los hospitales y ambulancias. 

Artículo 15. 

Las sociedades de socorros para prisioneros de guerra, 
regularmente constituidas según las leyes de su país y 
que tengan por objeto servir de intermediarias de la cari- 
xlod privada, recibirán de los beligerantes para sí y para 
sus agentes debidamente acreditados toda clase de. facili- 
dades para el cumplimiento eñcaz de su misión huma- 
nitaria, dentro de los límites trazados por las necesidades 
militares y las reglas administrativas. Los Delegados de 
dichas sociedades podrán ser admitidos á la distribución 
de socorros en los lugares de internación, así como en los 
de escala de prisioneros repatriados, mediante un permiso 
personal expedido por la autoridad militar y comprometién- 
dose por escrito á someterse á todas las medidas de orden 
y policía que la misma dicte. 

Artículo 16. 

Las Oficinas de información gozarán de franquicia pos- 
tal. Las cartas, mandatos y giros, así como los bultos pos- 
tales destinados á los prisioneros de guerra ó expedidos 
por ellos, estarán libres de toda tasa postal, lo mismo' en 
los países de origen y de destino que en los intermedios. 

Los donativos y socorros en especie destinados á los pri- 
sioneros de guerra, estarán libres de derechos de aduana 
y de cualesquiera otros, y su transporte estará exento de 
flete en los ferrocarriles que explote el Estado. 
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Artículo \j. 

Los oflciales prisioneros podrán recibir, si procediere, el 
plus de sueldo que les atribuyan en esa situación los regla- 
mentos de su país, á cargo de reembolso por su Gobierno. 

Artículo i 8. 

Se dejará á los prisioneros de guerra la mayor libertad 

para el ejercicio de su religión, incluso la asistencia á las 

ceremonias de su culto, bajo la sola condición de sujetarse 

á las medidas de orden y policía dictadas por la autoridad 

militar. 

Artículo 19. 

Los testamentos de los prisioneros de guerra se otorga- 
rán ó redactarán en las mismas condiciones que para los 
militares del ejército nacional. 

Se observarán también reglas idénticas para los docu- 
mentos relativos á la prueba de las defunciones, así como 
para la inhumación de los prisioneros de guerra, teniendo 
en cuenta su grado y su rango. 

Artículo 20. 
Concluida la paz, se efectuará en el plazo más breve 
posible la repatriación de los prisioneros de guerra. 

CAPÍTULO III 
De los enfermos y heridos* 

Artículo 21. 
Las obligaciones de los beligerantes respecto de los en- 
fermos y los heridos se rigen por el Convenio de Ginebra 
de 22 de Agosto de 1864, salvo las modifícaciones de que 
pueda ser objeto. 
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SECCIÓN SEGUNDA 
De las hostilidades. 

CAPÍTULO PRIMERO 

De los medios de daflar al enemigo 
y de los sitios y lH>mbardeos« 

Artículo 22^. 

Los beligerantes no tienen una facultad ilimitada en 
ctianto á la elección de los medios de dañar al enemigo. 

Artículo 23. 

A más de las restricciones establecidas por convenios 
especiales, queda particularmente prohibido: 

a). Emplear venenos ó armas envenenadas; 

b). Matar ó herir á traición á individuos que pertenez- 
can á la nación ó al ejército enemigos; 

c). Matar ó herir á un enemigo que habiendo rendido 
las armas ó careciendo de medios de defensa, se entrega 
á discreción. 

d) Declarar que no se dará cuartel; 

e) Emplear armas, proyectiles ó substancias apropiadas 
para causar daños superfluos; 

f) Usar indebidamente el pabellón parlamentario ó el 
nacional, las insignias y el uniforme del enemigo, así como 
los. signos distintivos del Convenio de Ginebra, y 

g) Destruir ó embargar propiedades enemigas, salvo el 
caso de que la destrucción ó el embargo estén imperiosa- 
mente exigidos por las necesidades de la guerra. 
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Artículo 24. 

Se consideran como lícitas las estratagemas de guerra 
y el empleo de los medios necesarios. para obtener infor- 
mes sobre el terreno y el enemigo. 

Artículo 25. 

Queda prohibido atacar ó bombardear ciudades, pobla- 
dos, habitaciones ó edificios no defendidos. 

Artículo 26. 

El Jefe de las tropas asaltantes, antes de empezar el 
bombardeo y salvo el caso de ataque á viva fuerza, hará 
todo lo que de él dependa para prevenir á las autoridades. 

Artículo 27. 

Se tomarán en los sitios y bombardeos todas las medi> 
das necesarias para dejar á salvo, en cuanto sea posible, 
los ediñcios consagrados al culto, á las artes, á la ciencia 
y á la beneñcencia, así como los hospitales y los lugares 
en que se reúnan enfermos y heridos, á condición de que 
no se empleen simultáneamente para un fin militar. Los 
sitiados tienen el deber de designar esos ediñcios ó lugares 
por signos visibles especiales que se notificarán de ante- 
mano al sitiador. 

Artículo 28. 

Queda prohibido entregar al pillaje ni siquiera ima ciu- 
dad ó localidad tomada por asalto. 
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CAPÍTULO II 

De los espías. 

Artículo 29. 

Sólo puede considerarse como espía al individuo que, 
procediendo clandestinamente ó con pretextos falsos^ reco- 
ge ó trata de recoger informes en la zona de operaciones 
de un beligerante, con el propósito de transmitirlos al ad- 
versario. 

En consecuencia no se considerarán como espías los mi- 
litares no disfrazados que penetren en la zona de operacio- 
nes del ejército enemigo con objeto de recoger informes. 
Tampoco se considerarán como espías los militares y no 
militares encargados de transmitir despachos á su propio 
ejército ó al ejército enemigo, que realicen abiertamente su 
misión. Pertenecen á esta última clase los individuos en- 
viados en globo para transmitir despachos y, en general, 
para mantener las comunicaciones entre las diversas partes 
de un ejército ó de un territorio. 

Artículo 30. 

El espía sorprendido durante el espionaje, no podrá ser 
castigado sin un juicio previo. 

Artículo 31. 

El espía que ha vuelto al ejército á que pertenece y cae 
más tarde en poder del enemigo, será tratado como prisio- 
nero de guerra y no incurrirá en responsabilidad alguna 
por sus actos anteriores de espionaje. . 
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CAPÍTULO III 
De los parlamentarios* 

Artículo 32. 

Se considera como parlamentario al individuo autorizado 
por uno de los beligerantes á entrar en negociaciones con 
el otro que se presenta con bandera blanca. Tiene dere- 
cho á la inviolabilidad^ así como el corneta, clarín, ó tam- 
bor^ el abanderado y el intérprete que lo acompañen. 

Artículo 33. 

£1 Jefe á quien se envía un parlamentario no está obli- 
gado á recibirlo en cualquier momento. Puede tomar todas 
las medidas necesarias al objeto de impedir que el parla- 
mentario se aproveche de su misión para recoger informes. 
Caso de abuso, tiene el derecho de retener al parlamentario 

temporalmente. 

Artículo 34, 

El parlamentario pierde el derecho á la inviolabilidad si 
se prueba de un modo positivo é irrecusable que se ha 
aprovechado de su posición privilegiada para provocar ó 
realizar un acto de traición. 

CAPÍTULO IV 
De las capitulaciones* 

Artículo 35. 

Las capitulaciones convenidas entre las partes contra- 
tantes, deben tener en cuenta las reglas del honor militar. 
Una vez acordadas deben observarse escrupulosamente 
por ambas partes. 
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Del dr mist lelo. 

Artículo 36. 

£1 armisticio suspende las operaciones de guerra por 
acuerdo mutuo de los beligerantes. Si no se le ha ñjado 
duración, los beligerantes pueden reanudar en cualquier 
tiempo las operaciones, siempre que lo adviertan al ene- 
migo con la anticipación convenida, según las condiciones 

del armisticio. 

Artículo 37. 

£1 armisticio puede ser general ó local. £1 primero sus- 
pende todas las operaciones de guerra entre los £stados 
beligerantes; el segundo, únicamente entre cierta parte de 
los ejércitos y en una región determinada. 

Artículo 38. 
El armisticio debe notificarse oficialmente en tiempo 
oportuno á las autoridades correspondientes y alas tropas. 
Las hostilidades se suspenderán inmediatamente después 
de la notificación ó en el momento acordado. 

Artículo 39. 
Toca á las partes contratantes determinar en las cláusu- 
las del armisticio las relaciones que puedan mantener con 
la población y entre -sí, en el teatro de la guerra. 

Artículo 40. 
Toda violación grave del armisticio por una de las par- 
tes, confiere á la otra el derecho de denunciarlo y el de 
reanudar inmediatamente las hostilidades en caso de ur- 
gencia. 
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Artículo 41. 

La violación de las cláusulas del armisticio por particu- 
lares que procedan en virtud de su propia iniciativa, sólo 
dará derecho á reclamar el castigo de los culpables y una 
indemnización^ si procediere, por los daños causados. 

SECCIÓN TERCERA 

De la autoridad militar en el territorio 
del Estado enemigo. 

Artículo 42. 

Un territorio se considera como ocupado cuando está 
colocado de hecho bajo la autoridad del ejército enemigo. 

La ocupación no se extiende sino á los territorios en 
que dicha autoridad se encuentre establecida y en condicio- 
nes de ejercerse. 

Artículo 43, 

Como la autoridad del poder legal ha pasado de hecho á 
manos del ocupante, éste deberá tomar todas las medidas 
que de él dependan para restablecer y asegurar, en cuanto 
fuere posible, el orden y la vida pública, respetando, salvo 
impedimento absoluto, las leyes vigentes en el país. 

Artículo 44., 

Queda prohibido forzar á la población de un territorio 

ocupado á tomar parte en operaciones militares contra su 

propio país. 

Artículo 45. 

Queda prohibido obligar á la población de un territorio 
ocupado á que preste juramento á la potencia enemiga. 
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Artículo 46, 

Deben ser respetados el honor y los derechos de familia, 
la vida de los individuos y la propiedad privada^ así como 
las convicciones religiosas y el ejercicio de los cultos. 

La propiedad privada no puede ser confiscada. 

Artículo 47, 
Queda formalmente prohibido el pillaje. 

Artículo 48, 
Si el ocupante recauda en el territorio ocupado los im- 
puestos, derechos y peajes establecidos en provecho del 
Estado, lo hará, ea cuanto fuere posible, según las reglas 
de imposición y reparto vigentes y adquirirá la obligación 
de proveer á los gastos de administración del territorio ocu- 
pado en la medida en que hubiere de hacerlo el Gobierno 

legal. 

Artículo 49. 

Si el ocupante recauda otras contribuciones en efectivo 
en el territorio ocupadOjá más de las referidas en el artícu- 
lo anterior, sólo podrá hacerlo para las necesidades del 
ejército ó de la administración de dicho territorio. 

Artículo go. 
No podrá imponerse á la población pena alguna colec- 
tiva, pecuniaria ó de otra clase, en razón de hechos indivi- 
duales de que no pueda considerársela como solidariamente 

responsable. 

Artículo 51, 

No podrá percibirse contribución alguna sino en virtud 
de orden escrita de un General en Jefe y bajo su respon- 
sabilidad. 

Tomo trntrnuno |C 



226 APÉNDICES 

Se procederá en cuanto fuere posible á su recaudación 
conforme á las reglas de la imposición y reparto de las 
contribuciones existentes. De todo pago se dará recibo á 
los contribuyentes. 

Artículo 52. 

No podrán exigirse requisas en especie ó servicios á los 
municipios ó á los habitantes, sino para las necesidades del 
ejército de ocupación. Estarán en relación con los recursos 
del país y serán de tal naturaleza que no envuelvan para 
la población la obligación de tomar parte contra su patria 
en las operaciones de la guerra. 

Las requisas y servicios no se exigirán sino con autori- 
zación del Comandante de la localidad ocupada. Las en- 
tregas en especie se pagarán al contado, si fuere posible; 
de lo contrario, se harán constar por medio de recibo. 

Artículo 53. 

El ejército que ocupe un territorio no podrá incautarse 
más que del numerario, los fondos y los valores exigibles 
que pertenezcan en propiedad al Estado, de los depósitos 
de armas, medios de transporte, almacenes y provisiones y, 
en general, de toda propiedad mobiliaria del Estado, ade- 
cuada para servir á las operaciones de guerra. El material 
de los caminos de hierro, los telégrafos terrestres, los telé- 
fonos, los buques de vapor y otros barcos fuera de los ca- 
sos regidos por el derecho marítimo, así como los depósi- 
tos de armas y en general toda clase de municiones de 
guerra, aunque pertenezcan á sociedades ó particulares, son 
igualmente medios adecuados para servir á las operaciones 
de guerra, pero deben restituirse y las indemnizaciones se 
acordarán cuando llegue la paz. 
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Artículo 54. 

£1 materia] de caminos de hierro procedente de Estados 

neutrales^ que pertenezca á dichos Estados ó á sociedades 

ó particulares, les será devuelto tan pronto como sea 

posible. 

Artículo 55. 

£1 Estado ocupante se considerará como administrador 
y usufructuario de los edificios públicos, inmuebles, bos- 
ques y explotaciones agrícolas pertenecientes al Estado 
enemigo que se encuentren en el territorio ocupado. Debe- 
rá dejar á salvo el capital de dichas propiedades y admi- 
nistrarlas conforme á las reglas del usufructo. 

Artículo 56. 

Los bienes de los municipios, así como los de los esta- 
blecimientos consagrados al culto, á la caridad y la ins - 
trucción y á las artes y las ciencias, aunque pertenezcan 
al Estado, serán tratados como la propiedad privada. 

Queda prohibida y debe castigarse toda ocupación, des- 
trucción ó deterioro intencional de dichos establecimientos, 
de los monumentos históricos y de las obras de arte y de 
ciencia. 

SECCIÓN CUARTA 

De los beligerantes internados y de los heridos 
cuidados por los neutrales. 

Artículo 57. 

El Estado neutral que reciba en su territorio tropas per- 
tenecientes á los ejércitos beligerantes, las internará, si 
fuere posible, lejos del teatro de la guerra. 
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Podrá recluirlas en campamentos ó encerrarlas en forta- 
lezas ó lugares apropiados á dicho efecto. 

Decidirá si los oñciales pueden quedar en libertad baja 
palabra de no salir del territorio neutral sin autorización. 

Artículo 58. , 

A falta de convenio especial, el Estado neutral propor- 
cionará á los internados el vestido, los víveres y los soco- 
rros demandados por la humanidad. Se liquidarán cuando 
llegue la paz los gastos ocasionados por la internación. 

Artículo 59. 

El estado neutral podrá autorizar el paso por sxx territo- 
rio de heridos ó enfermos pertenecientes á los ejércitos be- 
ligerantes, bajo la condición de que los trenes que los con- 
duzcan no transporten personal ó material de guerra. En 
dicho caso debe tomar el Estado neutral las medidas de se- 
guridad y de inspección necesarias al efecto. 

Los heridos y enfermos conducidos en esas condiciones 
al territorio neutral por uno de los beligerantes y que per- 
tenezcan á la parte contraria, deben ser guardados por el 
Estado neutral de manera que no puedan participar nue- 
vamente en las operaciones de la guerra. Dicho Estado ten- 
drá los mismos deberes en cuanto á los heridos y enfermos 
del otro ejército que se le confíen. 

Artículo 6o. 

El Convenio de Ginebra se aplica á los enfermos y heri- 
dos internados en territorio neutral. 

Hasta el mes de Septiempre de 1907 habían ratificado 
este convenio las siguientes cuarenta y seis naciones: Ale- 
mania, República Argentina, Austria-Hungría, Bélgica, Bo- 
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livia, Brasil, Bulgaria, Chile, China, Colombia, Corea, Cuba, 
Dinamarca, República Dominicana, Ecuador, España, Esta- 
dos Unidos de América, Francia, Gran Bretaña, Grecia, Gua- 
temala, Haití, Honduras, Italia, Japón, Luxemburgo, Méjico, 
Montenegro, Nicaragua, Noruega, Panamá, Paraguay, Países 
Bajos, Perú, Persia, Portugal, Rumania, Rusia, Salvador, 
Servia, Siam, Suecia, Suiza, Turquía, Uruguay y Venezue- 
la. De las actuales naciones independientes del mundo, 
convocadas á estas Conferencias, sólo está pendiente la 
adhesión y ratifícación de Costa-Rica, 

DECLARACIÓN 

Los firmantes, Plenipotenciarios de las potencias repre- 
sentadas en la Conferencia internacional de la Paz de El 
Haya, debidamente autorizados á este efecto por sus Go- 
biernos, inspirándose en los sentimientos que hallaron su 
expresión en la Declaración de San Petersburgo de 29 de 
Noviembre, 11 de Diciembre de 1868, 

declaran: 

Las potencias contratantes se obligan á no emplear ba- 
las que se rompan ó aplasten fácilmente en el cuerpo hu- 
mano, como las balas de cubierta dura que no envuelva 
completamente el núcleo ó esté provista de incisiones. 

La presente Declaración no es obligatoria sino para las 
ponencias contratantes, en caso de guerra entre dos ó más 
de ellas. 

Cesará de obligar desde que una potencia no contratante 
se una á cualquiera de los beligerantes en una guerra en- 
tre potencias contratantes. 

La presente Declaración se ratificará en el plazo más 
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breve posible. Las ratificaciones se depositarán en El Haya. 
Se levantará del depósito de cada ratificación un Acta, de 
la que se remitirá una copia certificada por vía diplomática 
á cada potencia contratante. 

Las potencias no signatarias podrán adherirse á la pre- 
sente Declaración. Para ese efecto tendrán que dar á cono- 
cer su adhesión á las potencias contratantes mediante no- 
tificación escrita^ dirigida al Gobierno de los Países Bajos 
y comunicada por éste á las demás potencias contratantes. 

Si cualquiera de las altas partes contratantes denunciara 
la presente Declaración, la denuncia no surtirá efecto sino 
un año después de su notificación por escrito al Gobierno 
de los Países Bajos, comunicada inmediatamente por éste 
á las demás potencias contratantes. La denuncia no pro- 
ducirá efecto sino respecto de la potencia que la notifica. 

En fe de lo cual, los Plenipotenciarios han firmado la 
presente Declaración y le han puesto sus sellos. 

Otorgada en El Haya el 29 de Julio de 1899, en un solo 
ejemplar, que quedará depositado en los archivos del Go- 
bierno de los Países Bajos y del que se remitirán por la 
vía diplomática copias certificadas á las potencias contra- 
tantes. 

{Siguen las finnas,) 

Hasta el mes de Septiembre de 1907 habían aceptado 
esta Declaración las siguientes veintiséis naciones: Alema- 
nia, Austria-Hungría, Bélgica, Bulgaria, China, Dinamarca, 
España, Francia, Gran Bretaña, Grecia, Italia, Japón, Lu- 
xemburgo, Méjico, Montenegro, Noruega, Países Bajos, Per- 
sia, Portugal, Rumania, Rusia, Servia, Siam, Suecia, Suiza 
y Turquía. De las actuales naciones independientes convo- 
cadas á la segunda Conferencia, está pendiente la adhesión 
de estas diez y nueve: República Argentina, Bolivia, Brasil, 
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Chile, Colombia^ Costa-Rica, Cuba, República Dominicana, 
Ecuador, Estados Unidos de América, Guatemala, Haití, 
Honduras, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Salvador, Uru- 
guay y Venezuela. 

DECLARACIÓN 

Los firmantes, Plenipotenciarios de las potencias repre- 
sentadas en la Conferencia internacional de la Paz de El 
Haya, debidamente autorizados á este efecto por sus Go- 
biernos, inspirándose en los sentimientos que hallaron su 
expresión en la Declaración de San Petersburgo de 29 de 
Noviembre, 11 de Diciembre da*i868, 

declaran: 

Las potencias contratantes consienten, por un período 
de cinco años, en la prohibición de lanzar proyectiles ó ex- 
plosivos de lo alto desde globos ó por otros medios análo- 
gos nuevos. 

La presente Declaración no es obligatoria sino para las 
potencias contratantes, en caso de guerra entre dos ó más 
de ellas. 

Cesará de obligar desde que una potencia no contratan- 
te se una á cualquiera de los beligerantes en una guerra 
entre potencias contratantes. 

La presente Declaración se ratificará en el plazo más 
breve posible. Las ratificaciones se depositarán en El Haya. 
Se levantará del depósito de cada ratificación un Acta, de 
la que se remitirá por la vía diplomática una copia certifi- 
cada á cada potencia contratante. 

Las potencias no signatarias podrán adherirse á la pre- 
sente Declaración. Para ese efecto tendrán que dar á cono 
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cer su adhesión á las potencias contratantes mediante no- 
tificación escrita^ dirigida al Gobierno de los Países Bajos 
y comunicada por éste á las demás potencias contratantes. 

Si cualquiera de las altas partes contratantes denunciara 
la presente Declaración, la denuncia no surtirá efecto sino 
un año después de su notificación por escrito al Gobierno 
de los Países Bajos, comunicada inmediatamente por éste 
á las demás potencias contratantes. La denuncia no pro- 
ducirá efecto sino respecto de la potencia que la notifica. 

En fe Í6 lo cualf los Plenipotenciarios han firmado la 
presente Declaración y le han puesto sus sellos. 

Otorgada en El Haya el 29 de Julio de 1899, en un solo 
ejemplar, que quedará depositado en los archivos del Go- 
bierno de los Países Bajos y del que se remitirán por la 
vía diplomática copias certificadas á las potencias contra- 
tantes. (Siguen las firmas.) 

El plazo de vigencia de este convenio expiró el 4 de 
Septiembre de 1905. - 

DECLARACIÓN 

Los firmantes, Plenipotenciarios de las potencias repre- 
sentadas en la Conferencia internacional de la Paz de El 
Haya, debidamente autorizados á este efecto por sus Go- 
biernos, inspirándose en los sentimientos que hallaron su 
expresión en la Declaración de San Petersburgo de 29 de 
Noviembre, 11 de Diciembre de 1868, 

declaran: 

Las potencias contratantes se obligan á no emplear pro- 
yectiles que tengan por único objeto esparcir gases asfi- 
xiantes ó deletéreos. 
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La presente Declaración no es obligatoria sino para las 
potencias contratantes, en caso de guerra entre dos ó más 
de ellas. 

Cesará de obligar desde que una potencia no contratan- 
te se una á cualquiera de los beligerantes en una guerra en- 
tre potencias contratantes. 

La presente Declaración se ratificará en el plazo más bre- 
ve posible. Las ratificaciones se depositarán en El Haya. Se 
levantará de depósito de cada ratificación un Acta, de la 
que se remitirá por la vía diplomática una copia certificada 
á cada potencia contratante. 

Las potencias no signatarias podrán adherirse á la pre- 
sente Declaración. Para ese efecto tendrán que dar á cono- 
cer su adhesión á las potencias contratantes mediante no- 
tificación escrita, dirigida al Gobierno de los Países Bajos 
y comunicada por éste á las demás potencias contratantes. 

Si cualquiera de las altas partes contratantes denunciare 
la presente Declaración, la denuncia no surtirá efecto sino 
un año después de su notificación por escrito al Gobierno 
de los Países Bajos, comunicada inmediatamente por éste á 
las demás potencias contratantes. La denuncia no produci- 
rá efecto sino respecto de la potencia que la notifica. 

En fe de lo cual, los Plenipotenciarios han firmado la 
presente Declaración y le han puesto sus sellos. 

Otorgada en El Haya el 29 de Julio de 1899, en un solo 
ejemplar^ que quedará depositado en los archivos del Go- 
bierno de los Países Bajos y del que se remitirán por la vía 
diplomática copias certificadas á las potencias contratantes. 

(Siguen las firmas,) 

Hasta el mes de Septiembre de 1907, habían aceptado 
esta Declaración las siguientes veintiséis naciones: Alema- 
nia, Austria- Hungría, Bélgica, Bulgaria, China, Dinamarca, 
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España, Francia, Gran Bretaña, Grecia, Italia, Japón, Lu- 
xemburgo, Méjico, Montenegro, Noruega, Países Bajos, Per- 
sia, Portugal, Rumania, Rusia, Servia, Siam, Suecia, Suiza 
y Turquía. De las actuales naciones independientes convo- 
cadas á la segunda Conferencia, está pendiente la adhesión 
de estas diez y nueve: República Argentina, Bolivia, Bra- 
sil, Chile, Colombia, Costa-Rica, Cuba, República Domini- 
cana, Ecuador, Estados Unidos de América, Guatemala, 
Haití, Honduras, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Salvador, 
Uruguay y Venezuela. 



IV 



Acuerdos de la Conferencia internacional de la Paz 
reunida en El Haya en igoy. 

ACTA FINAL 

La segunda Conferencia internacional de la Paz, pro- 
puesta ante todo por el Señor Presidente de los Estados 
Unidos de América y convocada á invitación de S. M. el 
Emperador de todas las Rusias, por S. M. la Reina de los 
Países Bajos, se ha reunido en El Haya, en la Sala de los 
Caballeros el 15 de Junio de 1907, con la misión de dar 
nuevo desenvolvimiento á los principios humanitarios que 
sirvieron de base á la obra de la primera Conferencia 
de 1899. 

Las potencias que se enumeran á continuación han to- 
mado parte en la Conferencia, para la cual habían designa- 
do los Delegados que también se mencionan: 

{Siguen los nombres de los Estados y de sus Ddegaios 
respectivos,) 

En una serie de reuniones celebradas del 15 de Junio al 
18 de Octubre de 1907, en que los Delegados antes referí- 
dos han estado constantemente animados del deseo de realÑ 
2arj en la más amplia medida posible, los propósitos gene- 
rosos del Augusto iniciador de la Conferencia y las inten- 
ciones de BUS Gobiernos, la Conferencia ha acordado para 
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someterlo á la fírma de los Plenipotenciarios, el texto de 
los convenios y de la Declaración que á continuación se 
mencionan, agregados á la presente Acta: 

I. Convenio para el arreglo pacífico de los conflictos 
internacionales. 

II. Convenio relativo á la limitación del empleo de la 
fuerza para el cobro de las deudas contractuales. 

III. Convenio relativo á la apertura de las hostilidades. 

IV. Convenio relativo á las leyes y costumbres de la 
guerra terrestre. 

V. Convenio relativo á los derechos y deberes de las 
potencias y las personas neutrales en caso de guerra te- 
rrestre* 

VI. Convenio relativo al régimen de los buques mer- 
cantes enemigos al comienzo de las hostilidades. 

VII. Convenio relativo á la transformación de los bar- 
cos mercantes en buques de guerra. 

VIII. Convenio relativo á la colocación de minas sub- 
marinas automáticas de contacto. 

IX. Convenio relativo al bombardeo por fuerzas nava- 
les en tiempo de guerra. 

X. Convenio para la adaptación á la guerra marítima 
de los principios del Convenio de Ginebra. 

XI. Convenio relativo á ciertas restricciones al ejerci- 
cio del Derecho de captura en la guerra marítima. 

XII. Convenio relativo á la creación de un Tribunal de 
presas. 

XIII. Convenio relativo á los derechos y deberes de las 
potencias neutrales en caso de guerra marítima. 

XIV. Declaración relativa á la prohibición de lanzar 
proyectiles y explosivos desde globos. 

Estos convenios y Declaración constituirán otros tantos 
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documentos separados, llevarán la fecha de hoy y podrán 
firmarse en El Haya hasta el 30 de Junio de igo8 por los 
Plenipotenciarios de las potencias representadas en la se- 
gunda Conferencia de la Paz. 

La Conferencia, ajustándose al espíritu de mutua Intelt- 
gencia y de concesiones recíprocas que es la esencia misraa 
de sus deliberaciones, ha acordado la Declaración siguien- 
te que, reservando á cada una de las potencias representa- 
das los beneficios de su voto, permite á todas afirmar los 
principios que consideran como unánimemente aceptados: 

Ha estado unánime: 

I.® En admitir el principio del arbitraje obligatonOj y 

2.* En declarar que ciertas diferencias^ y especialmen- 
te las relativas á la interpretación y aplicación de las esti- 
pulaciones convencionales internacionales, pueden some- 
terse al arbitraje obligatorio sin ninguna restricción. 

Ha estado unánime, por último, en proclamar que si no 
ha sido posible celebrar desde ahora un convenio en tal 
sentido, las divergencias de opinión expuestas no han ex- 
cedido de los límites de una controversia jurídica y que, 
trabajando aquí juntas durante cuatro meses todas las po- 
tencias del mundo, no sólo han aprendido á comprenderse 
mejor y se han relacionado más, sino que han logrado 
poner de relieve en el curso de esta larga colaboración 
un sentimiento muy elevado del bien común de la huma- 
nidad. 

La Conferencia adoptó asimismo por unanimidad la re- 
solución siguiente: 

La segunda Conferencia de la Paz confirma el acuerdo 
adoptado por la de 1899 sobre limitación de las cargas 
militares, y visto que dichas cargas militares han aumenta- 
do considerablemente desde esa fecha en casi todos los 
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países^ declara que es altamente apetecible que los Gobier- 
nos reanuden el estudio serio de la cuestión. 

Emitió además los votos siguientes: 

I.*' La Conferencia recomienda á las potencias signata- 
rias la adopción del proyecto de convenio adjunto para el 
establecimiento de un Tribunal de justicia arbitral y su 
implantación tan pronto como se llegue á un acuerdo sobre 
la elección de jueces y la constitución de dicho Tribunal. 

2.® La Conferencia expresa el deseo de que, en caso de 
guerra, las autoridades competentes civiles y militares se 
impongan como un deber muy especial el de asegurar y 
proteger el mantenimiento de las relaciones pacíficas y es- 
pecialmente de las mercantiles é industriales entre la po- 
blación de los Estados beligerantes y los países neutrales, 

3.0 La Conferencia expresa el deseo de que las poten- 
cias regulen por convenios particulares la situación de los 
extranjeros establecidos en su territorio respecto de las car- 
gas militares. 

4.** La Conferencia expresa el deseo de que la elabora- 
ción de un Reglamento sobre leyes y costumbres de la gue- 
rra marítima figure en el programa de la próxima Confe- 
rencia y el de que en todo caso las potencias apliquen á la 
guerra en el mar los principios del convenio relativo á las 
leyes y costumbres de la terrestre. 

Por último, la Conferencia recomienda á las potencias la 
reunión de una tercera Conferencia de la Paz, que podrá 
tener lugar en un período análogo al transcurrido desde la 
Conferencia precedente, en la fecha que se fije de común 
acuerdo entre las potencias, y llama su atención sobre la 
necesidad de preparar los trabajos de dicha tercera Confe- 
rencia con la antelación suficiente para que sus delibera- 
ciones tengan la autoridad y la rapidez indispensables. 
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Para lograr ese fin estima la Conferencia que sería muy 
de desear que dos años próximamente antes de la época 
probable de la reunión, encargaran los Gobiernos á un Co- 
mité preparatorio de recibir las diversas proposiciones que 
hubieran de someterse á la Conferencia, de investigar cuáles 
son las materi as susceptibles de un acuerdo internacional 
próximo y de preparar un programa que Los Gobiernos 
acuerden con la anticipación suficiente para que pueda es- 
tudiarse en serio en cada país. Dicho Comité estaría encar- 
gado además de proponer la organización de la Conferen- 
cia y los procedimientos á que haya de ajustarse. 

En fe de lo cual, los. Plenipotenciarios han firmado la 
presente Acta y le han puesto sus sellos. 

Otorgada en El Haya el i8 de Octubre de 1907, en un 
solo ejemplar, que se depositará en los archivos del Gobier- 
no de los Países Bajos y del que se entregarán copias cer- 
tificadas á todas las potencias representadas en la Confe- 
rencia. (Siguen las firmas.) 

ANEXO AL PRIMER VOTO 

FORMULADO POR LA SEGUNDA CONFERENCIA DE LA PAZ 

Proyecto de un convenio relativo al establecimiento 
de un Tribunal de justicia arbitral. 



TÍTULO PRIMERO 
Organización de la justicia arbitral. 

Artículo primero. 
Con el fin de que progrese la causa del arbitraje con - 
vienen las potencias contratantes en organizar, sin perjui- 
cio del Tribunal permanente de arbitraje, un Tribunal de 
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justicia arbitral, de acceso libre y fácil, que reúna en su 
seno jueces que representen ios diversos sistemas jurídicos 
del mundo y pueda asegurar la continuidad de la jurispru- 
dencia arbitral. 

Artículo 2.** 

El Tribunal de justicia arbitral se compone de jueces 
propietarios y suplentes elegidos entre las personas que 
gocen de ia más alta consideración moral y reúnan las 
condiciones exigidas en sus respectivos países para el 
!)igreso en la alta magistratura ó sean jurisconsultos de 
competencia notoria en materias de Derecho interna- 
cional. 

Los jueces propietarios y suplentes del Tribunal se ele - 
giran, si fuere posible, entre los miembros del Tribunal 
permanente de arbitraje. La elección se hará dentro de los 
seis meses siguientes á la ratificación del presente con- 
venio. 

Artículo 3.*^ 

Los jueces propietarios y suplentes serán nombrados 
por un período de doce años á contar desde la fecha en 
que su nombramiento haya sido notificado al Consejo ad- 
ministrativo establecido por el convenio para el arreglo 
pacífico de los conflictos internacionales. Su mandato pue- 
de renovarse. 

En caso de fallecimiento ó dimisión de un juez propie- 
tario ó suplente, se procederá á su reemplazo de la misma 
manera establecida para su nombramiento. En tal hipó- 
tesis se hará el nombramiento por un nuevo período de 

doce años. 

Artículo 4.° 

Los jueces del Tribunal de justicia arbitral son iguales 
entre sí y ocupan su puesto según la fecha de la notifica- 
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ción del nombramiento. En caso de igualdad de fecha, co* 
rresponde la precedencia al de más edad. 

Los jueces suplentes estarán asimilados á los propieta- 
rios en el ejercicio de sus funciones. Sin embargo, ocupan 
puesto después de éstos. 

Artículo 5.° 

Los jueces, en el ejercicio de sus funciones y fuera de su 
país, gozan de los privilegios é inmunidades diplomáticas. 

Antes de tomar posesión de su cargo, así los propieta- 
rios como los suplentes, prestarán juramento ó afirmación 
solemne de ejercer sus funciones con imparcialidad y con- 
ciencia, ante el Consejo administrativo. 

Artículo 6.* 

£1 Tribunal designará anualmente tres jueces que forma- 
rán una Delegación especial, y otros tres llamados á reem- 
plazarlos en caso de impedimento. Pueden ser reelectos. 
La elección se hará por escrutinio de lista. Se considerarán 
electos los que obtengan mayor número de votos. La De- 
legación elige su Presidente y, á falta de mayoría, se de - 
signará por sorteo. 

Un miembro de la Delegación no podrá ejercer sus fun- 
ciones cuando sea parte la potencia que lo ha nombrado ó 
cuya nacionalidad tenga. 

Los miembros de la Delegación terminarán los asuntos 
que se les sometan, aun en el caso de que haya expirado 
el período de su nombramiento como jueces. 

Artículo 7.° 

Queda prohibido á un juez el ejercicio de las funciones 
judiciales en los asuntos respecto de los cuales haya con- 

Tomo sxgundq. i6 
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currido, en cualquier concepto^ á la decisión de un Tribu- 
nal nacional, de un Tribunal de arbitraje ó de una Co- 
misión de investigación ó ñgurado durante su curso como 
abogado ó consejero de alguna de las partes. 

Ningún juez podrá intervenir como agente ó como abo- 
gado ante el Tribunal de justicia arbitral ó el Tribunal 
permanente de arbitraje ó ante un Tribunal especial de ar- 
bitraje ó una Comisión de investigación, ni gestionar ante 
ellos por una de las partes, en cualquier concepto que fue- 
re, mientras ejerza el cargo. 

Artículo 8." 

El Tribunal elige su Presidente y Vicepresidente por 
mayoría absoluta de los votos emitidos. Después de dos 
escrutinios se hará la elección por mayoría relativa y, en 
caso de empate, decidirá la suerte. 

Artículo 9.° 

Los jueces del Tribunal de justicia arbitral recibirán una 
indemnización anual de seis mil florines holandeses. Esta 
indemnización será pagada al fín de cada semestre, á par- 
tir del día de la primera reunión del Tribunal. 

Durante el ejercicio de sus funciones, mientras estén en 
sesión ó en los casos especiales que el presente convenio 
prevé, recibirán la suma de cien florines diarios. Se les 
asignará además una indemnización de viaje conforme á 
los reglamentos de su país. Las disposiciones del presente 
párrafo se aplican también á los jueces suplentes que re- 
emplacen á los propietarios. 

Estas asignaciones, comprendidas entre los gastos gene- 
rales del Tribunal á que se refiere el art. 33, se pagarán 
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par conducto de la Ofícina internacional establecida por el 
convenio para el arreglo pacífico de los conflictos interna- 
cionales. 

Artículo i o. 

Los jueces no podrán recibir de su propio Gobierno ó 
del de otra potencia remuneración alguna por servicios que 
correspondan á sus deberes como miembros del Tribunal. 

Artículo i i. 

El Tribunal de justicia arbitral tiene su residencia en El 
Haya y no puede variarla, salvo el caso de fuerza mayor. 

La Delegación, con el asentimiento de las partes, puede 
elegir otro lugar para sus reuniones si lo exigieran circuns- 
tancias particulares. 

Artículo 12. 

El Consejo administrativo llenará, respecto del Tribunal 
de justicia arbitral, las mismas funciones que tiene en 
cuanto al Tribunal permanente de arbitraje. 

Artículo 13. 

La Oficina internacional sirve de escribanía al Tribunal 
de justicia arbitral y debe poner sus locales y su organiza- 
ción á disposición del mismo. Tendrá la custodia de los 
archivos y la gestión de los asuntos administrativos. 

El Secretario general de la Oficina desempeña las fun- 
ciones de escribano. 

El Tribunal designará los Secretarios adjuntos, los tra- 
ductores y los estenógrafos necesarios y les tomará jura- 
mento. 
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Artículo 14. 

£1 Tribunal se reunirá en sesión una vez al año. Su re» 
unión comenzaré el tercer miércoles de Junio y durará 
hasta que se agote la orden del día. 

£1 Tribunal no se reunirá si la Delegación estima que es 
innecesario. No obstante^ si una potencia es parte en un 
litigio pendiente ante el Tribunal y cuya instrucción esté 
terminada ó á punto de terminarse^ tiene el derecho de 
exigir la reunión. 

£n caso necesario la Delegación puede convocar á sesión 

extraordinaria. 

Artículo 15. 

La Delegación redactará cada año un informe sobre los 
trabajos del Tribunal. Dicho informe se transmitirá á las 
potencias contratantes por conducto de la Oficina interna- 
cional. Se comunicará también á los jueces propietarios y 

suplentes. 

Artículo 16. 

Los jueces propietarios y suplentes del Tribunal de jus - 
ticia arbitral pueden ser nombrados también para dichos 
cargos en el Tribunal internacipnal de presas. 



TÍTULO II 
Competencia y procedimiento. 

Artículo 17. 

El Tribunal de justicia arbitral será competente para to* 
dos los casos que se lleven ante él en virtud de una esti* 
pulación general de arbitraje ó de un acuerdo especial. 
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Artículo 18. 

La Delegación es competente: 

I.** Para resolver los casos de arbitraje á que se refiere 
el artículo precedente, si las partes están de acuerdo en 
solicitar la aplicación del procedimiento sumario estableci- 
do por el título IV, Capítulo IV del convenio sobre arre- 
glo pacífico de los conflictos internacionales, y 

2.° Para proceder á una investigación en virtud del 
título III de dicho convenio y conforme al mismo, si las 
partes de común acuerdo le confieren ese encargo. Con el 
asentimiento de las partes y por excepción á lo dispuesto 
en el primer párrafo del art. 7.^, los miembros de la Dele- 
gación que hayan tomado parte en la investigación pueden 
actuar como jueces, si el litigio se somete al arbitraje del 
Tribunal ó de la Delegación misma. 

Artículo 19. 

La Delegación será además competente para acordar el 
compromiso á que se refiere el art. 52 del convenio sobre 
arreglo pacífico de los conflictos internacionales, si las par- 
tes convienen en someterse al Tribunal. 

Será asimismo competente, aunque la petición se haga 
por una sola de las partes, después de haberse intentado 
el acuerdo inútilmente. por la vía diplomática, cuando se 
trate: 

I.*' De diferencias que correspondan á un tratado de 
arbitraje general concertado ó renovado después de regir 
este convenio, que prevea para cada diferencia un compro- 
miso y no excluya para redactarlo explícita ó implícita- 
mente la competencia de la Delegación. Sin embargo, no 
procederá acudir al Tribunal si la otra parte declara que, 
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en su opinión, la diferencia no corresponde á la categoría 
de las que deben someterse á arbitraje obligatorio, salvo 
que el tratado de arbitraje conñera al Tribunal arbitral la 
facultad de decidir esta cuestión previa, y 

2.*^ De una diferencia que proceda de deudas contrac- 
tuales reclamadas á una potencia por otra á nombre de sus 
nacionales y para la solución de la cual se haya aceptado 
una oferta de arbitraje. Esta disposición no será aplicable 
si la aceptación se ha subordinado á la condición de que 
el compromiso se otorgue de otra manera. 

Artículo 20. 

Cada parte tiene el derecho de designar un juez del Tri- 
bunal para que tome parte con voto en el examen del asun- 
to sometido á la Delegación. 

Si la Delegación funcionare en concepto de Comisión in- 
vestigadora, dicho encargo podrá confiarse á personas que 
no sean jueces del Tribunal. Los gastos de traslación y la 
retribución de dichas personas se fijarán y abonarán por 
las potencias que las nombren. 

Artículo 21. 

£1 acceso al Tribunal de justicia arbitral establecido por 

el presente convenio sólo estará abierto á las potencias con- 

trataiites. 

Artículo 22. ' 

El Tribunal de justicia arbitral se ajustará á las reglas 
procesales establecidas por el convenio para el arreglo pa- 
cífico de los conflictos internacionales, salvo lo que en el 

presente se ordena. 

Artículo 23. 

El Tribunal decidirá del idioma que haya de usar y de 
aquellos cuyo empleo esté autorizado ante el mismo. 
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Artículo 24. 

ira Oficina internacional servirá de intermediario para 
todas las comunicaciones que hayan de hacerse á los jue- 
ces durante la instrucción á que se refiere el párrafo 2.° del 
art 63 del convenio sobre arreglo pacífico de los conflictos 

internacionales. 

Artículo 25. 

Para todas las notificaciones que hayan de hacerse, espe- 
cialmente á las partes, á los testigos y á los peritos, podrá 
el Tribunal dirigirse directamente al Gobierno de la potencia 
en cuyo territorio deban efectuarse. Se aplicará la misma 
regla para la práctica de cualquier medio de prueba. 

Dicha solicitud no podrá rehusarse sino en el caso de 
que la potencia requerida la estime de tal naturaleza que 
afecte á su soberanía ó seguridad. Si le da curso, la cuenta 
de gastos no comprenderá más que los desembolsos real - 
menté efectuados para su ejecución. 

£1 Tribunal estará igualmente facultado para valerse de 
la mediación de la potencia en cuyo territorio actúe. 

Las notificaciones á las partes en el lugar en que el Tri- 
bunal resida, pueden efectuarse por la Oficina interna- 
cional. 

Artículo 26. 

Los debates serán dirigidos por el Presidente ó el Vice- 
presidente y, en caso de ausencia ó impedimento de ambos, 
por el más antiguo de los jueces presentes. 

El juez nombrado por alguna de las partes no podrá ac- 
tuar como Presidente. 

Artículo 27. 
Las deliberaciones del Tribunal se efectuarán á puerta 
cerrada y serán secretas. 
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Las decisiones se tomarán por mayoría de jueces presen- 
tes. Si el número fuese par y hubiere empate, no se contará 
el voto del último juez según el orden de precedencia fijado 
en el párrafo i.° del art. 4.** 

Artículo 28. 

Las resoluciones del Tribunal serán motivadas. Mencio- 
narán los nombres de los jueces que han tomado parte en 
ellas y las firmarán el Presidente y el Escribano. 

Artículo 29. 

Cada parte soportará sus propios gastos y en proporción 
igual los gastos especiales del litigio. 

Artículo 30. 

Serán aplicables por analogía al procedimiento ante la 
Delegación las disposiciones de los artículos 21 á 29. 

Cuando sólo una de las partes haya usado del derecho 
de agregar un miembro á la Delegación, no se contará el 
voto de este último en caso de empate. 

Artículo 31. 

Las potencias contratantes sufragarán los gastos genera- 
les del Tribunal. 

£1 Consejo administrativo se dirigirá á las potencias 

para obtener los fondos necesarios al funcionamiento de 

aquél. 

Artículo 32. 

El Tribunal redactará su reglamento de orden interior y 
lo comunicará á las potencias contratantes. 

Se reunirá tan pronto como sea posible, después de ra- 
tificado el presente convenio, para formular dicho regla- 
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mentó, elegir Presidente y Vicepresidente y designar los 
miembros de la Delegación. 

Artículo 33. 

£1 Tribunal puede proponer reformas á las disposiciones 
del presente convenio que se reñeran al procedimiento. Sus 
proposiciones se comunicarán por el Gobierno de los Paí* 
ses Bajos á las potencias contratantes, las cuales acordarán 
lo que crean oportuno. 



TÍTULO lU 
Disposiciones finales. 

Articulo 34. 

El presente convenio se ratificará en el plazo más breve 

posible. 

Las ratificaciones se depositarán en El Haya, 

Del depósito de cada ratificación se levantará un Acta, 

enviándose por la vía diplomática copia certificada de la 

misma á todas las potencias signatarias. 

Artículo 35. 

El convenio entrará en vigor á los seis meses de su raí i* 
ficación. 

Durará doce años y se renovará tácitamente de doce en 
doce, salvo denuncia. 

La denuncia deberá notificarse dos años por lo menos 
antes de expirar cada período al Gobierno de los Países 
Bajos, el cual la pondrá en conocimiento de las demás po- 
tencias. 
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La denuncia no surtirá efecto sino respecto de la poten- 
cia que la notiñque. £1 convenio continuará rigiendo para 
las relaciones entre las demás potencias. 



Convenio para el arreglo pacifico de los conflictos 
internacionales. 



S. M. el Emperador de Alemania, Rey de Prusia; el Pre- 
sidente de los Estados Unidos de América; etc., etc. {Sigue 
la enumeración de los demás Jefes de Estado contratantes.) 

Animados de la firme voluntad de concurrir al manteni- 
miento de la paz general; 

Resueltos á favorecer con todas sus fuerzas el arreglo 
amistoso de los conflictos internacionales; 

Reconociendo la solidaridad que une á los miembros de 
la sociedad de las naciones civilizadas; 

Queriendo extender el imperio del derecho y fortificar 
el sentimiento de la justi cia internacional; 

Convencidos de que la institución permanente de una 
jurisdicción arbitral accesible á todos, en el seno de las po- 
tencias independientes, puede contribuir eficazmente á ese 
resultado; 

Considerando las ventajas de una organización general 
y regulada de los procedimientos arbitrales; 

Estimando, con el Augusto iniciador de la Conferencia in- 
ternacional de la Paz, que importa consagrar en un acuer- 
do internacional los principios de equidad y de derecho en 
que descansan la seguridad de los Estados y el bienestar 
de los pueblos; 

Deseando, con ese fin, asegurar mejor el funcionamiento 
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práctico de las Comisiones de investigación y de los Tribu- 
nales de arbitraje y facilitar el acceso á la justicia arbitral 
cuando se trate de litigios que requieren por su naturaleza 
un procedimiento sumario; 

Han creído necesario revisar en algunos puntos y com- 
pletar la obra de la primera Conferencia de la Paz, para 
el arreglo pacífico de los conflictos internacionales; 

Han resuelto las altas partes contratantes celebrar un 
nuevo convenio para ese fin y han nombrado por sus Ple- 
nipotenciarios, á saber: 

{Siguen los nombres de los Plenipotenciarios.) 

Los cuales, después de haber depositado sus plenos po- 
deres, hallados en buena y debida forma, han convenido lo 
que sigue: 

TÍTULO. PRIMERO 
Del mantenimiento de la paz general. 

Artículo primero. 
A fin de prevenir dentro de lo posible que se acuda á 
la fuerza en las relaciones entre los Estados, las potencias 
contratantes convienen en emplear todos sus esfuerzos 
para segurar el arreglo pacífico de las diferencias interna- 
cionales. 

TÍTULO II 
De los buenos oficios y de la mediación. 

Artículo 2.** 
En caso de disentimiento grave ó de conflicto, las poten- 
cias contratantes convienen en recurrir, antes de apelar á 
las armas y en cuanto las circunstancias lo permitan, á los 
buenos oficios ó á la mediación de una ó varias potencias 
amigas. 
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Artículo 3.® 

Independientemente de eso, las potencias contratantes 
juzgan útil y apetecible que una ó varias potencias extra- 
ñas al conflicto ofrezcan por su propia iniciativa, y en tan- 
to que las circunstancias se presten á ello, sus buenos ofi- 
cios ó su mediación á los Estados en conflicto. 

£1 derecho de ofrecer los buenos oficios ó la mediación 
compete á las potencias extrañas al conflicto, aun durante 
las hostilidades. 

£1 ejercicio de ese derecho no puede considerarse jamás 

por una ü otra de las partes que contiendan como un acto 

poco amistoso. 

Artículo 4.** 

La misión del mediador consiste en conciliar las preten- 
siones opuestas y borrar los resentimientos que puedan ha- 
ber surgido entre los £stados en conflicto. 

Artículo 5.** 
Las funciones del mediador cesan desde el momento en 
que se hace constar, bien por una de las partes que con- 
.tienden, bien por el mediador mismo, que no se aceptan las 
fórmulas de conciliación que haya propuesto. 

Artículo 6.® 
Los buenos oficios y la mediación, ya por solicitud de 
las partes que contienden, ya por iniciativa de poten- 
cias extrañas al conflicto, tienen exclusivamente el carác- 
ter de consejo y carecen siempre de fuerza obligatoria. 

Artículo 7." 
La aceptación de la mediación no puede tener por efec- 
to, salvo convenio en contrario, interrumpir, retardar ó es- 



APÉNDICES 253 

torbar la movilización y las demás medidas preparatorias 
de la guerra. 

Si surge después de la ruptura de las hostilidades no in- 
terrumpe, salvo convenio en Contrario, las operacíoass mi- 
litares. 

Artículo 8.® 

Las potencias contratantes están de acuerdo en reco- 
mendar el empleo, cuando las circunstancias lo permitan, 
de una mediación especial bajo la forma siguiente. 

En caso de diferencias graves que comprometan la paz, 
los Estados en conflicto elegirán respectivamente una po- 
tencia á la que cada uno conferirá la misión de entrar en 
relaciones directas con la potencia elegida por el otro, á ñn 
de prevenir la ruptura de las relaciones pacíficas. 

Mientras dura ese mandato, cuyo término, salvo estipu- 
lación en contrario, no puede exceder de treinta días, los 
Estados interesados suspenderán toda relación directa res- 
pecto del conflicto, que se considerará deferido exclusiva- 
mente á las potencias mediadoras. Estas deben consagrar 
todos sus esfuerzos á arreglar la dificultad. 

Caso de ruptura efectiva de las relaciones pacíficas, esas 
potencias quedan encargadas de aprovechar toda ocasión 
para el restablecimiento de la paz. 

TÍTULO III 
De las Comisiones internacionales de investigación. 

Artículo 9." 
En los litigios de orden internacional que no compro- 
metan el honor y los intereses esenciales y que procedan 
de una divergencia de apreciación sobre puntos de hecho. 
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las potencias contratantes juzgan útil y apetecible que las 
partes que no hayan podido ponerse de acuerdo por la vía 
diplomática constituyan, en tanto que las circunstancias lo 
permitan, una Comisión internacional de investigación, en- 
cargada de facilitar la solución de esos litigios dilucidando, 
mediante un examen imparcial y concienzudo, las cuestio- 
nes de hecho. 

Artículo io. 

Las Comisiones internacionales de investigación se cons- 
tituyen por acuerdo especial entre las partes que con- 
tienden. 

El convenio de investigación precisa los hechos que han 
de examinarse y determina el modo y el plazo de constitu- 
ción de la Comisión y la extensión de las facultades de los 
Comisarios. 

Determina igualmente, si procediere, la residencia de la 
Comisión y la facultad de cambiarla, el idioma que la Co- 
misión ha de usar y aquellos cuyo empleo se autorice ante 
ella, así como la fecha en que cada parte deba formular su 
exposición de los hechos, y, en general, todas las condi- 
ciones que las partes hayan acordado. 

Si las partes creen necesario nombrar asesores, el con- 
venio de investigación determinará la manera de designar- 
los y la extensión de sus facultades. 

Artículo i i. 

Si el con venio de investigación no hubiere designado la 
residencia de la Comisión, ésta actuará en El Haya. 

Una vez fijada la residencia, sólo podrá cambiarla la 
Comisión con el asentimiento de las partes. 

Si el convenio de investigación no determina losjdio- 
mas que hayan de emplearse, lo decidirá la Comisión. 
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Artículo 12. 

Salvo estipulación en contrario, se constituirán las Co- 
misiones de investigación de la manera prescrita en los ar- 
tículos 45 y 57 del presente convenio. 

Artículo 13. 

En caso de fallecimiento, dimisión ó impedimento por 
cualquier causa de uno de los Comisarios ó eventualmente 
de alguno de los asesores, se procederá á su reemplazo de 
la manera establecida para el nombramiento. 

Artículo 14. 

Las partes tienen el derecho de nombrar agentes espe- 
ciales ante la Comisión investigadora, con la misión de re- 
presentarlas y servirles de intermediarios. 

Están autorizadas igualmente para encargar á conseje- 
ros ó á abogados nombrados por ellas de exponer y soste- 
ner sus intereses ante la Comisión. 

Artículo 15. 

La Oficina internacional del Tribunal permanente de ar- 
bitraje sirve de escribanía á las Comisiones que actúen en 
El Haya y pondrá sus locales y su organización á disposi* 
ción de las potencias contratantes para que la Comisión 
investigadora funcione. 

Artículo 16: 

Si la Comisión actúa fuera de El Haya, nombrará un 
Secretario general, cuya Oficina le servirá de escribanía. 

La escribanía queda encargada, bajo la autoridad del 
Presidente, de la organización material de las sesiones de 
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la Comisión, la redacción de las actas y, mientras dure la 
investigación, la guarda de los archivos, que serán entre - 
gados después á la Ofícina internacional de £1 Haya. 

Artículo 17. 

Para facilitar la institución y el funcionamiento de las 
Comisiones investigadoras^ recomiendan las potencias con- 
tratantes las reglas siguientes, que se aplicarán á los pro- 
cedimientos de investigación si las partes no adoptan 

otras. 

Artículo 18. 

La Comisión regulará los detalles del procedimiento no 
previstos en el convenio especial de investigación ó en el 
presente, y procederá á llenar todas las formalidades que 
requiera la práctica de la prueba. 

Artículo 19. 

La investigación se llevará á cabo contradictoria- 
mente. 

En las fechas preestablecidas comunicará cada parte ala 
Comisión y al colitigante su exposición de los hechos, si 
procediere, y, en todo caso, los antecedentes, pruebas y 
documentos que juzgue útiles al descubrimiento de la ver- 
dad, así como la lista de los testigos y peritos cuyo exa- 
men desee. 

Artículo 20. 

La Comisión estará facultada para trasladarse temporal- 
mente, con el asentimiento de las partes, á los lugares en 
que crea útil acudir á ese medio de información, ó podrá 
delegar al efecto en uno ó varios de sus miembros. Deberá 
obtenerse la autorización del Estado en cuyo territorio se 
haya de proceder á dicha información. 
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Las comprobaciones materiales y la inspección ocular 
deben efectuarse en presencia de los agentes ó coriáejeros 
de las partes ó previa su convocación en forma. 

Artículo 22. 

La Comisión tendrá el derecho de solicitar de cualquie- 
ra de las partes las explicaciones ó informes que crea 

útiles. 

Artículo 23. 

Las partes se obligan á proporcionar á la Comisión in- 
vestigadora, con la mayor amplitud que estimen posible ^ 
los medio y las facilidades necesarias para el conocimien- 
to completo y la apreciación exacta de los hechos discu- 
tidos. 

Se obligan también á usar de los medios de que dispon- 
gan conforme á su legislación interior para asegurar la 
comparecencia de los testigos ó peritos que se encuentren 
en su territorio y que la Comisión cite. 

Si no pudieren comparecer ante la Comisión, harán que 
sean examinados por las autoridades competentes. 

Artículo 24. 

La Comisión se dirigirá directamente al Gobierno de una 
tercera potencia contratante para las notificaciones que 
hayan de hacerse en el territorio de esta última. Lo mismo 
sucederá cuando se trate de practicar allí cualquiera dili- 
gencia de prueba. 

Las solicitudes que á este efecto se dirijan se ejecutarán 
con arreglo á los medios de que disponga la potencia re- 
querida según su legislación interior. Sólo podrán rehusar- 

TOMO SEGUNDO. 1 7 
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se cuando dicha potencia estime que afectan por su natu- 
raleza á su soberanía ó á su seguridad. 

La Comisión estará igualmente facultada para acudir en 
todo caso á la mediación de la potencia en cuyo territorio 

actúe. 

Artículo 25. 

Los testigos y peritos serán convocados por la Comisión 
á petición de parte ó de oficio y, en todo caso, por con- 
ducto del Gobierno del Estado en cuyo territorio se en- 
cuentren. ^ 

Los testigos serán examinados sucesiva y separadamen- 
te, en presencia de los agentes y consejeros y por el orden 
que fije la Comisión. 

Artículo 26. 

El Presidente interrogará á los testigos. 

Sin embargo, los miembros de la Comisión pueden ha- 
cer á cada testigo las preguntas que crean convenientes 
para aclarar ó completar su declaración ó para informarse 
de todo lo que concierna al testigo en los límites necesa-~ 
rios á la manifestación de la verdad. 

Los agentes y consejeros de las partes no pueden inte- 
rrumpir al testigo ni dirigirle interpelación alguna directa, 
pero sí solicitar del Presidente que haga al testigo las pre- 
guntas complementarias que crean útiles. 

Artículo 27. 

El testigo debe declarar sin que se le permita leer pro- 
yecto alguno de contestación. Sin embargo, el Presidente 
puede autorizarlo para que se sirva de notas ó documentos, 
si la naturaleza de los hechos declarados requiere su em- 
pleo. 
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Artículo 28. 

Se consignará en Acta inmediatamente la declaración del 
testigo, y le será leída. El testigo puede hacer los cambios 
y adiciones que estime oportunos y que se consignarán á 
continuación. Después de leerse al testigo el conjunto de su 
declaración, se le pedirá que la firme. 

Artículo 29. 

Los agentes estarán autorizados á presentar por escrito 
á la Comisión y á la otra parte las manifestaciones, alega- 
ciones 6 resúmenes de hechos que juzguen útiles para el 
descubrimiento de la verdad. 

Artículo 30. 

Las deliberaciones de la Comisión se efectuarán á puer- 
ta cerrada y se conservarán secretas. 

Las decisiones se tomarán por mayoría de los miembros 
de la Comisión. 

La negativa de algún miembro á votar se hará constar 

en Acta. 

Artículo 31. 

Las sesiones de la Comisión no serán públicas ni se pu- 
blicarán las Actas y documentos de la información, sino en 
virtud de un acuerdo de la Comisión, tomado con asenti- 
miento de las partes. 

Artículo 32. 

Cuando las partes hayan presentado sus alegaciones y 
pruebas y hayan sido interrogados todos los testigos, de- 
clarará el Presidente conclusa la investigación y la Comi- 
sión se reunirá para deliberar y redactar su informe. 
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Artículo 33. 

El informe será ürmado por todos los miembros de la 
Comisión. Si alguno de los miembros no quisiere firmar, se 
hará constar el hecho, y el informe será, no obstante, válido. 

Artículo 34. 

£1 informe de la Comisión se leerá en sesión pública es- 
tando presentes ó debidamente convocados los agentes y 
consejeros de las partes. Se entregará á cada parte un 
ejemplar del informe. 

Artículo 35. 

£1 informe de la Comisión^ limitado á hacer constar los 
hechos, no tiene en manera alguna el carácter de una sen- 
tencia arbitral. Deja á las partes en entera libertad respecto 
á lo que han de hacer después de dicho informe. 

Artículo 36. 
Cada parte soportará sus propios gastos y una parte 
igual de los gastos de la Comisión. 



TÍTULO IV 
Del arbitraje internacional. 

CAPÍTULO PRIMERO 
De la fustieia arbitral. 

Artículo 37. 
£1 arbitraje internacional tiene por objeto la solución de 
las cuestiones entre los Estados, por jueces de su elección 
y bajo la base del respeto del derecho. 
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El hecho de acudir al arbitraje implica el compromiso de 
someterse de buena fe á ía sentencia. 

Artículo 38. 

En las cuestiones de orden jurídico, y en primer término 
en las de interpretación ó aplicación de convenios interna- 
cionales, reconocen las potencias signatarias que el arbitraje 
es el medio más cfícazy al mismo tiempo el más equitativo 
de decidir las contiendas que no hayan podido resolverse 
por la vía diplomática. 

Es de desear, por lo tanto, que en los litigios antes men- 
cionados, acudan las potencias contratantes al arbitraje 
cuando llegue el caso, si las circunstancias lo pern^iten. 

Artículo 39. 
El convenio de arbitraje puede celebrarse para cuestio- 
nes ya surgidas ó para diñcultades futuras. 

Cabe referirlo á todos los litigios ó solamente á los de 

determinada clase. 

Artículo 40. 

Independientemente de los tratados generales ó particu- 
lares que estipulen en la actualidad la obligación de las 
potencias contratantes de acudir al arbitraje, se reservan 
celebrar dichas potencias acuerdos nuevos generales ó par- 
ticulares, con el fin de extender el arbitraje obligatorio á 
todos los casos que estimen posible someterle. 

CAPÍTULO II 
Del Tribunal permanente de arbitraje. 

Artículo 41. 
Con el fin de facilitar que se acuda inmediatamente al 
arbitraje, para las diñcultades internacionales que no hayan 
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podido resolverse por la vía diplomática, se obligan las 
potencias contratantes á jnantener, tal como fué estableci- 
do por la primera Conferencia de la Paz, el Tribunal per- 
manente de arbitraje, accesible en cualquier momento, que 
funcionará, salvo pacto en contrario de las partes, con- 
forme á las reglas procesales insertas en el presente con* 
venio. 

Artículo 42. 

£1 Tribunal permanente será competente para todos los 
casos de arbitraje, á no ser que las partes se pongan de 
acuerdo para constituir una jurisdicción especial. 

Artículo 43. 

El Tribunal permanente tiene su residencia en El Haya. 

Le sirve de escribanía una Oñcina internacional, que será 
la intermediaria para las comunicaciones relativas á su re- 
unión y tendrá la custodia de los archivos y la gestión 4e 
todos los asuntos administrativos. 

Las potencias contratantes se obligan á transmitir á la 
Oficina, tan pronto como sea posible, una copia certificada 
de todo pacto de arbitraje quCv^medie entre ellas y de toda 
sentencia arbitral que las concierna, dictada por jurisdic- 
ciones especiales. 

Se obligan asimismo á comunicar á la Oficina las leyes, 
reglamentos y documentos que acrediten en su caso la eje- 
cución de sentencias dictadas por el Tribunal. 

Artículo 44. 

Cada potencia contratante designará cuatro personas 
como máximun, de competencia reconocida en las cuestio- 
nes de Derecho internacional, que gocen de la considera- 
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ción moral más alta y estén dispuestas á aceptar las fun- 
ciones de arbitro. 

Las personas designadas serán inscritas, á título de 
miembros del Tribunal^ en una lista que se comunicará á 
todas las potencias contratantes por medio de la Oficina. 

Cualquiera modificación de la lista de arbitros se pondrá 
por la Oficina en conocimiento de las potencias contratantes. 

Dos ó más potencias pueden entenderse para la designa- 
ción en común de uno ó varios miembros. La misma per- 
sona puede ser designada por varias potencias. 

Los miembros del Tribunal se nombran por un período 
de seis años. Su mandato puede renovarse. En caso de fa- 
llecimiento ó cese de un miembro del Tribunal, se proce- 
derá á su reemplazo de la misma manera establecida para 
el nombr^imiento y por un nuevo período de seis años. 

Artículo 45. 

Cuando las potencias contratantes quieran dirigirse al 
Tribunal permanente para que resuelva una diferencia surgi- 
da entre ellos, la elección de los arbitros que hayan de cons- 
tituir al efecto el Tribunal competente debe hacerse dentro 
de la lista general de miembros del Tribunal. 

En defecto de la constitución del Tribunal arbitral por 
acuerdo de las partes, se procederá del modo siguiente: 

Cada parte nombra dos arbitros, de los que sólo uno po- 
drá ser su nacional ó elegido entre los que haya designado 
para miembros del Tribunal permanente. Dichos arbitros 
eligen juntos el quinto. Si hay empate se confía esta elec- 
ción á una tercera potencia, designada de acuerdo por las 
partes. Caso de desacuerdo, cada parte designa una poten- 
cia diferente, y la elección del quinto se hace por las poten- 
cias designadas. , 
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Si esas dos potencias no logran ponerse de acuerdo en 
el plazo de dos meses, cada una presenta dos candidatos 
tomados de la lista de miembros del Tribunal permanente, 
fuera de los designados por las partes y de los nacionales 
de cualquiera de ellas. La suerte determinará cuál de los 
candidatos será nombrado. 

Artículo 46. 

Una vez constituido el Tribunal, las partes notifican á la 
Oñcina su propósito de dirigirse á aquél, el texto del com- 
promiso y los nombres de los arbitros. La Ofícina confu- 
nicará sin demora á cada arbitro el compromiso y los nom- 
bres de los demás miembros del Tribunal. 

£1 Tribunal se reunirá en la fecha ñjada por las partes. 
La Ofícina cuidará de su instalación. 

Los miembros del Tribunal gozarán de los privilegios é 

inmunidades diplomáticas en el ejercicio de sus funciones 

y fuera de su país. 

Artículo 47, 

La Oñcina queda autorizada á poner su local y su orga- 
nización á la disposición de las potencias contratantes para 
el funcionamiento de cualquiera jurisdicción especial de 
arbitraje. 

La jurisdicción del Tribunal permanente puede extender- 
se, en las condiciones que los Reglamentos prescriban, álos 
litigios que surjan entre potencias no contratantes ó entre 
las contratantes y las que no lo sean, si las partes convie- 
nen en recurrir á dicha jurisdicción. 

Artículo 48. 
Las potencias contratantes, en el caso de que amenace 
surgir algún conflicto agudo entre dos ó más Estados de 
ellas, consideran como un deber recordarles que el Tribu- 
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nal permanente les está abierto. Declaran, en consecuencia^ 
que el hecho de recordar á las partes contendientes las dis 
posiciones del presente convenio y el consejo dado^ en in- 
terés de la paz, de dirigirse al Tribunal permanente, no 
pueden considerarse sino como actos de buenos oficios. 

En caso de conflicto entre dos potencias, cualquiera de 
' ellas podrá dirigir en cualquier tiempo á la Oficina inter- 
nacional una nota que contenga la declaración de estar dis- 
puesta á someter la diferencia á un arbitraje. La Oficina 
debe poner inmediatamente la declaración en conocí miento 
de la otra potencia. 

Artículo 49. 

El Consejo administrativo permanente, compuesto de los 
representantes diplomáticos de las potencias contratantes 
acreditados en El Haya y del Ministro de Negocios extran- 
jeros de los Países Bajos que desempeñará las funciones de 
Presidente, tiene la dirección y la inspección de la nficina 
internacional. 

El Consejo acuerda su Reglamento interior, así como los 
demás que fueren necesarios. Decidirá todas las cucstio- 
nes administrativas que pueden surgir sobre el funciona- 
miento del Tribunal. Tendrá plenos poderes para el nom- 
bramiento, la suspensión ó la destitución de los funciona- 
rios y empleados de la Oficina. Fijará los sueldos y salarios 
é intervendrá en los gastos generales. 

Bastará la presencia de nueve miembros en las reuniones 
debidamente convocadas para que el Consejo pueda delibe- 
rar válidamente. Las resoluciones se tomarán por mayoría 
de votos. 

El Consejo comunicará sin demora á las potencias con- 
tratantes los reglamentos que adopte. Les presentará cada 
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año un informe sobre los trabajos del Tribunal, el funcio- 
namiento de los servicios administrativos y los gastos. El 
informe llevará igualmente un resumen del contenido esen- 
cial de los documentos transmitidos, á la Oñcina por las 
potencias en virtud de los párrafos 3.° y 4.° del art. 43. 

Artículo 50. 

Los gastos de la Oñcina se sufragarán por las potencias 
contratantes en la proporción establecida para la Oficina 
internacional de la Unión postal universal. 

Los gastos á cargo de las potencias adherentes se conta- 
rán desde la fecha en que surta efecto su adhesión. 

CAPÍTULO III 
Del procedimiento arbitral. 

Artículo 51, 

Con objeto de favorecer el desenvolvimiento del arbitraje 
han acordado las potencias contratantes las reglas siguien- 
tes, que serán aplicables al procedimiento arbitral, salvo 
que las partes hayan convenido otras. 

Artículo 52. 

Las potencias que recurran al arbitraje firmarán un com- 
promiso en que se determine el objeto del litigio, el plazo 
para el nombramiento de los arbitros, la forma, el orden y 
los términos en que debe efectuarse la comunicación pre- 
vista por el art. 6^ y el importe de la suma que cada parte 
depositará como adelanto para gastos. 

El compromiso determinará igualmente, si procediere, la 
manera de nombrar los arbitros, las facultades especiales 
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eventuales del Tribunal, su residencie, el idioma que usará 
y aquellos cuyo empleo se autorice ante él y, en general, 
todas las condiciones que las partes hayan acordado. 

Artículo 53. 

El Tribunal permanente será competente para acordar el 
compromiso si las partes convienen en sometérselo. 

Será asimismo competente para dicho objeto, aunque la 
petición se haga por una sola de las partes, después de ha- 
berse intentado un acuerdo inútilmente por la vía diplomá- 
tica^ cuando se trate: 

I .* De diferencias que correspondan á un tratado de ar- 
bitraje general concertado ó renovado después de regir este 
convenio, que prevea para cada diferencia un compromiso 
y no excluya para redactarlo explícita ó implícitamente la 
competencia del Tribunal. Sin embargo, no procederá acu- 
dir al Tribunal si la otra parte declara que, en su opinión, 
la diferencia no corresponde á la categoría de las que deben 
someterse á un arbitraje obligatorio, salvo que el tratado 
de arbitraje confiera al Tribunal arbitral la facultad de de- 
cidir esta cuestión previa, y 

2.° De una diferencia que proceda de deudas contrac- 
tuales reclamadas á una potencia por otra en nombre de 
sus nacionales y para la solución de la cual se haya acep- 
tado una oferta de arbitraje. Esta disposición no será apli- 
cable si la aceptación se ha subordinado á la condición de 
que el compromiso se otorgue de otra manera. 

Artículo 54. 

En los casos que prevé el artículo precedente se acor- 
dará el compromiso por una comisión de cinco miembros, 
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designados de la manera prevista en los párrafos 3.® á 6.** 
del art. 45. 

El quinto miembro será Presidente del Tribunal por su 
propio derecho. 

Artículo 55. "^ 

Las funciones arbitrales pueden conferirse á un solo ar- 
bitro ó á varios, designados por las partes á su voluntad ó 
elegidos por ellas entre los miembros del Tribunal perma- 
nente de arbitraje establecido por el presente convenio. 

En defecto de constitución del Tribunal por acuerdo de 
as partes, se procederá de la manera que indican los pá- 
rrafos 3.° á 6." del art. 45. 

Artículo 56. 

Cuando se elige como arbitro á un Soberano ó Jefe de 
Estado, fija éste el procedimiento arbitral. 

Artículo 57. 

El quinto arbitro es de derecho Presidente del Tribunal. 
Cuando el Tribunal no tiene número impar de arbitros, 
nombra su Presidente. 

Artículo 58. 

Si el compromiso se redacta por una Comisión, según lo 
establecido en el art. 54, salvo estipulación contraria, la 
Comisión misma constituirá el Tribunal de arbitraje. 

Artículo 59. 

En caso de fallecimiento, dimisión ó impedimento por 
cualquier causa de alguno de los arbitros, será reemplazado 
en la misma forma establecida para su nombramiento. 
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Artículo 6o. 

A falta de designación de lugar por las partes, el Tribu- 
nal se constituirá en El Haya. No podrá residir en el teiri- 
torio de una tercera potencia sin su consentimiento. Una 
vez ñjada la residencia, sólo podrá cambiarla el Tribuna) 
con el asentimiento de las partes. 

Artículo 6í. 

Si el compromiso no determina los idiomas que hayan 
de emplearse, lo decidirá el Tribunal. 

Artículo 62. 

Las partes tienen el derecho de nombrar agentes especia- 
les ante el Tribunal con la misión de servirles de interme- 
diarios. Están además autorizadas para encargar de la de- 
fensa de sus derechos é intereses ante el Tribunal, á con- 
sejeros ó abogados nombrados por ellas. 

Los miembros del Tribunal permanente no pueden ejer- 
cer las funciones de agentes, consejeros ó abogados sino 
en favor de la potencia que los haya nombrado miembros 

del Tribunal. 

Artículo 63. 

El procedimiento arbitral comprende en tesis general 
dos períodos distintos: la instrucción escrita y los debates. 

La instrucción escrita consiste en la entrega por los- 
agentes respectivos á los miembros del Tribunal y á la 
parte contraria de las memorias y contramemorias y, casa 
necesario, de las réplicas. Las partes presentarán con ellas 
los antecedentes y documentos invocados en el asunto. 
Esta entrega se efectuará directamente ó por medio de 
la Oficina internacional, en el orden y plazos que determi- 
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ne el compromiso. Los plazos fíjados por el compromiso 
podrán prorrogarse mediante el acuerdo de las partes^ así 
como por el Tribunal cuando lo estime necesario para lle- 
gar á una decisión justa. 

Los debates consisten en el desenvolvimiento oral ante 
Tribunal de las alegaciones de las partes. 

Artículo 64. 

Todo documento presentado por una de las partes debe 
ser comunicado á la otra en copia certificada . 

Artículo 65. 

Salvo circunstancias especiales, no se reunirá el Tribu- 
nal hasta que termine el período de instrucción. 

Artículo 66. 

£1 Presidente dirigirá los debates. Estos no serán públi- 
cos sino en virtud de decisión del Tribunal, tomada con 
asentimiento de las partes. 

Se consignarán dichos debates en Actas redactadas por 
los Secretarios que nombre el Presidente. Las Actas serán 
firmadas por el Presidente y uno de los Secretarios. Sólo 
dichas Actas tendrán carácter auténtico. 

Artículo 67. 

Terminada la instrucción, el Tribunal tendrá el derecho 

de no admitir los antecedentes ó documentos nuevos que 

una de las partes quiera someterle sin el consentimiento de 

la otra. 

Artículo 68. 

El Tribunal queda en libertad de tomar en consideración 
los antecedentes ó documentos nuevos sobre los cuales lia- 
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raen SU atención los agentes ó consejeros de las partes. 
En tal caso, el Tribunal tendrá derecho de solicitar la pre- 
sentación de dichos antedecentes ó documentos, bajo re- 
serva de la obligación de darlos á conocer al adversario. 

Artículo 69. 

El Tribunal puede solicitar asimismo de los agentes de 
las partes la presentación de antecedentes y las explicacio- 
nes necesarias. Si se negaren, se hará constar. 

Artículo 70. 

Los agentes y consejeros de las partes tendrán el dere- 
cho de formular oralmente ante «1 Tribunal todas las ale- 
gaciones que crean útiles á laljefensa de su causa. 

Artículo 71. 

Tendrán igualmente el derecho de oponer excepciones y 
promover incidentes. Las decisiones del Tribunal sobre estos 
dos extremos son definitivas y no podrán dar origen á deba- 
tes ulteriores. 

Artículo 72. 

Los miembros del Tribunal tienen el derecho de formu- 
lar preguntas á los agentes y consejeros de las partes y de 
solicitar que aclaren los pfuntos dudosos. 

Las cuestiones planteadas y las observaciones hechas 
por los miembros del Tribunal durante los debates, no 
pueden considerarse como expresión de las opiniones del 
Tribunal en general ó de sus miembros en particular. 

Artículo 73. 

El Tribunal estará autorizado para determinar su com- 
petencia, interpret£kndo el compromiso y los demás trata- 
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dos que puedan invocarse en la materia y aplicando los 
principios del derecho. 

Artículo 74. 

El Tribunal estará facultado para dictar providencias de 
trámite al objeto de la dirección del litigio, para determi- 
nar la forma, el orden y los plazos en que cada parte haya 
de presentar sus conclusiones finales y para proceder á 
todas las diligencias que demande la práctica de la prueba. 

Artículo 75. 
Las partes se obligan á proporcionar al Tribunal, con la 
mayor amplitud que estimen posible, todos los elementos 
necesarios para la decisión del litigio. 

Artículo 76. 

Para todas las notificaciones que el Tribunal haya de 
hacer en el territorio de una tercera potencia contratante, 
se dirigirá el Tribunal directamente al Gobierno de dicha 
potencia. Se aplicará la misma regla para la práctica local 
de todo medio da prueba. 

Las solicitudes que á este efecto dirija se ejecutarán con- 
forme á los medios de que disponga la potencia requerida 
según su legislación interior. Sólo podrán rehusarse cuan- 
do dicha potencia las estime de tal naturaleza que afecten 
á su soberanía ó seguridad. 

£1 Tribunal estará asimismo facultado para acudir en 

todo caso á la mediación de la potencia en cuyo territorio 

actúe. 

Artículo 77. 

Una vez que los agentes y consejeros de las partes ha- 
yan presentado todas las alegaciones y pruebas en apoyo 
de su causa, declarará el Presidente terminados los debates . 
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Artículo 78. 

Las deliberaciones del Tribunal se efectuarán á puerta 
cerrada y permanecerán secretas. Las decisiones se toma- 
rán por mayoría. 

Artículo 79. 

La sentencia arbitral será motivada. Mencionará los 
nombres de los arbitros y la firmarán iel Presidente y el 
Escribano ó el Secretario que haga las veces de este úl- 
timo. 

Artículo 8o. 

La sentencia será leída en sesión pública, estando pre- 
sentes ó debidamente convocados los agentes y consejeros 

de las partes. 

Artículo 81. 

La sentencia debidamente dictada y notificada á los 
agentes de las partes, resuelve la contienda definitivamen- 
te y sin apelación. 

Artículo 82. 

Toda diferencia que pueda surgir entre las partes sobre 
interpretación y ejecución de la sentencia quedará someti- 
da, salvo pacto en contrario, á la decisión del Tribunal que 

la haya dictado. 

Artículo 83. 

Las partes pueden reservarse en el compromiso la fa- 
cultad de pedir la revisión de la sentencia arbitral. En tal 
caso y salvo estipulación en contrario, deberá dirigirse la 
solicitud al Tribunal que haya dictado la sentencia. Sólo 
podrá fundarse en el descubrimiento de un hecho nuevo 
que hubiera ejercido por su índole un influjo decisivo en la 
sentencia y que desconocieran, al cerrarse los debates, así 
el Tribunal como la parte que solicita la revisión. 

Tomo sigvndo. i8 
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£1 recurso de revisión no será admitido sino por deci- 
sión del Tribunal en que se haga constar expresamente la 
existencia del hecho nuevo, se le reconozcan los caracteres 
señalados en el párrafo precedente y se declare la deman- 
da admisible por tal motivo. 

£1 compromiso determinará el plazo dentro del cual debe 
formularse la solicitud de revisión. 

Artículo 84. 

La sentencia arbitral no es obligatoria sino para las par- 
tes litigantes. 

Cuando se trate de la interpretación de un convenio en 
que hayan intervenido otras potencias, los contendientes 
lo advertirán en tiempo oportuno á todas las signatarias. 
Cada una de ellas tendrá el derecho de intervenir en el li- 
tigio. Si alguna ó varias hicieren uso de dicha facultad será 
igualmente obligatoria para ellas la interpretación que la 

sentencia contenga. 

Artículo 85. 

Cada parte soportará sus propios gastos y una parte 
igual de los gastos del Tribunal. 

CAPÍTULO IV 
Del procedimiento sumario de arbitrafe. 

Artículo 86. 

Con el ñn de facilitar el funcionamiento de la justicia 
arbitral cuando se trate de litigios en que cabe por su na- 
turaleza un procedimiento sumario, han convenido las po- 
tencias contratantes las reglas á continuación expresadas, 
que se adoptarán en defecto de estipulaciones diferentes y 
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bajo reserva de la aplicación en su caso de las disposicio 
nes del Capítulo III que no sean contrarias á las mismas. 

Artículo 87. v 

Cada parte litigante nombrará un arbitro. Los dos arbi- 
tros así designados eligen un tercero. Si no se ponen de 
acuerdo á ese fin, cada uno presenta dos candidatos toma- 
dos de la lista general de miembros del Tribunal perma^ 
nente, con exclusión de los nombrados por las partes mis- 
mas y de los que sean sus nacionales. La suerte decidirá 
cuál de los candidatos presentados ha de ser el arbitro ter- 
cero. 

Dicho arbitro tercero presidirá el Tribunal, que dictará 
sus resoluciones por mayoría de votos. 

Artículo 88. 

A falta de acuerdo previo, el Tribunal, tan pronto como 
esté constituido, fijará el plazo dentro, del cual deben so- 
meterle ambas partes sus alegaciones respectivas. 

Artículo 89. 

Cada parte estará representada ante el Tribunal por un 
agente, que servirá de intermediario p^ara con el mismo al 
Gobierno que lo haya designado. 

Artículo 90. 

El procedimiento será exclusivamente escrito. Sin em- 
bargo, cada parte tendrá el derecho de solicitar la compa- 
recencia de testigos y peritos. El Tribunal estará facultado 
por su parte para pedir explicaciones orales á los agentes 
de ambas partes, así como á los peritos y testigos cuya 
comparecencia crea útil. 



-í^A*:, . 
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TÍTULO V 
Disposiciones finales. 

Artículo 91. 

Este convenio^ debidamente ratiñcado, reemplazará al 
de 29 de Julio de 1899 para el arreglo pacíñco de los con- 
flictos internacionales, en las relaciones entre las potencias 
contratantes. 

Artículo 92. 

El presente convenio se ratificará tan pronto como sea 
posible. 

Las ratificaciones se depositarán en El Haya. 

El primer depósito de ratificaciones se hará constar en 
un Acta que firmarán los representantes de las potencias 
que lo efectúen y el ministro de Negocios extranjeros de 
los Países Bajos. 

Los depósitos ulteriores se efectuarán mediante notifica- 
ción escrita dirigida al Gobierno de los Países Bajos y 
acompañada del documento de ratificación. 

El Gobierno de los Países Bajos remitirá inmediatamen- 
te por la vía diplomática, á las potencias invitadas á la 
segunda Conferencia de la Paz y á las demás que se hayan 
adherido á este convenio, copia literal certificada del Acta 
relativa al primer depósito de ratificaciones, de las noti- 
ñcaciones mencionadas en el párrafo precedente y de los 
documentos de ratificación. En los casos á que el párrafo 
precedente se contrae, dicho Gobierno les dará á conocer 
al mismo tiempo la fecha en que haya recibido la noti-^ 
ficación. 
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Artículo 93. 

Las potencias no signatarias que hayan sido Invitadas á 
la segunda Conferencia de la Paz, podrán adherirse al pre- 
sente convenio. 

La potencia que desee adherirse notiñcará por escrito su 
intención al Gobierno de los Países Bajos, enviándole el 
Acta de adhesión que se depositará en los archivos de di- 
cho Gobierno. 

Este último transmitirá inmediatamente á las demás po- 
tencias invitadas á la segunda Conferencia de la Paz^ copia 
literal certificada de la notificación y del Acta de adhesión, 
expresando la fecha en que ha recibido aquélla. 

Artículo 94. 

Las condiciones en que podrá adherirse á este convenio 
las potencias que no fueron invitadas á la segunda Confe- 
rencia de la Paz, serán objeto de acuerdo ulterior entre las 
potencias contratantes. 

Artículo 95. 

El presente convenio surtirá efecto para las potencias 
que hayan tomado parte en el primer depósito de ratifica 
clones sesenta días después de la fecha del Acta del mis*^ 
mo, y para las potencias que lo ratifiquen ó se adhieran 
posteriormente sesenta días después que la notiñcación de 
su ratificación ó adhesión haya sido recibida por el Gobier- 
no de los Países Bajos. 

Artículo 96. 

Si alguna de las potencias contratantes quisiera dcnun ^ 
ciar el presente convenio, notificará la denuncia por escri- 
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to al Gobierno de los Países Bajos, el cual transmitirá in- 
mediatamente copia literal certiñcada de la notiñcación á 
las demás potencias, dándoles á conocer la fecha en que 
la ha recibido. 

La denuncia no surtirá efectos sino respecto de la po- 
tencia que la haya notificado y un año después de recibida 
la notificación por el Gobierno de los Países Bajos. 

Artículo 97. 

El Ministerio de Negocios extranjeros de los Países Ba- 
jos llevará un registro de la fecha del depósito de ratifica- 
ciones, efectuado en virtud de los párrafos 3.** y 4.° del 
art 92, así como de la fecha en que se hayan recibido 
las notificaciones de adhesión (art. 93, párrafo 2.°) ó de 
denuncia (art. 96, párrafo i.°). 

Toda potencia contratante estará facultada para enterar- 
se de dicho registro y solicitar copias certificadas del mismo. 

En fe- de lo cual, han firmado los Plenipotenciarios el 
presente convenio. 

Otorgado en El Haya el 18 de Octubre de 1907, en un 
solo ejemplar, que se depositará en los archivos del Go • 
bierno de los Países Bajos y del que se remitirán por la 
vía diplomática copias certificadas á las potencias con - 
tratantes. 



Convenio relativo á la limitación del empleo 
de la fíierza para el cobro de deudas contractuales. 

S. M. el Emperador de Alemania, Rey de Prusia; el Pre- 
sidente de los Estados Unidos de América; etc., etc. [Sigue 
la enumeración de los demás yefes de Estado contratantes .) 
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Deseando evitar entre las naciones conflictos armados 
de origen pecuniario, procedentes de deudas contractuales 
que reclame el Gobierno de un país al de otro en favor de 
los nacionales del primero; 

Han resuelto celebrar un convenio para este fin y han 
nombrado por sus Plenipotenciarios, á saber: 

(Siguen los nombres de los Plenipotenciarios, } 

Los cuales, después de haber depositado sus plenos po - 
deres, hallados en buena y debida forma, han acordado tas 
disposiciones siguientes; 

Artículo primero. 

Las potencias' contratantes convienen en no recurrir á la 
fuerza armada para el cobro de deudas contractuales recla- 
madas por el Gobierno de un país al de otro como corres- 
pondientes á los nacionales del primero. 

Sin embargo, dicha estipulación no podrá aplicarse 
cuando el Estado deudor rehuse ó deje sin respuesta una 
oferta de arbitraje, ó haga imposible, en caso de acepta- 
ción, el otorgamiento del compromiso, ó deje de confor- 
marse después del arbitraje con la sentencia dictada. 

Artículo 2." 

Queda convenido igualmente que el arbitraje menciona- 
do en el párrafo 2.* del artículo precedente, se ajustará al 
procedimiento establecido por el título IV, Capítulo IIÍ 
del Convenio de El Haya para el arreglo pacífico de los 
conflictos internacionales. La sentencia arbitral determí ^ 
nará, salvo los acuerdos especiales de las partes, la pro- 
cedencia de la reclamación, el importe de la deuda y la 
época y la forma del pago. 
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Artículo 3.° 

El presente convenio se ratiñcará tan pronto como sea 
posible. Las ratificaciones se depositarán en £1 Haya. 

£1 primer depósito de ratificaciones se hará constar en 
un Acta que firmarán los representantes de las potencias 
que lo efectúen y el Ministro de Negocios extranjeros de 
los Países Bajos. 

Los depósitos ulteriores se efectuarán mediante notifica- 
ción escrita^ dirigida al Gobierno de los Países Bajos y 
acompañada del documento de ratificación. 

£1 Gobierno de los Países Bajos remitirá inmediatamen- 
te por la vía diplomática á las potencias invitadas á la 
segunda Conferencia de la Paz y á las demás que se hayan 
adherido á este convenio^ copia literal certificada del Acta 
relativa al primer depósito de ratificaciones, de las noti- 
ficaciones mencionadas en el párrafo precedente y de los 
documentos de ratificación. En los casos á que el párrafo 
precedente se contrae, dicho Gobierno les dará á conocer 
al mismo tiempo la fecha en que haya recibido la noti • 

ficación. 

Artículo 4.** 

Las potencias no signatarias podrán adherirse al presen- 
te convenio. 

La potencia que desee adherirse notificará por escrito su 
intención al Gobierno de los Países Bajos, enviándole el 
Acta de adhesión que se depositará en los archivos de di- 
cho Gobierno. 

Este último transmitirá inmediatamente á las demás po- 
tencias invitadas á la segunda Conferencia de Paz, copia 
literal certificada de la notificación y del Acta de adhesión, 
expresando la fecha en que ha recibido aquélla. 
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Artículo 5.° 

El presente convenio surtirá efecto para las potencias 
que hayan tomado parte en el primer depósito de ratifica- 
ciones, sesenta días después de la fecha del Acta del mis- 
mo, y para las potencias que lo ratifiquen ó se adhieran 
posteriormente, sesenta días después que la notificación de 
su ratificación ó adhesión haya sido recibida por el Go- 
bierno de los Países Bajos. 

Artículo 6.* 

Si alguna de las potencias contratantes quisiera denun- 
ciar el presente convenio, notificará la denuncia por escri- 
to al Gobierno de los Países Bajos, el cual transmitirá in- 
mediatamente copia literal certificada de la notificación á 
las demás potencias, dándoles á conocer la fecha en que 
la ha recibido. 

La denujicia no surtirá efecto sino respecto de la poten- 
cia que la haya notificado y un año después de recibida la 
notificación por el Gobierno de los Países Bajos. 

Artículo 7." 

El Ministro de Negocios extranjeros de los Países Bajos 
llevará un registro de la fecha del depósito de ratificacio- 
nes efectuado en virtud de los párrafos 3.** y 4.° del ar- 
tículo 3.°, así como de la fecha en que se hayan recibido 
las notificaciones de adhesión (art. 4.°, párrafo 2.°) ó de 
denuncia (art. 6.°, párrafo i.°). 

Toda potencia contratante estará facultada para enterarse 
de dicho registro y solicitar copias certificadas del mismo. 

£n fe de lo cual, han firmado los Plenipotenciarios el 
presente convenio. 
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Otorgado en El Haya el 18 de Octubre de 1907, en un 
solo ejemplar, que se depositará en los archivos del Go - 
bierno de los Países Bajos y del que se remitirán por la vía 
diplomática copias certificadas á las potencias contra- 
tantes. 

Convenio relativo á la apertura 
de las hostilidades. 

S. M, el Emperador de Alemania, Rey de Prusia; el Pre- 
sidente de los Estados Unidos de América; etc., etc. {Si- 
gue la enumeración de los Soberanos y Jefes de Estado cott' 
tratantes,) 

Considerando que para la seguridad de las relaciones 
pacíficas importa que las hostilidades no comiencen sin 
una advertencia previa; 

Que importa asimismo que el Estado de guerra se noti- 
fique sin demora á las potencias neutrales; 

Deseando celebrar un convenio á ese efecto, han nom- 
brado por sus Plenipotenciarios, á saber: 

{Siguen los nombres de los Plenipotenciarios.) 

Los cuales, después de haber depositado sus plenos po- 
deres, hallados en buena y debida forma, han acordado las 
disposiciones siguientes: 

Artículo primero. 

Las potencias contratantes reconocen que las hostilida- 
des entre ellas no deben comenzar sin una advertencia pre- 
via y no equívoca, que tenga la forma, ya de una declara- 
ción de guerra motivada, ya de un ultimátum con decla- 
ración de guerra condicional. 



^ .%?"^ :. 
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Artículo 2.** 

El estado de guerra debe notiñcarse sin demora á las 
potencias neutrales y no surtirá efecto respecto de ellas 
sino después del recibo de la notificación, que podrá hacer- 
se por vía telegráfica. Sin embargo, las potencias neutrales 
no podrán invocar la falta de notificación si estuviere acre- 
ditado de una manera indudable que conocían de hecho el 

estado de guerra. 

Artículo 3.* 

El art. i.° del presente convenio surtirá efecto en caso 
de guerra entre dos ó más de las potencias contratantes. 

£1 art. 2,^ es obligatorio en las relaciones entre un beli- 
gerante contratante y las potencias neutrales que también 

lo sean. 

Artículo 4.° 

El presente convenio se ratificará tan pronto como sea 
posible. 

Las ratificaciones se depositarán en El Haya. 

El primer depósito de ratificaciones se hará constar en 
un Acta que firmarán los representantes de las potencias 
que lo efectúen y el Ministro de Negocios extranjeros de 
los Países Bajos. 

Los depósitos ulteriores se efectuarán mediante notifi- 
cación escrita, dirigida al Gobierno de los Países Bajos y 
acompañada del documento de ratificación. 

El Gobierno de los Países Bajos remitirá inmediatamen- 
te por la vía diplomática á las potencias invitadas á la se- 
gunda Conferencia de la Paz y á las demás que se hayan 
adherido á este convenio, copia literal certificada del Acta 
relativa al primer depósito de ratificaciones, de las notifi- 
caciones mencionadas en el párrafo precedente y de los 
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documentos de ratifícación. En los casos á que el párrafo 
precedente se contrae, dicho Gobierno les dará á conocer 
al mismo tiempo la fecha en que haya recibido la notifi- 
cación. 

Artículo 5.° 

Las potencias no signatarias podrán adherirse al presen- 
te convenio. 

La potencia que desee adherirse notiñcará por escrito su 
intención al Gobierno de los Países Bajos, enviándole el 
Acta de adhesión que se depositará en los archivos de di- 
cho Gobierno. 

Este último transmitirá inmediatamente á las demás po- 
tencias invitadas á la segunda Conferencia de la Faz, copia 
literal certificada de la notificación y del Acta de adhesión, 
expresando la fecha en que ha recibido aquélla. 

Artículo 6.* 

El presente convenio surtirá efecto para las potencias 
que hayan tomado parte en el primer depósito de ratifica- 
ciones, sesenta días después de la fecha del Acta del mis- 
mo, y para las potencias que lo ratifiquen ó se adhieran 
posteriormente, sesenta días después que la notificación de 
su ratificación ó adhesión haya sido recibida por el Gobier- 
no de los Países Bajos. 

Artículo 7.° 

Si alguna de las potencias contrataates quisiera denun- 
ciar el presente convenio, notificará la denuncia por escrito 
al Gobierno de los Países Bajos, el cual transmitirá inme- 
diatamente copia literal certificada de la notifícación á 
las demás potencias, dándoles á conocer la fecha en que la 
ha recibido. 
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La denuncia no surtirá efectos sino respecto de la po- 
tencia que la haya notificado y un año después de recibida 
la notificación por el Gobierno de los Países Bajos. 

Artículo 8.» 

£1 Ministro de Negocios extranjeros de los Países Bajos 
llevará un registro de la fecha del depósito de ratiñcaclo- 
nes efectuado en virtud de los párrafos 3.° y 4." del art, 4,% 
así como de la fecha en que se hayan recibido las notifica- 
ciones de adhesión (art. 5.*, párrafo 2.°) ó de denuncia 
(art. 7.^ párrafo i.o) 

Toda potencia contratante estará facultada para ente- 
rarse de dicho registro y solicitar copias certificadas del 
mismo. 

Eh fe de lo cual, han firmado los Plenipotenciarios el pre- 
sente convenio. 

Otorgado en £1 Haya el 18 de Octubre de 1907, en un 
solo ejemplar, que se depositará en los archivos del Go- 
bierno de los Países Bajos y del que se remitirán por la 
vía diplomática copias certificadas á las potencias que han 
sido invitadas á la segunda Conferencia de la Paz. 



Convenio relativo á ¿as leyes y costumbres de la 
guerra terrestre. 

S. M. el £mperador de Alemania, Rey de Prusia; el Pre- 
sidente de los £stados Unidos de América; etc., etc. fS*- 
gue la enumeración de los Soberanos y Jefes de Estado con- 
tratantes,) 

Considerando que, á más de buscar los medios de que 
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la paz quede á salvo y de que se prevengan los conflictos 
armados entre las naciones, importapreocuparse igualmen- 
te de los casos en que traigan una apelación á las armas 
ciertos acontecimientos que no haya podido evitar su so- 
licitud; 

Animados del deseo de servir también, en esa hipótesis 
extrema^ los intereses de la humanidad y las exigencias 
siempre progresivas de la civilización; 

Estimando que importa revisar para ese fin las leyes y 
costumbres generales de la guerra, bien al objeto de defi- 
nirlas con más precisión, bien al de trazarles ciertos límites 
encaminados á disminuir en lo posible sus rigores; 

Han creído necesario completar y precisar en ciertos 
puntos la obra de la primera Conferencia de la Paz que 
inspirándose, según el ejemplo de la Conferencia de Bru- 
selas de 1874 en las ideas recomendadas por una sabia y 
generosa previsión, adoptó disposiciones que tienen por 
objeto definir y reglamentar los usos de la guerra te- 
rrestre. 

Según las miras de las altas partes contratantes, esas 
disposiciones, cuya redacción se ha inspirado en el deseo 
de disminuir los males de la guerra dentro del límite per- 
mitido por las necesidades militares, se destinan á servir 
de regla general de conducta á los beligerantes en sus re- 
laciones entre sí y con la población. 

No ha sido posible, sin embargo, concertar desde ahora 
estipulaciones que se extiendan á todos los casos que se 
presenten en la práctica. 

Por otra parte no podía ser la intención de las altas 
partes contratantes que los casos no previstos quedaran 
entregados, en defecto de estipulación escrita, á la apre- 
ciación arbitraria de los que dirijan los ejércitos. 
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Mientras pueda dictarse un Código más completó de las 
leyes de la guerra, las altas partes contratantes juzgan 
oportuno atestiguar que, en los casos no comprendidos 
por las disposiciones reglamentarias que han adoptado^ la 
población y los beligerantes quedarán bajo la guarda y el 
imperio de los preceptos del Derecho de gentes, como resul- 
tan de los usos establecidos entre las naciones civilizadas , 
de las leyes de la humanidad y de las exigencias de la con- 
ciencia pública. 

Declaran que en ese sentido deben entenderse especial- 
mente los artículos 1.° y 2.° del Reglamento aprobado. 

Deseando las altas partes contratantes celebrar un nuevo 
convenio á este efecto, han nombrado por sus Plenipoten* 
ciarlos, á saber: 

{Sigue la enumeración de los Plenipotenciarios.) 

Los cuales, después de haber depositado sus plenos po- 
deres, hallados en buena y debida forma, han convenido lo 

siguiente: 

Artículo primero. 

Las potencias contratantes darán instrucciones á sus 

fuerzas armadas de tierra, de acuerdo con el Reglamento 

sobre leyes y costumbres de la guerra terrestre, adjunto al 

presente convenio. 

Artículo 2.** 

Las disposiciones contenidas en el Reglamento á que se 
refiere el art. i.**, así como en el presente conven 10, no son 
aplicables sino entre las potencias contratantes y sólo 
cuando todos los beligerantes estén ligados por el con- 
venio. 

Artículo 3.° 

La parte beligerante que infrinja las disposiciones de 
dicho Reglamento estará obligada á indemnizar^ si hubiere 



288 APÉNDICES 

lugar á ello. Será responsable de los actos realizados por 
las personas que formen parte de su fuerza armada. 

Artículo 4.* 

El presente convenio debidamente ratificado reemplazará 
al de 29 de Julio de 1899 sobre las leyes y costumbres de 
la guerra terrestre, en las relaciones entre las partes con- 
tratantes. 

£1 convenio de 1899 continuará en vigor para las rela- 
ciones de las potencias que lo han firmado y que no ratifi- 
quen el presente. 

Artículo 5.* 

£1 presente convenio se ratificará tan pronto como sea 
posible. 

Las ratificaciones se depositarán en £1 Haya. 

£1 primer depósito de ratificaciones se hará constar en 
un Acta que firmarán los representantes de las potencias 
que lo efectúen y el Ministro de Negocios extranjeros de 
los Países Bajos. 

Los depósitos ulteriores se efectuarán mediante notifica- 
ción escrita, dirigida al Gobierno de los Países Bajos y 
acompañada del documento de ratificación. 

£1 Gobierno de los Países Bajos remitirá inmediatamen- 
te por la vía diplomática á las potencias invitadas á la se- 
gunda Conferencia de la Paz y á las demás que se hayan 
adherido á este convenio, copia literal certificada del Acta 
relativa al primer depósito de ratificaciones, de las notifi- 
caciones mencionadas en el párrafo precedente y de los do- 
cumentos de ratificación. £n los casos á que el párrafo pre- 
cedente se contrae, dicho Gobierno les dará á conocer al 
mismo tiempo la fecha en que haya recibido la notificación. 
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Artículo 6,* 

Las potencias no signatarias podrán adherirse al pre- 
sente convenio. 

La potencia que desee adherirse notiñcará por escriio su 
intención al Gobierno de los Países BajoSj enviándole el 
Acta de adhesión, que se depositará en los archivos de 
dicho Gobierno* 

Este último transmitirá inmediatamente á las demás po- 
tencias cdpía literal certificada de ía notificación y del Acta 
de adhesión^ expresando la fecha en que haya recibido 
aquélla. 

Artículo 7." 

£1 presente convento surtirá efecto para las potencias 
que hayan tomado parte en el primer depósito de ratifica- 
ciones, sesenta días después de la fecha del Acta del mis- 
mo, y para que las potencias que lo ratifiquen ó se adhie- 
ran posteriormente, sesenta días después que la notificación 
de su ratificación ó adhesión haya sido recibida por el Go- 
bierno de los Países Bajos, 

Artículo S." 

Si al^na de las potencias contratantes quisiera denun- 
ciar el presente convenio, notificará la denuncia por escrito 
al Gobierno de los Países Bajos^ el cual transmitirá inme- 
diatamente copia literal certificada de la notificación á las 
demás potencias, dándoles á conocer la fecha en que la ha 
recibido. 

La denuncia no surtirá efecto íino respecto de la potencia 
que la haya notificado y un ano después de recibida la no- 
tificación por el Gobierno de los Países Bajos. 

Tomo átcuNDD. ig 
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Artículo 9.* 

£1 Ministerio de Negocios extranjeros de los Países Bajos 
llevará un registro de la fecha del depósito de ratificacio- 
nes efectuado en virtud de los párrafos 3.** y 4.° del art. ^.^ 
asi como de la fecha en que se hayan recibido las notiñca- 
ciones de adhesión (art 6.^ párrafo 2.*) ó de denuncia 
(art. 8.', párrafo i.°) 

Toda potencia contratante estará facultada para enterar- 
se de dicho registro y solicitar copias certificadas del 
mismo. 

En fe de lo cual, han firmado los Plenipotenciarios el pre- 
sente convenio. 

Otorgado en El Haya el 18 de Octubre de 1907, en un 
solo ejemplar, que se depositará en los archivos del Go- 
bierno de los Países Bajos y del que se remitirán por la vía 
diplomática copias certificadas á las potencias que han sido 
invitadas á la segunda Conferencia de la Paz. 
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ANEXO AL CONVENIO 

Reglamento 
sobre las leyes y costumbres de la guerra terrestre. 



SECCIÓN PRIMERA 
De los beligerantes. 

CAPÍTULO PRIMERO 
De la condlclün de bellgeriiiite. 

Artículo primero. 

Las leyeSj los dereclios y los deberes de la guerra no 
se aplican solamente al ejército, sino también á las milicias 
y cuerpos de voluntarios que reúnan las siguientes con- 
diciones; 

I.** Tener á su frente una persona que responda por sus 
subordinados; 

2.° Usar una señal distintiva fíja^ que pueda reconocer- 
se á distancia; - 

3," Llevar abiertamente las armas, y 

4,° Sujetarse en sus operaciones á las leyes y costum- 
bres de la guerra. 

En los países donde las milicias ó cuerpos de voluntarios 
constituyan el ejército ó formen parte de él, se entenderán 
comprendidos bajo la denominación de ejército. 

Artículo a."* 

La población de un territorio no ocupado que^ al aproxi- 
marse el enemigo, toma espontáneamente las armas para 
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combatir las tropas invasoras, sin haber tenido tiempo de 
organizarse conforme al artículo primero, será considerada 
como beligerante si lleva abiertamente las armas y respeta 
las leyes y costumbres de la guerra. 

Artículo 3.° 
Las fuerzas armadas de los beligerantes se pueden com- 
poner de combatientes y no combatientes. En caso de rup- 
tura por el enemigo tienen derecho unos y otros al trato de 
prisioneros de guerra. 

CAPÍTULO II 
De los prisioneros de guerra. 

Artículo 4.** 
Los prisioneros de guerra se consideran en poder del 
Gobierno enemigo y no de los individuos ó cuerpos de tro- 
pas que los hayan capturado. Deben ser tratados con hu- 
manidad. Continúa siendo de su propiedad todo lo que per- 
sonalmente les corresponda, excepto las armas, los caballos 
y los documentos militares. 

Artículo s.** 
Los prisioneros de guerra pueden ser internados en una 
ciudad, fortaleza, campo ó localidad determinada, con obli- 
gación de no salir de ciertos límites; pero no pueden ser 
encerrados sino como medida de seguridad indispensable y 
solamente mientras subsistan las circunstancias que lo re- 
quieran. 

Artículo 6.° 

El Estado puede emplear como trabajadores á los prisio- 
neros de guerra, según su grado y aptitudes, con excepción 
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de los oñciales. Dichos trabajos no serán excesivos ni ten- 
drán relación alguna con las operaciones de la guerra, 

Fuede autorizarse á los prisioneros para trabajar por 
cuenta de la administración pública, ó de particulares ó 
por su propia cuenta. Los trabajos para el Estado se les 
pagarán según las tarifas vigentes en el mismo caso para 
los militares del ejército nacional, y si no las hubiere, por 
un precio en relación con dichos trabajos. Cuando sean por 
cuenta de otras secciones de la administracción pública ó 
de particulares, se fijarán las con^liciones de acuerdo con 
la autoridad militar. 

El salario de los prisioneros contribuirá á mejorar su 

situación, y el sobrante se les entregará al contado en el 

momento de su libertad, con deducción de los gastos de 

sostenimiento. 

Artículo 7." 

El Gobierno en cuyo poder se encuentren los prisioneros 
de guerra estará encargado de sostenerlos. A falta de acuer- 
do especial entre los beligerantes serán tratados los prisio- 
neros de guerra, en cuanto al alimento^ la habitación y el 
traje, bajo el mismo pie que las tropas del Gobierno que 
los haya capturado. 

Artículo 8,"* 

Los prisioneros de guerra estarán sometidos á las leyes, 
reglamentos y órdenes vigentes en el ejercito del Estado en 
cuyo poder se encuentren. Todo acto de insubordinación 
autoriza respecto de ellos las medidas de rigor necesarias. 

Los prisioneros evadidos que sean capturados antes de 
haber podido reunirse a su ejército ó antes de abandonar 
el territorio ocupado por ei ejército captor; incurrirán en 
penas disciplinarias. 
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No incurren en pena alguna por la fuga anterior los que 
caen nuevamente prisioneros después de haber logrado 
evadirse. 

Artículo 9.** 

Todo prisionero de guerra está obligado á declarar su 
verdadero nombre y grado, si se los preguntan^ y cuando 
infrinja esta regla se expone á una restricción de las venta- 
Jas concedidas á los prisioneros de guerra de su categoría. 

Artículo 10. 

Se puede poner en libertad bajo palabra á los prisione- 
ros de guerra^ si las leyes de su país lo consienten^ y en tal 
caso quedan obligados á cumplir escrupulosamente^ tanto 
respecto de su Gobierno como del que los hizo prisione- 
ros y bajo la garantía de su honor personal, los compromi- 
sos que hayan contraído. En el propio caso está obligado su 
Gobierno á no exigir ni aceptar de ellos servicio alguno 
contrario á la palabra empeñada. 

Artículo i i. 

No puede forzarse á un prisionero de guerra á que acepte 
su libertad bajo palabra. De la propia suerte, el Gobierno 
enemigo no está obligado á acceder á la petición del prisio- 
nero que solicite su libertad en esa forma. 

Artículo 12. 

El prisionero de guerra libertado bajo palabra que sea 
capturado nuevamente en el servicio de las armas contra el 
Gobierno respecto del cual empeñó su honor ó contra los 
aliados del mismo, pierde el derecho á ser tratado como 
prisionero de guerra y puede ser entregado á los Tribunales. 
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Artículo 13. 

Los individuos que siguen á un ejército sin formar parte 
directa del mismo, como los corresponsales y reporters de 
periódicos, los vivanderos y los proveedores, que caigan en 
poder del enemigo y que éste juzgue útil retener, tendrán 
derecho al trato de prisioneros de guerra siempre que 
estén provistos de una credencial de la autoridad militar 
del ejército que acompañan. 

Artículo 14. 

Desde el comienzo de las hostilidades se constituirá en 
cada uno de los Estados beligerantes y, si llega el caso, en 
los países neutrales que hayan recogido beligerantes en su 
territorio, una Oñcina de información sobre los prisioneros 
de guerra. Esta Oficina, encargada de responder á todas las 
solicitudes que les conciernan, recibirá de los diversos ser- 
vicios competentes las indicaciones relativas á la interna- 
ción y cambio de lugar, la libertad bajo palabra, los canjes, 
las evasiones, las entradas en los hospitales, los falleci- 
mientos y las demás noticias necesarias para abrir y llevar 
al día una hoja individual á cada prisionero de guerra. La 
Oñcina deberá consignar en dicha hoja el número de ma- 
trícula, nombre y apellido, edad, lugar de origen, grado, 
cuerpo de ejército, heridas, fecha y lugar de la captura, de 
la internación, de las heridas y de la muerte, así como cual- 
quiera observación particular. La hoja individual será entre- 
gada al Gobierno del otro beligerante después de la paz. 

La Oñcina de información estará encargada asimismo de 
recoger y centralizar, para transmitirlos á los interesados, 
los objetos de uso personal, valores, cartas, etc., que se 
encuentren en los campos de batalla ó que dejen los prisio- 
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ñeros libertados bajo palabra, canjeados, evadidos ó falle- 
cidos en los hospitales y ambulancias. 

Artículo 15. 
Las sociedades de socorro para prisioneros de guerra, 
regularmente constituidas según las leyes de su país y que 
tengan por objeto servir de intermediarias á la caridad pri- 
vada, recibirán de los beligerantes para sí y para sus agen- 
tes debidamente acreditados toda clase de facilidades en el 
cumplimiento efícaz de su misión humanitaria, dentro de 
los límites trazados por las necesidades militares y las re- 
glas administrativas. Los Delegados de dichas sociedades 
podrán ser admitidos á la distribución de socorros en los 
depósitos de internación, así como en los lugares de escala 
de prisioneros repatriados, mediante un permiso personal 
expedido por la autoridad militar y comprometiéndose por 
escrito á someterse á todas las medidas de orden y policía que 

la misma dicte. 

Artículo 16. 

Las Oficinas de información gozarán de franquicia pos- 
tal. Las cartas, mandatos y dinero, así como los bultos 
postales destinados á los prisioneros de guerra ó expedidos 
por ellos, estarán libres de toda tasa postal, lo mismo en 
los países de origen y de destino que en los intermedios. 

Los donativos y socorros en especie destinados á los 
prisioneros de guerra, entrarán libres de derechos de 
Aduana y de cualquiera otros, y su transporte estará exen- 
to de flete en los ferrocarriles que explote el Estado. 

Artículo 17. 
Los unciales prisioneros recibirán el sueldo á que tengan 
derecho los oficiales del mismo grado del país que los re- 
tenga, á cargo de reembolso por su Gobierno. 
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Artículo 18. 

Se dejará á los prisioneros de guerra libertad completa 
para el ejercicio de su religión, incluso la asistencia á tas 
ceremonias de su culto^ bajo la sola condición de sujetarse 
á las medidas de orden y policía dictadas por la autoridad 
militan 

Artículo 19. 

Los testamentos de los prisioneros de guerra se otorga* 
rán ó redactarán en las mismas condiciones que para los 
militares del ejército nación ah 

Se observarán también reglas idénticas para ios documen- 
tos relativos á la prueba de las defunciones, así como para 
la inhumación de los prisioneros, teniendo en cuenta su 
grado y su rango. 

Artículo so. 

Concluida la paz se efectuará en el plazo más breve po- 
sible Za repatriación de los prisioneros de guerra. 



CAPÍTULO III 
De loa enfermos y heridos. 

Artículo 21, 

Las obligaciones de los beligerantes respecto de los en- 
fermos y heridos, se regirán por el Convenio de Ginebra, 
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SECCIÓN SEGUNDA 
De las hostilidades. 

CAPÍTULO PRIMERO 

De las medidas de dañar al enemigo 
y de los sitios y bombardeos. 

Artículo 22. 

Los beligerantes no tienen una facultad ilimitada en 
cuanto á la elección de los medios de dañar al enemigo. 

Artículo 23, 

A mas de las prohibiciones establecidas por convenios 
especiales, queda particularmente vedado: 

a) Emplear venenos ó armas envenenadas; 

b) Matar ó herir á traición á individuos que pertenez- 
can á la nación ó al ejército enemigo; 

c) Matar ó herir á un enemigo que^ habiendo rendido 
las armas ó careciendo de medios de defensa, se entrega á 
discreción; 

d) Declarar que no se dará cuartel; 

e) Emplear armas, proyectiles ó substancias apropiadas 
para causar daños superfluos; 

f) Usar indebidamente el pabellón parlamentario ó el 
nacional ó las insignias militares y el uniforme del ene- 
migo, así como los signos distintivos del Convenio de Gi- 
nebra; 

g) Destruir ó embargar propiedades enemigas, salvo el 
caso de que la destrucción ó el embargo estén imperiosa- 
mente exigidos por las necesidades de la guerra, y 
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h) Declarar extinguidos, en suspenso ó no exigirles en 
justicia, los dere:^hos y acciones de los nacionales del ad- 
versario. 

Queda igualmente prohibido á un beligerante forzar á 
los nacionales del contrarío á que tomen parte en las ope- 
raciones de guerra dirigidas contra su país, aun en el caso 
de que hayan entrado á su servicio antes del comienzo de 

dicha guerra. 

Artículo 24. 

Se consideran como lícitas las estratagemas de guerra y 
el empleo de los medios necesarios para obtener informes 
acerca del terreno y del enemigo. 

Artículo 25. 

Queda prohibido atacar ó bombardear, por cualquier 
medio que fuere, ciudades, poblados, habitaciones ó ediñ- 
cios no defendidos. 

Artículo 26. 

£1 jefe de las tropas asaltantes, antes de empezar el 
bombardeo y salvo el caso de ataque á viva fuerza, hará 
todo lo que de él dependa para prevenir á las autoridades. 

Artículo 27. 

Se tomarán en los sitios y bombardeos todas las medi- 
das necesarias para dejar á salvo, en cuanto sea posible, 
los edificios consagrados al culto ó á las artes, á la ciencia 
y á la beneficencia, los monumentos históricos, los hospi- 
tales y los lugares en que se reúnan enfermos y heridos, á 
condición de que no se emplen simultáneamente para un 
fin militar. 

Los sitiados tienen el deber de designar esos edificios ó 
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lugares de reunión por signos visibles especiales, que se 
notiñcarán de antemano al sitiador. 

Artículo 28, 

Queda prohibidoentregar al pillaje ni siquiera una ciu- 
dad ó localidad tomada por asalto. 



CAPÍTULO II 
De los espías. 

Artículo 29. 

Sólo puede considerarse como espía al individuo que, 
procediendo clandestinamente ó con pretextos falsos, re- 
coge ó trate de recoger informes en la zona de operaciones 
de un beligerante, con el propósito de transmitirlos al ad- 
versario. 

En consecuencia, no se considerarán espías los militares 
no disfrazados que penetren en la zona de operaciones del 
ejército enemigo con objeto de recoger informes. Tampoco 
se considerarán espías los militares y no militares encar- 
gados de transmitir despachos á su propio ejército ó al 
ejército enemigo, que realicen abiertamente su misión. Per- 
tenecen igualmente á esta categoría los individuos que sa- 
len en globo para transmitir despachos y, en general, para 
mantener las comunipaciones entre las diversas partes de 
un ejército ó de un territorio. 

Artículo 30. 

El espía sorprendido durante el espionaje no podrá ser 
castigado sin un juicio previo. 
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Artículo 31, 

El espía que ha vuelto al ejército á que pertenece y cae 
más tarde en poder del enemigo^ será tratado como prisio- 
nero de guerra y no Incurrirá en responsabilidad alguna 
por sus actos anteriores de espionaje- 

CAPÍTULO III 
0e los parlamentarlos. 

Artículo 32. 

Se considera como parlamentario al individuo autoriza- 
do por uno de los beligerantes para entrar en negociacio- 
nes con el QtrOj que se presenta con bandera blanca. Tie- 
ne derecho i la inviolabilidad^ así como el corneta, el 
clarín ó tambor , el abanderado y el intérprete que lo 
acompañen. 

Aetículo 33, 

El jefe á quien se envíe un parlamentario no está obli- 
gado á recibirlo en cualquier momento. Puede lomar las 
medidas necesarias al objeto de impedir que el parlamen- 
tario se aproveche de su misión para recoger informes. 
Caso de abuso, tiene el derecho de retener al parlamenta- 
rio temporalmente- 

Ahtículo 34. 

El parlamentario pierde el derecho á la inviolabilidad si 
se prueba de un modo positivo é irrecusable que se ha 
aprovechado de su posición privilegiada para provocar d 
realizar un acto de traición. 
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CAPÍTULO IV 
De las capitulaciones. 

Artículo 35. 

Las capitulaciones convenidas entre las partes contra- 
tantes, deben tener en cuenta la3 reglas del honor militar. 
Una vez acordadas, se deben observar escrupulosamente 
por ambas partes. 

CAPÍTULO V 
Del armisticio. 

Artículo 36. 

£1 armisticio suspende las operaciones de guerra par 
acuerdo mutuo de los beligerantes. Si no se le ha fijado du- 
ración, los beligerantes pueden reanudar en cualquier 
tiempo las operaciones, siempre que lo adviertan al enemi- 
go con la anticipación convenida, según las condiciones 

del armisticio. 

Artículo 37. 

£1 armisticio puede ser general ó local. £1 primero sus- 
pende todas las operaciones de guerra entre los £stados 
beligerantes; el segundo, únicamente entre cierta parte de 
los ejércitos y en una región determinada. 

Artículo 38. 

£1 armisticio debe notificarse oficialmente y en tiempo 
oportuno á las autoridades correspondientes y á las tropas. 
Las hostilidades se suspenderán inmediatamente después 
de la notificación ó en el momento acordado. 
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Artículo 39. 

Toca á las partes contratantes determinar en las cláusu- 
las del armisticio las relaciones que puedan mantener con 
la población y entre sí, en el teatro de la guerra. 



Aktículo 40. 

Toda violación grave del armisticio por una de las par- 
tes, conñere á la otra el derecho de denunciarlo y el de 
reanudar inmediatamente las hostilidades en caso de ur- 
gencia. 

Artículo 41. 

La violación de las cláusulas del armisticio por particu- 
lares que procedan en virtud de su propia iniciativa, solo 
dará derecho á reclamar el castigo de los culpables y una 
indemnización^ si procediere, por los daños causados, 

SECCIÓN TERCERA 

De la autoridad militar en el territorio del estado 
enemigo. 

A' TÍ CULO 42. 

Un territorio se considera como ocupado cuando está 
colocado de hecho bajo la autoridad del ejército enemigo- 
La ocupación no se extiende sino á los territorios en que 
dicha autoridad se encuentre establecida y en condiciones 

de ejercerse. 

Artículo 43. 

Como la autoridad del poder legal pasa de hecho á ma- 
nos del ocupante^ este deberá tener todas las medidas que 
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de él dependan para restablecer y asegurar, en cuanto fue- 
re posible^ el orden y la vida pública, respe tandOj salvo 
impedimento absoluto, las leyes vigentes en el país. 

Artículo 44, 

Queda prohibido á un beligerante forjar la población 
del territorio ocupado á que le dé informes sobre el ejérci- 
to del otro beligerante ó sobre sus medios de defensa. 

Artículo 45. 

Queda prohibido obligar á la población de un territorio 
ocupado á que preste juramento á la potencia enemiga. 

Artículo 46. 

Deben ser respetados el honor y los derechos de fami- 
lia, la vida de los individuos y la propiedad privada, así 
como las convicciones religiosas y el ejercicio de los 
cultos. 

La propiedad privada no puede ser confiscada. 

Artículo 47. 
Queda formalmente prohibido el pillaje. 

Artículo 48. 

Si el ocupante recauda en el territorio ocupado los im- 
puestos, derechos y peajes establecidos en provecho del 
Estado, lo hará, en cuanto fuere posible, según las reglas 
de imposición y reparto vigentes, y contraerá la obligación 
de proveer á los gastos de administración del territorio 
ocupado en la medida en que hubiere de hacerlo el Go- 
bierno legal. 
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Artículo 49. 
Si el úcupante recauda otras contribuciones en efectiva 
en el territorio ocupado, á más de las referidas en el ar- 
tículo anterior, sólo podrá hacerlo para las necesidades del 
ejército ó de la administración de dicho territorio. 

Artículo 50. 

No podrá imponerse á la población pena al^na colecti- 
va, pecuniaria ó de otra clase, en razón de hechos indivi- 
duales de que no pueda considerársela como solidariamente 

responsable. 

Articulo 51, 

No podrá percibirse contribución alguna sino en virtud 
de orden escrita de un General en Jefe y bajo su responsa- 
bilidad. 

Se procederá en cuanto fuere posible á su recaudación 

conforme á las reglas de la imposición y reparto de las 

contribuciones existentes. De todo pago se dará recibo á 

los contribuyentes. 

Artículo 52. 

No podrán exigirse requisas en especie ó servicios á tos 
Municipios ó á los habitantes, sino para las necesidades 
del ejército de ocupación. Estarán en relación con los re- 
cursos del país y serán de tal naturaleza que no envuelvan 
para la población la obligación de tomar parte contra su 
patria en las operaciones de la guerra. 

Las requisas y servicios no se exigirán sino con autori- 
zación del Comandante de la localidad ocupada. Las entre- 
gas en especie se pagarán al contado, sí fuere posible; de 
lo contrario se harán constar por medio de recibo, y el 
pago de las sumas debidas se efectuará lo más pronto que 
se pueda. 

Tdmo «agdhdo, *fO 
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Artículo 53. 

El ejército que ocupe un territorio no podrá incautarse 
más que del numerario, fondos y valores exigibles que per- 
tenezcan en propiedad al Estado, de los depósitos de ar- 
mas, medios de transporte, almacenes y provisiones y, en 
general, de toda propiedad mobiliaria de) Estado adecuada 
para servir á las operaciones de la guerra. 

Los medios destinados en tierra, en el mar y en el aire á 
la transmisión de noticias y al transporte de personas y de 
cosas, fuera de los casos regidos por el derecho marítimo, 
los depósitos de armas y en general toda clase de municio- 
nes de guerra, pueden ser ocupados aunque pertenezcan á 
particulares, pero deben restituirse y pagarse una indemni- 
zación cuando llegue la paz. 

Artículo 54. 
Los cables submarinos que unan el territorio ocupado á 
un territorio neutral no serán embargados ó destruidos 
sino en caso de necesidad absoluta. También deben resti- 
tuirse, y pagarse las indemnizaciones correspondientes 
cuando se haga la paz. 

Artículo ^^. 
El Estado ocupante se considerará como administrador y 
usufructuario de los edificios públicos, inmuebles, bosques 
y explotaciones agrícolas pertenecientes al Estado enemi- 
go que se encuentren en el territorio ocupado. Deberá de- 
jar á salvo el capital de dichas propiedades y administrar- 
las conforme á las reglas del usufructo. 

Artículo 56. 
Los bienes de los Municipios, así como los de los esta- 
blecimientos consagrados al culto, á la caridad y á la ins- 
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trucción y á las artes y las ciencias^ aunque pertenezcan al 
Estado, serán tratados como la propiedad privada. 

Queda prohibida y debe castigarse toda ocupación, des- 
trucción ó deterioro intencional de dichos establecimien- 
toSy de los monumentos históricos y de las obras de arte y 
de ciencia. 



Convento relativo á los derechos y deberes de las 
potencias y las personas neutrales en caso de 
gíierra terrestre. 



S. M. el Emperador de Alemania, Rey de Prusia; el Pre- 
sidente de los Estados Unidos de América; etc, etc. (Si- 
gue la enumeración de los Soberanos y Jefes de Estado con- 
tratantes,) 

Con el fin de precisar mejor los derechos y deberes de 
las potencias neutrales en caso de guerra terrestre y regu^ 
lar la situación de los beligerantes refugiados en territo- 
rio neutral; 

Deseando igualmente definir la condición de neutral, en ' 
espera de que sea posible regular en su conjunto la situa- 
ción de los particulares neutrales en sus relaciones con los 
beligerantes; 

Han celebrado un convenio á ese efecto y en consecuen^ 
cia han nombrado por sus Plenipotenciarios, á saber: 

(Siguen los nombres de los Plenipotenciarios,) 

Los cuales, después de haber depositado sus plenos po* 
deres, hallados en buena y debida forma, han acordado las 
disposiciones siguientes: 
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CAPÍTULO PRIMERO 

Oe los dereehos y deberes de las potenelas 
neutrales. 



Artículo primero. 
El territorio de las potencias neutrales es inviolable. 

Artículo 2.° 

Queda prohibido que los beligerantes pasen por el terri- 
torio de un potencia neutral tropas ó convoyes, ya de mu- 
niciones^ ya de aprovisionamientos. 

Artículo 3.® , 

Queda prohibido asimismo á los beligerantes: 

a) Que instalen en el territorio de una potencia neu- 
tral una estación radiotelegráfíca ó cualquier otro aparato 
destinado á servir de medio de comunicación con las fuer> 
zas beligerantes terrestres ó marítimas. 

b) Que utilicen cualquiera instalación de esa clase, es- 
tablecida por ellos antes de la guerra en el territorio de la 
potencia neutral con un ñn exclusivamente militar y que 
no haya sido abierta al servicio de la correspondencia pú- 
blica. 

Artículo 4.° 

No pueden formarse cuerpos de combatientes ni abrirse 
Oficinas de alistamiento, en beneficio de un beligerante, en 
el territorio de una potencia neutral. 

Artículo 5.* 
La potencia neutral no debe tolerar en su territorio acto 
alguno de los comprendidos en los artículos 2.® á 4.' Sólo 
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está obligada á reprimir los actos contrarios á 4a neutrali- 
dad cuando se realizan en su propio territorio. 

Artículo 6.' 

Una potencia neutral no incurre en responsabilidad por 
el hecho de que los individuos pasen aisladamente la fron- 
tera para entrar al servicio de cualquiera de los belige- 
rantes. 

Artículo 7.** 

Una potencia neutral no está obligada á impedir la ex- 
portación ó el tránsito, por cuenta de cualquiera de los be- 
ligerantes, de armas, municiones y, en general, de cuanto 
pueda ser útil á un ejército ó á una flota. 

Artículo 8.° 

Una potencia neutral no está obligada á prohibir ó res- 
tringir el empleo por los beligerantes de los cables telegrá- 
ficos ó telefónicos, así como de los aparatos de telegrafía 
sin hilos, que sean de su propiedad ó pertenezcan á com- 
pañías ó particulares. 

Artículo 9.® 

Las medidas restrictivas ó prohibitivas que tome la po- 
tencia neutralrespecto de los casos comprendidos en los 
artículos 7.® y 8.**, deben aplicarse uniformemente á los be- 
ligerantes. 

La potencia neutral cuidará de que respeten esta obli- 
gación las compañías ó particulares propietarias de cables 
telegrafíeos ó telefónicos ó de aparatos de telegrafía sin 
hilos. 



3ío apéndices 

Artículo io. 

No puede considerarse como un acto hostil al hecho de 
que una potencia neutral repela^ aun por medio de la fuer- 
za, los ataques á su neutralidad. 

CAPÍTULO II 

Oe los beligerantes Internados y de los heridos 
enidados por los neutrales. 

Artículo ii. 

La potencia neutral que recibe en su territorio tropas 
pertenecientes á los ejércitos beligerantes, las internará, si 
fuere posible, lejos del teatro de la guerra. 

Podrá recluirlas en campamentos ó encerrarlas en forta- 
lezas ó lugares apropiados á dicho efecto. 

Decidirá si los oficiales pueden quedar en libertad, bajo 
palabra de no salir del territorio neutral sin autorización. 

Artículo 12. 
A falta de convenio especial, la potencia neutral propor- 
cionará á los internados el vestido, los víveres y los soco- 
rros demandados por la humanidad. Se liquidarán cuando 
llegue la paz los gastos causados por la internación. 

Artículo 13. 

La potencia neutral que reciba prisioneros de guerra 
evadidos los dejará en libertad. Si tolera su permanencia 
en el territorio podrá fijarles una residencia. 

La misma disposición es aplicable á los prisioneros de 
guerra conducidos por tropas que se refugien en el terri- 
torio de la potencia neutral. 
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Artículo 14. 

La potencia neutral podrá autorizar el paso por su terri- 
torio de heridos ó enfermos pertenecientes á los ejércitos 
beligerantes, bajo la condición de q^e los trenes que los 
conduzcan no transporten personal ó material de guerra. 
En dicho caso debe tomar la potencia neutral las medidas 
de seguridad y de inspección necesarias al efecto. 

Los heridos y enfermos conducidos en esas condiciones 
al territorio neutral por uno de los beligerantes y quie per- 
tenezcan á la parte contraria, deben ser guardados por la 
potencia neutral de manera que no puedan participar nue- 
vamente en las operaciones de la guerra. Dicha potencia 
tendrá los mismos deberes en cuanto á los heridos y enfer- 
mos del otro ejército que se le confíen. 

Artículo 15. 

El Convenio de Ginebra se aplica á los enfermos y heri- 
dos internados en territorio neutral. 



CAPÍTULO III 
Oe las personas neutrales. 

Artículo 16. 

Se considerarán como neutrales los nacionales de un Es- 
tado que no tome parte en la guerra. 

Artículo 17. 

Un neutral no puede prevalerse de su neutralidad: 

a) Si realiza actos hostiles contra un beligerante. 

b) Si realiza actos en favor de un beligerante y espe- 
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cialmente si entra voluntariamente al servicio en ias ñlaa 
de la fuerza armada de una de las partes. 

En tales casos no será tratado el neutral de una nianera 
más rigurosa por el beligerante respecto del cual ha fal- 
tado á la neutralidad^ de lo que que pudiera serlo, en ra- 
zón del mismo hecho, un nacional del otro Estado belige- 
rante. 

Artículo iS. 

No se considerarán como actos realizados en favor de 
uno de los beligerantes en el sentido de la letra b) del ar- 
tículo 17: 

a) Los aprovisionamientos ó empréstitos en favor de 
uno de los beligerantes^ siempre que el proveedor o el pres- 
tamista no habiten en el territorio de la otra parte ni en el 
ocupado por ella y que las provisiones no procedan de al- 
guno de dichos territorios, ' 

b) Los servicios prestados en materia de policía ó de 
administración civil. 

CAPÍTULO IV 
Del material de los camliios de hierro. 

Aetículo 19, 

El material ferroviario procedente del territorio de po- 
tencias neutrales^ que pertenezca á dichas potencias ó á 
sociedades ó personas privadas y sea identificable como 
tal, no podrá ser requisado y utilizado por un beligerante 
sino en el caso y la medida en que lo exija una imperiosa 
necesidad Será devuelto en cuanto sea posible á su país 
de origen. 

La potencia neutral podrá asimismo j en caso necesario^ 
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retener y utilizar hasta la debida compensación el material 
procedente del territorio de la potencia beligerante. 

Se pagarán recíprocamente una indemnización en pro- 
porción al material utilizado y al tiempo de su empleo. 



CAPÍTULO V 
Oisposleiones nnales. 

Artículo 20. 

Las disposiciones del presente convenio no son aplica- 
bles sino entre las potencias contratantes y sólo cuando 
todos los beligerantes estén ligados por él. 

Artículo 21. 

El presente convenio se ratificará tan pronto como sea 
posible. 

Las ratificaciones se depositarán en El Haya. 

El primer depósito de ratificaciones se hará constar en 
un Acta que firmarán los representantes de las potencias 
que lo efectúen y el Ministro de Negocios extranjeros de 
los Países Bajos. 

Los depósitos ulteriores se efectuarán mediante notifica- 
ción escrita dirigida al Gobierno de los Países Bajos y 
acompañada del documento de ratificación. 

£1 Gobierno de los Países Bajos remitirá inmediatamen- 
te por la vía diplomática á las potencias invitadas á la se- 
gunda Conferencia de la Paz y á las demás que se hayan 
adherido á este convenio, copia literal certificada del Acta 
relativa al primer depósito de ratificaciones, de las noti- 
ficaciones mencionadas en el párrafo precedente y de los 
documentos de ratificación. En los casos á que el párrafo 
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precedente se contrae, dicho Gobierno les dará á conocer 
al mismo tiempo la fecha en que haya recibido la notiñca- 
ción. 

Artículo 22. 

Las potencias no signatarias podrán adherirse al pre- 
sente convenio. 

La potencia que desee adherirse notiñcará por escrito su 
intención al Gobierno de los Países Bajos, endándole el 
Acta de adhesión que se depositará en los archivos de di- 
cho Gobierno. 

Este último transmitirá inmediatamente á las demás po- 
tencias copia literal certificada de la notificación y del Acta 
de adhesión, expresando la fecha en que ha recibido 
aquélla. 

Artículo 23. 

£1 presente convenio surtirá efecto para las potencias 
que hayan tomado parte en el primer depósito de ratifica- 
ciones, sesenta días después de la fecha del Acta del mis- 
mo, y para las potencias que lo ratifiquen ó se adhieran 
posteriormente, sesenta días después que la notificación de 
su ratificación ó adhesión haya sido recibida por el Gobier- 
no de los Países Bajos . 

Artículo 24. 

Si alguna de las potencias contratantes quisiera denun- 
ciar el presente convenio, notificará la denuncia por escrito 
al Gobierno de los Países Bajos, el cual transmitirá inme- 
diatamente copia literal certificada de la notificación á las 
demás potencias, dándoles á conocer la fecha en que la ha 
recibido. 

La denuncia no surtirá efecto sino respecto de la poten- 
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cia que la haya notiñoado y un año después de recibida la 
notiñcación por el Gobierno de los Países Bajos. 

Artículo 25. 

El Ministerio de Negocios extranjeros de los Países Ba- 
jos llevará un registro de la fecha del depósito de ratifica- 
ciones efectuado en virtud de los párrafos 3.^ y 4.^ del ar- 
tículo 21, así como de la fecha en que se hayan recibido 
las notificaciones de adhesión (art. 22, párrafo 2!*) ó de 
denuncia (art. 24, párrafo i.°) 

Toda potencia contratante estará facultada para enterar- > 
se de dicho registro y solicitar copias certificadas del 
mismo. 

En fe de lo cual, han firmado los Plenipotenciarios el pre- 
sente convenio. 

Otorgado en El Haya el 18 de Octubre de 1907^ en un 
solo ejemplar» que se depositará en los archivos del Go- 
bierno de los Países Bajos y del que se remitirán por la vía 
diplomática copias certificadas á las potencias que han 
sido invitadas á la segunda Conferencia de la Paz, 



Convento relativo al régimen de los buques mer- 
cantes enemigos al comienzo de las hostilidades. 

S. M. el Emperador de Alemania, Rey de Prusia; el Pre- 
sidente de los Estados Unidos de América; etc., etc. {Si- 
gue la enumeración de los Soberanos y Jefes de Estado con- 
tratantes.) 

Deseando garantir la seguridad del comercio internacio- 
nal contra las sorpresas de la guerra y queriendo proteger 
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til lo posible, conforme á la práctica moderna, las opera- 
ciones concertadas de buena fe y en camino de ejecución 
antes del comienzo de las hostilidades; 

Han resuelto celebrar un convenio ¿ este efecto y han 
nombrado por sus Plenipotenciarios, á saber: 
(Sigiun ios nomines de ios PlmipoUnciarios.) 
Los cuales, después de haber depositado sus plenos po- 
dereS| hallados en buena y debida forma, han acordado las 
disposiciones siguientes: 

Artículo primero. 

Cuando un buque mercante que pertenezca á una de las 
potencias beligerantes se encuentre en un puerto enemigo 
al comienzo de las hostilidades, es de desear que se le per- 
mita salir libremente en seguida ó después de un plazo de 
favor suficiente y ganar directamente, provisto de un salvo- 
conducto, su puerto de destino ú otro que se le designe. 

Lo mismo sucede con el buque que haya dejado su puer- 
to de partida antes del comienzo de la guerra y entre ea 
un puerto enemigo ignorando las hostilidades. 

Artículo 2.° 

£1 buque mercante que, por circunstancias de fuerza ma- 
yor, no haya podido abandonar el puerto enemigo durante 
el plazo á que se refiere el artículo precedente, ó al que 
no se haya concedido la salida, no podrá ser confiscado. 

Estará sujeto tínicamente á embargo, pero con la obliga- 
ción de restituirlo después de la guerra sin indemnización, 
ó á requisa mediante indemnización. 

Artículo 3.® 

Los buques mercantes enemigos que han dejado el último 
puerto antes del comienzo de la guerra y á los que se en« 
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cuentra en el mar ignorando las hostilidades, no pueden 
ser confiscados. Están sujetos únicamente á embargo, con 
la obligación de restituirlos después de la guerra sin indem- 
nizar, ó á requisa, ó aun á destrucción, con la carga de 
indemnizar y la obligación de proveer á la seguridad de las 
personas y á la conservación de los documentos de á bordo. 
Después que dichos buques hayan tocado en un puerto 
de su país ó neutral, quedan sometidos á la leyes y cos- 
tumbres de la guerra marítima. 

Artículo 4.° 

Las mercancías enemigas que se encuentren á bordo de 
los buques aludidos en los artículos i.** y 2.*, están sujetas 
igualmente á ser embargadas y restituidas después de la 
guerra sin indemnización, ó requisadas mediante indemni- 
zación, en unión del barco ó separadamente. 

Otro tanto sucede con las mercancías que se encuentren 
á bordo de los buques á que se refiere el art. 3.** 

Artículo 5.° 

El presente convenio no es aplicable á los buques mer- 
cantes cuya construcción indique que están destinados á. 
transformarse en buques de guerra. 

Artículo 6.* 
Las disposiciones del presente convenio no son aplica- 
bles sino entre las potencias contratantes y sólo cuando to-^ 
dos los beligerantes estén ligados por él. 

Artículo 7.* 

El presente convenio se ratificará tan pronto como sea 
posible. 
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Las ratificaciones se depositarán en El Haya. 

El primer depósito de ratificaciones se hará constar en 
un Acta que firmarán los representantes de las potencias 
que lo efectúen y el Ministro de Negocios extranjeros de 
los Países Bajos. 

Los depósitos ulteriores se efectuarán mediante notifica- 
ción escrita dirigida al Gobierno de los Países Bajos y 
acompañada del documento de ratificación. 

El Gobierno de los Países Bajos remitirá inmediatamen- 
te por la vía diplomática á las potencias invitadas á la se- 
gunda Conferencia de la Paz y á las demás que se hayan 
adherido al presente convenio, copia literal certificada del 
Acta relativa al primer depósito de ratificaciones, de las 
notificaciones mencionadas en el párrafo precedente y de 
los documentos de ratificación. En los casos á que el pá- 
rrafo precedente se contrae, dicho Gobierno les dará á co- 
nocer al mismo tiempo la fecha en que haya recibido la no- 
tificación. 

Artículo 8.* 

Las potencias no signatarias podrán adherirse al presen- 
te convenio. 

La potencia que desee adherirse notificará por escrito 
su intención al Gobierno de los Países Bajos, enviándole 
el Acta de adhesión que se depositará en los archivos de 
dicho Gobierno. 

Este último transmitirá inmediatamente á las demás po- 
tencias copia certificada de la notificación y del Acta de 
adhesión, expresando la fecha en que ha recibido aquélla. 

Artículo 9.* 

El presente convenio surtirá efecto para las potencias 
que hayan tomado parte en el primer depósito de ratifica- 
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ciones, sesenta días después de la fecha del Acta del mis- 
mo, y par^ l&s potencias que )o ratiñquen 6 se adhieran 
posteriormente, sesenta días después que la notificación de 
su ratiñcación ó adhesión haya sido recibida por el Gobier- 
no de los Países Bajos. 

Artículo 10. 

Si alguna de las potencias contratantes quisiera denun- 
ciar el presente convenio, notificará la denuncia por escri- 
to al Gobierno de los Países Bajos, el cual transmitirá in- 
mediatamente copia literal certificada de la notificación á 
las demás potencias, dándoles á conocer la fecha en que la 
ha recibido. 

La denuncia no surtirá efectos sino respecto de la poten- 
cia que la haya notificado y un año después de recibida la 
notificación por el Gobierno de los Países Bajos. 

Artículo i i. 

El Ministerio de Negocios extranjeros de los Países Bajos 
llevará un registro de la fecha del depósito de ratificacio- 
nes, efectuado en virtud de los párrafos 3.° y 4.'^ del ar- 
tículo T°, así como de la fecha en que se hayan recibido 
las notificaciones de adhesión (art. 8.°, párrafo 2,"*) ó de 
denuncia (art. 10, párrafo 1.®) 

Toda potencia contratante estará facultada para enterar- 
se de dicho registro y solicitar copias certificadas del 
mismo. 

En fe de lo cual^ han firmado los Plenipotenciarios el 
presente convenio. 

Otorgado en El Haya el 18 de Octubre de 1907, en un 
solo ejemplar, que se depositará en los archivos del Go- 
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bJemo de los Países Bajos y del que se remitirán por la vía 
diplomática copias certlfioadas á las potencias que han 
sido invitadas á la se^nda Conferencia de la Paz. 



Convenio relativo á la ¿rans/orniación 
de los barcos niercanies efi buques de guerra. 

S, M. el Emperador de Alemania, Rey de Frusia; el Pre- 
sidente de los Estados Unidos de Aménca; etc., etc, f5f- 
gtu la ennmifacién de los Sühfiranosj^ ^^ffS d^ Estado con- 
irataftUs,) 

Considerando que teniendo en cuenta la incorporación 
en tiempo de guerra de los buques de la marina mercante 
¿ flotas de combale, es de desear que se definan las con- 
diciones en que pueda efectuarse; 

Que, sin embargo, no habiendo podido ponerse de acuer- 
do las potencias contratantes sobre la cuestión de saber si 
la transformación de un buque mercante en buque de gue- 
rra puede efectuarse en alta mar, queda entendido que la 
cuestión del lugar de la transformación está fuera de de- 
bate y no se refieren á ella en modo alguno las reglas á 
continuación enunciadas; 

Deseando celebrar un convenio á este efecto, han oom - 
brado por sus Plenipotenciarios, á saber: 

(Stgiien los nombres de los PlenipoUnn arios.) 

Los cuales, después de haber depositado sus plenos po- 
deres, hallados en buena y debida forma, han acordado las 
disposiciones siguientes: 
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Artículo primero. 

Un buque mercante, transformado en buque de guerra, 
no puede tener los derechos y las obligaciones inherentes á 
tal condición, si no está colocado bajo !a autoridad direc- 
ta, el poder inmediato y la responsabilidad del Estado 
cuyo pabellón lleva. », 

Artículo 2," 

Los buques mercantes transformados en buques de gue- 
rra deben llevar los signos exteriores distintivos de la ma- 
rina militar de su nación. 

Artículo 3."^ 

El Comandante debe estar al servicio del Estado y de- 
bidamente comisionado por las autoridades competentes, 
Sy nombre debe figurar en la lista oficial del personal de 
la flota militar. 

Artículo 4.** 

La tripulación debe estar sometida á las reglas de la 
disciplina milttari 

Artículo 5,** 

Todo buque mercante transformado en buque de guerra^ 
está obligado ¿ sujetarse en sus operaciones á las leyes y 
costumbres de la guerra. 

Artículo 6." 

El beligerante que transforme un buque mercante en bu- 
que de guerra, debe bacer constar la transformación lo más 
pronto que sea posible en la lista de buques de su flota 
militar. 

Tomo «tovimo 31 
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Artículo j,"" 

Las disposiciones del presente convenio no son aplica- 
bles sino entre las potencias contratantes y solo cuando 
todos los beligerantes estén ligados por éU 

Artículo 8." 

El presente convenio se ratificará tan pronto como s«ft 
posible. 

Las ratificaciones se depositarán en El Haya, 

£1 primer depósito de ratiñcaciones se hará constar en 
un Acta que firmarán los representantes de las potencias 
que lo afectúen y el Ministro de Negocios extranjeros de 
los Países Bajos. 

Los depósitos ulteriores se efectuarán mediante notifica- 
ción escrita dirigida al Gobierno de los Países Bajos y 
acompañada del documento de ratificación. 

El Gobierno de los Países Bajos remitirá inmediatamen- 
te por la vía diplomática á las potencias invitadas á la 
segunda Conferencia de la Paz y á las demás que se hayan 
adherido á este convenio, copia literal certificada del Acta 
relativa al primer depósito de ratificaciones, de las notifi- 
caciones mencionadas en el párrafo precedente y de los 
documentos de ratificación. En los casos á que el párra- 
fo precedente se contrae, dicho Gobierno les dará á cono- 
cer al mismo tiempo la fecha en que haya recibido la no- 
tificación. 

Artículo 9.* 

Las potencias no signatarias podrán adherirse al presen- 
te convenio. 

La potencia que desee adherirse notificará por escrito su 
intención al Gobierno de los Países Bajos, enviándole el 
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Acta de adhesión, que se depositará en los archivos de di- 
cho Gobierno. 

Este último transmitirá inmediatamente á las demás po- 
tencias copia certificada de la notificación y del Acta 
de adhesión, expresando la fecha en que se ha recibido 

aquélla. 

Artículo 10. 

£1 presente convenio surtirá efecto para las potencias 
que hayan tomado parte en el primer depósito de ratifica- 
ciones, sesenta días después de la fecha del Acta del mis- 
rao, y para las potencias que lo ratifiquen ó se adhieran pos- 
teriormente, sesenta días después que la notificación de su 
ratificación ó adhesión haya sido recibida por el Gobierno de 

los Países Bajos. 

Artículo i i. 

Si alguna de las potencias contratantes quisiera denun- 
ciar el presente convenio, notificará la denuncia por escri- 
to al Gobierno de los Países Bajos, el cual transmitirá in- 
mediatamente copia literal certificada de la notificación á 
las demás potencias, dándoles á conocer la fecha en que la 
ha recibido. 

La denuncia no surtirá efectos sino respecto de la po- 
tencia que la haya notificado y un año después de recibida 
la notificación por el Gobierno de los Países Bajos. 

Artículo 12. 

£1 Ministerio de Negocios extranjeros de los Países Ba • 
jos llevará un registro de la fecha del depósito de ratifica < 
clones, efectuado en virtud de los párrafos 3.* y 4.° del ar 
tículo 8.*, así como de la fecha en que se hayan recibido 
las notificaciones de adhesión (art. 9.°, párrafo 2.®) ó de 
denuncia (art. 11, párrafo i.°). 
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Toda potencia contratante estará facultada para enterar- 
se de dicho registro y solicitar copias certificadas del 
mismo. 

En fe de lo cuaí, han firmado los Plenipotenciarios el 
presente convenio. 

Otorgado en El Haya el 18 de Octubre de 1907, en un 
solo ejemplar, que se depositará en los archivos del Go- 
bierno de los Países Bajos y del que se remitirán por la vía 
diplomática copias certificadas á las potencias que han 
sido invitadas á la segunda Conferencia de la Paz. 



Convento relativo á la colocación 
de ?ninas submarinas automáticas de contacto. 



S. M. el Emperador de Alemania, Rey de Prusia; el 
Presidente de los Estados Unidos de América; etc., etc. 
(Sigue la enumeración de los Soberafios y Jefes de Estada 
contratantes.) 

Inspirándose en el principio de la libertad de las rutas 
marítimas, abiertas á todas las naciones; 

Considerando que si en el estado actual de cosas no es 
dable prohibir el empleo de minas submarinas automáticas 
de contacto, importa limitar y reglamentar su uso á fin de 
disminuir los rigores de la guerra y dar á la navegación 
pacífica, en cuanto sea posible, la seguridad á que tiene 
derecho á pesar de la existencia de la lucha armada; 

Aguardando á que sea posible regular la materia dé 
modo que tengan los intereses á que afecta todas las ga- 
rantías apetecibles; 
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Han resuelto celebrar un convenio á e^te efecto y han 
nombrado por sus Plenipotenciarios, á saber; 
(Sigum los nombres de los Plemjioteficiarios.) * 
Los cuales, después de haber depositado sus plenos po- 
deres, híillados en buena y debida forma, han acordado las 
disposiciones siguientes; 

Artículo primero. 

Queda prohibido: 

i,*^ Colocar minas automáticas de contacto no amarra- 
das, d menos que se construyan de modo que sean inofen- 
sivas á la hora como máximum de haber perdido su acción 
sobre ellas el que las haya utilizado. 

2.* Colocar minas automáticas de contacto amarradas, 
que no sean inofensivas desde que hayan roto sus ama- 
rras, y 

3,*^ Emplear torpedos que no sean inofensivos desde 
que no hayan llenado su fin. 

Artículo 2.** 

Queda prohibido colocar minas automáticas de contacto 
ante las costas y los puertos del adversario con el soto ftn 
de interceptar la navegación mercante. 

Artículo 3." 

Cuando se empleen minas automáticas de contacto ama- 
rradas, deben tomarse todas las precauciones posibles para 
la seguridad de la navegación pacífica. 

Los beligerantes se obligan en lo posible á que dichas 
minas sean inofensivas tras un lapso de tiempo limitado y, 
caso de que dejen de estar bajo su vigilancia, á señalar tan 
pronto como las necesidades militares lo permitan, las re- 
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giones peligrosas mediante un aviso á la navegación que 
deberá comunicarse también á los Gobierno por la vía di- 

plomátÍDa, 

Artículo 4,** 

Toda potencia neutral que coloque minas automática» 
de contacto^ante sus costas, debe observar las mismas re- 
glas y tomar las mismas precauciones impuestas á los be- 
ligerantes* ' 

La potencia neutral debe dar á conocer á la navegación, 
por un aviso previo, las legiones en que serán colocadas 
las minas automáticas de contacto. Dicho aviso debe co- 
municarse con urgencia á los Gobiernos por la vía diplo- 
mática. 

Artículo 5,* 

Las potencias contratantes se obligan á hacer todo la 
que de ellas dependa para recoger cada una de su lado, al 
ñnal de la guerra^ las minas que haya puesto. 

En cuanto á las minas automáticas de contacto amarra- 
das que uno de los beligerantes haya colocado frente á las 
costas del otro, notiñcará su situación el primero al segun- 
do y cada potencia procederá, dentro del plazo más breve 
posible, á recoger las que se encuentren en sus aguas. 

Artículo 6/ 

Las potencias contratantes que no dispongan todavía de 
las minas perfeccionadas á que se refiere el presente con- 
venio y que en la actualidad no puedan sujetarse, por lo 
tanto, á las reglas establecidas en los artículos i.^ y 3.%3< 
obligan á transformar su material de minas tan proato 
como sea posible, á ñn de que responda á las mencionadas 
prescripciones^ 
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Artículo 7-" 

Las disposiciones del presente convenio no son apiíca- 
bles sino entre las potencias contratantes y sólo cuando 
todos los beligerantes estén ligados por éL 

Artículo S.** 

El presente convenio se ratiñcará tan pronto como sea 
posible. 

Las ratJñcaciones se depositarán en El Haya, 

El primer depósito de ratificaciones se hará constar en 
un Acta que ñrmarán los representantes de las potencias 
que lo efectúen y el Ministro de Negocios extranjeros de 
los Países Bajos. 

Los depósitos ulteriores se efectuarán mediante notiñca- 
cíón escrita, dirigida al Gobierno de los Países Bajos y 
acompañada del documento de ratificación» 

El Gobierno de los Países £ajos remitirá inmediatamente 
por la vía diplomática á las potencias invitadas á la segun- 
da Conferencia de la Paz y á las demás que se hayan ad- 
herido á este convenio^ copia literal certificada del Acta re^ 
lativa al primer deposito de ratificaciones, de las notifica- 
ciones mencionadas en el párrafo precedente y de los do* 
cumentüs de ratificación* 

En los casos á que el párrafo precedente se contrae, di^ 
che Gobierno les dará á conocer al mismo tiempo la fecha 
en que haya recibido la notificación. 

Artículo 9." 

Las potencias no signatarias podrán adherirse al presente 
convenio. 

La potencia que desee adherirse notificará por escrito su 
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intención al Gobierno de los Países Bajos, enviándole el 
Acta de adhesión, que se depositará en los archivos de di- 
cho Gobierno. 

Este último transmitirá inmediatamente á las demás po- 
tencias copia certificada de la notificación y del Acta de 
adhesión, expresando la fecha en que se ha recibido 

aquélla. 

Artículo i o. 

El presente convenio surtirá efecto para las potencias 
que hayan tomado parte en el primer depósito de ratifica- 
ciones, sesenta días después de la fecha del Acia del mis- 
mo, y para las potencias que lo ratifiquen ó se adhieran 
posteriormente, sesenta días después que la notificación de 
su ratificación ó adhesión haya sido recibida por el Gobier- 
no de los Países Bajos. 

Artículo ii. 

El presente convenio tendrá una duración de siete años 
á partir de los sesenta días siguientes á la fecha del pri- 
mer depósito de ratificaciones. 

Salvo denuncia, continuará rigiendo después de expirar 
ese plazo. 

La denuncia se notificará por escrito al Gobierno de los 
Países Bajos, el cual transmitirá inmediatamente copia li- 
teral certificada de la notificación á todas las potencias, 
dándoles á conocer la fecha en que la ha recibido. 

La denuncia no surtirá efecto sino respecto de la poten- 
cia que la haya notificado y seis meses después de recibida 
la notificación por el Gobierno.de los Países Bajos. 

Artículo 12. 
Las potencias contratantes se obligan á ocuparse de la 
cuestión del empleo de las minas automáticas de contacto 
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seis meses antes de expirar el término previsto en el pá- 
rrafo I." del artículo precedente, para el caso de que no 
haya sido examinada de nuevo y resuelta en fecha anterior 
por la tercera Conferencia de la Paz. 

Si las potencias contratantes celebran un nuevo conve- 
nio relativo al uso de minas, desde que entre en vigor de- 
jará de aplicarse el presente. 

Artículo 13. 

El Ministerio de Negocios extranjeros de los Países Bajos 
llevará un registro de la fecha del depósito de ratificacio- 
nes, efectuado en virtud de los párrafos 3.*^ y 4,* del art. 8.*, 
así como de la fecha en que S(2 hayan recibido las notifica- 
ciones de adhesión (art. 9.®, párrafo 2.°) ó de denuncia 
(art. II, párrafo 3.*) 

Toda potencia contratante estará facultada para ente- 
rarse de dicho registro y solicitar copias certificadas del 
mismo. 

En fe de lo cual, han firmado los Plenipotenciarios el 
presente convenio. , 

Otorgado en El Haya el 18 de Octubre de 1907, en un 
solo ejemplar, que se depositará en los archivos del Go- 
bierno de los Países Bajos y del que se remitirán por la 
vía diplomática copias certificadas á las potencias que han 
sido invitadas á la segunda Conferencia de la Paz* 
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Convento relativo a¿ bombardeo por fuerzas 
navales en tiempo de guerra. 



S, M, el Emperador de Alemania, Rey de Prusia; el Pre- 
BÍdcnte de los Estados Unidos de América; etc. (Sigue la 
mumnación de los Soberanos y ^í/w de Estado contra- 
tantes.) 

Animados del deseo de realizar el proposito expresado 
por la primera Conferencia de la Paz sobre el bombardeo 
por fuezas navales de puertos^ ciudades y poblados no de- 
fendidos; 

Considerando que importa someter el bombardeo por 
fuerzas navales á disposiciones generales que garanticen 
los derechos de los habitantes y aseguren la conservación 
de los principales edificios, extendiendo á dicha operación 
de guerra^ en la medida de lo posible^ los principios del 
Reglamento de 1S99 sobre las leyes y costumbres de la 
f^uerra terrestre; 

Inspirándose de ese modo en el deseo de servir los inte- 
reses de la humanidad y disminuir los rigores y los desas- 
tres de la guerrra; 

Han resuelto celebrar un convenio á este efecto y, en 
consecuencia, han nombrado por sus Plenipotenciarios , á 
saber: 

(Siguff la enumeración de los Plenipotenciarios,) 

Los cuales, después de haber depositado sus plenos po- 
deres, hallados en buena y debida forma, han acordado las 
disposiciones siguientes: 
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CAPÍTULO PRIMERO 

Del bombardeo de puertos, ciudades, poblados, 
habitaciones 6 edificios no defendidos. 

Artículo primero. 

Queda prohibido el bombardeo por fuerzas navales de 
puertos, ciudades, poblados, habitaciones ó ediñcios que ' 
no estén defendidos. / 

Una localidad no puede ser bombardeada por el solo 
hecho de que se hayan colocado ante su puerto minas 
submarinas automáticas de contacto. 

Artículo 2.** 

Sin embargo, no se comprenden en dicha prohibición 
los trabajos militares, establecimientos militares ó navales, 
depósitos de armas ó de material de guerra, talleres é insta- 
laciones adecuadas para utilizarse en las necesidades de la 
flota ó del ejército enemigo y de los buques de guerra en 
puerto. El Comandante de una fuerza naval, después de 
exigir su destrucción en un plazo razonable, podrá des- 
truirlos á cañonazos si no hay otro medio posible y cuando 
las autoridades locales no lo hayan hecho dentro del tér- 
mino fijado. 

En tal caso no incurrirá en responsabilidad alguna por 
los daños involuntarios que pueda ocasionar el bombardeo* 

Si necesidades militares imperiosas exigen una acción 
inmediata que no permita conceder plazo, queda entendido 
que la prohibición de bombardear ciudades no defendidas 
subsiste, como en el caso previsto en el párrafo primero, y 
que el Comandante tomará todas las precauciones necesa- 
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fias á fin de que tenga el bombardeo para la ciudad los me- 
nores inconv^enientes posibles. 

Artículo 3.^ 

Después de una notlñcacion expresa cabe proceder al 
bombardeo de puertos, ciudades, poblados, habitaciones ó 
ediñcios no defendidos, si las autoridades locales, requeri- 
das por una orden formal, se niegan á satisfacer las requi- 
sas de víveres ó aprovisionamientos necesarias á las exi- 
gencias presentes de la fuerza naval que se encuentre ante 
la localidad. 

Dichas requisas estarán en relación con los recursos lo- 
cales. No podrán exigirse sin la autorización del Coman- 
dante de la referida fuerza naval y, en cuanto fuere posi- 
ble, se pagarán al contado; en otro caso se acreditarán por 

medio de recibos. 

Artículo 4.** 

Queda prohibido el bombardeo de puertos, ciudades, po- 
blados, habitaciones ó edificios no defendidos, por la falta 
de pago de contribuciones en dinero. 

CAPÍTULO II 
Disposiciones generales. 

Artículo 5.° 

£n el bombardeo por fuerzas navales debe tomar el Co- 
mandante las medidas necesarias para no dañar, en lo que 
fuere posible, los ediñcios consagrados al culto, á las artes, 
á la ciencia y á la beneficencia, los monumentos históricos, 
los hospitales y los lugares en que estén reunidos heridos 
y enfermos á condición de que no se empleen al mismo 
tiempo para un fin militar. 
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Los habitantes están en el deber de designar esos mo- 
numentos, edificios ó lugares por signos visibles^ que con- 
sistirán en grandes tableros rectangulares inmóviles, divi- 
didos por una de sus diagonales en dos triángulos de color, 
negro el de arriba y el de abajo blanco. 

Artículo 6° 
Salvo el caso de que no lo permitan las exigencias mi- 
litares, el Comandante de las fuerzas navales asaltantes 
deberá hacer todo lo que de él dependa para advertir á las 
autoridades, antes de comenzar el bombardeo. 

Artículo 7,* 

Queda prohibido entregar al pillaje una ciudad ó locali- 
dad, aun tomada por asalto. 



CAPÍTULO III 
Disposiciones finales* 

Articulo 8,** 
Las disposiciones del presente convenio no son aplica- 
bles sino entre las potencian contratantes y sólo cuando 
todos los beligerantes estén ligados por éL 

Artículo 9.* 
El presente convenio se ratificará tan pronto como sea 

posible. 
Las ratificaciones se depositarán en El Haya, 
El primer depósito de ratificaciones se hará constar en 

un Acta que firmarán ios representantes de las potencias 

que lo efectúen y el Ministro de Negocios extranjeros de 

los Países Bajos. 
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Los depósitos ulteriores se efectuarán mediante notiñca- 
ción eGcríta, dirigida al Gobierno de los Países Bajos y 
acompañada del documento de ratificación. 

El Gobierno de los Países Bajos remitirá inmediatamente 
por la vía diplomática á las potencias invitadas á la segun- 
da Conferencia de la Paz y á las demás que se hayan ad- 
herido á este convenio, copia literal certiñcada del Acta re- 
lativa al primer depósito de ratiñcaciones, de las notifica- 
ciones mencionadas en el párrafo precedente y de los do- 
cumentos de ratificación. En los casos á que el párrafo 
precedente se contrae^ dicho Gobierno les dará á conocer, 
al mismo tiempo la fecha en que haya recibido la notifica- 
ción. 

Artículo id» 

Las potencias no signatarias podrán adherirse al presen- 
te convenio. 

La potencia que desee adherirse notificará por escrito su 
intención al Gobierno de los Países Bajos^ enviándole el 
Acta de adhesión, que se depositará en los archivos de di- 
cho Gobierno. 

Este último transmitirá inmediatamente á las demás po- 
tencias copia certificada de la notificación y del Acta de 
adhesión, expresando la fecha en que ha recibido aquélla. 

Artículo i i. 

£1 presente convenio surtirá efecto para las potencias 
que hayan tomado parte en el primer depósito de ratifica- 
ciones, sesenta días después de la fecha del Acta del mis- 
mo, y para las potencias que lo ratifiquen ó se adhieran 
posteriormente, sesenta días después que la notificación de 
su ratificación ó adhesión haya sido recibida por el Go- 
bierno de los Países Bajos. 
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Artículo 12. 

Si alguna de las potencias contratantes quisiera denun- 
ciar el presente convenio, notificará la denuncia por escrito 
al Gobierno de los Países Bajos, el cual transmitirá inme- 
diatamente copia literal certificada de la notificación á las 
demás potencias, dándoles á conocer la fecha en que la ha 
recibido. 

La denuncia no surtirá efectos sino respecto de la poten- 
cia que la haya notificado y un año depués de recibida la 
notificación por el Gobierno de los Países Bajos. 

Artículo 13. 

£1 Ministerio de Negocios extranjeros de los Países Ba- 
jos llevará un registro de la fecha del depósito de ratifica- 
ciones, efectuado en virtud de los párrafos 3.** y 4.° del 
art. 9.°, así como de la fecha en que se hayan recibido las 
notificaciones de adhesión (art 10, párrafo 2.^) ó de de- 
nuncia (art. 12, párrafo i.°) 

Toda potencia contratante estará facultada para ente- 
rarse de dicho registro y solicitar copias certificadas del 
mismo. 

En fe de lo cual^ han firmado los Plenipotenciarios el 
presente convenio. 

Otorgado en El Haya el 18 de Octubre de 1907, en un 
solo ejemplar, que se depositará en los archivos del Gobier- 
no de los Países Bajos y del que se remitirán por la vía 
diplomática copias certificadas á las potencias que han sido 
invitadas á la segunda Conferencia de la Paz. 
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Convenio para la adaptación a la guerra marí- 
tima de los principios del Convenio de Gi- 
nebra. 



S. M. el Emperador de Alemania, Rey de Prusia; el Pre- 
sidente de los Estados Unidos de América; etc., etc. (Si- 
gue la enumeración de los Soberanos y Jefes de Estado con- 
tratantes,) 

Igualmente animados del deseo de disminuir, en cuanto 
de ellos dependa, los males inseparables de la guerra; 

Y queriendo, con ese fin, adaptar á la guerra marítima 
los principios del Convenio de Ginebra de 6 de Julio de 
1906; 

Han resuelto celebrar un convenio al efecto de revisar el 
de 29 de Julio de 1899 sobre la misma materia y han nom- 
brado por sus Plenipotenciarios, á saber: 

{Siguen los nombres de los Plenipotenciarios,) 

Los cuales, después de haber depositado sus plenos po- 
deres, hallados en buena y debida forma, han convenido 
las disposiciones siguientes: 

Artículo primero. 

Los buques hospitales militares, es decir, los buques 
construidos ó preparados por los Estados especial y úni- 
camente con el fin de socorrer á los heridos, enfermos y 
náufragos, y cuyos nombres hayan sido comunicados al 
comienzo ó durante las hostilidades, y en todo caso antes 
de su empleo, á las potencias beligerantes, serán respe- 
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tados y quedarán exentos de captura mientras dure la 

guerra. 

Dichos buques no estarán tampoco asimilados á los de 

guerra desde el punto de vista de su permanencia en un 

puerto neutral. 

Artículo 2,^ 

Los buques hospitalarios equipados en todo ó en parte á 
costa de particulares ó de sociedades de socorro ofícial- 
mente reconocidas^ serán igualmente respetados y estarán 
exentos de captura si la potencia beligerante de que depen- 
den les ha dado una comisión ofícial y ha notificado sus 
nombres á la potencia contraria al comienzo ó durante las 
hostilidades y en todo caso antes de su empleo. 

Dichos buques deben llevar un documento de la autori- 
dad competente en que se declare que han estado sometidos 
á su inspección mientras se preparaban y en el acto de su 

salida. 

Artículo 3.° 

Los buques hospitalarios equipados en todo ó en parte á 
costa de particulares ó sociedades oficialmente reconocidas 
de países neutrales, serán respetados y estarán exentos de 
captura á condición de que se hayan puesto bajo la direc- 
ción de uno de los beligerantes^ con el asentimiento previo 
de su propio Gobierno y con la autorización del beligeran- 
te mismo, y de que este último haya notificado el nombre 
al adversario desde el comienzo ó durante el curso de las 
hostilidades y en todo caso antes de utilizarlos. 

Artículo 4.° 

Los buques mencionados en los artículos 1.*, 2.® y 3.* 
socorrerán y asistirán á los heridos, enfermos y náufragos 
de los beligerantes, sin distinción de nacionalidad. Los Go- 

Tomo segundo. 32 
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biernos se obligan á no utilizar dichos buques para ñnes 
militares. 

Esos buques no deben estorbar en modo alguno los mo- 
vimientos de los combatientes. Durante y después del com- 
bate procederán por su cuenta y riesgo. Los beligerantes 
tendrán respecto de ellos el derecho de inspección y de 
visita; podrán rehusar su concurso, ordenarles que se alejen, 
imponerles una dirección determinada, instalar á bordo un 
comisario, y aun detenerlos si la gravedad de las circuns- 
tancias lo exigiere. Cuando sea posible, los beligerantes in- 
sertarán sus órdenes en el diario de navegación de los bu- 
ques hospitales. 

Artículo 5.* 

Los buques hospitales militares se distinguirán por una 
pintura exterior blanca, con una franja horizontal verde de 
metro y medio de ancho próximamente. 

Los buques mencionados en los artículos 2.° y 3.® se dis- 
tinguirán por una pintura exterior blanca, con una franja 
horizontal roja de metro y medio de ancho próximamente. 

Los botes de los buques antes mencionados, así como los 
barcos pequeños que puedan destinarse al servicio hospita- 
lario, se distinguirán por una pintura análoga. 

Todos los buques hospitalarios se darán á conocer izan- 
do, con su pabellón nacional, el pabellón blanco de cruz 
roja establecido por el Convenio de Ginebra y además, si 
pertenecen á un Estado neutral, enarbolando en el palo ma- 
yor el pabellón nacional del beligerante bajo cuya direc- 
ción se hayan colocado. 

Los buques hospitalarios que en el caso previsto en el 
articulo 4.° sean detenidos por el enemigo, suprimirán el 
pabellón nacional del beligerante de que procedan. 

Los buques y embarcaciones antes mencionados que 
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quieran asegurarse de noche el respeto á que tienen dere- 
cho, tomarán, con el asentimiento del beligerante que 
acompañen, las medidas necesarias para que sea lo bastan- 
te aparente la pintura que los caracteriza, 

AtíifcuLO 6-° 

Los signos distintivos previstos en el ari 5,^ no podrán 
emplearse en tiempo de paz ó de guerra sino para proteger 
ó designar los buques que en el mismo se mencionan. 

Artículo 7-* 

En caso de un combate a bordo de un buque de guerra 
se respetará y guardará la enfermería en cuanto fuere po- 
sible. 

Dichas enfermerías y su material quedarán sometidas á 
las leyes de la guerra, perú no podrán destinarse á otro 
empleo mientras sean necesarios á los heridos y enfermos, 
Sin embargo, el Comandante que las tenga en su poder es- 
tará facultado para disponer de ellas asegurando previa- 
meante la suerte de los heridos y enfermos. 

Artículo 8." 

' r 

La protección debida á los buques hospitalarios y á las 
enfermerías de los de guerra cesarán si se usan aquéllos ó 
éstas para realizar actos que dañen al enemigo* 

No se considera que justifique por su naturaleza la su- 
presión de la protección el hecho de que el personal de esos 
buques y enfermerías esté armado para el mantenimiento 
de! orden y la defensa de los heridos y enfermos^ ó el he- 
'Cho de la existencia a bordo de una instalación radio-tele- 
gráfíca. 
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Artículo 9.* 

Los beligerantes pueden apelar al celo caritativo de los 
que manden buques mercantes, yachts ó embarcaciones 
neutrales para que reciban á bordo y asistan heridos ó en- 
fermos. 

Los buques que hayan respondido á esa solicitud, así 
como los que recojan espontáneamente heridos, enfermos ó 
náufragos, gozarán de protección especial y de ciertas in- 
munidades. No podrán ser capturados en caso alguno por el 
hecho de ese transporte; pero, salvo las promesas hechas, 
continuarán expuestos á captura por las violaciones de la 
neutralidad que hayan cometido. 

* Artículo 10. 

El personal religioso, médico y hospitalario de todo bu-^ 
que capturado es inviolable y no puede ser hecho prisione- 
ro de guerra. Llevará consigo al dejar el buque los objetos 
é instrumentos de cirugía que sean de su propiedad par- 
ticular, continuará desempeñando sus funciones mientras 
sea necesario y podrá retirarse después, cuando el Coman- 
dante en jefe lo juzgue posible. 

Los beligerantes deben asegurar á dicho personal mien- 
tras esté en su poder, las mismas asignaciones y sueldo 
que al personal de iguales grados de su propia marina. 

Artículo i i. 

Los marinos y militares embarcados y las demás perso- 
Tias oñcialmente incorporadas á la marina ó al ejército, he- 
ridos ó enfermos, serán respetados y asistidos por los cap-- 
tores, sea cual fuere la nación á que pertenezcan. 
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Artículo 12. 
fe- 
Todo buque de guerra de un beligerante puede reclamar 
la entrega de los heridos, enfermos ó náufragos que estén 
á bordo de buques hospitales militares^ buques hospitala- 
rios de sociedades de socorros ó de particulares y buques 
mercantes, yachh y embarcaciones, sea cual fuere la na- 
cionalidad de dichos barcos» 

Artículo 13. 

Debe proveerse^ en la medida de lo posible, á que no 
puedan tomar parte nuevamente en las operaciones de 
guerra ios heridos, enfermos ó naufragas recogidos á bordo 
de un buque de guerra neutral. 

Artículo 14. 

Son prisioneros de guerra los náufragos, heridos ó en- 
fermos de un beligerante que caen en poder del otro. Toca 
á este último decidir, según las circunstancias^ si le convie- 
ne conservarlos ó dirigirlos á un puerto de su nación ó 
neutral, ó aun del adversario. En este caso, los prisioneros 
devueltos á su país no podrán prestar el servicio militar 
mientras dure la guerra. 

^ Artículo 15. 

Los náufragos, heridos ó enfermos desembarcados en un 
puerto neutral con el asentimiento de las autoridades loca- 
les, deberán quedar bajo la guarda del Estado neutral, sal- 
vo su acuerdo en contrario con loa Estados beligerantes, de 
' modo que no puedan tomar parte nuevamente en tas ope- 
raciones militares» 
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Los gastos de hospital y de internación serán á cargo 
del Estado á que pertenezcan los náufragos, heridos ó en- 
fermos. 

Artículo i 6. 

Ambas partes beligerantes después de cada combate y en 
la medida que lo permitan los intereses militares, tomarán 
medidas para recoger los náufragos, heridos y enfermos y 
para protegerlos, así como á los muertos, contra el pillaje 
y los malos tratamientos. 

Velarán porque preceda á la inhumación, inmersión ó 
incineración de los muertos un examen atento de sus cadá- 
verest 

Artículo 17. 

Cada beligerante enviará, en cuanto le sea posible, ála^ 
autoridades de su país, de su marina ó de su ejército, las 
placas ó documentos militares de identidad encontrados 
sobre los muertos y la relación nominal de los heridos ó 
enfermos, que haya recogido. 

Los beligerantes se tendrán recíprocamente al corriente 
de las internaciones y traslados, así como de las entradas 
en los hospitales y fallecimientos de los heridos y enfermos 
que tengan en su poder. Recogerán todos los objetos de uso 
personal, valores, cartas, etc., que se encuentre en los bu- 
ques capturados ó que dejen los heridos ó enfermos falleci- 
dos en los hospitales, para hacerlos transmitir á los intere- 
sados por conducto de las autoridades de su país. 

Artículo i 8, 

Las disposiciones del presente convenio ño son aplica* 
bles sino entre las potencias contratantes y sólo cuando 
todos los beligerantes estén ligados por éU 
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Artículo 19. 

Los Comandantes en jefe de las flotas beligerantes acor- 
darán los pormenores necesarios para la ejecución de los 
artículos precedentes y resolverán los casos no previstos, 
según las instrucciones de sus respectivos Gobiernos y con- 
forme á los principios generales del presente convenio. 



Artículo 20, 

Las potencias signatarias tomarán las medidas necesa- 
rias para instruir á sus marinas y especialmente al perso- 
nal protegido, de las disposiciones del presente convenio, 
así como para darlo á conocer á la población. 

Artículo 21. 

Las potencias signatarias se obligan también á tomar ó 
á proponer á su poder legislativo, en caso de insuficiencia 
de sus leyes penales, las medidas necesarias para reprimir 
en tiempo de guerra los actos individuales de pillaje y de 
mal trato de los heridos y enfermos de la marina, y para 
castigar como usurpación de insignias militares el uso abu- 
sivo de los signos distintivos que establece el art. 5.° por 
buques no protegidos en el presente convenio. 

Se comunicarán las disposiciones relativas á esa repre- 
sión por medio del Gobierno de los Países Bajos y á más 
tardar dentro de los cinco años siguientes á la ratificación 
de este convenio. 

Artículo 22. 

En caso de operaciones entre las fuerzas terrestres y 
marítimas de los beligerantes, no serán aplicables sino á las 
embarcadas las disposiciones del presente convenio. 



||4 APÉNDICJES 

Artículo 23, 

El presente convenio se ratificara tan pronto como sea 
posible. 

Las ratifícaciones se depositarán en £1 Haya. 

£1 primer depósito de ratifícaciones se hará constar en 
un Acta que ñrmarán los representante^ de las potencias 
que lo efectúen y el Ministro de Negocios extranjeros de 
los Países Bajos. 

Los depósitos ulteriores se efectuarán mediante notifica- 
ción escrita, dirigida al Gobierno de los Países Bajos y 
acompañada del documento de ratificación. 

£1 Gobierno de los Países Bajos remitirá inmediatamente 
por la vía diplomática á las potencias invitadas ala segun- 
da Conferencia de la Paz y á las demás que se hayan adhe- 
rido á este convenio, copia literal certificada del Acta rela- 
tiva al primer depósito de ratificaciones, de las notificacio- 
nes mencionadas en el párrafo precedente y de los docu> 
mentos de ratificación. £n los casos á que el párrafo 
precedente se contrae, dicho Gobierno les dará á conocer 
al mismo tiempo la fecha en que haya recibido la notifi- 
cación. 

Artículo 24. 

Las potencias no signatarias podrán adherirse al presen- 
te convenio. 

La potencia que desee adherirse notificará por escrito su 
intención al Gobierno de los Países Bajos, enviándole el 
Acta de adhesión, que se depositará en los archivos de 
dicho Gobierno. 

£ste último transmitirá inmediatamente á las demás po- 
tencias copia certificada de la notificación y del Acta de 
adhesión, expresando la fecha en que se ha recibido aquélla. 
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Artículo 25, 

El presente convenio debidamente ratificado reemplazará 
en las reUciones entre los Estados contratantes al de 29 de 
Julio de 1899 para la adaptación á la guerra marítima de 
lúB principios del Convenio de Ginebra, 

El Convenio de 1899 continuará vigente para las rela- 
ciones entre las potencias que lo ñrmaron y que no ratifi- 
quen el presente. 

Artículo 26, 

El presente comrenio surtirá efecto para las potencias 
que hayan tomado parte en el primer depósito de ratifica- 
cione;S, sesenta días después de la fecha del Acta del mis- 
mo, y para las potencias que lo ratifiquen ó se adhieran 
posteriormente, sesenta días después que de la no Uñe ación 
de su ratificación ó adhesión haya sido recibida por el Go* 
bierno de los Países Bajos. 

Artículo 27, 

Si alguna de las potencias contratantes quisiera denun- 
ciar el presente convenio, notificará la denuncia por escri- 
to al Gobierno de los Países Bajos^ el cual transmitirá in* 
mediatamente copia certificada de la notiñcación á las de- 
más potencias^ dándoles á conocer la fecha en que la ha 
recibido. 

La denuncia no surtirá efectos sino respecto de la po- 
tencia que la haya notificado y un año después de recibida 
la notificación por el Gobierno de los Países Bajos^ 

-Artículo sS. 

El Ministerio de Negocios extranjeros de los Países Bajos 
llegará un registro de la fecha del depósito de rattficacio- 
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nes, efectuado en virtud de los párrafos 3.° y 4.* del ar- 
tículo 2$, así como de la fecha en que se hayan recibido 
las notificaciones de adhesión (art 24, párrafo 2.**) ó de de- 
nuncia (art. 27, párrafo i.®) 

Toda potencia contratante estará facultada para ente- 
rarse de dicho registro y solicitar copias certificadas del 
mismo. 

En fe de lo cual, han firmado los Plenipotenciario el pre- 
sente convenio. 

Otorgado en £1 Haya el 18 de Octubre de 1907, en un 
solo ejemplar, que se depositará en los archivos del Go- 
bierno de los Países Bajos y del que se remitirán por la 
vía diplomática copias certificadas á las potencias que han 
sido invitadas á la segunda Conferencia de la Paz. 



Convenio relativo á ciertas restricciones al ejer- 
cicio del derecho de captura en la guerra ma- 
rítima. 



S. M. el Emperador de Alemania, Rey de Prusia; el 
Presidente de los Estados Unidos de América; et<;., etc. {Si- 
gue la enumeración de los Soberanos y Jefes de Estado con-^ 
tratantes.) 

Reconociendo la necesidad de asegurar mejor que hasta 
ahora la aplicación equitativa del derecho á las relaciones 
internacionales marítimas en tiempo de guerra; 

Estimando que conviene para lograrlo, mediante el 
abandono ó la conciliación en interés común de ciertas 
prácticas antiguas divergentes, tratar de codificar por re- 
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glas comunes las garantías que se deben al comercio pací- 
fico y al trabajo inofensivo, así como la dirección de las 
hostilidades en el mar; que importa fijar en acuerdos mu- 
tuos escritos principios que han estado hasta aquí en el te- 
rreno incierto de la controversia ó entregados á la arbitra- 
riedad de los Gobiernos; 

Que cabe fijar desde ahora cierto número de reglas, sin 
afectar al derecho actualmente en vigor sobre las materias 
no previstas; 

Han nombrado por sus Plenipotenciarios, á saber: 
(Siguen los nombres de los Plenipotenciarios.) 
Los cuales, después de haber depositado sus plenos 
poderes, hallados en buena y debida forma, han acorda- 
do las disposiciones siguientes: 

CAPÍTULO PRIMERO 
De la eorrespondencia postal. 

Artículo primero. 

La correspodencia postal de los neutrales ó de los beli« 
gerantes, sea cual fuere su carácter oficial ó privado, en- 
contrada en el mar á bordo de un buque neutral ó enemigo, 
es inviolable. En caso de detención del buque será expedi- 
da por el captor con el menor retardo posible. 

Las disposiciones del párrafo precedente no se aplica- 
rán, en caso de violación de bloqueo, á la correspondencia 
destinada al puerto bloqueado ó procedente del mismo. 

Artículo 2.® 
La inviolabilidad de la correspondencia postal no sustrae 
los buques correos neutrales á las leyes y costumbres de la 
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guerra marítima referente á los buques mercantes en gene- 
ral. Sin embargo, la visita sólo debe efectuarse en caso de 
necesidad y con todas las consideraciones y toda la celeri- 
dad posible. 

CAPÍTULO II 
De la exención de captura de ciertos buques. 

Artículo 3.® 

Están exentos de captura los buques exclusivamente de- 
dicados á la pesca costera ó á servicios de pequeña nave- 
gación local, así como sus útiles, aparejos, aparatos y car- 
gamento. 

La exención deja, de serles aplicable desde que partici- 
pan de cualquier modo en las hostilidades. 

Las potencias contratantes se comprometen á no apro- 
vecharse del carácter inofensivo de dichos buques, para 
emplearlos con un ñn militar conservándoles la apariencia 

pacíñca. 

Artículo 4.* 

Están igualmente exentos de captura los buques encar- 
gados de misiones científícas, religiosas y filantrópicas. 

CAPÍTULO III 

Del régimen de la tripulación de los buques 
mercantes enemigos capturados por un beli» 
gerante. 

Artículo 5.° 

Cuando un beligerante capture un buque mercante ene- 
migo, los hombres de su tripulación nacionales de un Esta- 
do neutral, no serán hechos prisioneros de guerra. 
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La tntsma regla es aplicable al Capitán y á los oñciales, 
también nacionales de un Estado neutral, si prometen for- 
malmente por escrito no servir en buque enemigo mientras 
dure la guerra. 

Artículo 6,° 

El Capitán, los oficiales y los individuos de la tripula- 
ción que sean nacionales del Estado enemigo, no serán he^ 
chos prisioneros de guerra á condición de que se obliguen, 
bajo promesa formal escrita^ á no prestar servicio alguno 
que tenga relación con las operaciones de la guerra mien- 
tras duren las hostilidades. 

Artículo 7.° 

Los nombres de los individuos que queden en libertad 
en las condiciones prescritas por el párrafo 2° del art. 5,^ 
y por el art, 6.", se comunicarán por el captor al otro be-* 
ligerante. Queda prohibido á este último emplear conscien- 
temente á dichos individuos. 

Artículo 8.^ 

Las disposiciones de los tres artículos precedentes no 
son aplicables á los buques que toman parte en las hosti- 
lidades. 

CAPÍTULO IV 
Disposiciones finales. 

Artículo 9,'' 

Las disposiciones del presente convenio no son aplica- 
bles sino entre las potencias contratantes y sólo cuando 
todos los beligerantes estén ligados por él. 
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Artículo i o. 

£1 presente convenio se ratificará tan pronto como sea 
posible. Las ratificaciones se depositarán en El Haya. 

El primer depósito de ratificaciones se hará constar en 
un Acia que firmarán los representantes de las potencias 
que lo efectúen y el Ministro de Negocios extranjeros de 
los Países Bajos. 

Los depósitos ulteriores se efectuarán mediante notifica- 
ción escrita, dirigida al Gobierno de los Países Bajos y 
acompañada del documento de ratificación. 

El Gobierno de los Países Bajos remitirá inmediatamen- 
te por la vía diplomática á las potencias invitadas á la 
segunda Conferencia de la Paz y á las demás que se hayan 
adherido á este convenio, copia literal certificada del Acta 
relativa al primer depósito de ratificaciones, de las notifi- 
caciones mencionadas en el párrafo precedente y de los 
documentos de ratificación. En los casos á que el párrafo 
precedente se contrae, dicho Gobierno les dará á conocer 
al mismo tiempo la fecha en que haya recibido la noti- 
ficación. 

Artículo i i. 

Las potencias no signatarias podrán adherirse al presen- 
te convenio. 

La potencia que desee adherirse notificará por escrito su 
intención al Gobierno de los Países Bajos, enviándole el 
Acta de adhesión que se depositará en los archivos de di- 
cho Gobierno. 

Este último transmitirá inmediatamente á las demás 
potencias copia certificada de la notificación y del Acta 
de adhesión, expresando la fecha en que se ha recibido 
aquélla. 
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Artículo 12. 

£1 presente convenio surtirá efecto para las potencias 
que hayan tomado parte en el primer depósito de ratifica- 
ciones, sesenta días después de la fecha del Acta del mis- 
mo, y para las potencias que lo ratifiquen ó se adhieran 
posteriormente, sesenta días después que la notificación de 
su ratificación vó adhesión haya sido recibida por el Gobier- 
no de los Países Bajos. 

Artículo 13. 

Si alguna de las potencias contratantes quisiera denun- 
ciar el presente convenio, notificará la denuncia por escrito 
al Gobierno de los Países Bajos, el cual transmitirá inme- 
diatamente copia literal certificada de la notificación á las 
demás potencias, dándoles á conocer la fecha en que la ha 
recibido. 

La denuncia no surtirá efectos sino respecto de la poten- 
cia que la haya notificado y un año después de recibida la 
notificación por el Gobierno de los Países Bajos. 

Artículo 14. 

£1 Ministerio de Negocios extranjeros de los Países Ba- 
jos llevará un registro de la fecha del depósito de ratifica- 
ciones efectuado en virtud de los párrafos 3.° y 4.° del ar- 
tículo 10, así como de la fecha en que se hayan recibido 
las notificaciones de adhesión (art. 1 1, párrafo 2.^) ó de 
denuncia (art. 13, párrafo i.°). 

Toda potencia contratante estará facultada para enterarse 
de dicho registro y solicitar copias certificadas del mismo. 

jEn fe de lo cual, han firmado los Plenipotenciarios el 
presente convenio. 



2íí/^Sr:vl . 
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Otorgado en £1 Haya el 1 8 de Octubre de 1907, en un 
solo ejemplar, que se depositará en los archivos del Go- 
bierno de los Países Bajos y del que se remitirán por la 
vía diplomática copias certificadas á las potencias que han 
sido incitadas á la segunda Conferencia de la Paz. 



Convenio relativo á la creación 
de un Tribunal internacional de presas. 



S. M. el Emperador de Alemania, Rey de Prusia; el 
Presidente de los Estados Unidos de América; etc., etc. 
(Sigue la enunuración de los Soberanos y yefes de Estado 
contratantes.) 

Animados del deseo de resolver de una manera equita- 
tiva las diferencias que suelen surgir eñ caso de guerra 
marítima con motiyo de las resoluciones dictadas por los 
Tribunales de presas nacionales; 

Estimando que si dichos Tribunales deben continuar re- 
solviendo en la forma prescrita por su legislación, importa 
que pueda establecerse en ciertos casos un recurso bajo 
condiciones que concillen, en la medida posible, los inte- 
reses públicos y los intereses privados á que afecta todo 
asunto de presas; 

Considerando, por otra parte, que la institución de un 
Tribunal internacional, cuya competencia y procedimientos 
estén cuidadosamente ñjados, ha parecido el medio mejor 
de lograr dicho fin; 

Persuadidos, por último, de que podrán atenuarse de 
esta manera las consecuencias rigurosas de una guerra ma- 
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ritima; de que habrá especialmente mayores probabilidades 
de mantener asi las buenas relaciones entre los beligeran- 
tes y los neutrales, y de que la conservación de la paz es- 
tará mejor asegurada; 

Deseando celebrar un convenio á este efecto, han nom- 
brado por sus Plenipotenciarios, á saber: 
(Siguen los nombres de los Plenipotenciarios.) 
Los cuales, después de haber depositado sus plenos po - 
deres, hallados en buena y debida forma, han acordado las 
disposiciones siguientes: 



TÍTULO PRIMERO 
Disposiciones generales. 

Artículo primero. 

La validez de la captura de un buque mercante ó de su 
cargamento, cuando se trate de propiedad neutral ó enemi- 
ga, será declarada por una jurisdicción de presas conforme 
al presente convenio. 

Artículo 2.* 

La jurisdicción de presas se ejerce, en primer término, 

por los Tribunales de presas del beligerante captor. Las 

decisiones de dichos Tribunales se pronunciaran en sesión 

pública y se notiñcarán de oñcio á las partes neutrales ó 

enemigas. 

Artículo 3.° 

Lar resoluciones de los Tribunales de presas nacionales, 
pueden ser objeto de recursos ante el Tribunal internacio- 
nal de presas: 

Tomo iigundo. 31^ 
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1,^ Cuando la resolución de los Tribunales nacionales 
se refiere á la propiedad de una potencia <^ de un particu* 
lar neutrales, 

2.^ Cuantió dicha resolución se refiere á propiedad ene- 
miga y se trata: 

a) De mercancías cargadas en buque neutral, 

b) De un buque enemigo que haya sido capturado en 
las aguas territoriales de una potencia neutral, en el caso 
de que esta potencia no haya hecho objeto la captura de 
una reclamación diplomáticaj y 

c) De reclamaciones fundadas en la alegación de que 
la captura se haya efectuado infringiendo, ya una disposi- 
ción convencional vigente entre las potencias beligerantes, 
ya una disposición legal dictada por el beligerante captor. 

El recurso contra las resoluciones de los Tribunales na- 
cionales puede fundarse en que no estén justificadas, bien 
en cuanto á los hechos, ó bien en cuanto al derecho. 

Artículo 4.* 

El recurso puede interponerse: 

1,^ Por una potencia neutral, si la decisión de los Tri- 
bunales nacionales es perjudicial para su propiedad ó la de 
sus subditos 6 ciudadanos (art. 3.°, núm. t."}, ó si se alega 
que la captura del buque enemigo se ha realizado en las 
aguas territoriales de dicha potencia (art. 3.*» núm. 2.", 
letra h); 

2." Por un particular neutral, ai la decisión de los Tri- 
bunales nacionales es perjudicial á su propiedad (art. 3/^ 
núm. I."), á reserva^ no obstante, del derecho de la po- 
tencia á que pertenece, de prohibirle el acceso al Tribunal 
ó de comparecer ella misma en su lugar y representación; 

3.'' Por un particular que pertenezca á la potencia ene- 
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miga, si la decisión de los Tribunales nacionales es perju- 
dicial para su propiedad en las condiciones qiie determina 
el art. 3.°, núm. 2.^ con excepción del caso previsto por la 

letra h. 

Artículo 5.° 

También puede interponerse el recurso en las mismas 
condiciones del artículo precedente, por los causahabientes 
neutrales ó enemigos del particular á quien se otorga, siem- 
pre que hayan intervenido ante la jurisdicción nacional. 
Dichos causahabientes pueden ejercitar individualmente 
ese recurso en la medida de su respectivo interés. Otro tan^ 
to sucede con los causahabientes neutrales ó enemigos de 
la potencia neutral de cuya propiedad se trate. 

' Artículo 6.° 

Cuando el Tribunal internacional es competente confor- 
me al art 3.", el derecho de jurisdicción de los Tribunales 
nacionales no puede ejercerse en más de dos instancias. 
Toca decidir á la legislación del beligerante captor si el re- 
curso se otorga contra el fallo dictado en primera instan- 
cia ó solamente contra el pronunciado en apelación ó en 
'Casación. 

Si los Tribunales nacionales no han resuelto deñnitiva- 
mente dentro de dos años á contar del día de la captura, 
puede acudirse directamente al Tribunal internacional. 

Artículo 7.* 

Si la cuestión de derecho que ha de resolverse está pre • 
vista en un convenio vigente entre el beligerante captor y 
la potencia que es parte en el litigio ó cuyo nacional lo 
fuere, el Tribunal se ajustará á las disposiciones de dicho 
convenio. 



-'í 
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A falta de tales estipulaciones, aplicará el Tribunal las 
reglas del Derecho internacional. Si no existen reglas ge- 
neralmente reconocidas, decidirá el Tribunal según los 
principios generales de la justicia y de la equidad. 

Las disposiciones que preceden son aplicables al orden 
de la prueba, así como á los medios que pueden emplearse. 
Si conforme al art 3.°, núm. 2.", letra c^ se ha fundado el 
recurso en la violación de una disposición legal dictada por 
el beligerante captor, el Tribunal aplicará esa disposiciÓB. 

£1 Tribunal puede no tener en cuenta la pérdida de de- 
rechos á virtud de disposiciones de orden procesal conté- 
nidas en la legislación del beligerante captor, cuando es- 
time que sus consecuencias son contrarias á la justicia y á 

la equidad. 

Artículo 8.* 

Si el Tribunal acuerda la validez de la captura del bu- 
que ó del cargamento, se dispondrá de ello conforme á las 
leyes del beligerante captor. « 

Si acuerda la nulidad, ordenará la restitución del buque 
y del cargamento y fijará, si procediere, el importe de los 
daños y perjuicios. Si el buque ó el cargamento han sido 
vendidos ó destruidos, determinará el Tribunal la indem- 
nización que haya de satisfacerse por ese motivo al pro- 
pietario. 

Si la jurisdicción nacional hubiere acordado la nulidad 
de la captura, el Tribunal no estará llamado á resolver 
más que sobre los daños y perjuicios. 

Artículo 9.' 

Las potencias signatarias se obligan á someterse de 
buena fe á las resoluciones del Tribunal internacional de 
presas y á ejecutarlas en el plazo más breve posible. 
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TÍTULO II 
De la oif anizadón del Tribunal internacional de presa 8 

Artículo i o. 

El Tribunal internacional de presas se compondrá de jue- 
ces propietarios y de jueces suplentes^ nombrados por las 
potencias signatarias, debiendo ser todos jurisconsultos de 
competenda reconocida en las cuestiones de Derecho inter- 
nacional marítimo y que gocen de la más alta considera- 
ción moral. 

£1 nombramiento de los jueces propietarios y suplentes 
se hará dentro de los seis meses siguientes á la ratificación 
del presente convenio. 

Artículo i i. 

Los jueces propietarios y suplentes serán nombrados por 
un período de seis años, á contar de la fecha en que su 
nombramiento se notifique al Consejo administrativo esta- 
Mecido por el Convenio de 29 de Julio de 1899 para el 
arreglo pacífico de los conflictos internacionales. Su man- 
dato puede renovarse. 

Caso de fallecimiento ó renuncia de un juez propietario 
ó suplente se procederá á su reemplazo del modo fijado 
para su nombramiento. En tales hipótesis se hará el nom- 
bramiento por un nuevo período de seis años. 

Artículo 12. 

Los jueces del Tribunal internacional de presas son igua- 
les entre sí y ocupan puesto por el orden de la fecha de la 
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notificación de su nombramiento (arL ii, párrafo i-^)t¿, 
si entran por turno, según la fecha en que hayan empezado 
á ejercer sus funciones. En caso de igualdad de fechas co- 
rresponderá la precedencia al de más edad. 

Los jueces suplentes están asimÜados á los propietarios 
en el ejercicio de sus funciones. Sin embargo, toman asien- 
to después de éstos. 

Artículo 13. 

Los jueces gozan de los privilegios é inmunidades diplo- 
máticas en el ejercicio de sus funciones y fuera de su país. 

Antes de tomar posesión de su cargo deberán prestar ju- 
ramento ó afirmar solemnemente que ejercerán sus funcio- 
nes con imparcialidad y concienzudamente, ante el Consejo 
administrativo. 

Artículo 14. 

El Tribunal funciona, en número de quince jueces: nueve 
constituyen el quorum necesario. 

Al juez ausente ó impedido lo reemplaza el suplente. 

Artículo 15. 

Formarán siempre parte del Tribunal los jueces nombra* 
dos por las potencias signatarias siguientes: Alemania, Es- 
tados Unidos de América, Austria- Hungría, Francia, Gran 
Bretaña, Italia, el Japón y Rusia. 

Los jueces propietarios y suplentes nombrados por las 
demás potencias entrarán por turno á formar parte del Tri- 
bunal según el cuadro anexo al presente convenio. Sus fun- 
ciones podrán ejercerle sucesivamente por la misma per- 
sona. El mismo juez puede ser nombrado por varias de di- 
chas potencias. 
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Artículo i 6. 

Si una potencia beligerante no tiene juez actuando en 
el Tribunal, conforme al turno, puede solicitar que el juez 
nombrado por ella tome parte en la resolución de todos 
los asuntos que procedan de la guerra. En ese caso se de- 
terminará por sorteo á cuál de Ips jueces que actúen en 
virtud de turno corresponde cesar. Dicha exclusión no po- 
drá referirse al juez nombrado por el otro beligerante. 

Artículo 17. 

No podrá actuar el juez que haya concurrido por cual- 
quier título á la decisión de los Tribunales nacionales ó 
ñgurado en alguna instancia como consejero ó abogado 
de una parte. 

Ningún juez propietario ó suplente puede intervenir como 
agente ó como abogado ante el Tribunal internacional de 
presas, ni actuar por alguna de las partes, sea cual fuere 
el concepto, mientras desempeñe sus funciones. 

Artículo 18. 
El beligerante captor tiene el derecho de designar un 
oñcial de marina de alta graduación, para que actúe en ca- 
lidad de asesoo* con voz consultiva. La misma facultad co- 
rresponde á la potencia neutral que sea parte en el litigio 
ó á la potencia cuyos nacionales lo fueren. Si hubiere por 
aplicación de este último precepto varias potencias intere- 
sadas, deben concertarse en caso necesario por sorteo, res- 
pecto del oficial que designen. 

Artículo 19. 
El Tribunal elige su Presidente y su Vicepresidente por 
mayoría absoluta de votos emitidos. Después de dos e^cru* 
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tínios, se hará la elección por mayoría relativa y, en caso 
de empate, decidirá la suerte. 

Artículo 2o, 

Los jueces del Tribunal internacional de presas percibi- 
rán una indemización de viaje fíjada según las disposicio- 
nes de su país y además, mientras actúe el Tribunal ó mien- 
tras ejerzan las funciones que éste les confiera, la suma de 
cien florines holandeses por día. 

Estas asignaciones, comprendidas en los gastos genera- 
les del Tribunal que prevé el art, 47, se abonarán por con- 
ducto de la Oficina internacional que instituyó el Convenio 
de 29 de Julio de 1899. 

Los jueces no podrán recibir de su propio Got>iemo ni 

del de otra potencia, remuneración alguna como miembros 

del Tribunal. 

Artículo 21. 

£1 Tribunal internacional de presas tendrá su residencia 
en £1 Haya, y no podrá trasladarse sino con el asentimien- 
to de las partes beligerantes, salvo el caso de fuerza 

mayor. 

Artículo 22. 

£1 Consejo administrativo, en que sólo figurarán los re- 
presentantes de las potencias contratantes, llenará respecto 
del Tribunal internacional de presas las mismas funciones 
que para el Tribunal permanente de arbitraje. 

Artículo 23. 

La Oficina internacional sirve de escribanía al Tribunal 
internacional de presas y debe poner sus locales y su or- 
ganización á la disposición del mismo. Tiene la guarda del 
archivo y la gestión de los asuntos administrativos. 
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£1 Secretario general de la Oficina internacional des- 
empeña las funciones de Escribano. 

Los Secretarios adjuntos á la escribanía, los traductores 
y los estenógrafos necesarios serán designados por el Tri- 
bunal y jurarán ante él. 

Artículo 24. 

£1 Tribunal decidirá del idioma de que ha de hacer uso 
y de aquellos cuyo empleo estará autorizado ante el mismo. 

En todo caso podrá usarse ante el Tribunal el idioma 
oficial de los Tribunales nacionales que han conocido del 

asunto. 

Artículo 25. 

Las potencias interesadas tienen el derecho de nombrar 
agentes especiales con la misión de que les sirvan de in- 
termediarios respecto del Tribunal. Están igualmente auto- 
rizadas para encargar á consejeros ó abogados de la defen- 
sa de sus derechos é intereses. 

Artículo 26. 

El particular interesado será representado ante el Tribu- 
nal por un mandatario que deberá ser un abogado autori- 
zado para informar ante un Tribunal de apelación ó un 
Tribunal Supremo de alguno de los países signatarios, ó un 
procurador que ejerza su profesión ante dichos Tribunales, 
ó un profesor de Derecho en escuela de enseñanza superior 
de cualquiera de los referidos países. 

Artículo 27. 

£1 Tribunal puede dirigirse por sí mismo al Gobierno de 
la potencia en cuyo territorio haya de efectuarse una noti- 
ficación, para todas las que tenga que hacer, especialmente 
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á las partes, á los testigos y tos peritos. La misma disposi- 
ción es aplicable cuando se trate de la práctica de cual- 
quier medio de prueba. 

Las solicitudes que á este efecto se dirijan deben ejecu- 
tarse conforme á los medios de que disponga la potencia 
requerida, según su legislación interiorp No podrán rehu- 
sarse sino cuando dicha potencia juzgue que lesionan por 
su índole la soberanía ó la seguridad. Si se aceptan, no se 
cargarán como gastos sino los desembolsos realmente efec- 
tuados para su ejecución* 

El Tribunal estará facultado asimismo para actidir á la 
mediación de la potencia en cuyo territorio actúe. 

Las notifícaciones que hayan de hacerse á las partes en 
el lugar en que el Tribunal funcione, pueden efectuarse por 
medio de la Oficina internacionaK 



TÍTULO ra 

Del procedlmfento 
ante el Tribunal internacional de presas. 



Articulo 28- 

Et recurso ante el Tribunal internacional de presas se in- 
terpondrá mediante Declaración escrita, presentada ante el 
Tribunal nacional que dicte el fallo ó dirigida á la Oficina 
internacionaL Cabe también dirigirse á esta última por te* 
íégrafo. 

El plazo para el recurso será de ciento veinte días á con- 
tar de la fecha en que la resolución haya sido dictada ó no- 
tificada (art* 2.", párrafo 2°¡ 
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Artículo 29. 

Si la Declaración sobre el recurso se formula anie el Tri- 
bunal nacional, éste dentro de los siete días siguientes y 
sin examinar si se ha interpuesto en tiempo, remitirá el ex- 
pediente del asunto á la Ofícina internacional. 

Si se ha dirigido á la Oñcina internacional ésta preven- 
drá directamente al. Tribunal nacional, siendo posible por 
telégrafo. £1 Tribunal le transmitirá el expedientej como se 
ha expresado en el párrafo anterior. 

Cuando el recurso se interponga por un particular neu- 
tral, la Oñcina internacional lo comunicará inmediatamente 
por telégrafo á la potencia á que pertenezca, para que le 
sea posible utilizar el derecho que le concede el párrafo 2**^ 
del art. 4.*» 

' Artículo 30. 

En el caso previsto por el párrafo 2.° del art. úJ" sólo 
podrá presentarse el recurso á la Ofícina internacionaL 
Debe interponerse dentro de los treinta días siguientes á la 
expiración del plazo de dos años. 

Artículo 31. 

Se declarará sin debate inadmisible el recurso cuando se 
haya interpuesto fuera de los plazos ñjados en los artícu- 
los 28 y 30. 

Sin embargo, si la parte justifica que ha tenido un im- 
pedimento de fuerza mayor y si entabla el recurso dentro 
de los sesenta días que sigan á la cesación del impedimen- 
to, puede dispensársela del transcurso del térmijio, después 
de haber oído debidamente á la parte contraria. 
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Artículo 32. 

Cuando el recurso se interponga en tiempo útil, el Tri- 
bunal entregará de oñcio y sin demora á la parte contraria 
una copia literal certificada de la Declaración. 

Artículo 33. 

Si fuera de las partes que se hayan personado ante el 
Tribunal, hubiere otros interesados que tengan el derecho 
de recurrir ó si, en el caso previsto por el párrafo 3.* del 
art. 29, no ha dado á conocer su resolución la potencia no- 
tificada, esperará el Tribunal para dar curso al asunto que 
transcurran los plazos establecidos en los artículos 28 y 30. 

Artículo 34. 

El procedimiento ante el Tribunal internacional com- 
prende dos períodos distintos: la instrucción escrita y los 
debates orales. 

La instrucción escrita consiste en el depósito y cambio 
de alegatos y respuestas y si fuere necesario de réplicas 
en el orden y plazos que el Tribunal señale. Las partes 
acompañarán los antecedentes y documentos de que quie- 
ran servirse. 

Todo antecedente que una parte presente debe transmi- 
tirse á la otra en copia literal certificada, por conducto del 
Tribunal. 

Artículo 35. 

Terminada la instrucción escrita, señalará día el Tribu- 
nal para la audiencia pública. 

En dicha audiencia expondrán las partes la situación de 
hecho y la legal del asunto. 
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El Tribunal puede suspender la vista en cualquier mo- 
mento, de oficio ó á petición de parte, para una informa- 
ción suplementaria. 

Artículo 36. 

£1 Tribunal internacional puede ordenar que la informa** 
ción suplementaria se practique, bien conforme á las dis- 
posiciones del art. 27, bien directamente ante él ó ante uno 
ó varios de sus miembros mientras no se necesiten á ese fin 
medios coercitivos ó conminatorios. 

Si deben tomarse medidas de información por los miem- 
bros del Tribunal fuera del territorio en que reside, habri 
de obtenerse el asentimiento del respectivo Gobierno ex- 
tranjero. 

Artículo 37. 

Las partes serán citadas para que asistan á todas las di- 
ligencias de la instrucción. Se las entregará copia literal 
certificada de las Actas. 

Artículo 38. 

Los debates serán dirigidos por el Presidente ó el Vice- 
presidente y, en caso de ausencia ó impedimento de ambos,. 
por el más antiguo de los jueces presentes. 

Eljuez nombrado por una parte beligerante no podr¿ 
actuar como Presidente. 

Artículo 39. 

Los debates serán públicos, salvo el derecho de cada po- 
tencia litigante para solicitar que se efectúen á puerta ce« 
rrada. 

Se levantará Acta de ellos, firmada por el Presidente y et 
Escribano. Sólo dichas Actas tendrán carácter auténtico. 
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Artículo 40. 

Caso de que no comparezca alguna de las partes que 
haya sido debidamente citada^ ó no utilice los plazos fija- 
dos por el Tribunal, se procederá sin ella y el Tribunal 
resolverá según los elementos de apreciación de que dis- 
ponga. 

Artículo 41. 

El Tribunal notificará de oficio á las partes las resolucio- 
nes ú órdenes que dicte cuando no estén presentes. 

Artículo 42. 

£1 Tribunal apreciará libremente el conjunto de las 
actuaciones, pruebas y declaraciones orales. 

Artículo 43, 

Las deliberaciones del Tribunal se efectuarán á puerta 
cerrada y permanecerán secretas. 

Se tomarán por mayoría de jueces presentes. Si el nú- 
mero fuere par y hubiere empate, no se contará el voto del 
último de los jueces según el orden de precedencia estable- 
cido en el párrafo i.° del art. 12. 

Artículo 44. 

El fallo del Tribunal debe ser motivado. Mencionará los 
nombre*s de los jueces que han votado y'jos de los asesores 
si los hubiere. Lo firmarán el Presidente y el Secretario. 

Artículo 45. 

El fallo se leerá en sesión pública, estando las partes pre- 
sentes ó debidamente convocadas. Se les notificará de oficio. 
Hecha la notificación, se devolverá al Tribunal nacional 
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de presas el expediente del asunto, acompañado de un ejem- 
plar de las diversas resoluciones dictadas y de una copia de 
las Actas del período de instrucción. 

Artículo 46. 

Cada parte soportará los gastos ocasionados por su pro- 
pia defensa. 

La parte condenada satisfará además los gastos del pro- 
cedimiento. Deberá asimismo entregar una centésima parte 
del valor del objeto litigioso á título de contribución para 
los gastos generales del Tribunal internacional. El fallo del 
Tribunal determinará el importe de dicha entrega, 

£1 particular que interponga un recurso prestará á la 
Oficina internacional una fianza cuyo importe fijará el Tri- 
bunal, destinada á garantir en su caso el cumplimiento 
eventual de las dos obligaciones que menciona el párrafo 
precedente. El Tribunal puede subordinar la tramitación de 
la alzada á la prestación de la fianza. 

Artículo 47. 

Los gastos generales del Tribunal internacional de presas 
se sufragarán por las potencias contratantes en la propor- 
don de su participación al funcionamiento del mismo, se* 
gún la determinan el art. 15 y el cuadro anexo. La desig- 
nación de jueces suplentes no da motivo á cuota alguna. 

El Consejo administrativo se dirigirá á las potencias para 
obtener los fondos necesarios al funcionamiento del Tri< 
bunal. 

Artículo 48. 

Cuando el Tribunal no esté en sesión, ejercerá una dele- 
gación de tres jueces designados por el mismo las funciones 
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que se les confieren en los artículos 33, párrafos 2."* y 3/ 
del 34, párrafo i .• del 35 y párrafo 3.* del 46. La Delegación 
acuerda por mayoría de votos. 

Artículo 49. 

£1 Tribunal formulará su reglamento de orden interior, 
que debe comunicarse á las potencias contratantes. 

Se reunirá para redactarlo dentro del año que siga á la 
ratificación de este convenio. 

Artículo 50. 

£1 Tribunal puede proponer reformas en las disposicio- 
nes del presente convenio que se refieren al procedimiento. 
Dichas proposiciones se comunicarán, por conducto del 
Gobierno de los Países Bajos, á las potencias contratantes, 
las cuales se pondrán de acuerdo sobre lo que haya de ha- 
cerse. 

TÍTULO IV 
Disposiciones finales. 

Artículo 51. 

£1 presente convenio no se aplicará de pleno derecho 
sino cuando todas las potencias beligerantes estén ligadas 
por él. 

Queda entendido además que el recurso ante el Tribunal 
internacional de presas sólo puede interponerse por alguna 
potencia contratante ó por sus nacionales. 

£n el caso del art. 5.^ no se admitirá el recurso sino 
cuando el propietario y el causahabiente sean potencias 
contratantes ó nacionales de las mismas. 
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Artículo 52. 

El presente convenio será ratificado, y las ratificaciones 
se depositarán en £1 Haya tan pronto como estén en con - 
diciones de hacerlo todas las potencias designadas en et ar- 
tículo 15 y en su anexo. 

El depósito de ratificaciones se efectuará en todo caso 
el 30 de Junio de 1909, si las potencias dispuestas á ratifi- 
car pueden proporcionar al Tribunal nueve juepes propieta- 
rios y nueve suplentes aptos para funcionar. De lo contrario 
se aplazará el depósito hasta el momento en que dicha con- 
dición se llene. 

Se levantará un Acta del depósito de ratificaciones, remi- 
tiéndose copia literal certificada por la vía diplomática a 
cada una de las potencias aludidas en el párrafo i.*^ 

Artículo 53. 

Las potencias designadas en el art. J5 y en su anexo po- 
drán firmar el presente convenio hasta el depósito de rati- 
ñcaciones que menciona et número 2.^ del artículo prece- 
dente. 

Después del mismo se les permitirá adherirse en cual- 
' quier tiempo, pura y simplemente. La potencia que desee 
adherirse notificará por escrito su intención al Gobierno de 
los Países Bajos, transmitiéndole al mismo tiempo el Acta 
de adhesión, que se depositará en los archivos de dicho 
Gobierno. Este último transmitirá por la vía diplomática 
copia literal certificada de la notificación y del Acta de 
adhesión á las potencias aludidas en el párrafo precedente, 
dáfidoles á conocer la fecha en que haya recibido dicha no- 
tificación. 

Tomo siguNdo. 24 
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Artículo 54. 

£1 presente convenio empezará á regir á los seis meses del 
depósito de ratiñcaciones previsto en los párrafos i.^ y 2.° 
del art. 52. 

Las adhesiones surtirán efecto sesenta días después que 
su notificación haya sido recibida por el Gobierno de los 
Países Bajos y nunca antes de expirar el plazo á que se re- 
fiere el párrafo precedente. 

Sin embargo, el Tribunal internacional será competente 
para resolver los asuntos de presas fallados por la juris - 
dicción nacional á partir del depósito de las ratificaciones 
ó del recibo de la notificación de las adhesiones. Para esos 
fallos se contsirá el plazo establecido en el párrafo 2.® del 
artículo 28 desde la fecha en que empiece á regir el con- 
venio para las potencias que lo ratifiquen ó se adhieran. 

Artículo 55. 

£1 presente convenio durará doce años desde que se 
ponga en vigor según lo determinado por el párrafo i.* del 
artículo 54, aun para las potencias que se hayan adherido 
después. Se renovará tácitamente de seis en seis años, sal- 
vo denuncia. 

La denuncia deberá notificarse por escrito, un año cuan- 
do menos antes de expirar .cada uno de los períodos consig- 
nados en los dos párrafos precedentes, al Gobierno de los 
Países Bajos, el cual la dará á conocer á las demás poten- 
cias contratantes. 

La denuncia no producirá efecto sino respecto de la po- 
tencia que la haya notificado. £1 convenio subsistirá para 
las demás potencias contratantes, siempre que su partici- 
pación en la designación de jueces sea suficiente para per- 
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milir el funcionamiento del Tribunal con nueve propie^ 
tarios y nueve suplentes. 

Artículo 56. 

Si el presente convenio no estuviere vigente para todas 
las potencias designadas en el art. 1 5 y su cuadro anexo, 
el Consejo administrativo formará, conforme á las disposi- 
ciones de dicho artículo y al cuadro, la lista de jueces pro- 
pietarios y suplentes con que las potencias contratantes han 
de concurrir al funcionamiento del Tribunal. Los jueces 
llamados á actuar por turno se repartirán, por el tiempo que 
se les atribuye en dicho cuadro, entre los diferentes años 
del período de seis, de modo que en la medida de lo posible 
funcione cada año con igual número el Tribunal. Si el nú- 
mero de jueces suplentes excediere al de propietarios, po- 
drán completarse estos últimos con jueces suplentes, desig- 
nándose por sorteo entre los de aquellas potencias que no 
nombran propietario. 

La lista formada por el Consejo administrativo se no* 
tifícará á las potencias contratantes. Será revisada cuan- 
do el número de las últimas se modiñque por adhesiones ó 
denuncias. 

£1 cambio motivado por una adhesión no se efectuará 
sino á partir del primero de Enero siguiente á la fecha en 
que aquella produzca efecto, á no ser que la adherente 
sea una potencia beligerante. En este caso podrá solicitar 
una representación inmediata en el Tribunal, á reserva 
de la aplicación de lo dispuesto en el art. 16, si pro- 
cediere. 

Cuando el número total de jueces sea inferior á once, 
constituirán siete el quorum necesario. 
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Artículo 57. 

Dos años antes de expirar los períodos á que se refíeren 
los párrafos i.* y 2.** del art. 55, podrá solicitar cada po- 
tencia contratante que se modifiquen las disposiciones del 
artículo 1 5 y el cuadro anexo, en cuanto á su participación 
en el funcionamiento del Tribunal. La solicitud se dirigirá 
al Consejo administrativo, que la examinará y propondrá 
todas las potencias lo que crea que debe hacerse Las poten- 
cias darán á conocer su resolución al Consejo administra- 
tivo en el plazo más breve posible. £1 resultado se comu- 
nicará inmediatamente, y por lo menos un año y treinta días 
antes de expirar dicho plazo de dos años, á la potencia que 
haya formulado la solicitud. ^ 

Cuando llegue el caso, las modifícaciones acordadas por 
las potencias empezarán á regir desde el comienzo del 
nuevo período. 

En fe de lo cual, han firmado los Plenipotenciarios el 
presente convenio. 

Otorgado en £1 Haya el 18 de Octubre de 1907, en un 
solo ejemplar, que quedará depositado en los archivos del 
Gobierno de los Países Bajos y del que se remitirán copias 
certificadas por la vía diplomática á las potencias men- 
cionadas en el art. 15 y en su anexo. 
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ANEXO AL ARTÍCULO 15. 

Distribución de jueces propietarios y suplentes por países 
para cada año del periodo de seis. 



PRIMER ANO 


SEGUNDO AÑO 


Juez. 


Suplente. 


Juez. 


Suplente. 


I. Argentina. 


Paraguay. 


Argentina. 


Panamá. 


2. Colombia. 


Bolivia. 


España. 


España. 


3. España. 


España. 


Grecia. .. 


Rumania. 


4. Grecia. 


"Rumania. 


Noruega. 


Suecia. 


5. Noruega. 


Suecia. 


Países Bajos. 


Bélgica. 


6. Países Bajos. 


Bélgica. 


Turquía. 


Luxemburgo. 


7. Turquía. 


Persia. 


Uruguay. 


Costa-Rica. 


TERCER AÑO 


CUARTO AÑO 


I. Brasil. 


Sto. Domg.^ 


Brasil. 


Guatemala. 


2. China. 


Turquía. 


China. 


Turquía. 


3. España. 


Portugal. 


Espaaa. 


Portugal. 


4. Países Bajos. 


Suiza. 


Perú. 


Honduras. 


5. Rumania. 


Grecia. 


Rumania. 


Grecia. 


6. Suecia. 


Dinamarca. 


Suecia. 


Dinamarca. 


7. Venezuela. 


Haití. 


Suiza. 


Países Bajos. 


QUINTO AÑO 


SEXTO AÑO 


I. Bélgica! 


Países Bajos. 


Bélgica. 


Países Bajos. 


2. Bulgaria. 


Montenegro. 


Chüe. 


Salvador. 


3. Chile. 


Nicaragua. 


.Dinamarca. 


Noruega. 


4. Dinamarca. 


Noruega. 


Méjico. 


Ecuador. 


5. Méjico. 


Cuba. 


Portugal. 


España. 


6. Persia. 


China. 


Servia. 


Bulgaria. 


7. Portugal. 


España. 


Siam. 


China. 



. liáffifa^..:- 
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Convenio relaiwo á ¿os derechos y deberes de 
las potencias neutrales en caso de guerra ma- 
rítima, 

S. M. el Emperador de. Alemania, Rey de Prusia; el Pre- 
sidente de los Estados Unidos de América; etc., etc. (Sigue 
la enumeración de los Soberanos y Jefes de Estado contra^ 
tantes.) 

Con el ñn de disminuir las divergencias de opinión que 
existen todavía, en caso de guerra marítima, sobre las 
relaciones entre potencias neutrales y beligerantes, y de 
prevenir las dificultades que esas diferencias podrían oca- 
sionar; 

Considerando que si no cabe concertar desde ahora es- 
tipulaciones que comprendan todos los casos que puedan 
surgir en la práctica, es, sin embargo, de utilidad induda- 
ble establecer en la medida de lo posible reglas comunes 
para el caso de que desgraciadamente estallara una guerra; 

Considerando que en las hipótesis no previstas por el 
presente convenio deben tenerse en cuenta los principios 
generales del Derecho de gentes; 

Considerando que es de desear que las potencias dicten 
reglas precisas á que se sujeten las consecuencias del esta- 
do de neutralidad que adopten; 

Considerando que es un deber evidente para las poten- 
cias neutrales el de aplicar con imparcialidad á todos los 
beligerantes las reglas que acepten; 

Considerando que en tal orden de ideas no deben cam- 
biarse en principio dichas reglas durante la guerra, por una 
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potencia neutral, salvo que la experiencia adquirida de- 
muestre la necesidad de ese cambio para la guarda de sus 
derechos; 

Han convenido en observar las reglas comunes siguien- 
tes, que no deben, por lo demás, afectar á las estipulacio- 
nes de los tratados generales existentes, y han nombrado 
por sus Plenipotenciarios, á saber: 

{Siguen los nombres de los Plenipotenciarios.) 
Los cuales, después de haber depositado sus plenos po- 
deres, hallados en buena y debida forma, han acordado las 
disposiciones siguientes. 

Artículo primero. 

Los beligerantes tienen la obligación de respetar los de- 
rechos soberanos de las potencias neutrales y de abstener- 
se, en el territorio ó las aguas neutrales, en todo acto que 
constituya una infracción de la neutralidad por parte de la 
potencia que lo tolere. 

Artículo 2.° 

Todo acto de hostilidad incluso la captura y el ejercicio 
del Derecho de visita, realizado por un buque de guerra 
beligerante en las aguas territoriales de una potencia neu- 
tral, constituye una violación de la neutralidad y queda es- 
trictamente prohibido. 

Artículo 3.° 

Cuando un buque haya sido capturado en las aguas de 
una potencia neutral, esta última debe emplear todos los 
medios de que disponga, si la presa se encuentra todavía 
en su jurisdicción, para que sea puesta en libertad con sus 
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oficiales y tripulantes y para que sea internada la tripula- 
ción que el captor baya puesto á bordo. 

Si la presa está fuera de la jurisdicción de la potencia 
neutral, el Gobierno captor debe dejarla en libertad, con 
sus oficiales y tripulación á petición de aquélla. 

Artículo 4.** 
Un beligerante no puede constituir Tribunal alguno de 
presas en territorio neutral ó en un buque en aguas neu- 
trales. 

Artículo 5.** 

Queda prohibido á los beligerantes servirse de los puer- 
tos y aguas neutrales como base de operaciones navales 
contra sus adversarios y especialmente instalar en ellos 
estaciones radio-telegráficas ó cualquier aparato destinado 
á servir de medio de comunicación €on las fuerzas belige- 
rantes de mar ó tierra. 

Artículo 6.° 
La entrega directa ó indirecta por cualquier título, he- 
cha por una potencia neutral á una potencia beligerante^ 
de buques de guerra, municiones ó material de guerra de 
cualquier clase, queda prohibida. 

Artículo 7.* 
Una potencia neutral no está obligada á prohibir la ex- 
portación ó el tránsito, por cuenta dé cualquiera de los be- 
ligerantes, de armas, de municiones y, en general, de todo 
lo que pueda ser útil á un ejército ó á una flota. 

Artículo 8.* 
£1 Gobierno neutral está obligado á emplear todos los 
medios de que disponga para impedir en su jurisdicción el 
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armamento ó equipo de cualquier buque respecto del cual 
tenga motivos racionales para creer que está destinado á 
servir de crucero ó á concurrir á operaciones hostiles con- 
tra una potencia con la cual esté en paz. Tiene asimismo 
la obligación de emplear idéntica vigilancia para impedir 
que abandone su jurisdicción todo buque destinado á di- 
chos fínes ó que haya sido adaptado dentro de la referida 
jurisdicción total ó parcialmente para usos militares. 

Artículo 9.° 

Una potencia neutral debe aplicar por igual á ambos be- 
ligerantes las condiciones, restricciones ó prohibiciones que 
haya establecido en lo que se refiera á la admisión en sus 
puertos, radas ó aguas territoriales de los buques de guerra 
beligerantes ó de sus presas. 

Sin embargo, una potencia neutral puede prohibir el ac- 
ceso á sus puertos ó radas al buque beligerante que haya 
dejado de sujetarse á las órdenes y prescripciones dictadas 
por ella ó que haya violado la neutralidad. 

• Artículo 10. 

La neutralidad de una potencia no se compromete con 
el simple paso por sus aguas territoriales de los buques de 
guerra y de las presas de los beligerantes. 

Articulo i i. 

La potencia neutral puede dejar que se sirvan los buques 
de guerra de sus pilotos oficiales. 

Artículo 12. 

A falta de otras disposiciones especiales de la legisla- 
ción de la potencia neutral, queda prohibida á los buques 
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de guerra de los beligerantes la permanencia durante más 
de veinticuatro horas en los puertos y radas y en las agua s 
territoriales de dicha potencia, fuera de los casos previstos 
en el presente convenio. 

Artículo 13. 

Si una potencia á quien se notifique la apertura de las 
hostilidades sabe que un buque de guerra de alguno de los 
beligerantes se encuentra en cualquiera de sus puertos y 
radas ó en sus aguas territoriales, debe notificarle que está 
obligado á salir dentro de las veinticuatro horas ó dentro 
del plazo que prescriba la ley local. 

Artículo 14. 

Un buque de guerra beligerante no puede prolongar su 
permanencia en puertos neutrales más allá de la duración 
legal, sino por causa de averías ó en razón del estado del 
mar. Debe salir tan pronto como desaparezca el motivo de 
la demora. 

Las reglas sobre limitación de residencia en los puertos, 
radas y aguas neutrales no se aplican á los buques de gue- 
rra exclusivamente destinados á una misión religiosa, cien- 
tífica ó filantrópica. 

Artículo 15. 
A falta de disposiciones especiales en la legislación de 
la potencia neutral, será de tres el número máximo de bu- 
ques de guerra de un beligerante que puedan encontrarse 
al mismo tiempo en uno de sus puertos ó radas. 

Artículo 16. 
Cuando se hallen simultáneamente buques de guerra de 
las dos partes beligerantes en un puerto ó rada neutral. 
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deben transcurrir por lo menos veinticuatro horas entre la 
salida del buque de un beligerante y la del otro. 

El orden de salida se determina por el orden de llegada, 
ano ser que el buque que haya entrado primero se encuen- 
tre en alguno de los casos en que es lícita la prórroga de 
la permanencia legal. 

Un buque* de guerra beligerante no puede salir de puer- 
to ó rada neutral menos de veinticuatro horas después de 
la partida de un buque mercante del pabellón de su adver- 
sario. 

Artículo 17, 

En los puertos ó radas neutrales no podrán reparar sus 
averías los buques de guerra beligerantes sino en la me- 
dida indispensable para la seguridad de la navegación y sin 
acrecentar en modo alguno su fuerza militar. La autori- 
dad neutral comprobará la naturaleza de las reparaciones 
pendientes, que deben efectuarse con la mayor rapidez po- 
sible. 

Artículo 18. 

Los buques de guerra beligerantes no pueden servirse de 
los puertos, radas y aguas territoriales neutrales para re- 
novar ó aumentar sus aprovisionamientos militares ó ar- 
mamento, ó para completar su tripulación. 

Artículo 19. 

Los buques de guerra beligerantes no pueden avituallar- 
se en los puertos y radas neutrales sino para completar sus 
provisiones normales en tiempo de paz. 

Tampoco pueden tomar combustible sino para ganar el 
puerto más próximo de su país. Podrán tomar, sin embar- 
go, el combustible necesario para completar la cabida de 
sus carboneras propiamente dichas, cuando se encuen- 
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tren en 4os países neutrales que han adoptado esa regla 

para el caso. 

Si los buques no reciben carbón hasta veinticuatro horas 

después de su llegada según las leyes de la potencia neu • 

tral, se prolongará veinticuatro horas la duración legal de 

su permanencia. 

Artículo 20. 

Los buques de guerra beligerantes que hayan tomado 
combustible en puerto de una potencia neutral, no podrán 
renovar su aprovisionamiento, sino pasados tres meses, en 
puerto de la misma potencia. 

Artículo 21. 

No puede conducirse una presa á puerto neutral sino 
por no estar en condiciones para la navegación, por el mal 
estado del mar ó por falta de combustible ó provisiones. 

Debe salir tan pronto como haya cesado la causa que 
motivó la entrada. Si no lo efectúa, la potencia neutral le 
comunicará la orden de partida inmediata y, caso de incum- 
plimiento, usará de los medios de que disponga para po- 
nerla en libertad con sus oficiales y tripulantes é internar 
la tripulación que el captor haya llevado á bordo. 

Artículo 22. 

La potencia neutral debe poner también en libertad la 
presa que haya sido conducida al puerto sin hallarse en las 
condiciones previstas por el art. 21. 

Artículo 23. 

Una potencia neutral puede permitir el acceso á sus puer- 
tos y radas de las presas, escoltadas ó no, cuando se con- 
duzcan allí para que queden detenidas hasta que recaiga 
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una decisión del Tribunal de presas. Puede ordenar que se 
lleve la presa á otro de sus puertos. 

Si está escoltada por un buque de guerra, los ofíciales 
y tripulación puestos á bordo por el captor quedarán 
autorizados para trasladarse al buque de guerra que la 
acompañe. 

Si viaja sola, quedará en libertad el personal colocado á 
bordo por el captor. 

Artículo 24. 
N Si un buque de guerra beligerante no abandona un puer- 
to en que carezca de derecho á permanecer, no obstante la 
notifícacióil de la autoridad neutral, la potencia neutral 
tendrá el derecho de tomar las medidas que juzgue nece- 
sarias á ñn de incapacitar el buque para hacerse á la mar 
mientras dure la guerra, y el Comandante del mismo debe 
facilitar la ejecución de esas medidas. 

Cuando un buque beligerante quede retenido por una 
potencia neutral, serán detenidos igualmente la oficialidad 
y la tripulación. 

Dicha oficialidad y tripulación podrán dejarse en el bu- 
que ó alojarse, ya en otro buque, ya en tierra, a^ como ser 
sometidas á las medidas restrictivas que se estime necesa- 
rio imponerles. Sin embargo, se dejarán en todo caso en 
el buque los hombres que su cuidado requiere. 

Podrán quedar en libertad los oficiales, bajo palabra de 
no salir sin autorización del territorio neutral. 

Artículo 25. 
Las potencias neutrales están obligadas á ejercer la vigi- 
lancia que permitan los medios de que dispongan, para im- 
pedir en sus puertos ó radas y en sus aguas la violación de 
las reglas precedentes. 
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Artículo 26. 

£1 ejercicio por una potencia neutral de los derechos 
que establece el presente convenio, no podrá considerarse 
nunca como un acto poco amistoso por aquel de los beli- 
gerantes que haya aceptado los correspondientes artículos. 

Artículo 27. 

Las potencias contratantes se comunicarán recíproca- 
mente en tiempo oportuno las leyes, reglamentos y demás 
disposiciones que fíjen el régimen de los buques beligeran- 
tes en sus puertos y aguas, por medio de una notificación 
al Gobierno de los Países Bajos, que éste transmitirá inme- 
diatamente á las demás poten cías contratantes. 

Artículo 28. 

Las disposiciones del presente convenio no son aplicables 
sino entre las potencias contratantes y sólo cuando todos 
los beligerantes estén ligados por él. 

Artículo 29. 

El presente convenio se ratificará tan pronto como sea 
posible. 

Las ratificaciones se depositarán en El Haya. 

El primer depósito de ratificaciones se hará constar en 
un Acta, que firmarán los representantes de las potencias 
que lo efectúen y el Ministro de Relaciones exteriores de 
los Países Bajo s. 

Los depósitos ulteriores se efectuarán mediante notifica- 
ción escrita, dirigida al Gobierno de los Países Bajos y 
acompañada del documento de ratificación. 

El Gobierno de los Países Bajos remitirá inmediatamen- 
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te por la vía diplomática á las potencias invitadas á la se- 
gunda Conferencia de la Paz y á las demás que se hayan 
adherido á este convenio, copia literal certificada del Acta 
relativa al primer depósito de ratiñcaciones, de las notiñ- 
caciones mencionadas en el párrafo precedente y de los do- 
cumentos de ratificación. En los casos á que el párrafo pre- 
cedente se contrae, dicho Gobierno les dará á conocer al 
mismo tiempo la fecha en que haya recibido la notifi- 
cación. 

Artículo 30. 

Las potencias no signatarias podrán adherirse al presen- 
te convenio. 

La potencia que desee adherirse notificará por escrito su 
intención al Gobierno de los Países Bajos, enviándole el 
Acta de adhesión que se depositará en los archivos de di- 
cho Gobierno. 

Este último .transmitirá inmediatamente á las demás po- 
tencias copia certificada de la notificación y del Acta de 
adhesión, expresando la fecha en que ha recibido aquélla. 

Artículo 31. 

El presente convenio surtirá efecto para las potencias 
que hayan tomado parte en el primer depósito de ratifica- 
ciones, sesenta días después de la fecha del Acta del mis- 
mo, y para las potencias que lo ratifiquen ó se adhieran 
posteriormente, sesenta días después que la notificación de 
su ratificación ó adhesión haya sido recibida por el Go- 
bierno de los Países Bajos. 

Artículo 32. 

Si alguna de las potencias contratantes quisiera denun- 
ciar el presente convenio, notificará por escrito la denuncia 
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al Gobierno de los Países Bajos, el cual transmitirá inme- 
diatamente copia literal certiñcada de la notifícación á las 
demás potencias, dándoles á conocer la fecha en que la ha 
recibido. 

La denuncia no surtirá efecto sino respecto de la poten- 
cia que la haya notificado y un año después de recibida la 
notificación por el Gobierno de los Países Bajos. 

Artículo 33 

El Ministerio de Negocios extranjeros de los Países fiajos 
llevará un registro de la fecha dei depósito de ratificacio- 
nes, efectuado en virtud de los párrafos 3.° y 4.** del ar- 
tículo 29, así como de la fecha en que se hayan recibido 
las notificaciones de adhesión (art. 30, párrafo 2.®) ó de de- 
nuncia (art. 32, párrafo i.") 

Toda potencia contratante estará facultada para ente- 
rarse de dicho registro y solicitar copias certificadas del 
mismo. 

En fe de lo cual, han firmado los Plenipotenciarios el 
presente convenio. 

Otorgado en El Haya el 18 de Octubre de 1907, en un 
solo ejemplar, que se depositará en ios archivos del Go- 
bierno de los Países Bajos y del que se remitirán por la vía^ 
diplomática copias certificadas á las potencias que han sido 
invitadas á la segunda Conferencia de la Paz. 
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Declaración relativa á la prohibición 
de lanzar proyectiles y explosivos desde globos. 

Los firmantes, Plenipotenciarios de las potencias invita- 
das á la segunda Conferencia internacional de la Paz de 
El Haya, debidamente autorizados á este efecto por sus Go« 
biernos, inspirándose en los sentimientos que hallaron su 
expresión en la Declaración de San Petersburgo de 29 de No- 
viembre, II de Diciembre de 1868 y deseando renovar la 
Declaración de El Haya de 29 de Julio de 1899, ®"y^ ^"~ 
ración ha expirado, 

declaran: 

Las potencias contratantes consienten y por un período que 
alcanzará hasta el fin de la tercera Conferencia de la Paz, en 
la prohibición de lanzar proyectiles ó explosivos desde globos 
6 por otros medios análogos nuevos. 

La presente Declaración no es obligatoria sino para las 
potencias contratantes, en caso de guerra entre dos ó más 
de ellas. 

Cesará de obligar desde que una potencia no contratante 
se una á cualquiera de los beligerantes, en caso de guerra 
entre potencias contratantes. 

La presente Declaración se ratificará en el plazo más 
breve posible. 

Las ratificaciones se depositarán en El Haya. 

Del depósito de cada ratificación se levantará un Acta, 
remitiéndose por la vía diplomática copia certificada á cada 
potencia contratante. 

Tomo segundo 25 
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Las potencias no signatarias podrán adherirse á la pre- 
sente Declaración. Para ese efecto tendrán que dar á co- 
nocer su adhesión á las potenpias contratantes mediante 
notificación escrita, dirigida al Gobierno de los Países Ba- 
jos y comunicada por éste á las demás potencias contra- 
tantes. 

Si cualquiera de las altas partes contratantes denunciara 
la presente Declaración, no surtirá efecto la denuncia sino 
un año después de su notificación por escrito al Gobierno de 
los Países Bajos, comunicada inmediatamente por éste á las 
demás potencias contratantes. 

La denuncia no producirá efecto sino respecto de la po- 
tencia que la haya notificado. 

En fe de lo cual, los Plenipotenciarios han firmado la 
presente Declaración. 

Otorgada en £1 Haya el 18 de Octubre de 1907, en un 
solo ejemplar, que quedará depositado en los archivos del 
Gobierno de los Países Bajos y del que se remitirán por la 
vía diplomática copias certificadas á las potencias contra- 
tantes. 
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OTRAS PUBLICACIONES Y ADQUISICIONES DE LA CASA 

* Arenal (Doña Concepción).— Obras. 

8e comprende que el de Doña Concepción Arenal sea uno 
de los pocos nombres españoles que en nuestros tiempos han 
alcanzado una autoridad internacional indiscutible. Recuér- 
dese, por un lado, la veneración que en todas las clases, par- 
tidos, escuelas, creencias religiosas, dejó una vida inmacula- 
da rendida en holocausto á las obras sociales más nobles, 
más desinteresadas, más duras y menos agradecidas, en to- 
das las cuales, desde el hospital hasta el presidio, puso per- 
sonalmente mano, llevando á ellas un rayo de dignidad mo- 
ral y de consuelo. Adviértase, por^otro lado, que, como escri- 
tora, presenta el raro ejemplo de un espíritu que llevó de 
frente con éxito la poesía, la crítica literaria y de arte con los 
estudios sociales más profundos, y en especial, el problema 
del amparo á todos los débiles, al niño, al obrero, á la mujer, 
al enfermo, a^ desvalido, al delincuente. 

TOMOS PUBLICADOS 



I. —El visitador del pobre, 
2 pesetas. 

II. — LaBenefioenoia, la Fi- 
lantropía y la Caridad, 
2 pesetas. 

III.— Cartas á los delin- 
cnentes, 3,60 pesetas. 

IV. — La mt^Joi^ d®l porve- 
nir, lia mi:ger de su 
oasa, 2,50 pesetas. 

V T VI.— Estudios peniten- 
ciarios, 6 pesetas. 

Vn T VIII.— Cartas á un 
obrero y Cartas á un 
señor, 6 pesetas. 

IX. — Ensayo sobre el de- 
recho de gentes, 4,50 p. 

X. — Las colonias penales 
de la Australia y la 
pena de deportación, 
A todos. — Examen de 
las bases aprobadas por 



las Cortes para la refor- 
ma de las prisiones.— 
La Cárcel llamada Mo- 
delo, 3 pesetas. 

XI.' — La instrucción del 
pueblo, 3 pesetas. 

XII. — El I>erecho de gra- 
cia — El reo, el pueblo y 
el verdugo. — El delito co- 
lectivo.— 2,60 pesetas. 

XUL— El visitador del pre- 
so, 2 pesetas. 

XIV. — Informes peniten- 
ciarios, 2 pesetas. 

XV T XVI.— El pauperis- 
mo, 6 pesetas. 

XVII.— Memoria sobre la 
igualdad, 2,50 pesetas. 

XVín, XIX, XX, XXI Y 
XXII. Artículos sobre 
beneficencia y prisio- 
nes . Cada tomo, 4,50 p. 
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••Ahrens. — Enciclopedia Jurídica ó exposición orgánica de la 
ciencia del Derecho y del Estado- Versión directa del ale- 
mán, aumentada con notas críticas y un estudio sobre la 
vida y obras del autor, por D. Francisco Giner, D. Gumer- 
sindo de Azcárate y D. Augusto G. de Linares. — Madrid^ 
1878-80; tres tomos en 4.^ 18 pesetas. 

••—Compendio de la Historia del Derecho romano, traducido 
directamente del alemán, con notas por los mismos; un 
tomo en 8.**, 2,60 pesetas. 

•Alcorán (El), traducido fielmente al español y anotado, vida 
de Mahoma y el Código que dictó, por Benigno de Mur- 
guiondo y Ugartondo. — Madrid, 1876; un tomo en 4.**, 1 
pesetas. 

••Alfaro y Lafuente (S)-— Tratado completo de lo Contencio- 
so-administrativo, ó sea, Lecciones dadas sobre los princi- 
pios generales, legislación, jurisprudencia y procedimientos 
de esta materia en la Academia Matritense de Jurispru- 
dencia y Legislación durante el curso de 1873 á 1874. — Ma- 
drid, 1876; un tomo en 4.°, 8 ptas. 

Alvarez del Manzano. — Curso de Derecho mercantil, filo- 
sófico, histórico y vigente (español y extranjero), por el Ca- 
tedrático de la misma asignatura en la Universidad Cen- 
tral D. Faustino Alvarez del Manzano y Alvarez Rivera. — 
Tomo I. Parte general. Segunda edición ccnregida y au- 
mentada. — Madrid, 1903; en 4.^ 17 pesetas. 

••Aller. — Estudios elementales de Economía política, prece- 
dida de un discurso preliminar por el Dr. D. Melchor Salva, 
profesor de dicha asignatura. Madrid, 1874; un tomo en 8.*^, 
2,60 pesetas. 
•-^Exposición elemental teórico -histórica del Derecho polí- 
tico. Madrid, 1876; un tomo en 8.**, 3 pesetas. 

••Anales del laboratorio de criminología, 18991900. Tra- 
bajos de los Sres. Bernaldo de Quirós, Giner, Llanas Aguí- 
laniedo, Navarro Flores, Salillas y Simarro; un tomo en 4.**, 
1,60 pesetas. 

••Andrade (B. M.)— La antropología criminal y la novela na- 
turalista.— Un tomo en 8.°, 2 ptas. 

••—Estudios penales. La locura ante las leyes penales y' de 
procedimiento. — TJn tomo en 8.®, 2 ptas. 

•• — Estudios de antropología criminal espiritualista. — 4 ptas. 

Anuario de la Dirección general de los Registros. Véase Co- 
lección de Leyes, pág. 6.) 

Argente y del Castillo (D. B.) y Betortillo y Tomos (don 
Alfonso).— El Derecho vigente en España. Budimentos de 
Derecho natural, romano, canónico, historia del Derecho 
español, político, administrativo, economía política, hacien- 
da pública, Derecho civil, mercantil, penal, procedimien- 
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tos judiciales, práctica forense. Derecho internacional pú- 
blico, Derecho internacional privado, para uso de los alum- 
nos de Derecho usual y guia de los aspirantes al grado de 
licenciado en Derecho. Obra declarada de mérito. Cuarta 
edición corregida y aumentada con cuadros sinópticos de 
todas las ramas del Derecho, con el refranero jurídico es- 
pañol, resumen de todas las lecciones, crítica de la ley. — 
Madrid, 1908; un tomo en SJ" de xlviu-546 páginas y 14 
cuadros grandes; rústica 6 pesetas, encuadernado en tela 
6 pesetas. 

••^Arrazola.— Enciclopedia española de Derecho y Adminis- 
tración ó Nuevo Teatro Universal de la Legislación de Es- 
paña ó Indias^ por los Sres. Arrazola, Romero Girón, Na- 
varro Zamorano, Gómez de la Serna y Manresa y Navarro, 
con la colaboración de otros jurisconsultos. 

La publicación de esta importante obra, que en forma de Dic- 
cionario trata magistralmente todos los ramos del Dere- 
cho, y que adquirió una envidiable reputación en Europa 
y en América, quedó paralizada por el fallecimiento de su 
ilustre fundador, el Excmo. Sr. D. Lorenzo Arrazola. 

Se han publicado doce tomos y seis cuadernos del tomo 13, 
en 4.** mayor, á dos columnas, de 800 págs. próximamente 
cada tomo. Contienen, por orden alfabético, 2.778 artícu- 
los, correspondientes á las letras A B y C, hasta el de Cosa 
ijTiGiosA, con el que concluyó la última entrega publicada. 

Para dar pronta salida á las pocas existencias de esta obra, 
los tomos que por suscripción y venta costaban á 26 pese- 
tas en Madrid y 30 en provincias, se darán ahora á 7,60 
pesetas cada uno en Madrid. De suerte que los doce tomos, 
que importaban 800 pts. en Madrid y 360 en provincias, se 
darán ahora por 90 pts. en Madrid y 102 en provincias. 

A qufen tome los doce tomos, se darán gratis los seis cuader- 
nos publicados del 13. 

♦•Arrese (J.)— Descentralización universal ó el fuero vascon- 
gado; aplicado á todas las provincias « con un examen 
comparativo de las instituciones vascongadas, suizas y 
americanas. Madrid, 1873; un tomo en 8.^, 2 pesetaer. 

••Aacárate (D. Gumersindo de).— Estudios económicos y so- 
ciales; un tomo en 8.^, 2,60 pesetas. 

•• — Estudios ñlosóficos y políticos; un tomo en 8.*; 3 pesetas. 

•• — Minuta de un testamento, publicada y anotada por W.; un 
tomo en 8.®, 1,60 pesetas. 

** — La Constitución inglesa y la política del Continente; un 
tomo en 8.°, 3 pesetas. 

^enlloch(D. Francisco J. J.)— Las constituyentes de 1902 

un tomo en 8.** mayor, 3 pesetas. 
—La familia natural y la familia civil. — Madrid, 1902; un 
tomo en 8.**, 2 pesetas. 
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*Bonilla y San Martín.— Concepto y Teoría del Derecho 
(Estudio de metafísica jurídica), por D. Adolfo Bonilla y 
San Martín, Doctor en Derecho y en Filosofía y letras. 
Madríd, 1897; un tomo en 8.^ 2 pesetas. 
•• — Derecho mercantil español. —Madrid, 1904; un tomo en 8.* 
mayor, 7 ptas. 

••Botella (C.)— El Socialismo y los Anarquistas.— Del proble- 
ma social. — De la historia del socialismo utópico.— Del so- 
cialismo radical. — Del socialismo contemporáneo. — Del so- 
cialismo científico. — Del socialismo revolucianario. — Del 
socialismo anarquista. De las nuevas doctrinas de las in- ' 
ñuencias del cristianismo. Madrid, 1896; un tomo en 8.", 
ó pesetas. 

• BIBLIOTECA JURÍDICA DE AUTORES ESPAÑOLES 

Lombroso. — Escritos de polémica; un tomo en 8.', 1 peseta. 

Holtzendorff — Los fines del Estado. — Estudios de Derecho 
público; parte fundamental dé la célebre obra: Principios 
de política^ 1 peseta. 

Sumner Maine. — El Derecho antiguo.— Parte general: His- 
toria del Derecho y de la organización social, 1 peseta. 

— El Derecho antiguo. Parte especial.— Historia de los testa- 
mentos, de las sucesiones, de la propiedad, de los contra- 
tos y de los delitos, 1 peseta. 

Puglia.— El Derecho en la vida económica. — Estudio del 
Derecho positivo, 1 peseta. 

Raleigh.— Política elemental, 1 peseta. 

Garofalo. — Estudios criminalistas^ 1 peseta. 



•••Buylla y Alegre (A.) El obrero y las leyes, estudio de la le- 
gislación protectora del trabajo en los principales países, 
por Adolfo A. Buylla y G. Alegre.— Madrid, 1906; un tomo 
en 4.0, 4 ptas. 

Carril y Campero (M.) — Elementos de Derecho penal, es- 
critos para facilitar el estudio á los alumnos de esta asig- 
natura.— Madrid, 1882; en 8.^ 2 ptas. 

Coleoción de leyes. Reales decretos, Reales órdenes, órde- 
nes, circulares y resoluciones referentes á la toma de razón 
de la propiedad inmueble y derechos reales en España, 
expedidas desde 2 de Diciembre de 1839 hasta 31 Diciem- 
bre de 1873, por D. León Galludo y D. Rafael de la Esco- 
sura, previa autorización oficial. — Madrid, 1881; un tomo 
en 4.°, 15 pesetas. 

Colección oficial de Leyes, Reales decretos, Reales órdenes; 
circulares y resoluciones que se han dictado referentes al 
registro de la propiedad inmueble y de los demás derechos 
reales. 
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Tomo I.— Desde 1.° de Enero de 1874 hasta el 81 de Diciembre 
de 1878. Por la Dirección general de los Registros civil y 
de la propiedad y del Notariado. — Un tomo en 4.**, 8 ptas. 

Tomo U.— Desde 1."* de Enero de 1879 hasta 31 de Diciembre 
de 1882.— Un tomo en 4.", 9 ptas. 

Tomo III.— Desde 22 de Diciembre de 1882 hasta 31 de Di- 
ciembre de 1886. — Un tomo en 4.", 9 ptas. 

Tomo IV.— Desde 1.° de Enero de 1887 hasta 31 de Diciembre 
de 1891.— Un tomo en 4.", 8,60 ptas. 

Tomo V.— Desde 1.° de Enero de 1892 hasta 31 de Diciembre 
de 1895.— Un tomo en 4.°, 12,50 ptas. 

Anuario de la Dirección general de los Registros. Compren- 
de todos los proyectos de ley, leyes, Reales decretos, Rea- 
les órdenes, circulares y resoluciones que se dictan en el 
afio, relativo al Registro de la propiedad; edición oficial 
(año I), 1905, en 4.o, 6 ptas. 

—Afio II, 1906, 8 ptas. 

—Afio III, 1907, 5 ptas. 

— Datos para el estudio de la Propiedad inmueble en Espafia. 
Resumen de las Memorias redactadas por los Registrado- 
res de la Propiedad en cumplimiento del Real decreto de 
14 de Abril de 1902, con una introducción del Ilustrísimo 
Sr. D. Javier Gómez de la Serna. Tomo I. Albacete, Barce- 
lona, Burgos, Cáceres y Oorufia. — Madrid, 1906; en 4.° 
mayor, 7,50 ptas. 

•♦•Oolmeiro (D. Manuel). — Biblioteca de los economistas espa- 
ñoles de los siglos XVI, xvii y xviii. Obra publicada por la 
Real Academia de Ciencias morales y políticas.— Madrid, 
1880; un tomo en 4.°, 4 ptas. 

••• — Historia de la Economía política en Espafia. — Madrid, 1863; 
dos tomos en 4.^, 15 ptas. 

••• — Principios de Economía política. — Madrid, 1878; un tomo 
en 8.**, 4 ptas. 

••• — Curso de Derecho político, según la Historia de León y 
Castilla.— Madrid, 1873; un tomo en 4.*, 9 ptas. 
•• — Apéndice al Derecho administrativo espafiol. - Madrid, 
1880; un tomo en 4.®, 6 ptas. 
— Cortes de los antiguos Reinos de León y Castilla; Intro- 
ducción escrita y publicada de orden de la Real Academia 
de la Historia. — Madrid, 1883-84; dos tomos en folio, 
40 ptas. 

••Colom y Beneito.— Guía civil, comercial y política. 
Tomo I. Prestamistas, prestatarios, operaciones de présta- 
mos, 2 ptas. 
Tomo II. La familia, 2 ptas. 

•••OomaB (D. A.), Catedrático de Derecho civil en la Universi- 
dad de Madrid, ex-Decano de la Facultad de Derecho, Vo 
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cal de la ComÍ8Íón de codificación y Abogado del Uostre 
Colegio de Madrid. — La revisión del Código civil español. 
Contiene: Exposición de motivos. — Parte general. — ídem. 
Parte especial. — Proyecto de Código civil. Articulado. — Ma- 
drid, 1896-1902; seis tomos en 4.^ 65 ptas. 

Ck>nferenoia8 de la Instítación libre de enseñanza; se ban 
publicado las siguientes: 

i. as elecciones pontificias^ por D. Eugenio Montero Bíos. 

El futuro Cónclave, i)or el mismo. 

El agua y sus transformaciones, por D. F. Quiroga. 

Turquía y el tratado de París, por D. Rafael M. de Labra. 

El poder y la libertad en el mundo antiguo, por D. Ma- 
nuel Pedregal. 

El poder del Jefe del Estado en Francia, Inglaterra y 

los Estados-Unidos, por D. G. de Azcárate. 

El conde de Aranda^ por D. Segismundo Moret y Fren- 

dergast. 

El Alcorán, por D. Eduardo Saavedra. 

Relaciones entre la ciencia y el arte, por D. Federico 

Rubio. 

El socialismo de cátedra, por D. Gabriel Rodríguez. . 

I>a vida de los astros, por D. Augusto G. de Linares. 

Teorías modernas sobre las funciones cerebrales, por 

D. Luis Simarro. 

La moderna literatura polaca y J. I. Krasewsky, por 

D. José Leonard; las 13, en un tomo,/ cartoné, 7,50 ptas. 
Se venden sueltas á peseta. 
•••Contestaciones. — Manual del opositor de Hacienda. Des- 
envolvimiento metódico de temas del programa de oposi- 
ciones á oficiales cuartos de Hacienda pública, por Joaquín y 
Martínez Cabanas, oficial segundo de la Intervención ge— 
neral del Estado. Publicación autorizada por Real orden 
de 20 de Noviembre de 1905; un tomo en 4.**, 8 pesetas. 

••Enciclopedia (La).— Un tomo en 4.® de 460 páginas, 5 pe- 
setas. Contiene, entre otras varias cosas, lo siguiente: In- 
troducción, por Eduardo Chao.— Filosofía de la Historia, 
por Oscáríz y Lasaga. — Carta crítico política, por J. de Car- 
vajal. — De la propiedad de las invenciones, por Gabriel Ro- 
dríguez. — Literatura sánscrita; el Ramayana, por Manuel 
de la Revilla.— Revista crítica, por Francisco Flores y Gar- 
cía.— Estudios de Bellas Artes, por Ramón Ibáfíez Abellán« 
—Critica musical, por Germán de Castro.— Estado actual 
de Europa, por José Pérez del Castillo. — América, por Fran- 
cisco del Pino. — Arqueología, por R. Soriano. — La llega- 
da á la vida, por Andrés Ruigómez. — El carnaval, por José 
de Navarrete. — La iglesia de los Templarios en Ceynos, por 
V. García Escobar.— Un día de toros en el Puerto, por 
Francisco Flores Arenas.— El Arte, por F. Pí y MargalL — 
La Celestina, por Rafael Luna. — Estudios de poesía latina 
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por Juan Qairós de los Ríos.— De la repressntación ó in- 
fluencia de los Estados, Unidos de América en el Derecho 
internacional, por Rafael M. de Labra.— Higiene pública, 
por el Dr. R. Gasas Batista. — Apuntes históricos: Los Gui- 
eos, por Juan Pérez de Vargas y Salas.— Cartas de Prusia, 
del feld mariscal general conde de Moltke.— Felipe II: Es-, 
.tudio histórico, por Sofía Tartilán —Fragmentos de una 
obra inédita, por José Navarrete.— Revista crítica: Litera- 
tura dramática, por Francisco Flores García.— Crónica jk)- 
lítica: España, por Recaredo. — Europa, por José Pérez del 
Castillo. 

•••Escudar. — Locos y anómalos. — Contiene, entre otras impor- 
tantes cosas. El veterinario de Sueca.— Morillo. — Galeote. 
— El parricida de Carcagen te.— Anomalías sexuales. — La 
reproducción.— Degeneración de amor.— Esperm aterrea.— 
Epilepsia genésica. -Psicopatía sexual orgánica. — Aberra- 
ciones genésicas. — Anomalías sociales.— Degenerados. — 
Delincuentes. —Borrachos.— Hipnotismo. — El tratamiento 
de los locos. — El Manicomio. — Curación del loco, etcétera, 
etc. Madrid, 1896; un tomo en 8.°, 4 ptas. 

•Esouiiero (B. ) — Ensayo sobre economía política, con un pró- 
logo de D. Gumersindo de Azcárate. Contiene un estudio 
crítico de las opiniones de los principales economistas so- 
bre las teorías del valor, y diversos tratados que compren- 
den el concepto verdadero del valor, el valor y la riqueza, 
la protección y el librecambio y el crédito, todo conforme 
con las teorías más acreditadas en la actualidad. Madrid. 
1879; dos tomos en 8.^ 9 ptas 

•Pawoet (E.).— El libre cambio y la protección. Investigacio- 
nes de las causas que han restaurado la adopción general 
de la libertad de comercio desde que se introdujo en Ingla- 
terra. Traducido de la segunda edición inglesa por D. Gu- 
mersindo de Azcárate. Madrid, 1879; un tomo en 8.^, 2,50 p. 

•Ferri (E.)— Los delincuentes en el arte, traducción y apén- 
dice, por Constancio Bernaldo de Quirós. Madrid, 1899; un 
tomo en 8.^, 3 pesetas. 

••García Aliz (A.)— El presupuesto de reconstrucción. Polí- 
tica comercial. Banco y Tesoro. Subsistencias. Obra de 
gran utilidad para los versados en las ciencias económicas 
y provechosa lectura para cuantos se interesen por la pros- 
peridad de su país. — Madrid, 1007; un tomo en 4.o, 4 ptas. 

•••O-arcía y Romero de Tejada (D. José).— El libro del Jurado. 
Prontuario teórico-práctico para la más fácil y acertada 
aplicación del Código penal á los delitos de que conocen 
los Tribunales populares.— 1894-1897; dos tomos en 4.°, 
23 ptas. 

•••—Suplemento á El libro del Jurado. Comprende la doctrina 
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contenida en las sentencias del Tribunal Supremo de Jus- 
ticia, en materia de casación criminal, dictadas durante 
la publicación de la obra (1894 á 1897), y las posteriores 
hasta finalizar el año 1904.— Madrid, 1905; un tomo en 4.*, 
8 pesetas. 

••♦O-aroía y Somero de Tejada (D. José).— Clave de la apli- 
cación de penas para bailar instantáneamente las que co- 
rresponden y son de imponer en cuantas combinaciones y 
casos comprende y ofrece el Código penal vigente. — Ma- 
drid, 1899; UH tomo en 8.", cartonó, 1,50 ptas. 

•atner (D. F.)— Estudios jurídicos y políticos. —Madrid, 1879; 
un tomo en S.°% 3 pesetas. 

* — La persona social. Estudios y fragmentos.— La persona- 
lidad. Teoría sobre la persona social.— El Estado social. — 
Individuo y Estado. > Las teorías sociales de Scbseffle. — 
Madrid, 1899; un tomo en 4.^, 5 pesetas. 

*— Estudios de literatura y arte. Contiene: El arte y las artes. 
Lo cómico. Del género de poesía más propio de nuestro 
siglo, La poesía épica. Dos reacciones literarias, La retó- 
rica y la poética. Plan de un curso de literatura. Poesía 
erudita y vulgar. La música y sus medios estéticos, Des- 
arrollo de la literatura moderna. Notas bibliográficas. — 
Madrid, 1876; un tomo en 8.°, 8 pesetas. 

••Qtner (D. F.) — Resumen de Filosofía del Derecho, en cola- 
boración con A. Calderón.— Madrid, 1898; tomo 1, en 4.^, 
7,60 pesetas. 

— Traducciones: Ahrens, Enciclopedia jurídica. — Róder, Doc- 
trinas penales reinantes. — Krause, Compendio de estética. 

— Falckenberg, Historia de la filosofía desde Kaut. Forma el 
tomo 34 de la Biblioteca de Derecho y Ciencias sociales. 

••aómez Herrero (Teodoro), Abogado del Ilustre Colegio de 
Madrid.— Diccionario-Guía Legislativo Español. Esta obra 
es el más exacto y más completo compendio del movi- 
miento legislativo español, índice general de todo cuanto 
ee ha legislado desde primero del siglo xix hasta el día; 
única obra que abarca y comprende todas las materias 
motivo de nuestra legislación; exposición por orden rigu- 
roso de todas las publicadas oficialmente, con expresión 
de las fechas de cada disposición legal. Todo el Dicciona- 
rio, en siete tomos en 4.® mayor, impreso á dos columnas. 
Su precio es el de 62 pesetas. Para complemento de la 
obra se publica todos los años un tomo Anuario de igual 
forma é impresión, y su precio es, en Madrid, 4 pesetas 
cada uno. Se hullan á la venta los años de 1901 y 1902. 

^••aonzález Rebollar (Dr. D. B.,)—£ey de accidentes del traba- 
jo. Estudio crítico de la española de 30 de Enero de 1900, 
de su reglamento y disposiciones concordantes comparadas 
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con las principales legislaciones extranjeras. Obra premia 
da por la Acaiclemia de Derecho y demás ciencias sociales 
de Bilbao. Prólogo de D. Adolfo A. Buylla. —Salamanca; 
1908; un tomo en 4.°, 6 ptas. 

*Qonzález Serrano (U.) — Rudimentos de Derecho para su es- 
tudio elemental en los Institutos de segunda enseñanza, 
por Urbano González Serrano, Catedrático de dicha asigna- 
tura en el Instituto de San Isidro. Madrid, 1904; un tomo 
en 8.®, encuadernado en tela, 6 pesetas. 

••Gracia y Hernández. — Justicia militar. Nociones teórico- 
prácticas de toda clase de procedimientos judiciales. Obra 
premiada en la tercera edición con el grado de Teniente 
Coronel, y en la novena con la cruz blanca pensionada del 
Mérito Militar. Décimatercera edición, aumentada y corre- 
gida hasta la fecha. — Madrid, 1904-1906; dos tomos en 4.", 
encuadernados en rústica, 15 pesetas; encartonado, 16, y 
en pasta española, 18. 

••* — Apéndice para las ediciones 7.* á la 12.* inclusive.— 
Zaragoza, 1902; I peseta. 

•*♦ — La Guardia civil como auxiliar déla autoridad judicial con 
arreglo á la Ley de Enjuiciamiento criminal vigente Los 
atentados y los expedientes, etc., etc.— Zaragoza, 1896; un 
tomo en 8.°, 2 pesetas. 

**Ghuía de los aspirantes al grado de licenciado en Dere- 
cho. (Véase Argente y del Castillo, y Retortillo.) El Dere- 
cho vigente en España. 

••Haio. — Ley del Kegistro de la propiedad inmueble, por Car- 
los L. de Haro, Registrador de la propiedad. Madrid, 1904; 
un tomo en 8.^, 3 ptas. 

♦•Heftter. — Derecho internacional público de Europa. Traduc- 
ción de Gabino Lizárraga. Madrid, 1876; un tomo en 4.°, 
de 563 páginas, 8 pesetas. 

••Heredia y Larrea. — El Testamento fonográfico. Madrid, 
1896; un tomo en 8.® mayor, 4 ptas. 

••Ihering. — La lucha por el Derecho. Versión española de 
Adolfo Posada, con un prólogo de D. Leopoldo Alas. — Ma- 
drid, 1881; un tomo en 8.**, 2 pesetas. 

• — ^Prehistoria de los indoeuropeos. Obra postuma; versión 
española, con un estudio preliminar de Adolfo Posada, 
Profesor en la Dniversidad de Oviedo.— Madrid, 1896; un 
tomo en 8.^ mayor, 8 pesetas. 

•J. a-.. Abogado del Ilustre Colegio de Madrid. — Pequeña 
Guía del Jurado. Contiene la ley de 20 de Abril de 1888, 
estableciendo el juicio por jurados, y el Real decreto de 8 
de Marzo de 1897, marcando reglas desde que sus nom- 
bres aparecen en las listas, hasta que, cumplida su mi- 
sión por haberse pronunciado veredicto, otro Tribunal, el 
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de Derecho, dicta sentencia. — Madrid, 1905; un tomo 
en 8.^, 1,50 pesetas en rústica y 2 encartonado. 

••Juea EUurmiento. — Themis. Justicia para todos. Observacio- 
nes sobre la naturaleza y el estudio de la jurisprudencia, la 
constitución del poder judicial y el ejercido de la abogacía. 
Madrid, 1856; un tomo en 8.^ 8 ptas. 

*Iaagrange. — Manual de D^echo romano, ó explicación de 
las instituciones de Justiniano, por preguntas y respuestas, 
traducido al castellano de la 11.* edición francesa, y adi- 
cionado con nuevas notas y apéndices, por D. José Vicente 
y Cara van tes. Segunda edición. — Madrid, 1889; un tomo en 
8.°, 6 pesetas. 

**Iia8tre8. — Procedimientos civiles, criminales, canónicos y 
contencioso-administrativos, seguidos de un Manual de 
formularios. Undécima edición corregida y aumentada. — 
Madrid, 1902-1903; dos tomos en 4.®, 12 ptas. 

•• — Conferencias populares sobre el nuevo Código civil, pro- 
nunciadas en el Círculo de la Unión Mercantil de Madrid. 
Madrid, 1889; un tomo en 4.^ 3 ptas. 

•• — El Derecho al alcance de todos. Jurisprudencia popular. 
Una peseta cada tomo. Publicados y arreglados al Código 
civil: El matrimonio. — El testamento y la herencia. — ^Filia- 
ción, patria potestad y alimentos. — Tutela y consejos de 
familia. 

**— Estudios penitenciarios. Madrid, 1887; un tomo en 8.% 3 pts. 

••—La cárcel de Madrid, 1757 á 1877; una peseta. 

•• —El crimen de la calle de Feijóo; una peseta. 

•• — Operaciones de Bolsa. Contratación sobre efectos públicos 
de los corredores de comercio y de los agentes de Bolsa. 
Madrid, 1878; un tomo en 8.°, 4 ptas. 

•laombroso. — El delito, sus causas y remedios, por César 
Lombroso; traducción de C. Bemaldo de Quirós. Edición 
ilustrada con láminas y grabados en el texto. Madrid, 1902; 
un tomo en 8.^ mayor de 650 páginas, 10 pesetas. 

••López Moreno. — La prueba de indicios. Tercera edición.— 
Madrid, 1907; un tomo en 8.% 6 pesetas. 

•••liópea B. GKSmez ^N.)— Tratado teórico-legal del Derecho de 
sucesión. Valladolid, 1892, dos tomos en 4.^ 21 ptas. 

••Maclas Picavea (R.)— El problema nacional. Hechos. Cau- 
sas. Remedios.— Madrid, 1899; un tomo en 8.** mayor, 
4 pesetas. 

••Maranges.— Estudios jurídicos, por D. José M. Maranges, 
Catedrático que fué de Derecho natural y Romano en la 
Universidad de Madrid, con un prólogo de D. Gumersindo 
de Azcárate y la biografía del autor, por D. Francisco 
Giner de los Ríos. Madrid, 1878; un tomo en 8.®, 2 pesetas. 
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***Manzaneque y Montes {F,)-'Derecho procesal militar. Guía 
práctica de los funcionarios judiciales del Ejército, por 
Fausto Manzaneque, Auditor de Guerra. Obra premiada 
por el Ministerio de la Guerra. — Málaga, 1902; un tomo en 
4.^ encartonado, 6 ptas. 

•••Marichalar, Marqués de Montesa (A.) y Manrique (D. O.) 
— Historia de la legislación y recitaciones del Derecho ci- 
vil de España, desde el periodo romano hasta el día. — Ma- 
drid, 1 868; nueve tomos en 4.®, 90 ptas. 
^Marqués de Olivart.— Tratado de Derecho internacional 
núbiico, por el Marqués de Olivart, Asesor jurídico ¿del 
Ministerio de Estado, asociado del Instituto de Derecho 
internacional. Con un prólogo del Excmo. Sr. D. Ba&iel 
Conde y Luque, Catedrático de dicha asignatura en la Uni- 
versidad Central. Cuarta edición revisada y ampliada. — 
Madrid» 1904; cuatro tomos en 4.^, 24 pesetas. 

•Menger. — El Derecho civil y los pobres, por Antonio Men- 
ger, Profesor de Derecho en la Universidad de Viena. 
Versión española precedida de un estudio sobre El derecho 
y la cuestión social, por Adolfo Posada, Profesor de Derecho 
político y administrativo en la Uíiiversidad de Oviedo. 
Madrid, 1898; un tomo en 8.° mayor, 6 pesetas. 

Miquelez de Mendiluoe y Fecifla (C.) — Notas de Derecho 
musulmán ó rasgos del Charáa. — Melilla, 1907; un tomo 
en 8.0, 2 ptas. 

**Moragas y Droz (R.) y Pardo (J. M.)— Legislación orgánica 
del Notariado y del poder judicial en las Islas de Cuba y 
Puerto Rico. «Comentada.» — Madrid, 1878; un tomo en 8.**, 
3,60 ptas. 

•Moya (M.)— Conñictos entre los poderes del Estado. Estudio 
político^ con un prólogo de D. Gumersindo de Azcárate.— 
Madrid (s. 1); en 8.**, 2 ptas. 

**Qjea y Somoza.—Los derechos individuales, ¿son ilegisla- 
bles?— Madiid, 1884; un tomo en 8.^, 2 ptas. 
— El parlamentarismo. — Madrid, 1884; un tomo en 4.'*, 2 pts. 

Fiemas Hurtado (J.)— Tratado de Hacienda pública y exa- 
men de la española. Quinta edición refundida nuevamente. 
Madrid, 1900-1901; dos tomos en 4.°, 15 pesetas. 

— Principios elementales de la Ciencia económica. — Madrid, 
190&; un tomo en 4.®, 9 pesetas. 

— Tratado elemental de estadística. Segunda edición.— Ma- 
drid, 1907; un tomo en 8.^, 4 pesetas. 

— La casa de la contratación de las Indias.— Madrid, 1907; 
un tomo en 4.^, 2 pesetas. 

**FÍrala. — ^Espafia y la Regencia. Anales de diez y seis 
años (1885-1902;, tomos i-iiiii, en 4.°, con láminas y autó- 
grafos, 21 pesetas; el tomo iv en prensa. 
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*Posada. — Tratado de Derecho administrativo, según las teo, 
rías ñiosóñcas y la legislación positiva, por Adolfo Posada- 
Profesor de Derecho político y administrativo en la uni- 
versidad de Oviedo. Madrid, 1897; dos tomos en 8.^ mayor, 
15 pesetas. 

• — ^Tratado de Derecho político. Tomo j. Teoría del Estado. 
Tomo II. Derecho constitucional comparado. Tomo III. 
Guía para el estudio y aplicación del Derecho constitucio- 
nal de Europa y América. Madrid, 1893-94; tres tomos en 
8.® mayor, 16 pesetas 

• — Capítulos de Introducción (Al derecho político compara- 
do).— Madrid, 190«; un tomo en 8 .•, 4 pesetas. 

•—Ideas pedagógicas modernas. Pedagogos filósofos: Guyau, 
Fouillóe y González Serrano. — Excursiones pedagógicas; 
Oxford, Bruselas, Estrasburgo, Lausana y Bolonia. — Va- 
riedades. Madrid, 1892; un tomo en 8.o mayor, 3 pesetas. 

••Pulido. — La pena capital en España, por D. Ángel Pulido 
Fernández, de la Real Academia de Medicina. Madrid, 1897; 
un tomo en 8.°, 2 pesetas. 

•Quiza. — Nociones de Antropología y Antropometría judicial. 
Método de identificación y del cotejo de escritos. Obra de 
reconocida utilidad para los cuerpos de Seguridad y vigi- 
lancia, juzgados y establecimientos penales, por D. José 
G. Qiii'Aa.. Madrid, 1904; un tomo en 8.**, con 14 grabados, 
2 pesetas. 
Registro de la Propiedad. Véase Colección de Leyes, Reales 
decretos, págs. 4 y 5. 
••Ribera Cañizares (Mariano). — Prontuario del Consejo de 
familia, de la Protutela y de la Tutela.— Contiene, además 
de las disposiciones del Código civil, un repertorio doctri- 
nal de la Jurisprudencia del Tribunal Supremo, de las cir- 
culares de la Fiscalía del mismo y de las resoluciones de 
la Dirección general de los Registros civil y de la Propie- 
dad y del Notariado, Leyes especiales. Reales decretos y 
Reales órdenes relacionadas con dicha materia; y proyec- 
tos de actas, certificaciones, escritos y demás diligencias, 
como indicación del modo de funcionar las citadas insti- 
tuciones. — Madrid, 1905; dos tomos en 8.°, 7 pesetas. 

••Riquolme (A.)— Elementos de Derecho público internacio- 
nal, con explicación de todas las reglas que, según los tra- 
tados, estipulaciones, leyes vigentes y costumbres, consti- 
tuyen el Derecho internacional español. — Mataró, 1876; 
en 4 **, 6 ptas. 

*B.óder.- -Las doctrinas fundamentales reinantes sobre el de- 
lito y la pena en sus interiores contradicciones. Ensayo 
crítico preparatorio para la renovación del Derecho penal, 
traducido del alemán, por D. Francisco Giner. Tercera 
edición. Madrid, 1876; un tomo en 8.®, 3 pesetas. 
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•♦Rubén de Couder (M.)--CoDapendio de lecciones escritas 
de Derecho romano, vertido al español de la quinta edi- 
ción francesa, y adicionado con notas referentes á las con- 
cordancias y diferencias entre la legislación y la jaríspru- 
dencia española, la romana y la francesa, por D. Alvaro 
Lope de Orriols. Madrid, 1894; un tomo en 4.^ 10 pesetas. 

**8ala (J.)— Digesto romano-español, compuesto en latín para 
uso de los juristas, traducción al castellano y adicionado 
con las últimas variantes del derecho nacional, por los li- 
cenciados D. Pedro López Claros y D. Francisco Fábregas 
del Pilar, abogados del Colegio de Madrid. 1*844; dos tomos 
en 4.** mayor, 15 ptas. 

♦•Saleta y Jiménez (M.) — Las faltas. — Ensayo sobre los he- 
chos que son objeto del libro III del Código penal de £spa 
fía, comentados y clasificados.— Madrid, 1868; un tomo en 
8.^ 2 ptas. 

♦Salillas (D. Rafael).~Dofia Concepción Arenal en la ciencia 
penitenciaria. Madrid, 1894; un tomo en 8.°, 2 pesetas. 

•«-El delincuente español. El lenguaje. Lombroso ha escrito 
que esta obra es el estudio cmás completo, profundo y 
terminante > acerca de la materia. Es un estudio del len- 
guaje criminal como documento psicológico y sociológico . 
Madrid, 1896; un tomo en 8." mayor, de 344 páginas, 6 ptas. 

♦—Hampa (Antropología picaresca). La crítica alemana 
ha dicho que este libro da la pauta de cómo se debe 
escribir una verdadera psicología del pueblo. Además, ha 
ensalzado la teoría criminológica en este libro desarrollada, 
teoría que el Profesor Dorado conceptúa la más aventajada 
de las hasta el presente expuestas por los criminólogos. 
Madrid, 1898; un tomo en 8.® mayor, de xv-596 páginas, 
6 pesetas. 

♦ — La teoría básica. (Bio-sociología.) Comprende cuatro libros 
titulados: La noción básica, Las leyes básicas, La base 
psíquica y La base social. Madrid, 1901; dos tomos en 8.^ 
de xv-767 y 771 páginas respectivamente, 16 pesetas. 

♦♦Sánchez de las Matas y Delgado del Castillo (E.)— Npyí- 
simo diccionario de legislación y jurisprudencia. Madrid, 
. 1883; un tomo en 4.°, 8 ptas. 

♦♦Seebohm.— i)c la reforma del derecho de gentes^ por Federi- 
co Seebohm; traducción del inglés y anotada por D. D. Far- 
jasse. Introducción por Frederic Passy. Versión española, 
por D. Bernardo Escudero; un tomo en 8.**, 2 ptas. 

♦♦Sala.— La Misión moral de la Universidad, por A. Sela, Pro- 
fesor en la Institución Libre de Enseñanza y en la Univer- 
sidad de Oviedo.— Madrid, 1893; una peseta. 

Serrano y Oteiza. — Diccionario de la Jurisprudencia admi- 
nistrativa, hipotecaria y notarial, sentada por la Dirección 
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general de los Registros civiles y de la propiedad y del 
notariado de la Península y ultramar, desde 13 de Junio 
de 1874 hasta 80 de dicho mes de 1879, publicado por la 
Gaceta de Registradores y Notarios, Segunda edición.— 
Madrid, 1880; un tomo en 4.^, 4 ptas. 

Serrano y Oteiza. — Apéndices primero á cuarto^ que com- 
prenden desde Junio de 1879 á Junio de 1889; 10 pesetas. 

— Legislación notarial y del papel sellado. En tres partes 
se halla dividida en esta obra. Consta la parte primera de 
la legislación notarial, ó sea de la ley del Notariado; del 
reglamento general para la organización y régimen del 
mismo, del Tribunal Supremo y Consejo de Estado, Reales 
decretos, etc. Segunda edición. 18^1; un tomo en 8.**, 
4 pesetas. 

••Süió y Cortés (C-)— La crisis del derecho penal, con un pró- 
logo de Ángel María Taladríz, con cuadros de la tempera- 
tura y delietuosidad en los pueblos de España. 1891; un 
tomo en 4.°, 6 ptas. 

•••Soler.— Apuntes de Historia Política y de los Tratados, por 
D. Pablo Soler y Guardiola, Secretario de Embajada. Com- 
prende la historia de las relaciones internacionales y las 
disposiciones de los convenios ajustados entre los pueblos 
europeos, desde fines del siglo xv hasta principios del ac- 
tual. En ella ha procurado el autor reunir en extracto las 
modificaciones que los Estados de Europa han sufrido en 
los tres siglos que comprende la obra. El principal objeto 
de estos Apuntes es dar una pauta á los aspirantes á las ca- 
rreras diplomática y consular para el estudio de los pro- 
gramas de ingreso en las mismas; y con tal propósito, se 
indican al final de cada capítulo las principales .obras de 
consulta. — Madrid, 1896; un tomo en 8." mayor, 5 ptas. 

•Spencer (H.)— Fundamentos de la Moral, vertido directa- 
mente del inglés, por Siró García del Mazo.— Madrid, 1891; 
un tomo en 8°, íi ptas. 

•—El individuo contra el Estado. Los nuevos conservadores. 
— La esclavitud del porvenir. — Las culpas de los legislado- 
res.— La gran superstición política. — Madrid, 1886; un tomo 
en 8 .^ 2 ptas. 

• — Estudios políticos y sociales. — Sevilla, 1886; un tomo en 
4.", 4 ptas. 

•Stricker.— Fisiología del Derecho. Traducción del alemán 
por Pedro Dorado, Profesor de Derecho penal en la Uni- 
versidad de Salamanca. Madrid, 1896; un tomo en 8.°, 2 pts. 

•••Sumner Maine. — El Gobierno jwpular. Vertido directa- 
mente del inglés, por Siró García del Mazo. — 1888; un 
temo en 4.°, 3 pesetas. 

•••Villar Miralles. — Principios de Derecho administrativo. es- 
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pañol. Contestaciones sumarías adaptadas al nuevo Pro^ 
grama para las oposiciones al ingreso en el Cuerpo de 
Aduanas, por Ernesto Villar, Oficial del Cuerpo de Adua- 
nas, ex profesor de Derecho y Legislación en la Escuela 
Normal Superior de Maestros^ etc., etc.— Madrid, 1907; un 
tomo en 8.^, 3 pesetas. 

•••Vltáli. — Manual de Química tozicológica, por el Dr. Diosco- 
ride Vitali, Director de la Escuela de Farmacia de la Uni- 
Tersidad de Bolonia. Traducción española del Dr. Vicente 
Martín de Argenta. — Madrid, 1895; un tomo en 4.o, 10 ptas. 

••Winterer. — El socialismo contemporáneo, por el abate 
- L. Winterer. Versión de D. Julio del Mazo. — 1896, un tomo 
en 8.°, 4 ptas. 

•••Yfiiguea. — Ofensas y desafíos. Recopilación de las leyes que 
rigen en el Duelo, y las causas originales de éste, tomadas 
de los mejores tratadistas, con notas del autor. — Madrid, 
1890; con láminas, 6 ptas. 



Esta casa servirá cuantos pedidos se le hagan de 
libros, aunque no consten en sus CATÁLOGOS, siem- 
pre que vengan acompañados de su importe en letra 
sobre España, Francia ó Inglaterra, libranza ó sellos 
de correo de España; en el último caso certificada la 
carta. 

Pídanse catálogos 



f 



POR 

Don león MEDINA 7 Don MANUEL MARAM 

ABOGADOS )>BL ILUSTBB COLEGIO DE MADBII> 



Leyes administrativas de España (1907). — Contiene esta 
li obra la legislación Mnnicípal y ProTincial^ de Agass, 

H Canales, Paertos, Aguas minerales, Minas, Montes, 

^ Ferrocarriles, Obras públicas, Beneficencia, Expropia- 

ción, Contratación de obras y servicios del Estado, mu- 
nicipales y provinciales. Procedimientos administrativos 
y contencioso-administrativoB, etc., etc. Ua tomo en 
8.° men. de 1.400 págs., 12 ptas. en Madrid en rústica, 
13,50 encuadernadas en pasta española y 14 en piel. 
Leyes civiles de España (1905). — Contiene esta obra el 
Código civil y el de Comercio, las Leyes de enjuicia- 
miento civil, Hipotecaria y su Reglamento, del Impues- 
to de derechos reales, del Registro civil, de Accidentes 
del trabajo y cuantas disposiciones se hallen vigentes 
en materia civil y mercantil, con la jurisprudencia dicta- 
da hasta el dia. Un tomo en 8.° menor de 1.500 pági- 
nas, 12 pesetas en Madrid en rústica, 13,50 encuader- 
nadas en pastjL española y 14 en piel. 
Leyes penales de Espsma (1902).— Contiene esta obra el 
Código penal, el de Justicia militar, el Penal de la Ma- 
rina de Guerra, las leyes de Enjuiciamiento y Organi- 
zación de los Tribunales de Marina, las de Enjuicia- 
miento criminal y del Jurado, la Orgánica del Poder 
judicial y la adicional á la misma, orden público, im- 
prenta, asociaciones, reuniones y cuantas disposiciones 
se hallan vigentes en materia criminal. Un tomo en 
8.^ menor de más de 1.400 páginas, 12 pesetas en Ma- 
drid en rústica, 13,50 encuadernadas en pasta espa- 
ñola y 14 en piel. 
Leyes de Hacienda de España (1894). — Dos volúmenes en 
8.*^ mayor, conteniendo toda la legislación relativa á la 
Organización central y provincial de la Haciend», Con- 
tabilidad, Intervención y Contencioso del Estado, Pro- 
cedimientos administrativos. Investigación, Empleados, 
Clases pasivas. Desamortización, Contribuciones é Im- 
puestos, Renta de Aduanas, etc., con extenso Apéndice 
y minuciosos índices, notas y concordancias, 15 pesetas 
en Madrid en rústica y 19 encuadernados en piel. 
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